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del gobierno de Suiza, trabajan, por una 
parte, en la protección de la población 
vulnerable antes, durante y después de 
periodos de conflicto, crisis o desastres; y 
por otra, en soluciones para asumir desafíos 
globales, fortaleciendo el diálogo político 
y apoyando proyectos innovadores.  

El Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (PNUMA) es la autoridad 
ambiental líder en el mundo. Establece la 
agenda ambiental a nivel global, promueve la 
implementación coherente de la dimensión 
ambiental del desarrollo sostenible en el 
sistema de las Naciones Unidas y actúa como 
un defensor autorizado del medio ambiente.

Esta publicación fue desarrollada con el 
apoyo de Embajada de Suiza en Colombia – 
Ayuda Humanitaria y Desarrollo (COSUDE), 
y del PNUMA. Las opiniones y contenidos, 
aquí expresados, no son responsabilidad 
ni de la Embajada ni del PNUMA.
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La Procuraduría General de la Nación como 
organismo de control con la función de pro-
teger y defender los derechos fundamentales 
de toda la ciudadanía, debe asegurar la vi-
gencia del Estado social de derecho y vigilar 
la conducta de los funcionarios públicos. En 
desarrollo de su misión constitucional esta 
entidad ha desplegado una serie de políticas 
y estrategias relacionadas con la conserva-
ción y protección del medio ambiente y de los 
recursos naturales.

A través de las diferentes acciones desarrolla-
das por la Procuraduría Ciudadana, y gracias al 
fortalecimiento de su presencia en los territo-
rios, se ha logrado identificar cada una de las 
problemáticas de tipo ambiental que afectan 
indistintamente el territorio colombiano, cuyas 
particularidades han sido abordadas por esta 
institución. Aspectos relacionados con la dis-
ponibilidad de agua, el aprovechamiento de 
los recursos marinos y costeros, la protección 
del recurso hídrico, y la lucha contra el cambio 
climático, son temas que siempre han ocupado 
la atención de este organismo de control.

En el ámbito preventivo han sido innumerables 
las actuaciones en este sentido, entre las que 
cabe señalar el liderazgo en la firma del Pacto 
por el Agua que se realizó en la ciudad de San-
ta Marta, el estricto seguimiento y control a la 

calidad de aire de ciudades como Bogotá y el 
Valle de Aburrá, el control a la gestión y manejo 
de rellenos sanitarios como el de Doña Juana 
en Bogotá y Magic Garden en San Andrés, y las 
acciones dirigidas a concientizar a los ciudada-
nos sobre la importancia de reducir el consumo 
de plásticos de un solo uso, entre otros.

Ha sido igualmente destacada la gestión rela-
cionada con la protección de la Sierra Nevada 
de Santa Marta, los Corales de Varadero en 
Cartagena, la Reserva de Biosfera Seaflower, 
la Región Amazónica, entre otros esfuerzos im-
portantes para lograr la adecuada protección 
de los ecosistemas estratégicos del país, de 
los cuales vale la pena mencionar el ejercicio 
de las acciones judiciales que pretenden ga-
rantizar la descontaminación de la Bahía de 
Cartagena y Santa Marta, la adecuada con-
servación del Parque Regional Jonny Cay, y la 
protección de la Amazonia colombiana, entre 
otras pretensiones.

No obstante lo anterior, la Procuraduría General 
de la Nación ve con preocupación el incremento 
de este tipo de problemáticas ambientales en 
los territorios, a pesar de las funciones claras y 
concretas que la Constitución Política de 1991 
le otorgó a los municipios y departamentos del 
país, en materia ambiental, desarrolladas más 
adelante por la Ley 99 de 1993.

Presentación
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Aunado a ello, los problemas de gobernabilidad 
local, relacionados con la ejecución de acciones 
tendientes a garantizarles a los colombianos el 
derecho a gozar de un medio ambiente ade-
cuado, llevó a esta entidad a crear la agenda 
denominada “Acciones de Cambio por el Pla-
neta”, que tiene como finalidad incidir, a través 
del trabajo articulado con diferentes aliados 
estratégicos nacionales e internacionales, en los 
aspectos específicos de la gestión ambiental 
en el país, que conduzcan a la efectiva preser-
vación de los ecosistemas estratégicos y, a su 
vez, a garantizar el desarrollo sostenible de los 
territorios en Colombia.

Una de las estrategias centrales en el marco 
de esta agenda fue la elaboración de esta 
Guía preventiva que busca orientar a las en-
tidades territoriales en el cumplimiento de las 
obligaciones ambientales que la Constitución, 
las normas y el desarrollo jurisprudencial les 
ha conferido, logrando de esta manera que 
los municipios, distritos y departamentos 
colombianos sean ejemplo de sostenibilidad, 
garantizando así la armonía entre la ejecución 
de las actividades económicas y el amparo del 
patrimonio ecológico.

Esta iniciativa, que hemos liderado desde la 
Procuraduría General de la Nación, ha sido 
posible gracias al generoso apoyo de la Em-
bajada de Suiza en Colombia y de la Ayuda 
Humanitaria y Desarrollo (COSUDE), así como 
de la cooperación técnica del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente – 
PNUMA, instituciones que comparten objetivos 
comunes relacionados con la importancia de 
garantizar el derecho a un ambiente sano.

Lo que se pretende con esta Guía es brindarle 
a la sociedad civil la información necesaria 
para exigir el cumplimiento de las obligaciones 
ambientales que tienen los entes territoriales 

Fernando 
Carrillo Flórez 

Procurador General 
de la Nación

en esta materia. No cabe duda que el ade-
cuado cumplimiento de estas funciones por 
parte de los mandatarios regionales y locales 
permitirá garantizar el derecho a gozar de un 
ambiente adecuado, solucionando gran parte 
de los conflictos ambientales y sociales que 
padece este país, y permitiendo alcanzar la 
tan anhelada justicia ambiental que el país 
entero reclama.

Esperamos que esta Guía de obligaciones 
ambientales para alcaldías y gobernaciones 
se convierta en una herramienta de primera 
mano para mejorar el desempeño ambiental 
de las entidades territoriales, que contribuya a 
orientar la formulación, ejecución y monitoreo 
de los planes de gobierno departamentales, 
municipales y distritales. Se trata de un tema 
de futuro y de supervivencia que debe com-
prometer prioritariamente a los alcaldes y 
gobernadores de Colombia.
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El derecho a un ambiente sano ha sido reco-
nocido globalmente desde la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Humano 
de 1972. Desde entonces, 150 países han con-
sagrado este derecho en sus constituciones, 
176 países han adoptado marcos robustos 
de legislación ambiental, y 164 países han 
creado órganos al nivel del gobierno para la 
protección ambiental. Sin embargo, y como lo 
revela el Primer Reporte Global sobre Derecho 
Ambiental publicado por el PNUMA en 20191, 
aún existe una brecha enorme y grandes retos 
para la aplicación efectiva de las legislaciones 
ambientales existentes.

Aunque son múltiples los factores que afectan 
la realización plena del estado de derecho en 
la esfera ambiental, con frecuencia esta no se 
logra por el desconocimiento de la legislación, 
de los alcances y de los mandatos de las dife-
rentes entidades involucradas en la protección 
del ambiente. En muchos casos esta situación 
está asociada a asimetrías en las capacidades 
institucionales, en limitaciones al acceso a la 
información y también a mecanismos y canales 
débiles de participación de la sociedad civil en 
la vigilancia de la función pública.

Con una constitución referida en muchos ám-
bitos como ecológica, y una amplia trayectoria 
de liderazgo en temas ambientales a nivel inter-
nacional, Colombia es reconocida globalmente 
por tener una legislación ambiental amplia y 
vanguardista. Pese a esto, Colombia – al igual 
que todos los países de la región y del mundo- 
enfrenta desafíos ambientales significativos, 
que van desde la preservación y uso sostenible 
de su inmensa riqueza natural, hasta la descon-
taminación, la adaptación al cambio climático, la 
restauración de áreas degradadas, la gestión 
integral de residuos, la solución y prevención 
de conflictos socio-ambientales y, en general, 
el abordaje de todos aquellos factores ambien-
tales que ayuden al país en su transición hacia 
el desarrollo sostenible.

En este contexto es muy importante resaltar y 
fortalecer el rol de los mandatarios regionales 
y locales, especialmente por cuanto la mayoría 
de los problemas ambientales, incluso aquellos 
relacionados con procesos globales, tienen 
una raíz en, o pueden empezar a solucionarse 
desde lo local. Los municipios y departamentos 
tienen muchas oportunidades de mejorar las 
condiciones ambientales en los territorios, y 

1. 	 UNEP (2019). Environmental Rule of Law: First Global Report. United Nations Environment Programme, Nairobi.

Prólogo
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de involucrar a las comunidades locales en la 
protección del ambiente. 

Por estas razones para el Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente – 
PNUMA ha sido un gran honor acompañar a la 
Procuraduría General de la Nación de Colombia 
en esta iniciativa de poner a disposición de los 
alcaldes y gobernadores una guía que los orien-
ta sobre sus obligaciones ambientales. Nuestra 
participación en esta iniciativa hace parte de los 
esfuerzos del PNUMA para apoyar a los países 
en la solución de problemas ambientales por 
medio de las leyes y de marcos normativos 
robustos y efectivos. El PNUMA reconoce que 
la legislación ambiental es una condición habi-
litadora para que los estados puedan alcanzar 
las metas que plantea la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, y cumplir las obligaciones 
acordadas en el marco de los acuerdos ambien-
tales multilaterales.

Desde el PNUMA estamos convencidos de que 
esta Guía, además de cumplir una función pre-
ventiva, puede inspirar a los mandatarios locales 
y a sus equipos sobre las múltiples oportunida-
des que tienen, sobre la base del cumplimiento 
efectivo de sus obligaciones ambientales, de 
liderar la construcción de territorios ambiental-
mente sanos, justos, sostenibles y resilientes, es 
decir, de territorios para la vida.

El PNUMA también está seguro de que esta 
Guía servirá de ejemplo y modelo para muchos 
países de América Latina y del Caribe (y de 
otras regiones del mundo) sobre cómo forta-
lecer capacidades en los mandatarios locales 
para la consolidación del estado de derecho 

Leo Heileman
Director Regional y Representante

Programa de las Naciones Unidas  
para el Medio Ambiente

en temas ambientales, y también en cuanto al 
importante papel de los ministerios públicos 
en la solución de los problemas ambientales a 
los que nos enfrentamos hoy en día. Solo resta 
reiterar mis felicitaciones a la Procuraduría Ge-
neral de la Nación por esta iniciativa y por su 
gran liderazgo y contribuciones a la consolida-
ción de una agenda ambiental transformadora 
para el planeta.
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Desde las últimas décadas del siglo pasado, el 
rápido y descontrolado crecimiento de los cen-
tros urbanos, principalmente en los países en vía 
de desarrollo, ha prendido las alarmas con el fin 
de que se aborden de manera urgente los desa-
fíos que esta situación está generando en todo 
sentido, pero especialmente a nivel ambiental.

Fue en este momento cuando la ONU convocó 
en 1976 la Primera Conferencia de las Nacio-
nes Unidas sobre los Asentamientos Humanos 
- Hábitat I - (ONU, Declaración Sobre Los Asen-
tamientos Humanos, 1976) en la que se manifestó 
abiertamente que las condiciones de los asenta-
mientos humanos afectaban de manera directa 
el desarrollo humano, social y económico, y que 
el desarrollo urbano descontrolado tenía graves 
impactos medioambientales y ecológicos2.

El transcurrir de los años ha permitido eviden-
ciar la importancia de establecer diferentes 
metas y objetivos que conlleven al cumplimiento 

de planes específicos dentro de las ciudades 
que permitan construir territorios de oportuni-
dades, con acceso a servicios básicos, energía, 
vivienda, transporte y más facilidades para 
todos (ONU, 2015). 

Las diferentes agendas y conferencias in-
ternacionales se han enfocado en lograr lo 
anterior, partiendo de la necesidad de so-
lucionar problemas que a nivel mundial han 
sido considerados prioritarios entre los que 
vale la pena mencionar la gestión segura de 
los desechos sólidos, la adaptación al cambio 
climático, la falta de políticas apropiadas para 
incentivar el trabajo en el campo, la ausencia 
de agua potable, entre otros. 

La comunidad internacional ha entendido que 
se debe asumir el manejo de los procesos de 
urbanización en el mundo de una manera sos-
tenible, acordando para ello metas específicas 
y comunes, enmarcadas en los Objetivos de 

2. 	 La afectación que pueda generar en diferentes ámbitos las condiciones en las que se encuentren los asentamientos humanos, fueron 

estudiadas y diagnosticadas en diferentes decisiones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Humano, así como las 

recomendaciones de la Conferencia Mundial de Población, la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Alimentación, la 

Segunda Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial, la Conferencia Mundial del Año 

Internacional de la Mujer, la Declaración y el Programa de Acción aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su sexto 

periodo extraordinario de sesiones, y la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados, en que se establecen las bases de un nuevo 

orden económico internacional. 

Introducción 
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Desarrollo Sostenible, con acuerdos como el de 
París, enmarcado en la COP2 y la Agenda 2030. 
En este contexto, las administraciones locales y 
la participación ciudadana han ido ganando un 
protagonismo indiscutible, lo que se hace evi-
dente en los distintos convenios internacionales 
sobre desarrollo sostenible. 

Un territorio sostenible se caracteriza principal-
mente por el manejo integral que se haga de 
este mediante la implementación de políticas 
transversales en áreas como la educación, 
el consumo, la infraestructura, los servicios 
públicos, el transporte, el medio ambiente, la 
energía, la producción de alimentos, etc. En este 
sentido, el paradigma de la sostenibilidad nos 
obliga a cuestionar seriamente el modelo actual 
de crecimiento territorial, así como a pensar en 
un rediseño de desarrollo en el que se incluyan 
nuevos principios y valores, así como paráme-
tros que conduzcan a mejorar la calidad de vida 
de las poblaciones mediante un adecuado uso 
de los recursos naturales. 

Así las cosas, en el contexto colombiano de 
acuerdo con la Constitución Política de Colom-
bia, el Estado tiene la obligación de proteger 
las riquezas naturales de la Nación3 favore-
ciendo el bienestar general4 y garantizando el 
derecho a gozar de un ambiente sano5 como 
un derecho colectivo de todos los colombia-
nos, dada la interrelación que tenemos con 
cada uno de los elementos que conforman el 
medio ambiente y que hacen a su vez parte del 

territorio en el que día a día se desarrollan la 
totalidad de nuestras actividades. 

Lo anterior implica que el Estado es responsa-
ble de planificar el manejo y aprovechamiento 
de los recursos naturales, para garantizar el 
desarrollo sostenible6, a través de una buena 
relación con el entorno y una gestión integral 
ambiental de las autoridades competentes, la 
cual empieza desde la administración municipal 
y se expande hacia todos los niveles del Estado, 
a través de una actuación articulada y armónica 
de todo el Sistema Nacional Ambiental –SINA.

De esta manera el cabal cumplimiento del 
compendio normativo ambiental, así como la 
aplicación de los principios del derecho am-
biental, se hacen fundamentales para lograr una 
efectiva protección de los recursos naturales. 

En tal sentido, la Procuraduría General de la 
Nación, en colaboración con el Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA), presentan la “Guía de obligaciones 
ambientales para alcaldías y gobernaciones 
de Colombia”, concebida como un instrumento 
pedagógico y de consulta de primera mano 
que busca reunir y contextualizar conceptos 
establecidos por la Ley y la Constitución desde 
una perspectiva de aplicación y relevancia para 
mandatarios regionales y locales. 

Este documento, que pretende orientar la 
actuación ambiental de las entidades territo-

3. 	 Constitución Política de 1991.Artículo 80. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación.

4. 	 Constitución Política de 1991.Artículo 366.El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales 

del Estado (…).

5. 	 El derecho a gozar de un ambiente sano fue consagrado en la Constitución Política de 1991, como un derecho colectivo. Artículo 79. Fue 

retomado por Colombia de La Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano de 1972.

6. 	 Constitución Política de 1991. Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 

desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución.
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riales, se diseñó como parte de una estrategia 
para evitar, mitigar y corregir los posibles 
conflictos e impactos ambientales que se 
presentan día a día en los territorios, y a su 
vez con el objetivo de fortalecer el ejercicio 
de la función pública ambiental encomendada 
a los alcaldes y los gobernadores. 

La Guía fue construida con base en la expe-
riencia que desde su competencia asume la 
Procuraduría General de la Nación, teniendo en 
consideración, entre otros aspectos, la presión 
que viene ejerciendo el desarrollo tanto urbano 
como rural, la obligación de preservar la bio-
diversidad del país y la necesidad de conciliar 
diferentes intereses frente al aprovechamiento 
de los recursos naturales, garantizando que las 
entidades territoriales planifiquen el manejo y 
aprovechamiento de dichos recursos. 

En tal sentido, la Guía fue elaborada a partir 
del ejercicio diario y conocimiento de los Pro-
curadores Judiciales Ambientales y Agrarios 
y asesores de diferentes dependencias del 
ente de control, quienes diariamente realizan 
el seguimiento a la aplicación del marco legal 
ambiental. Este enfoque permitió identificar 
25 subtemas organizados en seis grandes te-
máticas derivadas de la legislación ambiental 
vigente en el país. 

Cada uno de los subtemas sigue una estruc-
tura que parte de una puesta en contexto, 
seguida de la presentación de los conceptos 
más relevantes como han sido definidos en la 
legislación nacional, para luego presentar las 
obligaciones atribuidas por ley tanto a alcaldes 
como a gobernadores. También se listan los 
pronunciamientos que desde los tribunales 
han dirimido todo tipo de conflictos y situa-
ciones relacionadas con la aplicación de la 
legislación ambiental y que sirven de base y 
precedente para futuras decisiones. Luego de 
esto se presentan algunos ejemplos del tipo 

de problemas e impactos que puede generar el 
incumplimiento de las obligaciones. Finalmente 
se incluye una breve mención de cómo el cum-
plimiento de estas obligaciones contribuye al 
logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
sección que se complementa por un anexo que 
relaciona las obligaciones con algunos de los 
acuerdos multilaterales ambientales suscritos 
por Colombia.

Cada temática se pone a disposición como un 
cuadernillo que puede ser usado de forma inde-
pendiente. Este diseño también da la posibilidad 
de actualizar los temas en el futuro, o de incluir 
temáticas nuevas a la Guía. Luego de su lan-
zamiento, la Procuraduría General de la Nación 
ofrecerá varios talleres regionales de capacita-
ción a las entidades territoriales durante 2020, y 
adelantará varias acciones para promover el uso 
y adopción de la Guía especialmente durante 
la fase de planeación que estarán llevando las 
entidades territoriales durante este año.
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Aunque el público objetivo de esta Guía son 
los gobernadores y alcaldes y sus equipos, los 
contenidos han sido diseñados para que puedan 
ser usados por una audiencia más amplia, es-
pecialmente por aquellas personas interesadas 
en familiarizarse con la función pública en temas 
ambientales de las entidades territoriales.

Texto introductorio
Información de contexto que da un panorama amplio sobre la importancia 
del tema, su desarrollo a nivel nacional e internacional, y el marco 
regulatorio en Colombia.

Conceptos 
importantes 

Se presentan algunas definiciones relevantes tal y como aparecen en la 
legislación o marco normativo colombiano.

Obligaciones  
de municipios  
y departamentos 

Esta es la sección que se espera sea de mayor utilidad para los mandatarios 
departamentales, municipales, distritales y sus equipos. Por cuanto comprende 
un listado de las obligaciones más importantes para lograr la consolidación de 
territorios sostenibles, y que deben tomarse como punto de referencia para un 
ejercicio óptimo de la función pública en materia ambiental. 

Normas  
y jurisprudencia 
relevante

En esta sección se hace referencia a la normatividad y jurisprudencia que 
respalda las obligaciones ambientales de departamentos y municipios.

Ejemplos  
de problemas 
derivados del 
incumplimiento  
de las obligaciones

En esta sección se describen de forma general algunos de los problemas 
que se pueden generar al no cumplirse estas obligaciones, entendiendo 
que de ninguna manera abarcan la multitud de situaciones que pueden 
presentarse ante la diversidad y heterogeneidad de las entidades 
territoriales de Colombia. Se espera que estos ejemplos inviten a la acción 
temprana y apoyen el carácter preventivo de la Guía. 

Objetivos 
de desarrollo 
sostenible 
relacionados

En esta sección se relacionan las metas de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible a las que contribuye el cumplimiento de las obligaciones 
enumeradas. Se espera que esta sección ayude a identificar interrelaciones 
y sinergias de la protección ambiental con el desarrollo de los territorios y 
el bienestar de sus habitantes. 

Referencias
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se acompañan de las direcciones en internet desde donde se puede 
consultar o descargar el documento respectivo. 

Guía  
al lector Los cuadernillos han sido 

agrupados por temas, cada uno de 
los cuales está identificado con un 
color distintivo.

Los títulos se seleccionaron 
siguiendo la terminología de la 
legislación ambiental colombiana.
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La Constitución Política de 1991, denominada por 
la jurisprudencia y la doctrina “Constitución Eco-
lógica”, contiene una serie de normas cuyo fin es 
la conservación, planificación y control del medio 
ambiente, con miras a lograr la supervivencia y 
calidad de vida de las generaciones presentes 
y futuras, y a permitir el desarrollo económico 
y social salvaguardando siempre los recursos 
naturales renovables. Entre tales disposiciones 
superiores vale destacar las que consagran el 
derecho de todas las personas a gozar de un 
ambiente sano, las cuales le imponen al Estado 
una serie de obligaciones, como proteger la 
diversidad e integridad de las riquezas naturales 
de la Nación; conservar las áreas de especial im-
portancia ecológica; fomentar la educación para 
estos fines; planificar el manejo y aprovechamien-
to de tales recursos para garantizar el desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución; prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental; exigir la reparación de los 
daños causados y cooperar con otras naciones 
en la protección de los ecosistemas ubicados en 
las zonas de frontera (artículo 8, 79 y 80).

Tal como lo ha señalado la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, las normas de la 
Constitución que regulan los asuntos ecoló-

Fundamentos 
constitucionales  
de la gestión ambiental

gicos están inscritas en el derecho a la vida 
(art. 11 C.P.); por lo tanto, “el medio ambiente 
es un derecho constitucional fundamental para 
el hombre” y su cuidado es una tarea conjunta 
entre el Estado y los particulares, buscando 
siempre que el desarrollo económico y social 
sea compatible con las políticas encaminadas 
a salvaguardar las riquezas naturales de la 
Nación (Corte Constitucional, Sentencia 
C-431 de 2000). 

Pero no solo el Gobierno Nacional es el res-
ponsable de la protección de tales derechos 
colectivos, pues el Constituyente de 1991 qui-
so que esta labor fuese realizada de manera 
concurrente con las entidades regionales y 
territoriales, al facultar al legislador para crear 
las corporaciones autónomas regionales (art. 
150 C.P) y conceder a las entidades territo-
riales (departamentos, municipios y distritos) 
autonomía para ejercer, dentro de los límites 
que le fijen la Constitución y la Ley, las com-
petencias que les correspondan, entre las 
cuales se encuentra ordenar el desarrollo de 
su territorio, reglamentar los usos del suelo y 
dictar las normas necesarias para protección 
del patrimonio ecológico y cultural (arts. 1, 
287, 300. 2, 311 y 313.7.9 C.P.).

1
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En relación con la organización de la vida 
administrativa nacional en materia ambiental, 
existe un sistema destinado a ello: el SINA. 
Según el artículo 4º de la Ley 99 de 1993, el 
SINA es el conjunto de orientaciones, normas, 
actividades, recursos, programas e institucio-
nes que permiten la puesta en marcha de los 
principios generales ambientales que esta ley 
consagra. Las entidades públicas que integran 
el SINA, están organizadas jerárquicamente en 
orden descendente, así: Ministerio del Medio 
Ambiente, corporaciones autónomas regionales, 
departamentos y distritos o municipios.

Respecto del componente institucional del SINA, 
la Ley 99 de 1993 creó el Ministerio del Medio Am-
biente (hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible - MADS), como organismo rector de 
la gestión del medio ambiente y de los recursos 
naturales renovables, encargado de definir, de 
conformidad con la Constitución y la Ley, las 

El Sistema Nacional 
Ambiental (SINA)

2

En un sentido amplio, los 
elementos que componen el 
SINA son:

1) Los principios y orientaciones 
generales contenidos en la 
Constitución Nacional, en 
esta Ley y en la normatividad 
ambiental que la desarrolle.

2) La normatividad específica 
actual que no se derogue por 
esta ley y la que se desarrolle 
en virtud de la Ley.

3) Las entidades del Estado 
responsables de la política 
y de la acción ambiental, 
señaladas en la Ley.

4) Las organizaciones 
comunitarias y no 
gubernamentales relacionadas 
con la problemática ambiental.

5) Las fuentes y recursos 
económicos para el manejo y la 
recuperación del medio ambiente.

6) Las entidades públicas, 
privadas o mixtas que realizan 
actividades de producción 
de información, investigación 
científica y desarrollo tecnológico 
en el campo ambiental.
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políticas y normas que deben gobernar la recu-
peración, conservación, protección, ordenamiento, 
manejo, uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables y el medio ambiente de la 
Nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible 
y, en consecuencia, garantizar el derecho de todas 
las personas a gozar de un ambiente sano (art. 2). 

El SINA también lo componen otras entidades 
dentro del nivel central con las que los muni-
cipios y departamentos interactúan. En primer 
lugar, Parques Nacionales Naturales de Co-
lombia, como encargado de la administración 
y manejo del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales y la coordinación del Sistema Nacio-
nal de Áreas Protegidas (SINAP). El Sistema 
de Parques está concebido como una Unidad 
Administrativa Especial del orden nacional, sin 
personería jurídica, con autonomía adminis-
trativa y financiera, con jurisdicción en todo 
el territorio nacional (Decreto 3572 de 2011, 
compilado en el Decreto 1076 del 2016). 

La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA) fue producto de la reforma administrativa 
del año 2011, la cual se materializó con la Ley 
1444 del mismo año. Se creó mediante el Decreto 
3573 de 2011, compilado en el Decreto 1076 del 
2015, como Unidad Administrativa Especial sin 
personería jurídica con autonomía administrativa 
y financiera. Dicho reglamento determinó que la 
ANLA estaría encargada de que los proyectos, 
obras o actividades sujetos de licenciamiento, 
permiso o trámite ambiental cumplan con la nor-

mativa ambiental, de tal manera que contribuyan 
al desarrollo sostenible ambiental del país1 (art. 
1.1.2.2.1 Decreto 1076 del 2015). 

El SINA también lo conforman los institutos de 
investigación ambiental, que cumplen un papel 
central en la materialización de la información 
científica de carácter ambiental y entre los que 
se incluyen al Instituto de Hidrología, Meteorolo-
gía y Estudios Ambientales (Ideam); el Instituto 
de Investigaciones Marinas y Costeras «José 
Benito Vives de Andreis» (Invemar); el Instituto de 
Investigación de Recursos Biológicos «Alexan-
der von Humboldt»; el Instituto Amazónico de 
Investigaciones Científicas (Sinchi); el Instituto de 
Investigaciones Ambientales del Pacífico «John 
von Neumann» (art. 16 de la Ley 99 de 19932). 

Las corporaciones autónomas regionales 
(CAR) y Corporaciones de Desarrollo Soste-
nible (CDS) son órganos autónomos de origen 
constitucional sui generis3 (o naturaleza jurídica 
especial) de carácter nacional. No correspon-
den a órganos propios de la descentralización 
administrativa por servicios ni a la descentrali-
zación territorial, sino que son el producto de un 
régimen constitucional de autonomía diseñado 
por el Constituyente de 1991 y desarrollado por 
el Legislador en 1993. En razón a la jurisdicción, 
las CAR son las primeras llamadas a gestionar la 
protección ambiental y el uso sostenible de los 
recursos naturales en sus territorios, con una 
activa interacción con las entidades territoriales, 
quienes también hacen parte del SINA.

1. 	 Dentro de lista taxativa de las funciones asignadas a ANLA se encuentran: «[…] 1. Otorgar o negar las licencias, permisos y trámi-

tes ambientales de competencia del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con la ley y los reglamentos. 2. 

Realizar el seguimiento de las licencias, permisos y trámites ambientales […]». Las cuales se enmarcan dentro del objetivo central 

para el que fue creada, licenciar los proyectos, obras y actividades de mayor impacto ambiental en todo el territorio nacional.

2. 	 La labor científica y técnica del SINA también cuenta con el apoyo de los centros de investigaciones ambienta-

les y de las universidades públicas y privadas y en especial del Instituto de Ciencias Naturales de la Universidad 

Nacional y de la Universidad de la Amazonía (parágrafo del art. 16 Ley 99 de 1993).

3. 	 Postura que tiene asidero en tres sentencias de la Corte Constitucional colombiana. El primer fallo sostiene: «[…] son entidades administrativas 

del orden nacional que pueden representar a la Nación dentro del régimen de autonomía que les garantiza el numeral 7 de la Constitución, y están 

concebidas por el Constituyente para la atención y el cumplimiento autónomo de muy precisos fines asignados por la Constitución misma o por 

la ley, sin que estén adscritas ni vinculadas a ningún ministerio o departamento administrativo; además, y en la medida definida por el legislador, 

respetando su autonomía financiera, patrimonial, administrativa y política, pueden ser agentes del Gobierno Nacional, para cumplir determinadas 

funciones autónomas en los casos señalados por la ley» (Sentencia C-593 de 1995). El segundo fallo reitera que «[…] las CAR son entidades públi-

cas del orden nacional» (Auto 089 A de 2009) y, el tercer fallo afirma: «[…] son consideradas entidades “sui generis”» (Sentencia C-035 de 2016).
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Las entidades territoriales (departamentos, 
distritos y municipios) ocupan un espacio 
importante dentro del SINA, pues les han 
sido asignadas responsabilidades en materia 
ambiental y tienen interacción con los demás 
órganos del SINA (especialmente con las corpo-
raciones autónomas regionales). El ejercicio de 
dichas funciones ambientales deberá sujetarse 
a los principios de armonía regional4, gradación 
normativa5 y rigor subsidiario6 (principios nor-
mativos del SINA). A las entidades territoriales 
les corresponde adaptar las políticas y normas 
expedidas por el Legislador y el MADS a las 
necesidades locales y vigilar su cumplimiento. 

Las funciones que en materia ambiental co-
rresponden a las entidades territoriales están 
consagradas en los artículos 64, 65, 66 y 67 
de la ley 99 de 1993 y deben ejercerlas con 
fundamento en los principios constitucionales 
de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
(art. 288 C.P.). Es preciso resaltar que uno de 
los mecanismos más importantes para lograr la 
protección del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables es la planificación ambien-
tal que se realiza, entre otros instrumentos, a 
través de los Planes de Desarrollo y los Planes 
de Ordenamiento Territorial (POT). Cada entidad 
territorial desarrollará estas funciones a través 

4. 	 El principio de Armonía Regional establece que: «[…] los Departamentos, los Distritos, los Municipios, los Territorios Indígenas, así como 

las regiones y provincias a las que la ley diere el carácter de entidades territoriales, ejercerán sus funciones constitucionales y legales re-

lacionadas con el medio ambiente y los recursos naturales renovables, de manera coordinada y armónica, con sujeción a las normas de 

carácter superior y a las directrices de la Política Nacional Ambiental, a fin de garantizar un manejo unificado, racional y coherente de los 

recursos naturales que hacen parte del medio ambiente físico y biótico del patrimonio natural de la nación» (art. 63 de la Ley 99 de 1993). 

5. 	 El principio de Gradación Normativa  pretende que «[… ] las reglas que dicten las entidades territoriales en relación con el medio 

ambiente y los recursos naturales renovables respetarán el carácter superior y la preeminencia jerárquica de las normas dic-

tadas por autoridades y entes de superior jerarquía o de mayor ámbito en la comprensión territorial de sus competencias. Las 

funciones en materia ambiental y de recursos naturales renovables, atribuidas por la Constitución Política a los Departamentos, 

Municipios y Distritos con régimen constitucional especial, se ejercerán con sujeción a la ley, los reglamentos y las políticas del Go-

bierno Nacional, el Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales (art. 63 de la Ley 99 de 1993).

6. 	 El principio de Rigor Subsidiario determina que « las normas y medidas de policía ambiental, es decir, aquellas que las autoridades medioam-

bientalistas expidan para la regulación del uso, manejo, aprovechamiento y movilización de los recursos naturales renovables, o para la 

preservación del medio ambiente natural, bien sea que limiten el ejercicio de derechos individuales y libertades públicas para la preservación 

o restauración del medio ambiente, o que exijan licencia o permiso para el ejercicio de determinada actividad por la misma causa, podrán 

hacerse sucesiva y respectivamente más rigurosas, pero no más flexibles, por las autoridades competentes del nivel regional, departamen-

tal, distrital o municipal, en la medida en que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce el ámbito territorial de las competencias, 

cuando las circunstancias locales especiales así lo ameriten, en concordancia con el art. 51 de la presente Ley» (art. 63 de la Ley 99 de 1993).

Las competencias de las 
entidades territoriales en 
materia ambiental

3
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de sus diferentes órganos, según corresponda. 
En el caso de los departamentos, las funcio-
nes podrán ser cumplidas por la Asamblea 
Departamental, en virtud de sus funciones ad-
ministrativas, de reglamentación y de vigilancia 
y control; o por los gobernadores, en su calidad 
de jefes del gobierno departamental. En el caso 
de los municipios sucederá igual: las funciones 
podrán ser desarrolladas por los concejos mu-
nicipales o por los alcaldes. Y, en ambos casos, 
como se verá, cada entidad territorial contará 
con una organización administrativa interna, que 
tendrá competencias en materia ambiental. 

En relación con las competencias ambienta-
les, en primer lugar, los departamentos como 
entidades territoriales tienen como función 
administrativa «[…] de coordinación, de com-
plementariedad de la acción municipal, de 
intermediación entre la Nación y los

ARTÍCULO 68.

De la planificación ambiental  
de las entidades territoriales.

Para garantizar la planificación integral por 
parte del Estado, del manejo y el aprove-
chamiento de los recursos naturales a fin de 
garantizar su desarrollo sostenible, conserva-
ción, restauración o sustitución, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 80 de la Constitución 
Nacional, los planes ambientales de las entida-
des territoriales estarán sujetos a las reglas de 
armonización de que trata el presente artículo.

Los departamentos, municipios y distritos con 
régimen constitucional especial, elaborarán sus 
planes, programas y proyectos de desarrollo, en 
lo relacionado con el medio ambiente, los recur-
sos naturales renovables, con la asesoría y bajo 
la coordinación de las corporaciones autónomas 
regionales a cuya jurisdicción pertenezcan, las 
cuales se encargarán de armonizarlos.

ARTÍCULO 64.

Funciones de los departamentos.

Corresponde a los departamentos en materia 
ambiental, además de las funciones que le sean 
delegadas por la ley o de las que se le deleguen 
a los Gobernadores por el Ministerio del Medio 
Ambiente o por las corporaciones autónomas re-
gionales, las siguientes atribuciones especiales:

1) Promover y ejecutar programas y políticas 
nacionales, regionales y sectoriales en rela-
ción con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables;

2) Expedir, con sujeción a las normas supe-
riores, las disposiciones departamentales 
especiales relacionadas con el medio ambiente;

3) Dar apoyo presupuestal, técnico, finan-
ciero y administrativo a las corporaciones 
autónomas regionales, a los municipios y a las 
demás entidades territoriales que se creen en 
el ámbito departamental, en la ejecución de 
programas y proyectos en las tareas necesa-
rias para la conservación del medio ambiente 
y los recursos naturales renovables;

4) Ejercer en coordinación con las demás 
entidades del Sistema Nacional Ambiental 
(SINA) y con sujeción a la distribución legal 
de competencias, funciones de control y vi-
gilancia del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, con el fin de velar por 
el cumplimiento de los deberes del Estado y 
de los particulares en materia ambiental y de 
proteger el derecho a un ambiente sano;

5) Desarrollar, con la asesoría o la participación 
de las corporaciones autónomas regionales, 
programas de cooperación e integración con 
los entes territoriales equivalentes y limítro-
fes del país vecino, dirigidos a fomentar la 
preservación del medio ambiente común y los 
recursos naturales renovables binacionales;
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Ahora bien, para el desarrollo de dichas 
funciones los departamentos, en el marco 
de su potestad organizativa territorial, crean 
diferentes órganos (bien sean secretarías del 
despacho, direcciones territoriales o departa-
mentos administrativos); los cuales configuran 
la institucionalidad ambiental de carácter re-
gional, encargada de cumplir dichas funciones 
y colaborar con las corporaciones autónomas 
regionales de su jurisdicción para promocio-
nar la información ambiental y los espacios 
de participación ciudadana. Los gobiernos 
departamentales deben mantener una inte-
racción fluida y constante con los órganos de 
dirección y administración de las corporaciones 
autónomas regionales, pues los gobernadores 
(o su delegado) presiden el Consejo Directivo 
y la Asamblea Corporativa, y a su vez están 
sometidos en cuanto corresponda a la vigi-
lancia y control de estas corporaciones, como 
autoridades competentes para el otorgamiento 
de licencias, permisos y autorizaciones que se 
requieran y para ejercer  sus potestades en el 
marco del régimen sancionatorio ambiental (art. 
5 Ley 1333 del 2009).

En segundo lugar, los municipios y los distritos, 
cuyas responsabilidades en materia ambiental 
corresponden al diseño de organización terri-
torial diseñado en la Constitución Política de 
Colombia de 1991, «[…] entidad fundamental 
de la división político- administrativa del Estado 
le corresponde prestar los servicios públicos 
que determine la Ley, construir las obras que 
demande el progreso local, ordenar el desarrollo 
de su territorio, promover la participación comu-
nitaria, el mejoramiento social y cultural de sus 
habitantes y cumplir las demás funciones que 
le asignen la Constitución y las leyes» (art. 311). 

Por esta razón, la Ley 99 de 1993 estableció 
un conjunto de funciones en materia ambiental 
(art. 65), que corresponden al desarrollo y la 
elaboración, promoción y ejecución de políticas, 
programas nacionales, regionales y sectoriales 
en relación con el medio ambiente y los recursos 
naturales (núm. 1); expedición de normas, con 
sujeción a las disposiciones legales reglamen

municipios y de prestación de los servicios 
que determinen la Constitución y las leyes 
[…]» (art. 298 de la CC). Es precisamente la 
Ley 99 de 1993 (art. 64) que asigna funciones 
ambientales a los departamentos. Dentro de 
estas sobresalen funciones administrativas 
de apoyo, colaboración y concertación con 
las corporaciones autónomas regionales. Se 
destacan las funciones centrales: promoción y 
ejecución de programas y políticas nacionales, 
regionales, y sectoriales con el medio ambiente 
y los recursos naturales renovables (núm. 1 del 
art. 64 de la Ley 99 de 1993); la expedición de 
disposiciones departamentales con sujeción 
a las normas superiores (núm. 2); apoyo pre-
supuestal, técnico, financiero y administrativo 
a las corporaciones autónomas regionales y a 
los municipios para la ejecución de programas 
y proyectos relacionados con la conservación 
y protección ambiental (núm. 3).

ARTÍCULO 64.

Funciones de los departamentos.

6) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordi-
nación con los entes directores y organismos 
ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación 
de Tierras y con las corporaciones autónomas 
regionales, obras y proyectos de irrigación, 
drenaje, recuperación de tierras, defensa con-
tra las inundaciones y regulación de cauces o 
corrientes de agua, para el adecuado manejo 
y aprovechamiento de cuencas hidrográficas;

7) Coordinar y dirigir con la asesoría de las 
corporaciones autónomas regionales, las ac-
tividades de control y vigilancia ambientales 
intermunicipales, que se realicen en el te-
rritorio del departamento con el apoyo de la 
Fuerza Pública, en relación con la movilización, 
procesamiento, uso, aprovechamiento y comer-
cialización de los recursos naturales renovables.
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ARTÍCULO 65.

Funciones de los municipios, de 
los distritos y del distrito capital 
de Santafé de Bogotá.

Corresponde en materia ambiental a los munici-
pios, y a los distritos con régimen constitucional 
especial, además de las funciones que les sean 
delegadas por la Ley o de las que deleguen o trans-
fieran a los alcaldes por el Ministerio del Medio 
Ambiente o por las corporaciones autónomas re-
gionales, las siguientes atribuciones especiales:

1) Promover y ejecutar programas y políticas na-
cionales, regionales y sectoriales en relación con 
el medio ambiente y los recursos naturales reno-
vables; elaborar los planes programas y proyectos 
ambientales municipales articulados a los planes, 
programas y proyectos regionales, departamen-
tales y nacionales;

2) Dictar con sujeción a las disposiciones legales 
reglamentarias superiores, las normas necesarias 
para el control, la preservación y la defensa del 
patrimonio ecológico del municipio;

3) Adoptar los planes, programas y proyectos de 
desarrollo ambiental y de los recursos naturales 
renovables, que hayan sido discutidos y aprobadas 
a nivel regional, conforme a las normas de planifi-
cación ambiental de que trata la presente ley;

4) Participar en la elaboración de planes, pro-
gramas y proyectos de desarrollo ambiental y 
de los recursos naturales renovables a nivel de-
partamental.

5) Colaborar con las corporaciones autónomas 
regionales, en la elaboración de los planes regio-
nales y en la ejecución de programas, proyectos y 
tareas necesarias para la conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables;

6) Ejercer, a través del Alcalde como primera 
autoridad de policía con el apoyo de la Policía 
Nacional y en Coordinación con las demás enti-
dades del Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
con sujeción a la distribución legal de compe-
tencias, funciones de control y vigilancia del 
medio ambiente y los recursos naturales reno-
vables, con el fin de velar por el cumplimiento 
de los deberes del Estado y de los particulares 
en materia ambiental y de proteger el derecho 
constitucional a un ambiente sano;

7) Coordinar y dirigir, con la asesoría de las cor-
poraciones autónomas regionales, las actividades 
permanentes de control y vigilancia ambientales 
que se realicen en el territorio del municipio o dis-
trito con el apoyo de la Fuerza Pública, en relación 
con la movilización, procesamiento, uso, apro-
vechamiento y comercialización de los recursos 
naturales renovables o con actividades contami-
nantes y degradantes de las aguas, el aire o el suelo;

8) Dictar, dentro de los límites establecidos por 
la ley, los reglamentos y las disposiciones supe-
riores, las normas de ordenamiento territorial del 
municipio y las regulaciones sobre usos del suelo;

9) Ejecutar obras o proyectos de descontamina-
ción de corrientes o depósitos de agua afectados 
por vertimientos del municipio, así como pro-
gramas de disposición, eliminación y reciclaje 
de residuos líquidos y sólidos y de control a las 
emisiones contaminantes del aire.

10) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coor-
dinación con los entes directores y organismos 
ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación 
de Tierras y con las corporaciones autónomas re-
gionales, obras y proyectos de irrigación, drenaje, 
recuperación de tierras, defensa contra las inun-
daciones y regulación de cauces o corrientes de 
agua, para el adecuado manejo y aprovechamiento 
de cuencas y micro-cuencas hidrográficas.
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tarias superiores, para el control, preservación y 
defensa del patrimonio ecológico del municipio 
(núm. 2); adopción y participación en la elabo-
ración de los planes, programas y proyectos 
de desarrollo ambiental y de los recursos na-
turales renovables (núm. 3 y 4) y apoyo a las 
corporaciones autónomas en el marco de sus 
competencias (núm. 5). 

Incluso, la Ley 99 de 1993 en el marco de sus 
competencias determinó que el Alcalde (como 
primera autoridad de policía) ejerciera funciones 
de control y vigilancia del medio ambiente y de 
los recursos naturales, para salvaguardar el 
derecho a gozar de un ambiente sano (núm. 6); 
específicamente de la movilización, procesa-
miento, uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales o con actividades contaminantes y 
degradantes de las aguas, aire y suelo (núm. 7). 
Para el cumplimiento de dicha función deberá 
existir coordinación con otras entidades del 
SINA y de la Fuerza Pública. 

En desarrollo de lo anterior, los municipios 
tienen la potestad administrativa organizado-
ra local para crear estructura administrativa 
de carácter municipal, (como es el caso de 
secretarías de ambiente, departamentos ad-
ministrativos o le asignan dichas funciones 
a diversas secretarías como es el caso de 
gobierno, salud, planeación, entre otras), lo 
cual depende de las necesidades puntuales de 
cada municipio y su capacidad administrativa. 

Finalmente, están los municipios o distritos o 
áreas metropolitanas que, por sus caracterís-
ticas específicas, tienen las mismas funciones 
de las autoridades ambientales. Es el caso 
de los municipios cuya población sea igual o 
superior al millón de habitantes (Ley 99 de 
1993), o cuando así lo determine la Ley (por 
ejemplo, la Ley 768 de 2002 para los casos 
de Cartagena, Santa Marta y Barranquilla; y la 
Ley 1617 de 2013 para el caso de Buenaven-
tura). En estos casos, la Ley 99 de 1993, en el 
artículo 66, establece una serie de competen-
cias específicas para estos grandes centros 

ARTÍCULO 66.

Competencias de grandes 
centros urbanos.

Los municipios, distritos o áreas me-
tropolitanas cuya población urbana 
fuere igual o superior a un millón de ha-
bitantes (1.000.000) ejercerán dentro del 
perímetro urbano las mismas funciones 
atribuidas a las corporaciones autóno-
mas regionales, en lo que fuere aplicable 
al medio ambiente urbano. Además de 
las licencias ambientales, concesiones, 
permisos y autorizaciones que les co-
rresponda otorgar para el ejercicio de 
actividades o la ejecución de obras den-
tro del territorio de su jurisdicción, las 
autoridades municipales, distritales o me-
tropolitanas tendrán la responsabilidad 
de efectuar el control de vertimientos y 
emisiones contaminantes, disposición de 
desechos sólidos y de residuos tóxicos y 
peligrosos, dictar las medidas de correc-
ción o mitigación de daños ambientales 
y adelantar proyectos de saneamiento y 
descontaminación.

urbanos. Actualmente existen las siguientes 
autoridades ambientales de grandes centros 
urbanos: Secretaría Distrital de Ambiente de 
Bogotá D.C, el Departamento Administrativo 
de Gestión del Medio Ambiente (DAGMA) de 
Cali, el Área Metropolitana del Valle de Aburrá, 
Barranquilla Verde, Establecimiento Público 
Ambiental de Cartagena (EPA), Departamento 
Administrativo Distrital para la Sostenibilidad 
Ambiental de Santa Marta y el Área Metropoli-
tana de Bucaramanga. 
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CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD 
BIOLÓGICA, CDB

Este convenio, cuyo objetivo general es pro-
mover medidas que conduzcan a un futuro 
sostenible, fue adoptado en el marco de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo llevada a cabo 
en Rio de Janeiro, Brasil, en 1992 y aprobado 
por Colombia a través de la Ley 165 de 1994.

El Convenio, que cubre todos los niveles de la 
diversidad biológica incluyendo los ecosistemas, 
las especies y los recursos genéticos, fija tres 
objetivos principales: la conservación de la 
diversidad biológica, la utilización sostenible 
de sus componentes y la participación justa y 
equitativa en los beneficios de la utilización de 
los recursos genéticos. 

Plantea la necesidad de elaborar estrategias, 
planes o programas nacionales para la conser-
vación y la utilización sostenible de la diversidad 

biológica o adaptar, para ese fin, las políticas, 
estrategias, planes o programas existentes.

https://www.cancilleria.gov.co/en/convenio-

sobre-diversidad-biologica-cbd

CONVENCIÓN MARCO DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE 
CAMBIO CLIMÁTICO, CMNUCC

Esta Convención fue adoptada en Nueva York, 
Estados Unidos de América, el 9 de mayo de 
1992. En Colombia se aprobó esta Convención 
a través de la Ley 164 de 1994. 

Su objetivo es lograr la estabilización de las 
concentraciones de gases de efecto inverna-
dero (GEI) en la atmósfera a un nivel que impida 
interferencias antropógenas peligrosas en el 
sistema climático. 

La Convención establece que ese nivel de con-
centraciones de GEI debe ser alcanzado en un 
marco de tiempo suficiente que permita a los 
ecosistemas su adaptación natural al cambio 
climático, para asegurar que la producción de 
alimentos no se vea amenazada y permitir que 
el desarrollo económico se realice de manera 
sostenible. Es a partir de esta Convención que 
se desarrolla el Acuerdo de París. 

https://unfccc.int/es

ACUERDO DE PARÍS

Este Acuerdo fue adoptado en París, Francia, 
el 12 de diciembre de 2015, en desarrollo de la 
vigesimoprimera reunión de las partes (COP21) 
de la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre el Cambio Climático (CMNUCC). El 
Acuerdo fue aprobado en Colombia por medio 
de la Ley 1844 de 2017.

El objetivo central del Acuerdo de París consis-
te en mejorar la respuesta mundial al cambio 
climático manteniendo el aumento de la tem-
peratura mundial en este siglo muy por debajo 
de los 2 grados centígrados por encima de los 
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niveles preindustriales, y continuar los esfuer-
zos para limitar el aumento de la temperatura 
a 1,5 grados centígrados. 

El acuerdo también tiene por objeto, aumentar 
la capacidad de los países para hacer frente a 
los efectos del cambio climático y lograr que las 
corrientes de financiación sean coherentes con un 
nivel bajo de emisiones de gases de efecto inver-
nadero (GEI) y una trayectoria resistente al clima.

https://unfccc.int/es/process-and-meetings/

the-paris-agreement/el-acuerdo-de-paris

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA LA DESERTIFICACIÓN

Convención adoptada en París, Francia, el 17 de 
junio de 1994, en el marco de la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo. Aprobada en Colombia por medio 
de la Ley 461 de 1998.

El objetivo de esta Convención es luchar contra 
la desertificación y mitigar los efectos de la 
sequía mediante la implementación de progra-
mas de acción y adopción de medidas eficaces, 
especialmente en zonas subhúmedas, secas, 
semiáridas y áridas 

El nuevo Marco Estratégico 2018-2030 de la 
Convención plantea como objetivo restaurar la 
productividad de vastas extensiones de tierra 
degradada, mejorar los medios de vida de más 
de 1.300 millones de personas y reducir los im-
pactos de la sequía en poblaciones vulnerables 
para construir un futuro que evite, minimice y 
revierta la desertificación.

https://legal.un.org/avl/pdf/ha/unccd/unccd_ph_s.pdf

https://www.unccd.int/

CONVENCIÓN DE VIENA

Convención para la protección de la capa de ozono 
firmada en la conferencia de Viena, Austria, de 1985 
y entró en vigor en 1988. A partir de esta Conven-
ción se desarrolla el Protocolo de Montreal. 

La Convención de Viena impone a los estados 
la responsabilidad de tomar medidas para 
proteger la salud humana y el ambiente contra 
los efectos adversos resultantes o que puedan 
resultar de las actividades humanas que modifi-
quen o puedan modificar la capa de ozono.

Bajo la Convención, los estados se compro-
meten a cooperar en temas de desarrollo de 
investigaciones, compartir información, así 
como a adoptar medidas administrativas y a 
nivel legislativo para controlar, limitar, reducir o 
prevenir actividades humanas que puedan tener 
efectos negativos sobre la capa de ozono. 

https://www.minambiente.gov.co/index.php/

asuntos-ambientales-sectorial-y-urbana/

unidad-tecnica-ozono-y-protocolo-de-montreal/

convencion-de-viena-y-protocolo-de-montreal

PROTOCOLO DE MONTREAL

Este Protocolo es un acuerdo internacional fir-
mado el 16 de septiembre de 1987 y aprobado 
en Colombia por la Ley 29 de 1992.

El objeto del Protocolo consiste en la protección 
de la capa de ozono mediante la toma de medi-
das para controlar la producción total mundial 
y el consumo de sustancias que la agotan, con 
el objetivo final de eliminarlas, sobre la base del 
progreso de los conocimientos científicos e infor-
mación tecnológica. Las sustancias que agotan 
la capa de ozono incluyen productos químicos 
de uso común denominados halocarbonos, así 
como productos químicos sintéticos que se 
conocen como clorofluorocarbonos (CFC) e 
hidroclorofluorocarbonos (HCFC), entre otros.

El Protocolo de Montreal desarrolla la Con-
vención de Viena, que es un mecanismo de 
cooperación internacional para tomar medidas 
para proteger la capa de ozono. 

https://www.un.org/es/events/ozoneday/background.shtml

https://ozone.unep.org
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CONVENIO DE BASILEA

El Convenio de Basilea fue adoptado el 22 de 
marzo de 1989 en Basilea, Suiza.  Este Convenio 
fue aprobado en Colombia mediante la Ley 253 
de 1996.

El Convenio obliga a todos los países a que 
aseguren que los desechos peligrosos y otros 
desechos se manejen y eliminen de manera 
ambientalmente racional minimizando las can-
tidades que atraviesan las fronteras y que traten 
y eliminen los desechos lo más cerca posible 
del lugar donde se generen y que impidan o 
minimicen la generación de desechos en origen.

Plantea el establecimiento de instalaciones 
adecuadas para la eliminación y el manejo am-
bientalmente racional de los desechos peligrosos 
y otros desechos. Obliga a las partes a velar 
porque las personas que manejan desechos 
peligrosos y otros desechos adopten las medi-
das necesarias para impedir que ese manejo dé 
lugar a una contaminación y, en caso de que se 
produzca, reducir al mínimo sus consecuencias 
sobre la salud humana y el ambiente.

https://ginebra-onu.mision.gov.co/convenio-basilea

http://www.basel.int/

CONVENIO DE ESTOCOLMO

Este Convenio sobre Contaminantes Orgánicos 
Persistentes (COP) fue suscrito el 22 de mayo 
de 2001 en la ciudad de Estocolmo, Suecia. Fue 
ratificado por Colombia por medio de la Ley 
1196 de 2008.

El objetivo del Convenio de Estocolmo con-
siste en proteger la salud humana y el medio 
ambiente de la presencia de 12 compuestos 
altamente persistentes en el medio ambiente, 
denominados contaminantes orgánicos persis-
tentes (COP), adoptando medidas de control 

para producción, importación, exportación, uso 
y eliminación de estas sustancias.

Los COP son un grupo de contaminantes 
que, por sus características tóxicas, de gran 
persistencia ambiental, su capacidad de 
bioacumularse en las cadenas alimenticias y 
transportase a grandes distancias, se han con-
vertido en un problema mundial. 

http://quimicos.minambiente.gov.co/index.

php/contaminantes-organicos-persistentes/

la-convencion-de-estocolmo

http://chm.pops.int/

CONVENCIÓN DE MINAMATA

El Convenio de Minamata fue adoptado en la 
ciudad de Kumamoto, Japón, el 10 de octubre 
de 2013. Fue aprobado en Colombia por la 
Ley 1892 de 2018. La comercialización del 
mercurio fue objeto de regulación a través de 
la Ley 1658 de 2013.

El objeto del Convenio de Minamata consiste en 
proteger la salud humada y el medio ambiente, 
de las emisiones y liberaciones antropógenas 
de mercurio y sus compuestos. 

El Convenio establece la prohibición de nuevas 
minas de mercurio, la eliminación gradual de 
las existentes, la reducción del uso del mer-
curio en productos y procesos, la promoción 
de medidas de control de las emisiones a la 
atmósfera y de las emisiones a la tierra y al 
agua, así como la regulación para la minería 
artesanal y a pequeña escala.

https://www.cancilleria.gov.co/convenio-

minamata-sobre-mercurio

http://www.mercuryconvention.org/INICIO/

tabid/5689/language/es-CO/Default.aspx
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CONVENCIÓN RELATIVA A LOS 
HUMEDALES DE IMPORTANCIA 
INTERNACIONAL ESPECIALMENTE COMO 
HÁBITAT DE AVES ACUÁTICAS, RAMSAR

Esta Convención fue suscrita en la ciudad de 
Ramsar, Irán, el 2 de febrero de 1971. Aprobada 
en Colombia por Ley 357 de 1997.

Por esta Convención los países se comprome-
ten a mantener las características ecológicas 
de sus humedales de importancia internacional 
y planificar el uso racional, o uso sostenible, de 
todos los humedales situados en sus territorios.

Este instrumento es uno de los primeros que se 
ocupa de la conservación y uso racional de los 
recursos naturales en un ecosistema específico 
como el de los humedales, reconociendo sus 
funciones y su valor económico.

https://www.cancilleria.gov.co/convencion-ramsar-

sobre-humedales-importancia-internacional

https://www.ramsar.org/es

CONVENCIÓN SOBRE EL COMERCIO 
INTERNACIONAL DE ESPECIES 
AMENAZADAS DE FAUNA Y 
FLORA SILVESTRES, CITES

La Convención se firmó en Washington, D.C. 
Estados Unidos de América, el 3 de marzo de 
1973. Aprobada en Colombia por la Ley 17 de 
1981 y enmendada por la Ley 807 de 2003.

El objetivo de la Convención consiste en 
asegurar que el comercio internacional de 
especímenes de animales y plantas silvestres 
no ponga en riesgo su supervivencia en su 
medio natural.

El comercio es diverso e incluye desde es-
pecímenes vivos de plantas y animales a un 
amplio rango de productos derivados de la vida 

silvestre, incluyendo productos alimenticios, 
artículos de cuero exóticos, instrumentos mu-
sicales de madera, madera, artículos turísticos 
y medicinas.

https://www.cancilleria.gov.co/en/

convencion-sobre-comercio-internacional-especies-

amenazadas-fauna-y-flora-silvestres-cites

https://www.cites.org/

CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN 
Y DESARROLLO DEL MEDIO 
MARINO EN LA REGIÓN CARIBE

Este Convenio fue adoptado en la ciudad de 
Cartagena de Indias, Colombia, el 24 de marzo 
de 1983 y aprobado en Colombia por la Ley 56 
de 1987. 

El Convenio tiene por objeto concertar acuerdos 
bilaterales o multilaterales, incluidos acuerdos 
regionales o subregionales, para la protección 
del medio marino de la región del Caribe.

El Convenio insta a las partes para prevenir, 
reducir y controlar la contaminación de la zona 
de aplicación del Convenio y para asegurar una 
ordenación racional del medio.

https://www.cancilleria.gov.co/tratados/

convenio-la-proteccion-y-desarrollo-del-medio-

marino-la-region-del-gran-caribe-y-protocolo

http://cep.unep.org/cartagena-convention

CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA 
PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN 
POR BUQUES, MARPOL

La Convención MARPOL, fue firmada en Lon-
dres, Inglaterra, el 2 de noviembre de 1973 y 
aprobada en Colombia por medio de la Ley 
12 de 1981.



Tema Ficha
Convenio sobre la Diversidad Bio-
lógica. Aprobado en Colombia a 

través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 

– Acuerdo de Paris. Aprobado en Colom-
bia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la Deser-
tificación. Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena 
- Protocolo de Mon-
treal. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea 
sobre el control de 
los movimientos 

transfronterizos de los 
desechos peligrosos 

y su eliminación. 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 253 de 1996.

Convenio de 
Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgá-
nicos Persistentes 

(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de Mina-
mata. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Internacional 
(Convenio de Ramsar). 
Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención Inter-
nacional para la 
Prevención de la 

Contaminación por 
Buques (MARPOL). 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 
Maderas Tropi-

cales. Ratificado 
por Colombia 
con Ley 1458 

de 2011.

1. 
ORDENAMIENTO 
AMBIENTAL 
TERRITORIAL

1A. Determinantes 
ambientales. Acciones 
de planificación y 
ordenamiento del 
territorio: inclusión 
de las determinantes 
ambientales y limitaciones 
en el uso del suelo para 
el desarrollo sostenible.

Un ordemamiento planificado del territorio, 
que incorpore adecuadamente el componente 

ambiental, contribuye significativamente 
al logro de los objetivos y metas 

relacionados con la gestión integral de la 
biodiversidad y  servicios ecosistémicos.En 
consecuencia, para alcanzar los objetivos 
trazados con el CDB, los determinantes 
ambientales deben ser considerados 

como un elemento fundamental en los 
procesos de ordenamiento territorial a 

cargo de las entidades territoriales.

La incorporación del componente climático 
en los procesos de ordenamiento es esencial 

para el logro de los objetivos propuestos, 
tanto en mitigación como en adaptación. En 

esta medida, los Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT), 
que elaboran las corporaciones autónomas 

regionales y las entidades territoriales, deben 
estar articulados con los determinantes 

ambientales del ordenamiento y los planes de 
ordenamiento territorial que se adopten.

Los procesos de desertificación 
se encuentran estrechamente 

asociados al uso del suelo y los 
recursos naturales renovables. 
En esta medida, el control de la 

desertificación y la restauración de 
áreas afectadas por este tipo de 

procesos, deben ser entendidas en 
sí mismas como un determinante 

del ordenamiento territorial a cargo 
de las entidades territoriales.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio,  se deben 
contemplar las áreas 

necesarias para el 
control y la gestión 
de las sustancias 
controladas por 
este convenio.

En los procesos de orde-
namiento del territorio,  

se deben contemplar las 
áreas necesarias para 

el control y la gestión de 
los residuos controlados 

por esta convención.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, se deben 
contemplar las áreas 

necesarias para el 
control y la gestión 
de las sustancias 
controladas por 
este convenio.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, se deben 
contemplar las áreas 

para el almacenamiento 
provisional de mercurio 

y su eliminación una 
vez que se convierte 
en residuo, así como 

prever los puntos 
contaminados y fuentes 

de contaminación 
por mercurio.

Aunque los humedades 
corresponden a ecosistemas 
estratégicos que deben ser 
objeto de protección en sí 
mismos, la declaratoria de 

áreas protegidas puede 
constituirse  en una estrategia 

complementaria para su 
conservación. En especial, 
para el caso de humedales 
incluidos en la ista Ramsar

El medio marino y 
sus necesidades de 

protección, corresponden 
a determinantes 

ambientales que deben 
ser considerados en los 

procesos de ordenamiento 
del territorio, en especial 
en lo relacionado con la 
protección de las playas 
y bienes de uso público 

en zonas de litoral,

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, en especial en 
territorios portuarios, se 
deben contemplar las 
áreas necesarias para 
el control y la gestión 

de las sustancias 
contaminantes 
generadas por 

los buques.

1B. Áreas protegidas. 
Protección de ecosistemas 
de importancia ambiental 
en los territorios 
regionales y municipales.

Las entidades territoriales tienen un 
rol directo en el cumplimiento de las 

obligaciones de Colombia con respecto 
a la conservación de la biodiversidad, 
especialmente mediante la creación, 
protección y manejo efectivo de las 
áreas protegidas en sus territorios.

Las áreas protegidas cumplen una función muy 
importante para alcanzar las metas relacionadas 

con la mitigación y la adaptación al cambio 
climático. En especial, por la función que cumplen 

estas áreas como sumideros de carbono. De 
igual forma, asegurar el suministro de agua, 
responde a las necesidades de adaptación.

El establecimiento de áreas 
protegidas contribuye en la lucha 

contra la desertificación, en la 
medida en que reduce la presión 
sobre ecosistemas que pueden 
ser vulnerables. Igualmente, a 
través de estas áreas se puede 

asegurar la restauración de terrenos 
que se hayan visto afectados 
por estos mismos fenómenos.

Aunque los humedades 
corresponden a ecosistemas 
estratégicos que deben ser 

objeto de protección en 
sí mismos, la declaratoria 

de áreas protegidas 
puede constituirse  en una 
estrategia complementaria 

para la conservación de 
estas áreas. En especial, 

para el caso de humedales 
incluidos en la ista Ramsar.

El medio marino, las 
playas y bienes de uso 

público en zonas de 
litoral,  también pueden 

ser objeto de protección a 
través del establecimiento 

de áreas protegidas

La declaratoria de 
áreas protegidas 
juega un papel 
importante en 
el propósito 
de lograr un 

aprovechamiento 
sostenible de 
los bosques.

1C. Áreas de interés para 
el suministro de agua. 
Estrategias para asegurar 
el abastecimiento de agua 
para consumo humano: 
Adquisición de áreas de 
interés para garantizar 
el suministro de agua en 
acueductos municipales  
y regionales.

Estás áreas cumplen un  propósito 
complementario relacionado con la 

conservación de la diversidad biológica. 
En esta medida, al proteger estas áreas, 
las entidades territoriales aportan a la 
protección de ecosistemas y hábitats 

estratégicos para la conservación de la 
biodiversidad y, por ende, al cumplimiento 
de los objetivos del Convenio relacionados 

con conservación y uso sostenible.

Con estas áreas se busca asegurar e suministro 
de agua, siendo este un proósito relacionado con 
la adaptación al cambio climático. Pero al mismo 

tiempo, estas áreas cumplen una función muy 
importante para alcanzar las metas de mitigación 

al cambio climático. En especial, por la función que 
cumplen estas áreas como sumideros de carbono,

La adquisición y conservación de 
estas áreas, al tiempo que asegura 
el suministro de agua, contribuyen 

en la lucha contra la dessertificación 
en la medida en que reducen 
la presión sobre ecosistemas 
que pueden ser vulnerables.

Las áreas de humedal hacen 
parte de aquellas que pueden 

ser adquiridas por las entidades 
territoriales en el marco de 
la estrategia para asegurar 
el abastecimiento de agua. 
Con ello, se contribuye a la 

conservación de estas áreas.

1D. Espacios públicos 
verdes. Defensa y 
recuperación de la 
estructura ecológica 
principal: la importancia 
de garantizar espacios 
públicos verdes.

Además de los beneficios para la calidad 
de vida y sostenibilidad de las ciudades, los 
espacios verdes pueden servir de hábitat 
para la biodiversidad urbana, y pueden 
ayudar al mantenimiento de corredores 
ecológicos clave para la conservación 
de la biodiversidad en los territorios.

Estos espacios verdes aportan al cumplimiento 
de las metas establecidas en materia de 

mitigación. De igual forma, generan ciudades 
más resilientes y con mayor capacidad 

de adatación al cambio climático. 

2. 
ORDENAMIENTO 
AMBIENTAL 
COSTERO

2A. Ordenamiento de 
playas. Conservación 
de las playas y 
terrenos de bajamar

El cumplimiento de las responsabilidades 
de las entidades territoriales en relación con 
el ordenamiento de playas es fundamental 

para la protección de la biodiversidad 
de áreas costeras y de los organismos 
que dependen de este hábitat para su 
supervivencia (como es el caso de las 
tortugas y sus sitios de anidamiento).

La conservación del medio marino y 
paritcularmente de las playas, también  tienen 

incidencia tanto en la mitigación como en 
la adaptación al cambio climático y de esta 
forma contribuyen al cumplimiento de los 
compromisos adquiridos en esta materia.

El ordenamiento y la 
conservación de las 
playas hace parte de 
las tareas a través de 
las cuales se asegura 

la protección del medio 
marino y los compromisos 

derivados del Convenio.

2B. Bienes de uso 
público en zona de 
litoral. Acciones para 
evitar la ocupación 
ilegal de los bienes 
de uso público

El control a la ocupación de zonas de 
litoral reviste importancia respecto de las 
afectaciones que este tipo de ocupaciones 

pueden generar sobre la diversidad biológica.

Al igual que en el punto 
anterior, la protección 
de las zonas de litoral 

hace parte de las tareas 
a través de las cuales 

se asegura la protección 
del medio marino y los 
compromisos derivados 

del Convenio.

Acuerdos ambientales multilaterales en el contexto de la Guía  
de obligaciones ambientales para alcaldías y gobernaciones de Colombia



Tema Ficha
Convenio sobre la Diversidad Bio-
lógica. Aprobado en Colombia a 

través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 

– Acuerdo de Paris. Aprobado en Colom-
bia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la Deser-
tificación. Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena 
- Protocolo de Mon-
treal. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea 
sobre el control de 
los movimientos 

transfronterizos de los 
desechos peligrosos 

y su eliminación. 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 253 de 1996.

Convenio de 
Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgá-
nicos Persistentes 

(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de Mina-
mata. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Internacional 
(Convenio de Ramsar). 
Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención Inter-
nacional para la 
Prevención de la 

Contaminación por 
Buques (MARPOL). 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 
Maderas Tropi-

cales. Ratificado 
por Colombia 
con Ley 1458 

de 2011.

1. 
ORDENAMIENTO 
AMBIENTAL 
TERRITORIAL

1A. Determinantes 
ambientales. Acciones 
de planificación y 
ordenamiento del 
territorio: inclusión 
de las determinantes 
ambientales y limitaciones 
en el uso del suelo para 
el desarrollo sostenible.

Un ordemamiento planificado del territorio, 
que incorpore adecuadamente el componente 

ambiental, contribuye significativamente 
al logro de los objetivos y metas 

relacionados con la gestión integral de la 
biodiversidad y  servicios ecosistémicos.En 
consecuencia, para alcanzar los objetivos 
trazados con el CDB, los determinantes 
ambientales deben ser considerados 

como un elemento fundamental en los 
procesos de ordenamiento territorial a 

cargo de las entidades territoriales.

La incorporación del componente climático 
en los procesos de ordenamiento es esencial 

para el logro de los objetivos propuestos, 
tanto en mitigación como en adaptación. En 

esta medida, los Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT), 
que elaboran las corporaciones autónomas 

regionales y las entidades territoriales, deben 
estar articulados con los determinantes 

ambientales del ordenamiento y los planes de 
ordenamiento territorial que se adopten.

Los procesos de desertificación 
se encuentran estrechamente 

asociados al uso del suelo y los 
recursos naturales renovables. 
En esta medida, el control de la 

desertificación y la restauración de 
áreas afectadas por este tipo de 

procesos, deben ser entendidas en 
sí mismas como un determinante 

del ordenamiento territorial a cargo 
de las entidades territoriales.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio,  se deben 
contemplar las áreas 

necesarias para el 
control y la gestión 
de las sustancias 
controladas por 
este convenio.

En los procesos de orde-
namiento del territorio,  

se deben contemplar las 
áreas necesarias para 

el control y la gestión de 
los residuos controlados 

por esta convención.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, se deben 
contemplar las áreas 

necesarias para el 
control y la gestión 
de las sustancias 
controladas por 
este convenio.

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, se deben 
contemplar las áreas 

para el almacenamiento 
provisional de mercurio 

y su eliminación una 
vez que se convierte 
en residuo, así como 

prever los puntos 
contaminados y fuentes 

de contaminación 
por mercurio.

Aunque los humedades 
corresponden a ecosistemas 
estratégicos que deben ser 
objeto de protección en sí 
mismos, la declaratoria de 

áreas protegidas puede 
constituirse  en una estrategia 

complementaria para su 
conservación. En especial, 
para el caso de humedales 
incluidos en la ista Ramsar

El medio marino y 
sus necesidades de 

protección, corresponden 
a determinantes 

ambientales que deben 
ser considerados en los 

procesos de ordenamiento 
del territorio, en especial 
en lo relacionado con la 
protección de las playas 
y bienes de uso público 

en zonas de litoral,

En los procesos de 
ordenamiento del 

territorio, en especial en 
territorios portuarios, se 
deben contemplar las 
áreas necesarias para 
el control y la gestión 

de las sustancias 
contaminantes 
generadas por 

los buques.

1B. Áreas protegidas. 
Protección de ecosistemas 
de importancia ambiental 
en los territorios 
regionales y municipales.

Las entidades territoriales tienen un 
rol directo en el cumplimiento de las 

obligaciones de Colombia con respecto 
a la conservación de la biodiversidad, 
especialmente mediante la creación, 
protección y manejo efectivo de las 
áreas protegidas en sus territorios.

Las áreas protegidas cumplen una función muy 
importante para alcanzar las metas relacionadas 

con la mitigación y la adaptación al cambio 
climático. En especial, por la función que cumplen 

estas áreas como sumideros de carbono. De 
igual forma, asegurar el suministro de agua, 
responde a las necesidades de adaptación.

El establecimiento de áreas 
protegidas contribuye en la lucha 

contra la desertificación, en la 
medida en que reduce la presión 
sobre ecosistemas que pueden 
ser vulnerables. Igualmente, a 
través de estas áreas se puede 

asegurar la restauración de terrenos 
que se hayan visto afectados 
por estos mismos fenómenos.

Aunque los humedades 
corresponden a ecosistemas 
estratégicos que deben ser 

objeto de protección en 
sí mismos, la declaratoria 

de áreas protegidas 
puede constituirse  en una 
estrategia complementaria 

para la conservación de 
estas áreas. En especial, 

para el caso de humedales 
incluidos en la ista Ramsar.

El medio marino, las 
playas y bienes de uso 

público en zonas de 
litoral,  también pueden 

ser objeto de protección a 
través del establecimiento 

de áreas protegidas

La declaratoria de 
áreas protegidas 
juega un papel 
importante en 
el propósito 
de lograr un 

aprovechamiento 
sostenible de 
los bosques.

1C. Áreas de interés para 
el suministro de agua. 
Estrategias para asegurar 
el abastecimiento de agua 
para consumo humano: 
Adquisición de áreas de 
interés para garantizar 
el suministro de agua en 
acueductos municipales  
y regionales.

Estás áreas cumplen un  propósito 
complementario relacionado con la 

conservación de la diversidad biológica. 
En esta medida, al proteger estas áreas, 
las entidades territoriales aportan a la 
protección de ecosistemas y hábitats 

estratégicos para la conservación de la 
biodiversidad y, por ende, al cumplimiento 
de los objetivos del Convenio relacionados 

con conservación y uso sostenible.

Con estas áreas se busca asegurar e suministro 
de agua, siendo este un proósito relacionado con 
la adaptación al cambio climático. Pero al mismo 

tiempo, estas áreas cumplen una función muy 
importante para alcanzar las metas de mitigación 

al cambio climático. En especial, por la función que 
cumplen estas áreas como sumideros de carbono,

La adquisición y conservación de 
estas áreas, al tiempo que asegura 
el suministro de agua, contribuyen 

en la lucha contra la dessertificación 
en la medida en que reducen 
la presión sobre ecosistemas 
que pueden ser vulnerables.

Las áreas de humedal hacen 
parte de aquellas que pueden 

ser adquiridas por las entidades 
territoriales en el marco de 
la estrategia para asegurar 
el abastecimiento de agua. 
Con ello, se contribuye a la 

conservación de estas áreas.

1D. Espacios públicos 
verdes. Defensa y 
recuperación de la 
estructura ecológica 
principal: la importancia 
de garantizar espacios 
públicos verdes.

Además de los beneficios para la calidad 
de vida y sostenibilidad de las ciudades, los 
espacios verdes pueden servir de hábitat 
para la biodiversidad urbana, y pueden 
ayudar al mantenimiento de corredores 
ecológicos clave para la conservación 
de la biodiversidad en los territorios.

Estos espacios verdes aportan al cumplimiento 
de las metas establecidas en materia de 

mitigación. De igual forma, generan ciudades 
más resilientes y con mayor capacidad 

de adatación al cambio climático. 

2. 
ORDENAMIENTO 
AMBIENTAL 
COSTERO

2A. Ordenamiento de 
playas. Conservación 
de las playas y 
terrenos de bajamar

El cumplimiento de las responsabilidades 
de las entidades territoriales en relación con 
el ordenamiento de playas es fundamental 

para la protección de la biodiversidad 
de áreas costeras y de los organismos 
que dependen de este hábitat para su 
supervivencia (como es el caso de las 
tortugas y sus sitios de anidamiento).

La conservación del medio marino y 
paritcularmente de las playas, también  tienen 

incidencia tanto en la mitigación como en 
la adaptación al cambio climático y de esta 
forma contribuyen al cumplimiento de los 
compromisos adquiridos en esta materia.

El ordenamiento y la 
conservación de las 
playas hace parte de 
las tareas a través de 
las cuales se asegura 

la protección del medio 
marino y los compromisos 

derivados del Convenio.

2B. Bienes de uso 
público en zona de 
litoral. Acciones para 
evitar la ocupación 
ilegal de los bienes 
de uso público

El control a la ocupación de zonas de 
litoral reviste importancia respecto de las 
afectaciones que este tipo de ocupaciones 

pueden generar sobre la diversidad biológica.

Al igual que en el punto 
anterior, la protección 
de las zonas de litoral 

hace parte de las tareas 
a través de las cuales 

se asegura la protección 
del medio marino y los 
compromisos derivados 

del Convenio.



Tema Ficha
Convenio sobre la Diversidad Bio-
lógica. Aprobado en Colombia a 

través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 

– Acuerdo de Paris. Aprobado en Colom-
bia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la 
Desertificación. Aprobada 

en Colombia mediante 
la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena - Proto-
colo de Montreal. Aprobado 

en Colombia mediante la 
Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea 
sobre el control de 
los movimientos 

transfronterizos de los 
desechos peligrosos 

y su eliminación. 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 253 de 1996.

Convenio de 
Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgá-
nicos Persistentes 

(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de 
Minamata. Apro-
bado en Colombia 
mediante la Ley 
1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Internacional 
(Convenio de Ramsar). 
Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención Inter-
nacional para la 
Prevención de la 

Contaminación por 
Buques (MARPOL). 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 

Maderas Tropicales. 
Ratificado por 

Colombia con Ley 
1458 de 2011.

3. 
CAMBIO 
CLIMÁTICO Y 
GESTIÓN DEL 
RIESGO DE 
DESASTRES

3A. Mitigación del 
cambio climático. 
Estrategias de mitigación 
del cambio climático: 
disminución de emisiones 
y gestión local.

Al adoptar medidas para evitar la 
deforestación, como parte de las 

estrategias de mitigación, las entidades 
territoriales contribuyen a combatir una 
de las principales causas de pérdida de 
biodiversidad a nivel mundial y nacional.

Existe una relación directa entre las 
responsabilidades de las entididades territoriales 

en relación con la mitigación del cambio 
climático y los compromisos asumidos por 

Colombia  en el marco del Acuerdo de Paris. En 
esta medida, los Planes Integrales de Gestión del 

Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) deben 
atender al cumplimiento de la contribución 
determinada derivada de dicho acuerdo.

Las estrategias para la 
mitigación del cambio 

climático generalmente son 
complementarias con las 
que se establezcan para 

combatir la desertificación.

En la medida en que las 
sustancias agotadoras de 
la capa de ozono pueden 

tener también una incidencia 
sobre el cambio climático, 

los esfuerzos que se realicen 
en uno y otro sentido 

pueden ser concurrentes.

Una adecuada gestión 
y el control sobre los 

residuos peligrosos por 
parte de las entidades 

territoriales, puede 
contribuir a la mitigación 

del camio climático.

Los esfuerzos para 
la mitigación del 
cambio climático 

pueden igualmente 
estar relacionados 

con el control 
sobre los COP.

Como parte de las estrategias 
para la mitigación del cambio 

climático, cabe considerarse la 
protección y gestión adecuada 

sobre los humedales.

La protección al medio 
marino es también uno 
de los esfuerzos que 
deben considerarse 

dentro de una estrategia 
para la mitigación del 

cambio climático.

A través de un 
control sobre el 
recurso forestal, 
se contribuye a 
luchar contra la 

deforestación y, de 
esta forma, a mitigar 
el cambio climático.

3B. Adaptación al cambio 
climático. Implementación 
de acciones de adaptación 
a los efectos del Cambio 
Climático: monitoreo, 
seguimiento y evaluación 
de las acciones que se 
incorporen en  
los procesos  
de planificación

Las entidades territoriales pueden 
aprovechar la enorme riqueza biológica de 
Colombia para implementar medidas de 
adaptación al cambio climático basadas 

en la naturaleza, las cuales, a su vez, 
ayudan a la conservación y uso sostenible 

de la biodiversidad en los territorios.

La adaptación al cambio climático también hace 
de las responsabilidades que se derivan de la 

convención marco y del Acuerdo de Paris.

La desertificación se 
constitye en uno de los 

principales riesgos asociados 
al calentamiento global. En 
esta medida, las estrategias 
en materia de adaptación, 
deben estar alineadas con 
las que se definan en el 

marco de esta convención.

Los humedales se pueden ver 
seriamente comprometidos   

por el cambio climático. 
Por esta razón, como parte 
de los esfuerzos asociados 
a la adaptación al cambio 

climático, deben considerarse 
acciones para la gestión 
sobre estos ecosistemas.

Las playas, los arrecifes y 
el medio marino también 
sufren las consecuencias 
del cambio climático.  Por 
tal motivo,  los esfuerzos 
en materia de adaptación 
al cambio climático, deben 

considerar acciones 
para la gestión sobre 
estos ecosistemas.

3C. Construcciones 
sostenibles. Importancia 
de promover la adopción 
de medidas y estándares 
de sostenibilidad en el 
sector de construcción. 

La diversidad biológica es una de las 
variables que debe ser considerada 
para efectos de asegurar que una 
construcción sea ambientalmente 

sostenible. Las construcciones deben 
procurar el menor impacto posible sobre 

los ecosistemas y el medio natural,

Debido a la incidencia del sector de la construcción 
sobre el cambio climático, los Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) 
deben estar articulados con los Planes Integrales 

de Gestión del Cambio Climático Sectoriales 
(PIGCCS). En especial, los correspondientes 

al sector vivienda y al sector transporte.

En el desarrollo de las 
construcciones se debe atender 
a lo que establece el protocolo 

en relación con el uso de 
sustancias agotadoras de la 

capa de ozono. En especial en 
lo relacionado con el uso de 

sistemas de aire acondicionado 
y otros refrigerantes.

Se debe procurar que los 
proyectos constructivos no 
generen afectaciones sobre 
los sistemas de humedal.

Se debe procurar que el 
desarrollo de proyectos 

constructivos que no 
afecten el medio marino.

3D. Instrumentos para 
la gestión del riesgo de 
desastres. Acciones para 
garantizar la seguridad, el 
bienestar y la calidad de 
vida de las personas frente 
a los desastres naturales.

Las áreas protegidas y otras medidas de gestión 
integral de la biodiversidad (especialmente 

aquellas con enfoque ecosistémico) son una 
herramienta clave para disminuir el riesgo 
a desastres. De igual forma, al adoptarse 
el enfoque ecosistémico en la gestión del 

riesgo a desastres, las entidades territoriales 
contribuyen también a la conservación 
y uso sostenible de la biodiversidad.

Muchos de los desastres naturales están asociados 
al clima. En esta medida, la gestión del riesgo 

es complementaria con la que se realice para la 
mitigación y adaptación al cambio climático. 

La desertificación es un 
potencialiizador de los 

desastres naturales. Por tal 
motivo, la lucha contra la 

desertificación debe hacer 
parte de las acciones para 

la gestión del riesgo

Como parte de las 
acciones para la gestión 

del riesgo, deben 
considerarse los riesgos 
asociados a una gestión 

inadecuada sobre los 
residuos peligrosos. 

Como parte de las 
acciones para la 

gestión del riesgo, 
deben considerarse 

los riesgos asociados 
al uso del mercurio.

Una adecuada gestión 
sobre las playas y el 

medio marino en general, 
ayuda a prevenir los 

desastre naturales que 
pueden estar relacionados 

con estos ecosistemas.

3E. Integración de la 
gestión del riesgo en la 
planificación territorial. 
Prevención de amenazas, 
desastres y riesgos 
naturales en el territorio

Las áreas protegidas y otras medidas de gestión 
integral de la biodiversidad (especialmente 

aquellas con enfoque ecosistémico) son una 
herramienta clave para disminuir el riesgo 
a desastres. De igual forma, al adoptarse 
el enfoque ecosistémico en la gestión del 

riesgo a desastres, las entidades territoriales 
contribuyen también a la conservación 

y uso sostenible de la biodiversidad

La planificación territorial, el cambio climático 
y la gestión de riesgo, son todos conceptos 
estrechamente relacionados entre sí. Los 

procesos de ordenamiento del territorio, en 
la medida en que incorporen adecuadamente 
la variable climática, podrán contri buir a la 
gestión de riesgo de desastres naturales. 

Las zonas desertificadas 
o más vulnerables a 

este tipo de fenómenos, 
merecen un especial 

tratamiento en los procesos 
de planificación territorial 
para prevenir amenazas 
y desastres naturales.

Como parte de la 
planificación del 
territorio, debe 
considerarse lo 
necesario para 

asegurar una gestión 
adecuada sobre los 
residuos peligrosos.

4.  
SERVICIOS 
PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS

4A. Acueducto. 
Responsabilidades 
relacionadas con calidad 
del agua potable para 
el consumo humano.

La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio de 

acueducto. Por una parte,  buscando reducir la 
huella climática de cada una de las actividades 

que conforman este servicio.  Por otra parte, 
adoptando las medidas de adaptación necesarias 

para asegurar la sostenibilidad del servicio.

La preservación de las 
fuentes de abastecimiento 

del recurso hídrico contribuye 
al mismo tiempo en la lucha 

contra la desertificación.

4B. Alcantarillado. 
Acciones para proporcionar 
el servicio de alcantarillado 
de manera eficiente.

El óptimo tratamiento de las aguas residuales, 
como una actividad que hace parte del 

servicio de alcantarillado, es necesaria para la 
preservación de los recursos hidrobiológicos 
que hacen parte de la diversidad biológica

 La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio 

de alcanarillado,   buscando reducir 
la huella climática de cada una de las 

actividades que conforman este servicio.

Se deben adoptar 
medidas para evitar que 
los residuos peligrosos 

sean dispuestos a 
través de las redes 
de alcantarillado.

El correcto tratamiento de 
las aguas residuales, como 

una actividad que hace parte 
del servicio de alcantarillado, 
contribuye a la protección de 
los humedales como posibles 
receptores de estas aguas. 

El correcto tratamiento 
de las aguas residuales, 
como una actividad que 

hace parte del servicio de 
alcantarillado, contribuye 
a la protección del medio 

marino,  como posible 
receptor de estas aguas.

 En áreas costeras y 
portuarias, se debe 

velar porque las 
aguas de sentina y 

otros residuos de los 
buques reciban un 
manejo adecuado.

4C. Residuos sólidos. 
Acciones para la gestión 
de los residuos sólidos: 
enfoque integral entre lo 
ambiental y los aspectos 
relacionados con el 
servicio público de aseo.

El manejo de los residuos sólidos y las áreas 
dispuestas para su disposición final,  se 

debe velar por la prevención y  manejo de 
los impactos  que estas actividades pueden 

generar sobre la diversidad biológica.

La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio de aseo,   
buscando reducir la huella climática de cada una 
de las actividades que conforman este servicio.

Se deben adoptar 
medidas para evitar que 
los residuos peligrosos 

sean gestionados 
y dispuestos como 

residuos ordninarios 
a través del 

servicio de aseo.

Se debe velar por la protección 
de los humedales por posibles 

afectaciones asociadas a 
la disposición inadecuada 

de residuos sólidos

Se deben adoptar medidas 
para evitar que, por una 

inadecuada gestión de los 
residuos sólidos, el medio 

marino se convierta en 
receptor de tales residuos.

Acuerdos ambientales multilaterales en el contexto de la Guía  
de obligaciones ambientales para alcaldías y gobernaciones de Colombia



Tema Ficha
Convenio sobre la Diversidad Bio-
lógica. Aprobado en Colombia a 

través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 

– Acuerdo de Paris. Aprobado en Colom-
bia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la 
Desertificación. Aprobada 

en Colombia mediante 
la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena - Proto-
colo de Montreal. Aprobado 

en Colombia mediante la 
Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea 
sobre el control de 
los movimientos 

transfronterizos de los 
desechos peligrosos 

y su eliminación. 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 253 de 1996.

Convenio de 
Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgá-
nicos Persistentes 

(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de 
Minamata. Apro-
bado en Colombia 
mediante la Ley 
1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Internacional 
(Convenio de Ramsar). 
Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención Inter-
nacional para la 
Prevención de la 

Contaminación por 
Buques (MARPOL). 
Aprobado en Co-

lombia mediante la 
Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 

Maderas Tropicales. 
Ratificado por 

Colombia con Ley 
1458 de 2011.

3. 
CAMBIO 
CLIMÁTICO Y 
GESTIÓN DEL 
RIESGO DE 
DESASTRES

3A. Mitigación del 
cambio climático. 
Estrategias de mitigación 
del cambio climático: 
disminución de emisiones 
y gestión local.

Al adoptar medidas para evitar la 
deforestación, como parte de las 

estrategias de mitigación, las entidades 
territoriales contribuyen a combatir una 
de las principales causas de pérdida de 
biodiversidad a nivel mundial y nacional.

Existe una relación directa entre las 
responsabilidades de las entididades territoriales 

en relación con la mitigación del cambio 
climático y los compromisos asumidos por 

Colombia  en el marco del Acuerdo de Paris. En 
esta medida, los Planes Integrales de Gestión del 

Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) deben 
atender al cumplimiento de la contribución 
determinada derivada de dicho acuerdo.

Las estrategias para la 
mitigación del cambio 

climático generalmente son 
complementarias con las 
que se establezcan para 

combatir la desertificación.

En la medida en que las 
sustancias agotadoras de 
la capa de ozono pueden 

tener también una incidencia 
sobre el cambio climático, 

los esfuerzos que se realicen 
en uno y otro sentido 

pueden ser concurrentes.

Una adecuada gestión 
y el control sobre los 

residuos peligrosos por 
parte de las entidades 

territoriales, puede 
contribuir a la mitigación 

del camio climático.

Los esfuerzos para 
la mitigación del 
cambio climático 

pueden igualmente 
estar relacionados 

con el control 
sobre los COP.

Como parte de las estrategias 
para la mitigación del cambio 

climático, cabe considerarse la 
protección y gestión adecuada 

sobre los humedales.

La protección al medio 
marino es también uno 
de los esfuerzos que 
deben considerarse 

dentro de una estrategia 
para la mitigación del 

cambio climático.

A través de un 
control sobre el 
recurso forestal, 
se contribuye a 
luchar contra la 

deforestación y, de 
esta forma, a mitigar 
el cambio climático.

3B. Adaptación al cambio 
climático. Implementación 
de acciones de adaptación 
a los efectos del Cambio 
Climático: monitoreo, 
seguimiento y evaluación 
de las acciones que se 
incorporen en  
los procesos  
de planificación

Las entidades territoriales pueden 
aprovechar la enorme riqueza biológica de 
Colombia para implementar medidas de 
adaptación al cambio climático basadas 

en la naturaleza, las cuales, a su vez, 
ayudan a la conservación y uso sostenible 

de la biodiversidad en los territorios.

La adaptación al cambio climático también hace 
de las responsabilidades que se derivan de la 

convención marco y del Acuerdo de Paris.

La desertificación se 
constitye en uno de los 

principales riesgos asociados 
al calentamiento global. En 
esta medida, las estrategias 
en materia de adaptación, 
deben estar alineadas con 
las que se definan en el 

marco de esta convención.

Los humedales se pueden ver 
seriamente comprometidos   

por el cambio climático. 
Por esta razón, como parte 
de los esfuerzos asociados 
a la adaptación al cambio 

climático, deben considerarse 
acciones para la gestión 
sobre estos ecosistemas.

Las playas, los arrecifes y 
el medio marino también 
sufren las consecuencias 
del cambio climático.  Por 
tal motivo,  los esfuerzos 
en materia de adaptación 
al cambio climático, deben 

considerar acciones 
para la gestión sobre 
estos ecosistemas.

3C. Construcciones 
sostenibles. Importancia 
de promover la adopción 
de medidas y estándares 
de sostenibilidad en el 
sector de construcción. 

La diversidad biológica es una de las 
variables que debe ser considerada 
para efectos de asegurar que una 
construcción sea ambientalmente 

sostenible. Las construcciones deben 
procurar el menor impacto posible sobre 

los ecosistemas y el medio natural,

Debido a la incidencia del sector de la construcción 
sobre el cambio climático, los Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) 
deben estar articulados con los Planes Integrales 

de Gestión del Cambio Climático Sectoriales 
(PIGCCS). En especial, los correspondientes 

al sector vivienda y al sector transporte.

En el desarrollo de las 
construcciones se debe atender 
a lo que establece el protocolo 

en relación con el uso de 
sustancias agotadoras de la 

capa de ozono. En especial en 
lo relacionado con el uso de 

sistemas de aire acondicionado 
y otros refrigerantes.

Se debe procurar que los 
proyectos constructivos no 
generen afectaciones sobre 
los sistemas de humedal.

Se debe procurar que el 
desarrollo de proyectos 

constructivos que no 
afecten el medio marino.

3D. Instrumentos para 
la gestión del riesgo de 
desastres. Acciones para 
garantizar la seguridad, el 
bienestar y la calidad de 
vida de las personas frente 
a los desastres naturales.

Las áreas protegidas y otras medidas de gestión 
integral de la biodiversidad (especialmente 

aquellas con enfoque ecosistémico) son una 
herramienta clave para disminuir el riesgo 
a desastres. De igual forma, al adoptarse 
el enfoque ecosistémico en la gestión del 

riesgo a desastres, las entidades territoriales 
contribuyen también a la conservación 
y uso sostenible de la biodiversidad.

Muchos de los desastres naturales están asociados 
al clima. En esta medida, la gestión del riesgo 

es complementaria con la que se realice para la 
mitigación y adaptación al cambio climático. 

La desertificación es un 
potencialiizador de los 

desastres naturales. Por tal 
motivo, la lucha contra la 

desertificación debe hacer 
parte de las acciones para 

la gestión del riesgo

Como parte de las 
acciones para la gestión 

del riesgo, deben 
considerarse los riesgos 
asociados a una gestión 

inadecuada sobre los 
residuos peligrosos. 

Como parte de las 
acciones para la 

gestión del riesgo, 
deben considerarse 

los riesgos asociados 
al uso del mercurio.

Una adecuada gestión 
sobre las playas y el 

medio marino en general, 
ayuda a prevenir los 

desastre naturales que 
pueden estar relacionados 

con estos ecosistemas.

3E. Integración de la 
gestión del riesgo en la 
planificación territorial. 
Prevención de amenazas, 
desastres y riesgos 
naturales en el territorio

Las áreas protegidas y otras medidas de gestión 
integral de la biodiversidad (especialmente 

aquellas con enfoque ecosistémico) son una 
herramienta clave para disminuir el riesgo 
a desastres. De igual forma, al adoptarse 
el enfoque ecosistémico en la gestión del 

riesgo a desastres, las entidades territoriales 
contribuyen también a la conservación 

y uso sostenible de la biodiversidad

La planificación territorial, el cambio climático 
y la gestión de riesgo, son todos conceptos 
estrechamente relacionados entre sí. Los 

procesos de ordenamiento del territorio, en 
la medida en que incorporen adecuadamente 
la variable climática, podrán contri buir a la 
gestión de riesgo de desastres naturales. 

Las zonas desertificadas 
o más vulnerables a 

este tipo de fenómenos, 
merecen un especial 

tratamiento en los procesos 
de planificación territorial 
para prevenir amenazas 
y desastres naturales.

Como parte de la 
planificación del 
territorio, debe 
considerarse lo 
necesario para 

asegurar una gestión 
adecuada sobre los 
residuos peligrosos.

4.  
SERVICIOS 
PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS

4A. Acueducto. 
Responsabilidades 
relacionadas con calidad 
del agua potable para 
el consumo humano.

La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio de 

acueducto. Por una parte,  buscando reducir la 
huella climática de cada una de las actividades 

que conforman este servicio.  Por otra parte, 
adoptando las medidas de adaptación necesarias 

para asegurar la sostenibilidad del servicio.

La preservación de las 
fuentes de abastecimiento 

del recurso hídrico contribuye 
al mismo tiempo en la lucha 

contra la desertificación.

4B. Alcantarillado. 
Acciones para proporcionar 
el servicio de alcantarillado 
de manera eficiente.

El óptimo tratamiento de las aguas residuales, 
como una actividad que hace parte del 

servicio de alcantarillado, es necesaria para la 
preservación de los recursos hidrobiológicos 
que hacen parte de la diversidad biológica

 La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio 

de alcanarillado,   buscando reducir 
la huella climática de cada una de las 

actividades que conforman este servicio.

Se deben adoptar 
medidas para evitar que 
los residuos peligrosos 

sean dispuestos a 
través de las redes 
de alcantarillado.

El correcto tratamiento de 
las aguas residuales, como 

una actividad que hace parte 
del servicio de alcantarillado, 
contribuye a la protección de 
los humedales como posibles 
receptores de estas aguas. 

El correcto tratamiento 
de las aguas residuales, 
como una actividad que 

hace parte del servicio de 
alcantarillado, contribuye 
a la protección del medio 

marino,  como posible 
receptor de estas aguas.

 En áreas costeras y 
portuarias, se debe 

velar porque las 
aguas de sentina y 

otros residuos de los 
buques reciban un 
manejo adecuado.

4C. Residuos sólidos. 
Acciones para la gestión 
de los residuos sólidos: 
enfoque integral entre lo 
ambiental y los aspectos 
relacionados con el 
servicio público de aseo.

El manejo de los residuos sólidos y las áreas 
dispuestas para su disposición final,  se 

debe velar por la prevención y  manejo de 
los impactos  que estas actividades pueden 

generar sobre la diversidad biológica.

La variable del cambio climático debe ser 
considerada en la prestación del servicio de aseo,   
buscando reducir la huella climática de cada una 
de las actividades que conforman este servicio.

Se deben adoptar 
medidas para evitar que 
los residuos peligrosos 

sean gestionados 
y dispuestos como 

residuos ordninarios 
a través del 

servicio de aseo.

Se debe velar por la protección 
de los humedales por posibles 

afectaciones asociadas a 
la disposición inadecuada 

de residuos sólidos

Se deben adoptar medidas 
para evitar que, por una 

inadecuada gestión de los 
residuos sólidos, el medio 

marino se convierta en 
receptor de tales residuos.



Acuerdos ambientales multilaterales en el contexto de la Guía de 
obligaciones ambientales para alcaldías y gobernaciones de Colombia

Tema Ficha Convenio sobre la Diversidad Biológica. Aproba-
do en Colombia a través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 
– Acuerdo de Paris. Aprobado en Co-
lombia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la Deser-
tificación. Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena - Proto-
colo de Montreal. Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea sobre 
el control de los movimien-

tos transfronterizos de 
los desechos peligrosos y 
su eliminación. Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 253 de 1996.

Convenio de Estocolmo 
sobre Contaminantes 

Orgánicos Persistentes 
(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de Mina-
mata. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Interna-
cional (Convenio de 

Ramsar). Aprobada en 
Colombia mediante 
la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención In-
ternacional para 
la Prevención de 
la Contaminación 
por Buques (MAR-
POL). Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 

Maderas Tropicales. 
Ratificado por 

Colombia con Ley 
1458 de 2011.

5.  
FACTORES DE 
DETERIORO Y 
CONTAMINACIÓN 
AMBIENTAL

5A. Contaminación 
atmosférica. Acciones 
para garantizar 
una adecuada 
calidad del aire.

Las necesidades de prevenir y mitigar la 
contaminación atmosférica no solo están 

relacionadas con la salud humana. También deben 
ser considerados los efectos nocivos que este tipo 
de contaminación genera sobre la fauna, la flora 

y otros elementos de la diversidad biológica.

Una de las principales causas del 
calentamiento global corresponde 
a emisiones que se generan a la 

atmósfera a través de fuentes fijas o 
móviles. En esta medida, el control de 
estas fuentes de emisión contribuye 

significativamente a  la mitigación del 
cambio climático y al logro de la contribución 

determinada que fijó Colombia.

En el control sobre las 
emisiones atmosféricas 
deben ser consideradas 

aquellas sustancias que el 
protocolo ha identificado 

como agotadoras de 
la capa de ozono.

En el control de las emisio-
nes atmosféricas se debe 
velar para que a través de 
las mismas no se descar-
guen residuos peligrosos 
en concentraciones ma-
yores a las permitidas.

En el control sobre las 
emisiones atmosféricas 
deben ser consideradas 

aquellas sustancias 
que este convenio 

identifica como COP

5B. Vertimientos. 
Acciones de protección 
del recurso hídrico y 
calidad del agua.

La contaminación es una de las principales causas 
de pérdida de biodiversidad en los ecosistemas 

acuáticos. Al cumplir sus obligaciones relacionadas 
con vertimentos, las entidades territoriales 
hacen un aporte directo a la conservación 
de estos ecosistemas. Colombia es uno de 

los paises con mayor número de especies de 
peces dulceacuícolas en el mundo, muchas de 
las cuales hacen parte de los medios de vida 
y de las dietas de las comunidades locales. 

5C. Contaminación 
visual. Acciones 
para evitar la 
contaminación visual

6. 
OTROS  
ASUNTOS DE 
RELEVANCIA 
PARA LA  
AGENDA 
AMBIENTAL 
URBANA Y 
REGIONAL

6A. Explotación y 
explotación ilicita de 
minerales. Estrategias 
que conducen al control 
de la explotación 
ilícita de minerales.

La suspensión de explotaciones de minerales sin 
título inscrito en el Registro Minero Nacional o sin 

licencia ambiental, puede contribuir a la conservación 
de ecosistemas y hábitat naturales de especies en 

entornos naturales, o a la rehabilitación de ecosistemas 
degradados y promover su recuperación, tal como 

lo establece el Convenio para la Diversidad Biológica 
(CBD), en las responsabilidades sexta y séptima 
atribuidas a los estados firmantes, así como la 

responsabilidad No.13 sobre evaluación de impactos 
ambientales con efectos en la biodiversidad

La explotación ilícita de minerales es 
un vector del cambio climático. En esta 
medida, como parte de las acciones de 

mitigación y para el cumplimiento de las 
contribuciones derivadas del Acuerdo, debe 

ser considerada la oportuna adopción de 
las medidas necesarias para hacer cesar 

este tipo de actividades contrarias a la ley.

La explotación ilícita de minerales 
contribuye a los procesos de 

desertificación. Es por ello que 
controlar estas actividades, 

permite al mismo tiempo avanzar 
en el  logro de los objetivos 
trazados en la convención.

La explotación ilícita 
de minerales puede 

estar acompañada del 
uso de mercurio en los 
procesos de beneficio 
del mineral. En esta 

medida, las medidas de 
control que se adopten 

contra estas actividades, 
pueden contribuir en 

la erradicación del uso 
de esa sustancia.

6B. Pasivos 
ambientales. Prevenir y 
remediar la existencia de 
pasivos en el territorio.

La restauración ecológica de las áreas degradadas 
o contaminadas es una de las acciones más 

importantes para recuperar la biodiversidad en los 
territorios. Hace parte de las obligaciones de los 
estados Miembro del Convenio, específicamente 

en lo relacionado con su artículo 8 (f). 

La restauración ecológica de las 
áreas degradadas o contaminadas 

contribuye a la mitigación del cambio 
climático y al cumplimiento de las 
metas establecidas en el Acuerdo.

La restauración ecológica de las 
áreas degradadas es una de las 

acciones más importantes para la 
lucha contra la desertificación.

Los residuos peligrosos 
no gestionados en forma 

adecuada y oportunamente 
se contituyen en un pasivo 

ambiental que debe ser 
gestionados para evitar un 

mayor impacto sobre el 
ambiente y la salud humana.

Se debe verificar sobre la 
existencia en el territorio 

e incluso a cargo de 
la entidad territorial, 
de transformadores, 

condensadores y otros 
equipos en desuso que 
pueden tener COP que 
deban ser gestionados.

Las concentraciones de 
mercurio pueden ser 

constitutivas de pasivos 
ambientales que 

deberán gestionarse 
adecuadamente.

6C. Residuos 
peligrosos. Reducir la 
generación y asegurar 
la gestión integral 
de los RESPEL.

Los RESPEL tienen un alto potencial de afectar 
la diversidad biológica. En esta medida, a través 
de las gestiones de las entidades territoriales, 
se debe reducir la generación y asegurar la 
gestión adecuada de los que se generen.

Una adecuada gestión de los RESPEL 
contribuye a la mitigación del cambio 

climático y al cumplimiento de la 
contribución determinada que fijó 

Colombia en el Marco de este Acuerdo.

Aunque la convención está 
principalmente referida al 
movimiento transfronterizo 

de los RESPEL, incluye 
regulaciones relacionadas 

con el manejo de estos 
residuos, asunto que debe 
entenderse relacionado con 

las competencias en la gestión 
de residuos generados por las 
mismas  entidades territoriales

Los residuos que 
contengan COP 

corresponden a RESPEL 
y deben ser gestionados 

de acuerdo con las 
reglas establecidas para 

este tipo de residuos.

El mercurio residual 
debe entenderse como 

un RESPEL cuya gestión 
debe sujetarse a las 

reglas establecidas para 
este tipo de residuos.

Se deben adoptar las 
medidas necesarias para 
evitar la contaminación al 

mar con residuos peligrosos.

6D. Educación 
ambiental. Estrategias 
de implementación de 
la política nacional de 
educación ambiental: 
concientización de 
la importancia de 
garantizar y gozar de 
un ambiente sano.

A través de sus metas de Aichi, el Convenio 
plantea que para el 2020 las personas deberán 

ser conscientes del valor de la diversidad 
biológica y de los pasos que pueden dar para 

su conservación y utilización sostenible.

La Convención Marco advierte 
sobre la necesidad de fortalecer la 
educación a todo nivel en asuntos 
relacionados con la mitigación y la 
adaptación del cambio climático.

La educación tiene un papel 
importante en la gestión 
adecuada los RESPEL, de 
forma que se brinde a la 

ciudadanía elementos para 
saber distinguir este tipo de 
residuos y el manejo que 
debe dar a los mismos.

Los residuos que 
contengan COP 

corresponden a RESPEL 
y deben ser gestionados 

de acuerdo con las 
reglas establecidas para 

este tipo de residuos. 

6E. Régimen sanitario 
ambiental. Las 
entidades territoriales y 
el régimen sancionatorio 
ambiental.

La oportuna adopción de medidas preventivas 
y sancionatorias en materia ambiental reviste 

una especial importancia para evitar que 
con las infracciones ambientales se generen 
afectaciones sobre la diversidad biológica. De 

igual forma, es a través del régimen sancionatorio 
que se puede contrarestar el tráfico ilegal 
de elementos de la diversidad biológica.

Las infracciones ambientales pueden tener 
un efecto negativo sobre el cambio climático. 
En esta medida, como parte de los esfuerzos 

en mitigación, está la actuación oportuna 
de las autoridades a través de la adopción 
de medidas preventivas y sancionatorias, 

para las cuales la participación de las 
entidades territoriales es fundamental.

Las infracciones ambientales 
pueden contribuir a la 

desertificación. En esta medida, es 
importante la actuación oportuna 
de las autoridades a través de la 
adopción de medidas preventivas 
y sancionatorias, para las cuales 
la participación de las entidades 

territoriales es fundamental.

Los compromisos que se 
derivan del convenio en 
cuanto a las sustancias 

allí controladas,  conllevan 
una serie de obligaciones 
cuyo cumplimiento debe 
ser objeto de sanción por 
parte de las autoridades.

Las autoridades deben ejercer 
control sobre cualquier 

movimiento de residuos que 
pueda presentarse y adoptar 

las medidas preventivas 
y sancionatorias que en 
cada caso correspondan.

Los compromisos que se 
derivan del convenio en 
cuanto a las sustancias 

allí controladas,  
conllevan una serie 

de obligaciones cuyo 
cumplimiento debe ser 
objeto de sanción por 

parte de las autoridades.

La introducción o 
uso de mercurio 

que contrarie la ley 
debe ser objeto de 

medidas preventivas 
y sancionatorias.

Las intervenciones sobre 
los humedales deben ser 
objeto de supervisión por 
parte de las autoridades 
de forma que se puedan 
adoptar oportunamente 
las medidas preventivas 

y sancionatorias que 
correspondan en cada caso.

Las autoridades 
deben ejercer control 

sobre cualquier 
movimiento especies 
de flora y faunapueda 
presentarse y adoptar 

las medidas preventivas 
y sancionatorias que en 
cada caso correspondan.

Las intervenciones sobre 
el medio marino deben ser 
objeto de supervisión por 
parte de las autoridades, 
de forma que se puedan 
adoptar oportunamente 
las medidas preventivas 

y sacnionatorias que 
correspondan en cada caso.

Las atribuciones 
del régimen 

sancionatorio tienen 
especial importancia 

para controlar la 
explotación ílicita 

de los bosques y el 
movimiento de los 

recursos maderables.



Tema Ficha Convenio sobre la Diversidad Biológica. Aproba-
do en Colombia a través de la Ley 165 de 1994.

Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático, CMNUCC 
– Acuerdo de Paris. Aprobado en Co-
lombia mediante la Ley 1844 de 2017.

Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la Deser-
tificación. Aprobada en Colombia 

mediante la Ley 461 de 1998.

Convenio de Viena - Proto-
colo de Montreal. Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 29 de 1992.

Convenio de Basilea sobre 
el control de los movimien-

tos transfronterizos de 
los desechos peligrosos y 
su eliminación. Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 253 de 1996.

Convenio de Estocolmo 
sobre Contaminantes 

Orgánicos Persistentes 
(COP). Ratificado por 
Colombia mediante 
la Ley 1196 de 2008.

Convenio de Mina-
mata. Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 1892 de 2018.

Convención Relativa 
a los Humedales de 

Importancia Interna-
cional (Convenio de 

Ramsar). Aprobada en 
Colombia mediante 
la Ley 357 de 1971

Convención sobre el Co-
mercio Internacional de 
Especies Amenazadas 

de Fauna y Flora Silves-
tres (Convención CITES). 
Aprobada en Colombia 
por la Ley 17 de 1981 
y la Ley 807 de 2003.

Convenio para la Pro-
tección y Desarrollo 

del Medio Marino en la 
Región Caribe (Convenio 
de Cartagena). Aprobado 

en Colombia mediante 
la Ley 56 de 1987.

Convención In-
ternacional para 
la Prevención de 
la Contaminación 
por Buques (MAR-
POL). Aprobado en 
Colombia mediante 
la Ley 12 de 1981.

Convenio In-
ternacional de 

Maderas Tropicales. 
Ratificado por 

Colombia con Ley 
1458 de 2011.

5.  
FACTORES DE 
DETERIORO Y 
CONTAMINACIÓN 
AMBIENTAL

5A. Contaminación 
atmosférica. Acciones 
para garantizar 
una adecuada 
calidad del aire.

Las necesidades de prevenir y mitigar la 
contaminación atmosférica no solo están 

relacionadas con la salud humana. También deben 
ser considerados los efectos nocivos que este tipo 
de contaminación genera sobre la fauna, la flora 

y otros elementos de la diversidad biológica.

Una de las principales causas del 
calentamiento global corresponde 
a emisiones que se generan a la 

atmósfera a través de fuentes fijas o 
móviles. En esta medida, el control de 
estas fuentes de emisión contribuye 

significativamente a  la mitigación del 
cambio climático y al logro de la contribución 

determinada que fijó Colombia.

En el control sobre las 
emisiones atmosféricas 
deben ser consideradas 

aquellas sustancias que el 
protocolo ha identificado 

como agotadoras de 
la capa de ozono.

En el control de las emisio-
nes atmosféricas se debe 
velar para que a través de 
las mismas no se descar-
guen residuos peligrosos 
en concentraciones ma-
yores a las permitidas.

En el control sobre las 
emisiones atmosféricas 
deben ser consideradas 

aquellas sustancias 
que este convenio 

identifica como COP

5B. Vertimientos. 
Acciones de protección 
del recurso hídrico y 
calidad del agua.

La contaminación es una de las principales causas 
de pérdida de biodiversidad en los ecosistemas 

acuáticos. Al cumplir sus obligaciones relacionadas 
con vertimentos, las entidades territoriales 
hacen un aporte directo a la conservación 
de estos ecosistemas. Colombia es uno de 

los paises con mayor número de especies de 
peces dulceacuícolas en el mundo, muchas de 
las cuales hacen parte de los medios de vida 
y de las dietas de las comunidades locales. 

5C. Contaminación 
visual. Acciones 
para evitar la 
contaminación visual

6. 
OTROS  
ASUNTOS DE 
RELEVANCIA 
PARA LA  
AGENDA 
AMBIENTAL 
URBANA Y 
REGIONAL

6A. Explotación y 
explotación ilicita de 
minerales. Estrategias 
que conducen al control 
de la explotación 
ilícita de minerales.

La suspensión de explotaciones de minerales sin 
título inscrito en el Registro Minero Nacional o sin 

licencia ambiental, puede contribuir a la conservación 
de ecosistemas y hábitat naturales de especies en 

entornos naturales, o a la rehabilitación de ecosistemas 
degradados y promover su recuperación, tal como 

lo establece el Convenio para la Diversidad Biológica 
(CBD), en las responsabilidades sexta y séptima 
atribuidas a los estados firmantes, así como la 

responsabilidad No.13 sobre evaluación de impactos 
ambientales con efectos en la biodiversidad

La explotación ilícita de minerales es 
un vector del cambio climático. En esta 
medida, como parte de las acciones de 

mitigación y para el cumplimiento de las 
contribuciones derivadas del Acuerdo, debe 

ser considerada la oportuna adopción de 
las medidas necesarias para hacer cesar 

este tipo de actividades contrarias a la ley.

La explotación ilícita de minerales 
contribuye a los procesos de 

desertificación. Es por ello que 
controlar estas actividades, 

permite al mismo tiempo avanzar 
en el  logro de los objetivos 
trazados en la convención.

La explotación ilícita 
de minerales puede 

estar acompañada del 
uso de mercurio en los 
procesos de beneficio 
del mineral. En esta 

medida, las medidas de 
control que se adopten 

contra estas actividades, 
pueden contribuir en 

la erradicación del uso 
de esa sustancia.

6B. Pasivos 
ambientales. Prevenir y 
remediar la existencia de 
pasivos en el territorio.

La restauración ecológica de las áreas degradadas 
o contaminadas es una de las acciones más 

importantes para recuperar la biodiversidad en los 
territorios. Hace parte de las obligaciones de los 
estados Miembro del Convenio, específicamente 

en lo relacionado con su artículo 8 (f). 

La restauración ecológica de las 
áreas degradadas o contaminadas 

contribuye a la mitigación del cambio 
climático y al cumplimiento de las 
metas establecidas en el Acuerdo.

La restauración ecológica de las 
áreas degradadas es una de las 

acciones más importantes para la 
lucha contra la desertificación.

Los residuos peligrosos 
no gestionados en forma 

adecuada y oportunamente 
se contituyen en un pasivo 

ambiental que debe ser 
gestionados para evitar un 

mayor impacto sobre el 
ambiente y la salud humana.

Se debe verificar sobre la 
existencia en el territorio 

e incluso a cargo de 
la entidad territorial, 
de transformadores, 

condensadores y otros 
equipos en desuso que 
pueden tener COP que 
deban ser gestionados.

Las concentraciones de 
mercurio pueden ser 

constitutivas de pasivos 
ambientales que 

deberán gestionarse 
adecuadamente.

6C. Residuos 
peligrosos. Reducir la 
generación y asegurar 
la gestión integral 
de los RESPEL.

Los RESPEL tienen un alto potencial de afectar 
la diversidad biológica. En esta medida, a través 
de las gestiones de las entidades territoriales, 
se debe reducir la generación y asegurar la 
gestión adecuada de los que se generen.

Una adecuada gestión de los RESPEL 
contribuye a la mitigación del cambio 

climático y al cumplimiento de la 
contribución determinada que fijó 

Colombia en el Marco de este Acuerdo.

Aunque la convención está 
principalmente referida al 
movimiento transfronterizo 

de los RESPEL, incluye 
regulaciones relacionadas 

con el manejo de estos 
residuos, asunto que debe 
entenderse relacionado con 

las competencias en la gestión 
de residuos generados por las 
mismas  entidades territoriales

Los residuos que 
contengan COP 

corresponden a RESPEL 
y deben ser gestionados 

de acuerdo con las 
reglas establecidas para 

este tipo de residuos.

El mercurio residual 
debe entenderse como 

un RESPEL cuya gestión 
debe sujetarse a las 

reglas establecidas para 
este tipo de residuos.

Se deben adoptar las 
medidas necesarias para 
evitar la contaminación al 

mar con residuos peligrosos.

6D. Educación 
ambiental. Estrategias 
de implementación de 
la política nacional de 
educación ambiental: 
concientización de 
la importancia de 
garantizar y gozar de 
un ambiente sano.

A través de sus metas de Aichi, el Convenio 
plantea que para el 2020 las personas deberán 

ser conscientes del valor de la diversidad 
biológica y de los pasos que pueden dar para 

su conservación y utilización sostenible.

La Convención Marco advierte 
sobre la necesidad de fortalecer la 
educación a todo nivel en asuntos 
relacionados con la mitigación y la 
adaptación del cambio climático.

La educación tiene un papel 
importante en la gestión 
adecuada los RESPEL, de 
forma que se brinde a la 

ciudadanía elementos para 
saber distinguir este tipo de 
residuos y el manejo que 
debe dar a los mismos.

Los residuos que 
contengan COP 

corresponden a RESPEL 
y deben ser gestionados 

de acuerdo con las 
reglas establecidas para 

este tipo de residuos. 

6E. Régimen sanitario 
ambiental. Las 
entidades territoriales y 
el régimen sancionatorio 
ambiental.

La oportuna adopción de medidas preventivas 
y sancionatorias en materia ambiental reviste 

una especial importancia para evitar que 
con las infracciones ambientales se generen 
afectaciones sobre la diversidad biológica. De 

igual forma, es a través del régimen sancionatorio 
que se puede contrarestar el tráfico ilegal 
de elementos de la diversidad biológica.

Las infracciones ambientales pueden tener 
un efecto negativo sobre el cambio climático. 
En esta medida, como parte de los esfuerzos 

en mitigación, está la actuación oportuna 
de las autoridades a través de la adopción 
de medidas preventivas y sancionatorias, 

para las cuales la participación de las 
entidades territoriales es fundamental.

Las infracciones ambientales 
pueden contribuir a la 

desertificación. En esta medida, es 
importante la actuación oportuna 
de las autoridades a través de la 
adopción de medidas preventivas 
y sancionatorias, para las cuales 
la participación de las entidades 

territoriales es fundamental.

Los compromisos que se 
derivan del convenio en 
cuanto a las sustancias 

allí controladas,  conllevan 
una serie de obligaciones 
cuyo cumplimiento debe 
ser objeto de sanción por 
parte de las autoridades.

Las autoridades deben ejercer 
control sobre cualquier 

movimiento de residuos que 
pueda presentarse y adoptar 

las medidas preventivas 
y sancionatorias que en 
cada caso correspondan.

Los compromisos que se 
derivan del convenio en 
cuanto a las sustancias 

allí controladas,  
conllevan una serie 

de obligaciones cuyo 
cumplimiento debe ser 
objeto de sanción por 

parte de las autoridades.

La introducción o 
uso de mercurio 

que contrarie la ley 
debe ser objeto de 

medidas preventivas 
y sancionatorias.

Las intervenciones sobre 
los humedales deben ser 
objeto de supervisión por 
parte de las autoridades 
de forma que se puedan 
adoptar oportunamente 
las medidas preventivas 

y sancionatorias que 
correspondan en cada caso.

Las autoridades 
deben ejercer control 

sobre cualquier 
movimiento especies 
de flora y faunapueda 
presentarse y adoptar 

las medidas preventivas 
y sancionatorias que en 
cada caso correspondan.

Las intervenciones sobre 
el medio marino deben ser 
objeto de supervisión por 
parte de las autoridades, 
de forma que se puedan 
adoptar oportunamente 
las medidas preventivas 

y sacnionatorias que 
correspondan en cada caso.

Las atribuciones 
del régimen 

sancionatorio tienen 
especial importancia 

para controlar la 
explotación ílicita 

de los bosques y el 
movimiento de los 

recursos maderables.
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La Convención está dirigida a prevenir la 
contaminación del medio marino provocada 
por la descarga de sustancias perjudiciales o 
de efluentes que contengan tales sustancias, 
provenientes de buques, por causa de factores 
de funcionamiento o accidentales.

La Convención insta a las partes a cooperar 
en toda gestión que conduzca a la detención 
de las transgresiones y al cumplimiento de 
las disposiciones, haciendo uso de cualquier 
medida apropiada y practicable de detección y 
de vigilancia y control ambientales, así como de 
métodos adecuados de transmisión de informa-
ción y acumulación de pruebas.

http://www.imo.org/es/About/

Conventions/ListOfConventions/Paginas/

International-Convention-for-the-Prevention-

of-Pollution-from-Ships-(MARPOL).aspx

CONVENIO INTERNACIONAL  
DE MADERAS TROPICALES

El Convenio fue adoptado en Ginebra, Suiza, el 
27 de enero de 2006, en sustitución del hecho 
el 26 de enero de 1994 y el cual había sido apro-
bado con Ley 464 de 1998. Este Convenio fue 
ratificado por Colombia con Ley 1458 de 2011.

Promueve la ordenación sostenible de los 
bosques y la expansión y diversificación del 
comercio internacional de maderas tropicales 
de bosques ordenados de forma sostenible, y 
aprovechados legalmente. Plantea la necesidad 
de cooperación entre los Estados.

https://www.itto.int/es/council_committees/itta/

Otros acuerdos y 
declaraciones de 
interés para alcaldías 
y gobernaciones

2

DECLARACIÓN DE ESTOCOLMO 
SOBRE MEDIO AMBIENTE HUMANO

La Declaración de Estocolmo fue adoptada en el 
marco de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente Humano, en la ciudad 
de Estocolmo, Suecia, en 1972. Proclama que la 
protección y mejoramiento del ambiente es una 
cuestión fundamental que afecta el bienestar 
de los pueblos y el desarrollo económico del 
mundo entero.

Constituye el primer escenario mundial en el mar-
co del cual la comunidad internacional considera 
la interrelación del medio ambiente con las nece-
sidades específicas de desarrollo de los países. 

Con esta declaración se encarece a los go-
biernos y a los pueblos a unir esfuerzos para 
preservar y mejorar el medio ambiente humano. 

https://legal.un.org/avl/pdf/ha/dunche/dunche_ph_s.pdf

DECLARACIÓN DE RÍO SOBRE MEDIO 
AMBIENTE Y DESARROLLO

La Declaración de Río fue aprobada por la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, en Rio de Ja-
neiro, Brasil, en 1992. La Declaración tiene como 
objeto establecer una alianza mundial mediante 
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TERRITORIOS SOSTENIBLES

la creación de nuevos niveles de cooperación 
entre los estados, los sectores claves de las 
sociedades y las personas.

Consagra el derecho soberano de los estados 
de aprovechar sus propios recursos, según sus 
propias políticas ambientales y de desarrollo. 

Plantea que los seres humanos constituyen 
el centro de las preocupaciones relacionadas 
con el desarrollo sostenible. Tienen derecho 
a una vida saludable y productiva en armonía 
con la naturaleza. 

https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/

agenda21/riodeclaration.htm

ACUERDO REGIONAL SOBRE EL 
ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA 
PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL 
ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS 
AMBIENTALES EN AMÉRICA LATINA Y 
EL CARIBE (ACUERDO DE ESCAZÚ)

El Acuerdo de Escazú fue adoptado en Costa 
Rica, en la ciudad que lleva este nombre, el 4 
de marzo de 2018. El 11 de diciembre de 2019 
el Acuerdo fue firmado por Colombia y deberá 
iniciar el proceso para su ratificación.

El objetivo de este Acuerdo es garantizar la imple-
mentación plena y efectiva en América Latina y el 
Caribe de los derechos de acceso a la información 
ambiental, participación pública en los procesos 
de toma de decisiones ambientales y acceso a la 
justicia en asuntos ambientales, así como la crea-
ción y el fortalecimiento de las capacidades y  
la cooperación.

Impone a las partes el compromiso de garan-
tizar el derecho al medio ambiente y el acceso 
a la información y la participación de todas las 
personas.

https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu

CONVENIO DE ROTTERDAM

Este Convenio fua adoptado en Rotterdam, 
Países Bajos, el 10 de septiembre de 1998. En 
Colombia fue aprobado por la Ley 1159 de 2007.

El Convenio de Rotterdam tiene como objeto 
promover la responsabilidad compartida y 
los esfuerzos conjuntos de las Partes en la 
esfera del comercio internacional de ciertos 
productos químicos peligrosos a fin de pro-
teger la salud humana y el medio ambiente 
frente a posibles daños y contribuir a su uti-
lización ambientalmente racional, facilitando 
el intercambio de información acerca de sus 
características, estableciendo un proceso 
nacional de adopción de decisiones sobre su 
importación y exportación y difundiendo esas 
decisiones a las Partes.

El Convenio establece un procedimiento que 
exige el “consentimiento fundamentado pre-
vio” de las Partes importadoras respecto de 
la importación de ciertos productos químicos, 
tales como plaguicidas y productos químicos 
industriales que han sido prohibidos o seve-
ramente restringidos por razones sanitarias 
o ambientales y que puede denominarse el 
procedimiento de consentimiento fundamen-
tado previo.

https://www.cancilleria.gov.co/convenio-rotterdam

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS SOBRE DERECHO DEL MAR

La Convención de la Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar fue aprobada en Nueva York, 
Estados Unidos de América, el 30 de abril de 
1982. Se encuentra suscrita por Colombia, pero 
no ha sido objeto de ratificación. 

La Convención establece un exhaustivo régimen 
de ley y orden en los océanos y mares del mun-
do, emanando reglas que rigen todos los usos 
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posibles de los océanos y sus recursos. Así 
mismo, la Convención agrupa las reglas tradicio-
nales para los usos de los océanos e introduce 
nuevos conceptos jurídicos y regímenes. 

https://www.un.org/Depts/los/convention_

agreements/texts/unclos/convemar_es.pdf

TRATADO DE COOPERACIÓN AMAZÓNICA

El Tratado de Cooperación Amazónica fue fir-
mado en Brasilia, Brasil, el 3 de julio de 1978 y 
ratificado por los ocho países que comparten 
la Amazonía: Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, 
Guyana, Perú, Surinam y Venezuela. El objetivo 
principal es el de promover el desarrollo armó-
nico de la Amazonía, y la incorporación de sus 
territorios a las respectivas economías nacio-
nales. Este Tratado fue aprobado en Colombia 
por Ley 74 de 1979.

Para tal fin, se insta a los países al intercambio 
de información y a la concertación de acuerdos 
y entendimientos operativos, así como los ins-
trumentos jurídicos pertinentes que permitan 
el cumplimiento de las finalidades del Tratado. 

https://www.cancilleria.gov.co/organizacion-

del-tratado-cooperacion-amazonica-otca

CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN 
PARA LA COOPERACIÓN Y EL 
DESARROLLO ECONÓMICOS, OCDE

La Convención de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos, OCDE, fue 
establecida en París, Francia, el 14 de diciembre 
de 1960. El Acuerdo sobre los Términos de la 
Adhesión de Colombia se suscribió el 30 de 
mayo de 2018. Estos términos fueron aprobados 
por Ley 1950 de 2019.

Las buenas prácticas de la OCDE se reflejan en 
un conjunto de acuerdos, normas y recomen-

daciones. Estos son los instrumentos a los que 
un país adhiere como muestra de voluntad de 
acoger las buenas prácticas de la Organización.

Los temas de trabajo de la OCDE incluyen, 
pero no se limitan a agricultura, lucha contra la 
corrupción, ciencia y tecnología, desarrollo re-
gional, rural y urbano, gobierno y administración 
pública, entre otros. 

https://www.oecd.org/acerca/
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Colombia cuenta con un territorio caracterizado 
por condiciones naturales privilegiadas para el 
desarrollo económico, social y cultural de su 
población. Sin embargo, la manera en la que se 
realizan distintas actividades en el espacio, en 
ciertos casos, atenta contra la sostenibilidad y el 
bienestar de las personas. De ahí la importancia 
de abordar el ordenamiento territorial de manera 
coherente con las particularidades ambientales, 
sociales y culturales de cada región, para lograr el 
bienestar de las generaciones actuales y futuras.

El ordenamiento comprende un conjunto de ac-
ciones político-administrativas y de planificación 
física concertadas, para orientar el desarrollo 
del territorio y regular la ocupación, utilización y 
transformación del espacio, de acuerdo con las 
estrategias de desarrollo socioeconómico y en 
armonía con el medio ambiente y las tradiciones 
históricas y culturales. 

En este orden de ideas, los planes de orde-
namiento territorial (plan de ordenamiento 
territorial - POT, plan básico de ordenamiento 
territorial - PBOT y esquema de ordenamiento 
territorial - EOT) son los instrumentos básicos 
para desarrollar el proceso de ordenamiento del 
territorio municipal (Ley 388 de 1997), los cuales 
deben considerar la dimensión ambiental como 
uno de sus ejes estructurantes. 

En efecto, las determinantes de los planes de or-
denamiento territorial entendidas como normas 
de superior jerarquía, desde la dimensión am-
biental, comprenden aquellas de conservación 

y protección del medio ambiente y los recursos 
naturales y la prevención de amenazas y riesgos 
naturales, específicamente en lo concerniente 
al ordenamiento espacial del territorio, de las 
zonas marinas y costeras, las que regulan las 
áreas protegidas, las de especial importancia 
ecosistémica, las reservas forestales y las cuen-
cas hidrográficas. 

La limitación de uso del territorio por razones 
ambientales no siempre está determinada 
por la declaratoria de áreas protegidas como 
categoría jurídica, sino que será necesario 
considerar otros ecosistemas estratégicos, 
como los páramos y los humedales. Así mismo, 
existen otras estrategias complementarias de 
conservación (ECC), que también tienen una 
gran incidencia en la gestión ambiental de las 
entidades territoriales. 

Es por ello que, el desarrollo de la dimensión 
ambiental del ordenamiento territorial se debe 
realizar de manera coordinada con las autorida-
des ambientales competentes, para la definición 
de las determinantes en función de la estructura 
ecológica, y para la inclusión de lineamientos 
nacionales en la materia.

No obstante la importancia de estos instrumen-
tos, más de 800 municipios de los 1.100 que 
tiene el país, no han actualizado sus POT en su 
vigencia de largo plazo, lo que tiene importantes 
implicaciones para el desarrollo sostenible, la 
adaptación al cambio climático y la gestión del 
riesgo de desastres.

Determinantes 
ambientales
Acciones de planificación y ordenamiento del territorio: 
inclusión de las determinantes ambientales y limitaciones 
en el uso del suelo para el desarrollo sostenible
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El artículo 80 de la Constitución Política dispuso que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible. 
Del mismo modo, el artículo 311 de la Carta, partiendo de que el municipio es la entidad 
fundamental de la división político-administrativa del Estado, determinó que le correspondía, 
entre otros, ordenar el desarrollo de su territorio, y a los concejos municipales les impuso 
la reglamentación de los usos del suelo y dictar las normas necesarias para el control, la 
preservación y defensa del patrimonio ecológico del municipio. 

Así mismo, el artículo 298 señaló que los departamentos tienen autonomía para la 
administración de los asuntos seccionales, la planificación y promoción del desarrollo 
económico y social dentro de su territorio. Pero esta autonomía no es absoluta y está 
en todo caso determinada por lo que establezcan las normas de superior jerarquía, para 
velar por la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y la 
prevención de amenazas y riesgos naturales.

De esta manera, se imponen una serie de obligaciones para los municipios, distritos 
y departamentos de incorporación de las determinantes ambientales que implican 
limitaciones en el uso del suelo y en la ordenación del territorio, ya sea que se trate de 
un POT, PBOT o EOT, así:

Obligaciones de municipios
	 Dictar, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias superiores, las 

normas necesarias para el control, la preservación y la defensa del patrimonio 
ecológico del municipio. 

	 Adoptar políticas de largo plazo para la ocupación, aprovechamiento y manejo del 
suelo y del conjunto de los recursos naturales.

	 Señalar los suelos de protección, áreas de reserva y medidas para la 
protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y 
defensa del paisaje.

	 Clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la 
correspondiente fijación del perímetro del suelo urbano y, en especial, la definición 
de los suelos de protección.

	 Definir las políticas de mediano y corto plazo sobre uso y ocupación del suelo 
urbano y de las áreas de expansión.

	 Delimitar, en suelo urbano y de expansión urbana, las áreas de conservación y 
protección de los recursos naturales, paisajísticos, geográficos, ambientales y de 
conjuntos urbanos.
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	 Localizar y dimensionar las zonas determinadas como suburbanas, con precisión 
de las intensidades máximas de ocupación y usos admitidos, en armonía con las 
normas de conservación y protección de recursos naturales y medio ambiente.

	 Determinar los sistemas de aprovisionamiento de los servicios de agua potable y 
saneamiento básico de las zonas rurales a corto y mediano plazo.

	 Expedir las normas para la parcelación de predios rurales destinados a vivienda 
campestre, las cuales deberán tener en cuenta la legislación agraria y ambiental.

	 Incorporar acciones contra la deforestación dentro de la gestión de planificación 
del ordenamiento territorial del municipio. 

	 Asegurar que las normas urbanísticas municipales estén en armonía con lo que 
establezcan las autoridades ambientales en relación con el acotamiento de rondas 
hídricas y a través de los planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas.

	 Acatar el régimen de uso que se establezca para ecosistemas de especial 
importancia ecológica, tales como humedales, páramos o manglares, de 
conformidad con las disposiciones aplicables a cada uno de estos ecosistemas y 
sus planes de manejo ambiental, cuando corresponda.

	 Incorporar las determinantes ambientales en los POT, PBOT o EOT, mediante un 
proceso de concertación con las autoridades ambientales competentes, en el que 
se deberá acordar lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales del 
ordenamiento del territorio.

Obligaciones de departamentos
A través de los planes de ordenamiento departamental del territorio (PODT) deberán: 

	 Establecer directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o 
porciones específicas de su territorio.

	 Definir las políticas de asentamientos poblacionales y centros urbanos.

	 Dar orientaciones para armonizar los usos y ocupación del suelo y las relaciones 
con el medio ambiente derivadas de los procesos productivos.

	 Implementar programas de protección especial para la conservación y 
recuperación del medio ambiente.

	 Apoyar la declaratoria, manejo efectivo y consolidación de las áreas de 
conservación y protección ambiental y la identificación de la estructura ecológica 
del territorio y su armonización con el crecimiento urbano, el desarrollo productivo 
y el desarrollo rural de los municipios.

	 Dar orientaciones para la gestión integral de los residuos sólidos e infraestructuras 
de escala regional para la prestación de servicios públicos.
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Pese a su importancia, muchos planes de 
ordenamiento territorial excluyen total o 
parcialmente las determinantes ambientales 
que en últimas son fundamentales para la 
sostenibilidad y adecuado funcionamiento 
ecológico de los territorios. En muchos casos, 
esto se da bien sea por la capacidad técnica 
o por el enfoque de los equipos que lideran 
la formulación de estos planes. Dependiendo 
de esto se observa que con frecuencia se 
excluyen ciertas determinantes, por ejemplo, 
las de conservación del patrimonio cultural, 
histórico, artístico, etc., o las de carácter 
netamente ambiental. 

Un primer impacto directo, a nivel admi-
nistrativo, es la no aprobación del Plan por 
parte de la autoridad ambiental y la nece-
sidad de revisar el documento por parte 
del municipio. De otro lado, los impactos 
de la no inclusión de las determinantes en 
el POT, en el territorio, incluyen la toma 
de decisiones equivocadas en cuanto al 
uso de este, afectando el uso sostenible 
y la conservación de la biodiversidad y los 
servicios ecosistémicos (incluso aquellos de 
los que dependen las economías, los valores 
culturales y el bienestar de las poblaciones 
locales). También se puede comprometer la 
protección de áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, o se pueden causar 
conflictos en el uso del suelo. También pue-
de suceder que el municipio y la autoridad 
ambiental competente no logren concertar 
los asuntos ambientales en el proceso de 
adopción del POT o de un plan parcial, 
afectando de esta forma los enfoques y 
acciones para la gestión ambiental. Todo 
esto causa conflictos entre las entidades 
territoriales, las ambientales y culturales 
responsables del manejo y administración 
de áreas consideradas como determinantes.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Ordenamiento Ambiental del Territorio
Es la función atribuida al Estado, de regular y 
orientar el proceso de diseño y planificación 
de uso del territorio y de los recursos naturales 
renovables de la Nación, a fin de garantizar su 
adecuada explotación y su desarrollo sosteni-
ble (Artículo 7 de la Ley 99 de 1993).

Determinantes Ambientales
Son los términos y condiciones fijados por 
las autoridades ambientales para garantizar 
la sostenibilidad ambiental de los procesos de 
ordenamiento territorial. Constituyen normas 
de superior jerarquía, son definidas por las 
entidades del SINA y expresadas en normas, 
políticas, lineamientos, directrices y criterios 
que se derivan de instrumentos de gestión am-
biental (MADS, 2016).

Suelo de protección
Está constituido por las zonas y áreas de te-
rrenos localizados dentro de cualquiera de 
las clases de suelo de que trata la Ley 388 de 
1997 y que tiene restringida la posibilidad de 
urbanizarse debido a la importancia estraté-
gica para la designación o ampliación de áreas 
protegidas públicas o privadas, que permitan 
la preservación, restauración o uso sostenible 
de la biodiversidad, de importancia municipal, 
regional o nacional (Artículo 2.2.2.1.2.11, De-
creto 1076 de 2015).

Si bien los suelos de protección no son 
categorías de manejo de áreas protegidas, 
pueden aportar al cumplimiento de los ob-
jetivos específicos de conservación, en cuyo 
caso las autoridades con competencias en la 
declaración de las áreas protegidas señaladas 
en el presente decreto, deberán acompañar al 
municipio y brindar la asesoría necesaria para 
las labores de conservación del área, lo cual 
podrá conllevar incluso su designación como 
áreas protegidas, en el marco de lo previsto en 
el decreto 1076 de 2015.
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política, artículos 80, 298 y 311. 
•	 Ley 99 de 1993, artículo 65.
•	 Ley 388 de 1997. “Por la cual se modifica 

la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se 
dictan otras disposiciones”, artículos 2,4, 
6, 10, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 24 y 35.

•	 Ley 1454 de 2011, “Por la cual se dictan 
normas orgánicas sobre ordenamiento 
territorial y se modifican otras 
disposiciones”, artículo 29.

•	 Ley 1930 del 27 de julio 2018. “Por 
medio de la cual se dictan disposiciones 

para la gestión integral de los páramos en 
Colombia”.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, 
artículos 2.2.3.2.3A.1 y siguientes, 2.2.3.1.1.1 y 
siguientes; 2.2.4.1.1.1 y siguientes y 2.2.2.2.3.1 y 
siguientes. 

Jurisprudencia

•	 Sentencia C-149 de 2010, M.P. Jorge Iván 
Palacio Palacio.

•	 Sentencia C-192 de 2016, M.P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.

•	 Sentencia T-445 de 2016, M.P. Jorge Iván 
Palacio Palacio.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua Limpia y Saneamiento: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su 

gestión sostenible y el saneamiento para todos, 
que entre sus metas para el 2020 incluye prote-
ger y restablecer los ecosistemas relacionados 
con el agua, incluidos bosques, montañas, hu-
medales, ríos, acuíferos y lagos (6.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y Comunidades 
Sostenibles: Lograr que las ciudades 

y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. Compren-
de las siguientes metas: De aquí a 2030, 
aumentar la urbanización inclusiva y sostenible 

y la capacidad para la planificación y la gestión 
participativas, integradas y sostenibles de los 
asentamientos humanos (11.3); Redoblar los 
esfuerzos para proteger y salvaguardar el pa-
trimonio cultural y natural (11.4); De aquí a 2030, 
reducir el impacto ambiental negativo per cápi-
ta de las ciudades, incluso prestando especial 
atención a la calidad del aire y la gestión de los 
desechos municipales y de otro tipo (11.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y Consumo Res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles, que 
propone lograr la gestión sostenible y el uso 
eficiente de los recursos naturales como meta 
para el 2030 (12.2).
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 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos, que en sus 
metas plantea incorporar medidas relativas al 
cambio climático en las políticas, estrategias y 
planes nacionales (13.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de Ecosistemas Te-
rrestres: Gestionar sosteniblemente 

espacio-urbano-y-territorial/plan-de-or-
denamiento-territorial.
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Circular No. 007 de 2016 “Incorporación 
de la variable ambiental en el ordenamien-
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los bosques, luchar contra la desertificación 
detener e invertir la degradación de las tierras 
y detener la pérdida de biodiversidad y su 
meta para 2020 de velar por la conservación, 
el restablecimiento y el uso sostenible de los 
ecosistemas interiores de agua dulce y los 
servicios que proporcionan, en particular los 
bosques, los humedales, las montañas y las 
zonas áridas, en consonancia con las obli-
gaciones contraídas en virtud de acuerdos 
internacionales (15.1).
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La normatividad colombiana ha previsto una 
serie de disposiciones que buscan proteger 
aquellos ecosistemas estratégicos, tanto por 
sus servicios ecosistémicos en general, como 
por su aporte en la conservación y protección 
del recurso hídrico superficial (corrientes y 
depósitos) o subterráneo. Por ejemplo, en los 
principios que enmarcan la política pública 
nacional ambiental, las zonas de páramos, los 
nacimientos de agua y las zonas de recarga de 
acuíferos deben tener una protección especial 
(Artículo 1 Ley 99 de 1993).

En función de este enfoque se han implementa-
do diferentes estrategias de protección de los 
ecosistemas de especial importancia ecológica 
del país en los diferentes niveles. Una de estas 
estrategias es el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas (SINAP), entendido como el conjunto 
de las áreas protegidas, los actores sociales e 
institucionales y las estrategias e instrumentos 
de gestión que las articulan, que contribuyen 
como un todo al cumplimiento de los objetivos 
generales de conservación del país. En este 
sistema interactúan de la mano, las autoridades 
ambientales regionales y las entidades territo-
riales, en la articulación y coordinación de sus 
funciones para proteger los ecosistemas, de 
acuerdo con las diferentes categorías legales y 
reglamentarias previstas. De igual forma se ha 
desarrollado un marco para la creación y ges-

tión de esquemas de protección de ecosistemas 
estratégicos municipales o regionales. 

En muchos casos, a través de los concejos 
municipales, se establecen figuras de conser-
vación que son integradas a los instrumentos 
de ordenamiento territorial como resultado de 
esfuerzos e iniciativas provenientes de diversos 
actores en estas escalas. Algunos municipios 
han conformado sistemas municipales o lo-
cales de áreas protegidas (SIMAP o SILAP) 
entendidos como espacios fundamentales que 
articulan actores institucionales y sociales para 
gestionar áreas protegidas (públicas y privadas). 
Estos sistemas responden a estrategias de con-
servación que a su vez definen mecanismos e 
instrumentos para su gestión. En procesos de 
ordenamiento territorial, estos sistemas cons-
tituyen insumos importantes que contribuyen 
a precisar determinantes ambientales que 
expiden las corporaciones autónomas o de de-
sarrollo sostenible, en la respectiva jurisdicción 
territorial (Instituto de Investigación de Recur-
sos Biológicos Alexander von Humboldt, 2018). 

Actualmente, de 1.119 municipios del país, 124 
cuentan con algún tipo de información sobre 
la conformación de SIMAP o SILAP. Asimismo, 
algunos departamentos del país, a través de or-
denanzas departamentales, han creado sistemas 
departamentales de áreas protegidas (SIDAP).

Áreas protegidas
Protección de ecosistemas de 
importancia ambiental en los 
territorios regionales y municipales
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Obligaciones de municipios
	 Cumplir con la normatividad ambiental exigible para los proyectos, obras o 

actividades que realice el municipio, y verificar que se incluyan medidas de 
protección y conservación de los ecosistemas forestales. 

	 Respetar e incorporar, en el ordenamiento territorial, las determinantes 
ambientales relacionadas con las áreas forestales protectoras.

	 Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del 
municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción, para su protección y manejo adecuados.

	 Crear esquemas de protección de la biodiversidad del municipio, tales como 
Sistemas Locales y Municipales de Áreas Protegidas y áreas verdes urbanas. 

	 Coordinar con las demás autoridades ambientales, las entidades territoriales, 
las autoridades y representantes de los grupos étnicos, las organizaciones 
no gubernamentales y comunitarias, y los particulares, las estrategias para la 
conformación, desarrollo, funcionamiento y consolidación de estas figuras de 
protección. 

	 Crear incentivos dirigidos a la conservación por parte de propietarios de las 
reservas naturales de la sociedad civil registradas ante Parques Nacionales 
Naturales de Colombia.

	 Consultar a los titulares de las reservas de la sociedad civil de su jurisdicción, 
siempre que se requiera para el desarrollo de proyectos o actividades de 
inversión pública que puedan afectarlas. 

	 Expedir normas o acuerdos municipales sobre manejo de suelos y protección 
del patrimonio ecológico de los municipios, adecuar las normas legales 
de carácter general a sus necesidades, singularidades y expectativas, sin 
desvirtuarlas, contradecirlas o desconocerlas. 

	 Ejercer como máxima autoridad de policía administrativa en su jurisdicción, en 
coordinación con las demás entidades del Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
sus funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables.

	 Establecer directrices y orientaciones para el ordenamiento y protección de 
zonas de especial importancia ambiental en su territorio. 

	 Crear sistemas departamentales de áreas protegidas (SIDAP).
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Obligaciones de departamentos
	 Promover que los ciudadanos respeten, reforesten, protejan y aíslen las áreas 

adyacentes a corrientes, depósitos y nacederos de agua con cobertura forestal 
para su conservación.

	 Promover que los ciudadanos del departamento mantengan en predios de su 
propiedad las áreas establecidas en las leyes con cobertura forestal y abstenerse 
de realizar dentro de ellas cualquier tipo de actividad.

	 Consultar a los titulares de las reservas de la sociedad civil de su jurisdicción, 
siempre que se requiera para el desarrollo de proyectos o actividades de inversión 
pública que puedan afectarlas. 

	 Ejercer funciones de control y vigilancia sobre el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables en coordinación con las demás entidades del SINA.

	 Cumplir con la normatividad ambiental exigible para los proyectos, obras o 
actividades que realice el departamento, y verificar que se incluyan medidas de 
protección y conservación de los ecosistemas forestales. 

	 Incorporar acciones contra la deforestación dentro de la gestión de planificación 
del ordenamiento territorial del departamento. 

Una primera dificultad para las entidades territo-
riales es poder identificar de manera apropiada 
aquellos ecosistemas que, para su jurisdicción, 
se constituyen en estratégicos, teniendo en 
cuenta que éstos son ecosistemas que proveen 
bienes y servicios esenciales para el desarrollo 
de su territorio. La dificultad en reconocer los 
servicios ecosistémicos que proveen ciertas 
áreas puede llevar a ignorar la importancia de 
estas para el desarrollo del municipio y la región 
y así, no tomar medidas apropiadas para su 
conservación y protección. No considerar estas 
áreas como ecosistemas estratégicos, puede 
llevar a permitir diferentes usos del suelo que 
vayan en contravía de su conservación. 

Entre los múltiples impactos de la no protección 
de estas áreas y del cambio en el uso del suelo, 
está la pérdida de la funcionalidad y resiliencia de 
los ecosistemas presentes en el territorio, con la 
consecuente pérdida o disminución de los ser-
vicios ecosistémicos asociados (que van desde 
servicios de provisión de agua, alimentos, mate-
riales, etc., hasta servicios de regulación hídrica 
o climática). Todo lo anterior termina afectando 
las actividades económicas que dichos servicios 
soportan y en general, al bienestar de la pobla-
ción. De la misma forma, el desconocimiento de 
áreas como ecosistemas estratégicos en los 
instrumentos de planificación puede generar 
conflictos en el uso del suelo.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS DERIVADOS  
DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política, artículos 8, 79, 300 y 313.
•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministe-

rio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA y se dictan otras disposi-
ciones”, artículo 1 numeral 4, artículos 3, 64 
numerales 1, 4 y 7 y 65 numerales 1, 6, 7 y 9.

•	 Ley 2 de 1959. “Sobre Economía Forestal de la 
Nación y Conservación de Recursos Naturales 
Renovables”

•	 Ley 388 de 1997 de Ordenamiento Territorial. 
•	 Decreto Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 

el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”, 
artículo 69 literales c, f y h y artículos 70 y 134.

•	 Decreto 1077 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 

Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, artí-
culos 2.2.2.2.1.1 y siguientes. 

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del Sec-
tor Ambiente y Desarrollo Sostenible”, artículos 
2.2.1.1.14.1, 2.2.1.1.17.6, 2.2.1.1.18.1, 2.2.1.1.18.2, 
2.2.1.1.18.3, y 2.2.1.1.18.6. artículos 2.2.2.1.1.1 y 
siguientes; 2.2.3.2.3A.1 y siguientes, 2.2.3.1.1.1 y 
siguientes; 2.2.4.1.1.1 y siguientes y 2.2.2.1.17.1.

•	 Resoluciones 157 de 2004 y 196 de 2005 de 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible, sobre humedales.

Jurisprudencia

•	 Sentencia C - 534 de 1996, MP: Fabio Morón Díaz. 
•	 Consejo de Estado, Sección Tercera, Senten-

cia 25000-23-25-000-2000-007-01 (AP-083) 
28 de junio de 2001, Ricardo Hoyos Duque. 

•	 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo, Sección Primera, Sentencia que 
resuelve apelación-Radicación número: 85001-
23-31-000-2009-00025-01, 4 de junio de 2015, 
CP: María Claudia Rojas Lasso.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terres-
tres: Gestionar sosteniblemente 

los bosques, luchar contra la desertificación 
detener e invertir la degradación de las tierras 
y detener la pérdida de biodiversidad, y todas 
sus metas, entre las que se destaca velar por 
la conservación, el restablecimiento y uso 
sostenible de los ecosistemas (15.1), promover 
la gestión sostenible de los bosques (15.2), la 
conservación de los ecosistemas montañosos 
y su diversidad (15.4) y reducir la degradación 

de hábitats naturales, detener la pérdida diver-
sidad, proteger especies amenazadas y evitar 
su extinción (15.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua Limpia y Saneamiento: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su 

gestión sostenible y el saneamiento para todos, 
que entre sus metas para el 2020 incluye prote-
ger y restablecer los ecosistemas relacionados 
con el agua, incluidos bosques, montañas, hu-
medales, ríos, acuíferos y lagos (6.6).
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 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y Comunidades 
Sostenibles: Lograr que las ciu-

dades y los asentamientos humanos sean 
inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles 
y su meta de redoblar los esfuerzos para 
proteger y salvaguardar el patrimonio cultu-
ral y natural (11.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos, que en sus 
metas plantea incorporar medidas relativas al 
cambio climático en las políticas, estrategias y 
planes nacionales (13.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 14: Vida submarina: Conservar 
y utilizar en forma sostenible los 

océanos, los mares y los recursos marinos para 
el desarrollo sostenible, que propone para el 
2030 gestionar y proteger los ecosistemas 
marinos y costeros (14.2).

CONCEPTOS IMPORTANTES

Área protegida
Área definida geográficamente que haya sido 
designada, regulada y administrada a fin de al-
canzar objetivos específicos de conservación 
(Artículo 2.2.2.1.1.2 Decreto Único Reglamen-
tario 1076 de 2015). 

Subsistemas de gestión  
de áreas protegidas
El SINAP contiene los siguientes subsistemas 
de gestión:
a)	 Subsistemas regionales de áreas protegidas: 

son el conjunto de áreas protegidas naciona-
les, regionales y locales, públicas o privadas 
existentes en las zonas que se determinan 
en la regionalización adoptada por este de-
creto, los actores sociales e institucionales 
y las estrategias e instrumentos de gestión 
que las articulan.

b)	 Subsistemas temáticos: son el conjunto de 
áreas protegidas nacionales, regionales y lo-
cales, públicas o privadas existentes en las 

zonas que se determinen atendiendo a compo-
nentes temáticos que las reúnan bajo lógicas 
particulares de manejo, los actores sociales e 
institucionales y las estrategias e instrumen-
tos de gestión que las articulan. (Artículo 
2.2.2.1.1.8 Decreto Único Reglamentario 1076 
de 2015).

Estrategia Complementaria  
de Conservación (ECC)
Área geográfica definida en la cual se implemen-
ta una acción o un grupo de acciones por parte 
de un actor social (comunitario e institucional), 
donde confluyen diferentes escalas, figuras, in-
tereses y esquemas de administración y manejo, 
para asegurar la preservación, restauración y uso 
sostenible de la diversidad biológica y cultural, 
representada en un territorio, ya sea en el ámbito 
continental (urbano y rural), costero u oceánico, 
las cuales contribuyen a la complementariedad 
y la conectividad funcional y estructural, de las 
áreas protegidas (Instituto Humboldt, Resnatur 
y Fundación Natura, 2018). 



48

REFERENCIAS

•	 Amaya Arias, A.M. (2019). Competencias de 
los municipios en materia de conservación de 
la biodiversidad. En Lecturas sobre derecho 
del Medio Ambiente Tomo XIX. Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá. 

•	 CONPES 2834 de 1996. Política Nacional de 
Bosques. 

•	 IDEAM (2018). Caracterización de las prin-
cipales causas y agentes de la deforestación 
a nivel nacional. Disponible en la página web 
http://documentacion.ideam.gov.co/openbi-
blio/bvirtual/023780/Caracterizacion.pdf.

•	 IDEAM (2019). Resultados Monitoreo 
de la Deforestación 2018. Disponible en 
la página web http://www.ideam.gov.co/
documents/24277/91213793/Actualiza-
cion_cifras2018FINALDEFORESTACION.
pdf/80b719d7-1bf6-4858-8fd3-b5ce192a2fdc.

•	 Instituto de Investigación de Recursos Bio-
lógicos Alexander von Humboldt (2018). 
La visión de la conservación desde la ges-
tión municipal. Disponible en la página web 
http://reporte.humboldt.org.co/biodiversi-
dad/2018/cap3/306/#seccion9.

•	 Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
Alexander von Humboldt, Resnatur y Fundación 
Natura (2018). Estrategias complementarias de 
conservación en Colombia. Disponible en la 
página web http://humboldt.org.co/images/
Cartilla_Conservacion_Aprobacion.pdf.

•	 MADS (2018). Estrategia Integral de Control 
de la Deforestación y Gestión de los Bosques. 
Disponible en la página web https://redd.
unfccc.int/files/eicdgb_bosques_territorios_
de_vida_web.pdf.

•	 MAVDT (2008). Política de Gestión Ambiental 
Urbana. Disponible en la página web http://
www.minambiente.gov.co/index.php/norma-
tiva/10-asuntos-ambientales-y-sectorial-y-ur-
bana-articulos/2050-plantilla-asuntos-am-
bientales-y-sectorial-y-urbana-sin-galeria-84.

•	 Parques Nacionales Naturales de Colombia 
(2009). Ruta para la Declaratoria de Nuevas 
Áreas y Ampliaciones en el Sistema Nacional 
de Áreas Protegidas. Disponible en la pági-
na web http://www.parquesnacionales.gov.
co/portal/wp-content/uploads/2014/08/
Anexo-4-PNN-2009-Guia-Ruta-Declaratoria-
nuevas-areas.pdf.



49

ORDENAMIENTO AMBIENTAL  
DEL TERRITORIO

Áreas de interés 
para el suministro 

de agua

1C

TERRITORIOS  
SOSTENIBLES

Guía de obligaciones ambientales  
para alcaldías y gobernaciones  

de Colombia



50

El ordenamiento jurídico colombiano declaró 
como de interés público aquellas áreas de 
importancia estratégica para la conservación 
de recursos hídricos que surten de agua los 
acueductos municipales y distritales y ordenó 
que el 1% de los ingresos corrientes anuales 
de estas entidades territoriales (municipios y 
departamentos), se apropien para adquirir estas 
áreas y adicionalmente hacer inversiones para 
recuperarlas y protegerlas hacia el futuro.

Es necesario resaltar que los recursos destina-
dos para tal fin son de apropiación obligatoria y 
destinación específica, para adquirir y proteger 
las áreas que, identificadas previamente en 
conjunto con las corporaciones autónomas 
regionales, garantizan la conservación y re-
cuperación forestal de donde provienen las 
aguas que surten los acueductos municipales 
y regionales. En otras palabras, es una estrate-
gia para garantizar el suministro de agua para 
el consumo humano. Además, prevén que se 
pueda, luego de adquirir las áreas, destinar 
recursos para recuperarlas y protegerlas de 
ocupaciones indebidas.

Asimismo y en torno a la importancia del tema, 
mediante el desarrollo de otras disposiciones 
normativas se ha establecido la prioridad de 
la adquisición y mantenimiento de predios; la 
opción de pagos por servicios ambientales; 
la aplicación de la obligación presupuestal de 
manera ilimitada; la obligación de las entidades 
de la inclusión de los recursos en su plan de 
desarrollo y presupuestos; el rol del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y de los 
institutos de investigación como apoyo en la 
gestión territorial. 

No obstante lo enunciado, de conformidad 
con la publicación “Mercados Ambientales 
Emergentes en Colombia” (FONDOACCIÓN, 
FUNDEPÚBLICO Y WCS, 2016) “no existe 
información que permita saber si el país está 
haciendo la tarea bien o no y mucho menos 
si se han hecho las inversiones necesarias o 
dónde están”. Para tener una idea de la falta de 
información, de conformidad Contraloría Gene-
ral de la República (2010), de 447 municipios y 
siete departamentos evaluados, sólo reportaron 
inversiones del 0.12% de sus ingresos totales. 

Áreas de interés 
para el suministro 
de agua
Estrategias para asegurar el 
abastecimiento de agua para consumo 
humano: adquisición de áreas de interés 
para garantizar el suministro de agua en 
acueductos municipales y regionales
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A la luz del artículo 111 de la Ley 99 de 1993 y otras disposiciones normativas, los 
alcaldes y gobernadores deben:

Obligaciones de municipios
	 Dedicar un porcentaje no inferior al 1% del total de sus ingresos corrientes para 

la adquisición y mantenimiento de las áreas de importancia estratégica con el 
objeto de conservar los recursos hídricos o para financiar esquemas de pago por 
servicios ambientales en dichas áreas.

	 Garantizar la inclusión y correspondiente administración de los recursos dentro de 
sus planes de desarrollo y presupuestos anuales respectivos, individualizándose la 
partida destinada para tal fin.

	 Solicitar a las autoridades ambientales la identificación, delimitación y/o 
priorización de las áreas de importancia estratégica de la comprensión territorial, 
cuando no lo hayan hecho.

	 Tramitar y mantener vigentes las concesiones y/o permisos para uso del recurso 
hídrico para abastecer acueductos municipales y obras de infraestructura que 
adelanten, pues la inversión del 1% es para áreas que abastezcan acueductos 
legales y para que las autoridades ambientales, a través de ellas, puedan identificar 
de las áreas a adquirir.

	 Optar por invertir recursos del 1% en pagos por servicios ambientales (PSA), 
mientras se pueden adquirir los predios, que es lo prioritario.

Obligaciones de departamentos
	 Destinar prioritariamente los recursos en las áreas de importancia estratégica que 

beneficien al mayor número de municipios y para una inversión más eficiente. 

	 Dedicar un porcentaje no inferior al 1% del total de sus ingresos corrientes para 
la adquisición y mantenimiento de las áreas de importancia estratégica con el 
objeto de conservar los recursos hídricos o para financiar esquemas de pago por 
servicios ambientales (PSA), en dichas áreas. 

	 Solicitar a las autoridades ambientales regionales y acompañarlas en la 
identificación, delimitación y/o priorización de las áreas de importancia estratégica 
de la comprensión territorial.

	 Apoyar presupuestal y técnicamente a las corporaciones autónomas regionales y 
a los municipios en la ejecución de programas y proyectos para la conservación de 
todas las aguas de su territorio.
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CONCEPTOS IMPORTANTES

Áreas de importancia estratégica para 
la conservación de recursos hídricos
Son aquellas áreas que surten de agua a los 
acueductos municipales, distritales y regiona-
les (Decreto 1076 de 2015. Art. 2.2.9.8.1.1.).

Pago por servicios ambientales 
asociados al recurso hídrico
Es el incentivo, en dinero o en especie, que las 
entidades territoriales podrán reconocer con-
tractualmente a los propietarios y poseedores 
regulares de predios ubicados en las áreas de 
importancia estratégica, en forma transitoria, 
por un uso del suelo que permita la conservación 
o recuperación de los ecosistemas naturales y en 
consecuencia, la provisión y/o mejoramiento de 
los servicios ambientales asociados al recurso 
hídrico (Decreto 1076 de 2015. Art. 2.2.9.8.1.3.).

Servicios ambientales asociados  
al recurso hídrico
Son aquellos servicios derivados de las funcio-
nes ecosistémicas que generan beneficios a la 
comunidad, tales como la regulación hídrica 
y el control de erosión y sedimentos, que per-
miten la conservación de los recursos hídricos 
que surten de agua a los acueductos municipa-
les, distritales y regionales. Para los efectos de 
esta norma, entiéndase por servicios ambien-
tales como servicios ecosistémicos (Decreto 
1076 de 2015. Art. 2.2.9.8.1.3.).

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Un primer problema que enfrentan los municipios 
y departamentos es no contar con un inventa-
rio exhaustivo de áreas de importancia para el 
suministro de agua para acueductos locales y 
regionales y la dificultad para realizarlo. Por lo 
tanto, ese desconocimiento y la limitación en 
recursos económicos que provee la Ley, dificultan 
la adquisición de todas las áreas que protejan na-

cimientos y fuentes de agua. De la misma forma, 
existe un problema para efectuar una eficiente 
vigilancia y control para que estas áreas, una vez 
adquiridas, no sean afectadas por introducción 
de ganado, extracción selectiva de madera o leña, 
entre otros. De otro lado, muchos entes territo-
riales no cuentan con las capacidades técnicas 
suficientes para la formulación de proyectos de 
pago por servicios ecosistémicos, en especial 
por servicios hídricos, para la generación de me-
canismos de gestión de áreas importantes para 
la provisión de agua, que incluyan mecanismos 
financieros eficaces para la generación de recur-
sos para la protección de éstas.

Los impactos de la no identificación del total 
de estas áreas y la inadecuada protección de 
las identificadas, radica en la degradación del 
ecosistema (bosque, páramo, etc.) proveedor de 
agua, lo que compromete la función provisora y 
reguladora de flujos de agua de los ecosistemas 
fuente. De la misma forma, esta degradación 
afecta la calidad del agua, aumentado los 
costos de tratamiento para los acueductos que 
distribuyen el agua. La afectación de la calidad 
del agua por degradación de los ecosistemas 
proveedores y por contaminación por el ingreso 
de ganado a nacimientos y cursos de agua, pue-
de también ser una amenaza para la salud de los 
beneficiarios de los acueductos que se surten 
de dichas aguas. De la misma forma, el no con-
tar con mecanismos de generación de recursos, 
como los pagos por servicios ecosistémicos, 
afecta la compra de áreas y su adecuado ma-
nejo, incluyendo el control y vigilancia.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua Limpia y Saneamiento: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su 

gestión sostenible y el saneamiento para todos, 
que entre sus metas para el 2030 incluye prote-
ger y restablecer los ecosistemas relacionados 
con el agua (6.6); lograr el acceso universal y 
equitativo al agua potable a un precio asequible 
para todos; aumentar considerablemente el 
uso eficiente de los recursos hídricos en todos 
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los formatos e instructivos para el reporte de 
información al que se refiere el artículo 14 del 
Decreto 953 de 2013”.

Jurisprudencia
•	 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, Sentencia: 
septiembre 26 de 2002 (Exp. 12492) CP Alier 
Eduardo Hernández Enríquez.

REFERENCIAS

•	 CONPES 3810 de 2014. Política para el sumi-
nistro de agua potable y saneamiento básico 
en la zona rural. 

•	 CONPES 3343 de 2015. Lineamientos y estra-
tegias de desarrollo sostenible para los sectores 
de agua, ambiente y desarrollo territorial. 

•	 Contraloría General de la República (2010). 
Evaluación de los 15 años de Implementación 
del Artículo 111 Ley 99 de 1993 (1994-2008).

•	 FONDOACCIÓN, FUNDEPÚBLICO Y WCS 
(2016). Mercados Ambientales Emergentes en 
Colombia. 

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política de Colombia, artículos 

8, 79 y 80.
•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministe-

rio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA y se dictan otras disposicio-
nes”, artículo 1 numeral 4, artículos 3, 51, 64 
numerales 3 y 6 y 111. 

•	 Decreto Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”, 
artículos 3, 42, 50, 51 y 59.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, 
artículos 2.2.3.2.1.2, 2.2.3.2.2.5, 2.2.3.2.2.5.2, 
2.2.3.2.2.5.3, 2.2.9.8.1.1 y siguientes.  

•	 Resolución MADS 1781 de 2014. “Por la cual 
se establecen los lineamientos y se adoptan 

los sectores; asegurar la sostenibilidad de la 
extracción y el abastecimiento de agua dulce; e 
implementar la gestión integrada de los recur-
sos hídricos a todos los niveles (6.2, 6.4 y 6.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y Consumo Res-
ponsables: Garantizar modalidades de 

consumo y producción sostenibles que estable-
ce como meta para el 2030, lograr la gestión 
sostenible y el uso eficiente de los recursos 
naturales. (12.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos, que en sus 
metas plantea fortalecer la resiliencia y la capa-
cidad de adaptación a los riesgos relacionados 

con el clima y los desastres naturales en todos 
los países (13.1) e incorporar medidas relativas 
al cambio climático en las políticas, estrategias 
y planes nacionales (13.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de Ecosistemas Terres-
tres: Gestionar sosteniblemente los 

bosques, luchar contra la desertificación de-
tener e invertir la degradación de las tierras y 
detener la pérdida de biodiversidad, incluyendo 
las metas sobre conservación, restablecimien-
to y uso sostenible de los ecosistemas (15.1), 
la gestión sostenible de los bosques (15.2), la 
conservación de los ecosistemas montañosos 
y su diversidad (15.4) y reducir la degradación 
de hábitats naturales, detener la pérdida diver-
sidad, proteger especies amenazadas y evitar 
su extinción (15.5).



54

ORDENAMIENTO AMBIENTAL  
DEL TERRITORIO

Espacios 
públicos verdes

1D

TERRITORIOS  
SOSTENIBLES

Guía de obligaciones ambientales  
para alcaldías y gobernaciones  
de Colombia



55

Ordenamiento ambiental del territorio

Los aspectos ambientales del espacio público 
giran en torno de la relación sociedad, natura-
leza y territorio, perspectiva desde la cual el 
equipamiento urbano se convierte en un servicio 
funcional para el ciudadano. En este contexto, 
el espacio público (EP) como medio ambiente 
urbano o “espacio verde”, integrado por la red 
de elementos naturales como el sistema hídri-
co y orográfico, las zonas de protección y los 
escenarios naturales, componen la estructura 
ecológica principal (EEP) de nuestras ciudades. 

De esta manera, el espacio público “verde” es 
receptor y amortiguador ambiental, lugar de 
conservación de la biodiversidad, escenario 
de la vida colectiva integrado por elementos 
interdependientes y articuladores, que permiten 
repensar el concepto de las comunidades urba-
nas sostenibles, y que contribuyen con el flujo 
de especies de flora y fauna del paisaje urbano; 
sirven también para comunicar las zonas verdes 
que se encuentran aisladas dentro de la ciudad 
(corredores verdes) y sirven de protección y 
hábitat ocasional de especies migratorias de 
aves. Todos estos, inmersos dentro de una ma-
triz urbana de origen antrópico como la ciudad. 

El carácter funcional de la estructura ecológi-
ca urbana incide en la calidad de vida de los 
habitantes. Por ello, la problemática ambiental 
urbana del espacio público ocurre cuando se 
alteran los elementos de un lugar de manera 

que atentan contra la diversidad de los recur-
sos naturales, dificultando o impidiendo las 
condiciones de vida y el desarrollo sostenible. 
Colombia no escapa a esta realidad. “Las si-
tuaciones sociales complejas que vive el país 
debido al fenómeno social de la migración  cam-
po-ciudad contribuyen de manera importante a 
la consolidación del centro urbano tradicional 
y a la ocupación de la periferia, constituida en 
su mayor parte por zonas verdes naturales, 
condiciones estas que presionan de manera 
significativa la estructura ecológica del espacio 
público en cuanto a la congestión, contamina-
ción y ocupación de los cordones verdes de la 
EEP y de sus unidades constitutivas. De con-
tinuar así, en un futuro cercano las principales 
ciudades del país terminarán por convertirse 
en un paisaje suburbano, originando un fuerte 
impacto en el funcionamiento ecológico y en 
la desaparición y pérdida de la conectividad 
de los ecosistemas” (Casas Castillo y Gómez 
López, 2008).

Por este motivo, el llamado de la Procuraduría a 
las autoridades es el de prever que en los planes 
de ordenamiento territorial (POT), se incluyan 
todas las determinantes ambientales exigidas 
por la legislación nacional (Ley 99 de 1993), ha-
cia un “espacio público verde” que se aproxime 
al estándar propuesto a nivel internacional que 
sea capaz de mitigar los impactos ambientales 
urbanos generados por la actividad humana. 

Espacios  
públicos verdes
Defensa y recuperación de la estructura 
ecológica principal: la importancia de 
garantizar espacios públicos verdes
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El régimen legal colombiano, dispone de obligaciones en la materia del espacio público 
sostenible, dirigida a los entes territoriales, a saber:

Obligaciones de municipios
	 Incorporar estrategias y acciones concretas sobre el espacio público en los 

planes de desarrollo, POT  y planes especiales de manejo y protección de bienes 
de interés cultural (PEMP), implementando instrumentos para su sostenibilidad e 
incluyendo las variables de cambio climático. 

	 A la alcaldía, como autoridad territorial, le corresponde definir y promover planes, 
programas y/o proyectos, en el marco de revisión y/o actualización general de los 
POT, con base en los inventarios y la estimación del déficit cuantitativo y cualitativo 
del espacio público. 

	 A la alcaldía, como primera autoridad de policía de los municipios, le corresponde 
instar a la Fuerza Pública para que, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el Departamento Nacional de Planeación, adelanten las 
acciones necesarias en la implementación del eje de prevención situacional de la 
Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana del espacio público.

	 Al alcalde le corresponde presentar oportunamente al Concejo Municipal los 
proyectos de acuerdo sobre planes y programas de desarrollo económico y social 
y obras sobre EP. 

	 Velar por el orden público (art. 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el art. 29 
de la Ley 1551 de 2012), y ejercer la facultad a prevención en materia sancionatoria 
ambiental (art. 2 Ley 1333 de 2009).

Obligaciones de departamentos
	 Dirigir y coordinar la acción administrativa del departamento y actuar en su nombre 

como gestor y promotor del desarrollo integral de su territorio, de conformidad con 
la Constitución y las leyes. 

	 Presentar oportunamente a la Asamblea los proyectos de ordenanza sobre planes 
y programas de desarrollo económico y social.

	 Fomentar los planes y programas de desarrollo social y económico cuando no 
corresponda a la autoridad municipal.

	 Revisar los actos de los concejos municipales y de los alcaldes y, por motivos de 
inconstitucionalidad o ilegalidad, remitirlos al tribunal competente para que decida 
sobre su validez.

	 Ejercer lo relativo al poder de policía dentro del marco del departamento de 
conformidad con las leyes y las ordenanzas departamentales.  

	 Ejercer la facultad de prevención en materia sancionatoria ambiental.
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Ordenamiento ambiental del territorio

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Uno de los principales problemas de los entes 
territoriales consiste en la inadecuada planeación 
del espacio público urbano y la no consideración 
e inclusión de espacios públicos verdes, esto por 
la inadecuada formulación de nuevos instrumen-
tos de planificación o la inapropiada revisión de 
los existentes. Esto a su vez puede presentarse 
por la necesidad de generación de recursos pro-
venientes de impuestos por desarrollos urbanos, 
generando un conflicto con el deber ser. De otro 
lado, la deficiente vigilancia y control de estos 
espacios, puede ocasionar el uso inadecuado de 
los mismos, por ejemplo, permitiendo la invasión 
de estos espacios por el comercio informal o 
para la disposición de residuos, con la conse-
cuente degradación de los elementos que los 
componen, entre ellos la vegetación.

Los impactos que se pueden generar, consis-
ten en la degradación de los espacios verdes, 
impidiendo que estos cumplan con funciones 
importantes para áreas urbanas, tales como la 
producción de oxígeno por la vegetación que los 
constituye, la provisión de sombra importante 
para peatones, la provisión de espacios de 
recreación pasiva y esparcimiento seguros, lo 
cual afecta negativamente la calidad de vida de 
los habitantes de áreas urbanas. Igualmente se 
afecta la estructura ecológica de las ciudades, 
lo cual impacta la supervivencia y conservación 
de la fauna local, especialmente las aves. 

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y Comunidades 
Sostenibles: Lograr que las ciudades 

y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. Comprende 
las siguientes metas:

CONCEPTOS IMPORTANTES

Estructura Ecológica Principal
El conjunto de elementos bióticos y abióticos 
que dan sustento a los procesos ecológicos esen-
ciales del territorio, cuya finalidad principal es 
la preservación, conservación, restauración, uso 
y manejo sostenible de los recursos naturales 
renovables, los cuales brindan la capacidad de 
soporte para el desarrollo socioeconómico de las 
poblaciones (Artículo 1 Decreto 3600 de 2007). 

De aquí a 2030, aumentar la urbanización 
inclusiva y sostenible y la capacidad para la pla-
nificación y la gestión participativas, integradas y 
sostenibles de los asentamientos humanos (11.3).

Redoblar los esfuerzos para proteger y salva-
guardar el patrimonio cultural y natural (11.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Adoptar medidas urgentes 
para combatir el cambio climático y sus 

efectos, que en sus metas plantea incorporar 
medidas relativas al cambio climático en las 
políticas, estrategias y planes nacionales (13.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Gestionar sosteniblemente 
los bosques, luchar contra la deserti-

ficación detener e invertir la degradación de las 
tierras y detener la pérdida de biodiversidad, 
y todas sus metas, entre las que se destaca 
la conservación, el restablecimiento y uso 
sostenible de los ecosistemas (15.1), la gestión 
sostenible de los bosques (15.2), la conser-
vación de los ecosistemas montañosos y su 
diversidad (15.4) y reducir la degradación de 
hábitats naturales, detener la pérdida diversi-
dad, proteger especies amenazadas y evitar su 
extinción (15.5).
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integración social de las personas en situación  
de discapacidad. 

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministerio 
del Medio Ambiente, se reordena el Sector Pú-
blico encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renova-
bles, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, 
SINA y se dictan otras disposiciones.”

•	 Ley 1333 de 2009. “Por la cual se establece el 
procedimiento sancionatorio ambiental y se 
dictan otras disposiciones”. (art. 2)

•	 Ley 136 de 1994. “Por la cual se dictan normas 
tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios”. (art. 91 mo-
dificado por el art. 29 de la Ley 1551 de 2012).

•	 Ley 1801 de 2016. Código Nacional de Policía 
y Convivencia

Jurisprudencia
•	 Sentencia T-772 de 2003, M.P. Manuel José 

Cepeda Espinosa.

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política, art. 82
•	 Código Civil, art. 674
•	 Ley 9 de 1989. “Por la cual se dictan normas 

sobre planes de desarrollo municipal, com-
praventa y expropiación de bienes y se dictan 	
otras disposiciones”.

•	 Ley 80 de 1993. Estatuto general de con-
tratación estatal.

•	 Ley 388 de 1997. Ley de Ordenamiento Te-
rritorial

•	 Decreto 1077 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, artícu-
los 2.2.3.1.1 y siguientes. 

•	 Decreto 1538 de 2005. “Por el cual se regla-
menta parcialmente la Ley 361 de 1997”, sobre 
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Colombia es un país privilegiado, al contar con 
una línea de costa de 3.513 kilómetros (total 
en el Caribe de 1.779 km y en Pacífico de 1.545 
km), que abarca nueve departamentos y 29 
municipios en el Caribe y cuatro departamen-
tos y 18 municipios en el Pacífico. Las playas de 
Colombia son internacionalmente reconocidas 
por su belleza escénica y su diversidad bioló-
gica y cultural. Dentro de los ecosistemas de 
playas sobresalen los manglares y los arrecifes 
coralinos, los cuales generan, entre otros bene-
ficios, una diferencia comparativa y competitiva 
para el país debido al enorme valor paisajístico 
y a la amplia probabilidad de realizar activida-
des turísticas sostenibles.

Estos desarrollos surgieron de una manera 
espontánea, carente de una planificación, 
predominando la construcción de hoteles y pro-
piedades horizontales muy cercanos a las líneas 
de las costas, lo que generó la apropiación inde-
bida de bienes de uso público, y problemáticas 
ambientales como el inadecuado manejo de re-
siduos sólidos, vertimientos de aguas residuales 
sin previo tratamiento, entre otras afectaciones 
que han ocasionado la degradación de nuestras 
playas y en ciertos casos puntuales la genera-
ción de daños graves e irreversibles  (Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo, 2011). 

Para atender la problemática señalada, en el 
país existe un cuerpo normativo desde el que 
se resalta la importancia de los ecosistemas 
costeros, incluyendo las playas y terrenos de 
bajamar. La Constitución Política de 1991 y di-
ferentes normas, establecen obligaciones para 
el ordenamiento territorial, ambiental, el control 
y vigilancia, y la restitución de estos bienes de 
uso público, que como es sabido, gozan de ser 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Pese a la enunciada regulación, se han producido 
graves afectaciones sobre las playas y terrenos 
de bajamar, lo que se explica en alguna medida 
por las fallas en la articulación de las autoridades 
encargadas de velar por su protección.

Por lo anterior, se requiere del cumplimiento del 
cuerpo normativo y de las políticas públicas exis-
tentes, para garantizar la protección de del medio 
ambiente y el disfrute colectivo de estos bienes.

Ordenamiento  
de playas
Conservación de las playas y terrenos de bajamar

El entorno natural costero alberga 
buena parte de la biodiversidad 
costera y marina; de hecho, en 
Colombia se encuentra la Reserva 
de la Biósfera Seaflower, que con 
188,000 km2 de extensión es la más 
grande de su tipo a nivel mundial. 

Varios de los municipios de todo el litoral 
colombiano tienen desarrollos turísticos, desta-
cándose un mayor auge de esta actividad desde 
mediados de los años setenta, principalmente 
en ciudades como Santa Marta, Cartagena, y 
San Andrés y Providencia, entre otras.



61

Ordenamiento territorial costero

Es deber del Estado proteger la integridad del espacio público y su destinación al uso 
común, cuidando que prevalezca este sobre el interés particular.

La protección patrimonial y ambiental de las playas y terrenos de bajamar es un 
deber en el que concurren las competencias administrativas de la Nación, los 
departamentos y municipios. En el nivel nacional cumple un papel central la Dirección 
General Marítima y Portuaria - DIMAR, cuyas competencias están reguladas en el 
Decreto Ley 2324 de 1984. Dicha entidad es adscrita al Ministerio de Defensa y es 
la encargada de ejecutar la política del Gobierno en materia marítima, y tiene por 
objeto la regulación, dirección, coordinación y control de las actividades marítimas, 
en los términos señalados por las normas que regulan la promoción y estímulo del 
desarrollo marítimo del país. 

Obligaciones de municipios
Los alcaldes municipales tienen obligaciones en materia de ordenación de playas, y 
protección patrimonial y ambiental de playas y terrenos de bajamar, en el marco de 
sus funciones constitucionales y legales, reguladas principalmente en el art. 311 de 
la C.P., en la Ley 136 de 1994, en el art. 65 de la Ley 99 de 1993, y en la Ley 1801 de 
2016 – Código Nacional de Policía: 

	 Conformar los comités locales para la organización de las playas. Los comités 
de ordenación de playas están constituidos por la Alcaldía, el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo y la DIMAR. La presidencia de estos comités 
está a cargo del Alcalde, y la secretaría, a cargo del municipio o del distrito 
respectivo. 

	 Establecer franjas en las zonas de playas destinadas al baño, al descanso, a la 
recreación, a las ventas de bienes de consumo por parte de los turistas y a la 
prestación de otros servicios relacionados.

	 Respetar la regulación ambiental y sanitaria en orden a garantizar la 
sostenibilidad de las playas. Por lo tanto, deberá consultar e invitar a las 
autoridades ambientales y sanitarias correspondientes. La ordenación deberá 
prestar especial atención al cuidado de las zonas de manglar y prevenir 
pérdida de biodiversidad en estas áreas. 

	 Reunirse los comités, como mínimo dos veces al año, con la finalidad de revisar 
las condiciones de las playas y de recomendar las acciones que deban adoptar 
las entidades competentes respecto de las mismas.

	 Regular en el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos (PGIRS) municipal 
o distrital el manejo de residuos y la prestación del servicio de aseo en playas 
costeras.
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Obligaciones de departamentos
	 Coordinar con las entidades competentes para la prestación de los servicios 

sanitarios y de aseo, para garantizar la calidad del agua y la arena del área 
de playa.  

	 Conocer, ante ocupaciones indebidas, en única instancia, de los procesos 
de restitución de playas y terrenos de bajamar.  En estos eventos, la DIMAR 
coadyuvará a la autoridad local en las medidas administrativas necesarias 
para la recuperación de playas y terrenos de bajamar. 

	 Fortalecer técnica y financieramente a los municipios para la protección de 
las playas y terrenos de bajamar.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Las playas y terrenos de bajamar son áreas 
de importancia ecológica cuyos servicios eco-
sistémicos son esenciales para los territorios 
y comunidades costeras. La desprotección y 
eventual degradación de estas áreas genera 
múltiples impactos, que van desde el aumento 
del riesgo de desastres, hasta la afectación 
de la salud por la contaminación o la pérdida 
económica frente actividades como la pesca o 
el turismo. La protección de playas y terrenos de 
bajamar se hace más urgente considerando los 

escenarios de cambio climático, en particular 
el aumento del nivel del mar o el aumento en 
la frecuencia de eventos climáticos extremos; 
las áreas costeras naturales en buen estado de 
conservación actúan como barreras de protec-
ción, sirviendo de solución natural y económica 
para reducir riesgos, salvar vidas y salvaguardar 
bienes materiales.

La falta de protección de estas áreas también 
aumenta los niveles de contaminación, espe-
cialmente por inadecuado manejo de residuos 
sólidos y vertimientos, incluso de aguas resi-
duales que son vertidas directamente al mar 
sin ningún tipo de tratamiento.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Zona Costera
Se define la zona costera colombiana como una 
entidad geográfica del territorio nacional defi-
nida y separada con características naturales, 
demográficas, sociales, económicas y culturales 
propias y específicas. Está formada por una 
franja de anchura variable de tierra firme y es-
pacio marítimo en donde se presentan procesos 
de interacción entre el mar y la tierra. En ella 

se desarrollan actividades como la pesca, el 
turismo, la navegación, el desarrollo portuario, 
la explotación minera y se dan asentamientos 
urbanos e industriales muy importantes; es un 
recurso natural único, frágil y limitado del país, 
que exige un manejo adecuado para asegurar 
la conservación, su desarrollo sostenible y la 
preservación de los valores culturales de su 
población (Ministerio de Ambiente y Departa-
mento Nacional de Planeación, 2000).
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Ordenamiento territorial costero

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
14: Vida submarina: Conservar y utilizar 
de forma sostenible los océanos, ma-

res y recursos marinos para lograr el desarrollo 
sostenible. Propone entre sus metas: De aquí 
a 2025, prevenir y reducir significativamente la 
contaminación marina de todo tipo, en particular 
la producida por actividades realizadas en tierra, 
incluidos los detritos marinos y la polución por 
nutrientes (14.1); De aquí a 2020, gestionar y 
proteger sosteniblemente los ecosistemas ma-
rinos y costeros para evitar efectos adversos 
importantes, incluso fortaleciendo su resiliencia, 
y adoptar medidas para restaurarlos a fin de 
restablecer la salud y la productividad de los 

océanos (14.2); De aquí a 2020, conservar al 
menos el 10% de las zonas costeras y marinas, 
de conformidad con las leyes nacionales y el de-
recho internacional y sobre la base de la mejor 
información científica disponible (14.5)

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terrestres: 
Gestionar sosteniblemente los bosques, 

luchar contra la desertificación detener e invertir 
la degradación de las tierras y detener la pérdida 
de biodiversidad. Especialmente en lo relacio-
nado con la meta de adoptar medidas urgentes 
y significativas para reducir la degradación de 
los hábitats naturales, detener la pérdida de la 
diversidad biológica y, para 2020, proteger las 
especies amenazadas y evitar su extinción (15.5).

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política de 1991: Arts. 63,  102 y 322. 
•	 Ley 1558 de 2012. “Por la cual se modifica la Ley 

300 de 1996 -Ley General de Turismo, la Ley 
1101 de 2006 y se dictan otras disposiciones”.

•	 Decreto-Ley 2324 de 1984. “Por el cual se reorga-
niza la Dirección General Marítima y Portuaria”.

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministerio 
del Medio Ambiente, se reordena el Sector Pú-
blico encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renova-
bles, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, 
SINA y se dictan otras disposiciones”.

•	 Decreto-Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”.

•	 Decreto 1076 de 2015, en la parte que compila 
el Decreto 1120 de 2013, sobre los POMIUAC.

•	 Decreto 1766 de 2013. “Por el cual se reglamenta 
el funcionamiento de los Comités Locales para 
la Organización de las Playas de qué trata el ar-
tículo 12 de la Ley 1558 de 2012”.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se expide el Código 
Nacional de Policía y Convivencia”, art. 205.

Jurisprudencia
•	 Corte Constitucional, Sentencia T-566 de 1992. 

•	 Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(2011). Documento de Política de Playas Turís-
ticas. Lineamientos Sectoriales. Disponible en la 
página web http://observatorioirsb.org/cmsAd-
min/uploads/politica-playas-turisticas-(1).pdf.

•	 Procuraduría General de la Nación y Organiza-
ción de Estados Iberoamericanos [OEI] (2016). 
Guía de actuación para la protección de los bie-
nes de uso público en zona de playa y bajamar. 
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Ordenamiento territorial costero

Colombia tiene aproximadamente una superfi-
cie marítima de 892.118 km2, que representan 
cerca del 47% de la extensión total del territorio 
nacional. El territorio insular colombiano está 
conformado por el Archipiélago de San Andrés 
y las islas de Providencia y Santa Catalina en el 
Mar Caribe y las islas de Gorgona, Gorgonilla y 
Malpelo en el Pacífico. Nueve de los 12 depar-
tamentos que comprenden las zonas costeras 
e insulares del país, se localizan en el Caribe 
colombiano, los cuales son el Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, La 
Guajira, Magdalena, Atlántico, Bolívar, Sucre, 
Córdoba, Chocó y Antioquia. Los otros cuatro 
se encuentran en el Pacífico: Chocó, Valle del 
Cauca, Cauca y Nariño. En los mencionados 
departamentos, se ubican los 47 municipios 
costeros e insulares en el país.

Las costas colombianas son un valioso patri-
monio natural del país que brindan múltiples 
servicios ambientales, económicos y sociales, 
que la Constitución ha amparado para que sean 
de disfrute colectivo y una responsabilidad prio-
ritaria del Estado. En Colombia existen grandes 
deficiencias en la valoración social del patrimo-
nio público, en particular en zonas costeras y de 
litoral. Dichas deficiencias se derivan de la poca 
coordinación de las autoridades responsables 
de su protección, las limitaciones de la política 
pública y de la no aplicación de la normativi-
dad existente sobre las competencias de las 
entidades que deben velar por su custodia, 
administración, protección y recuperación. 

La escasa titulación y saneamiento sobre estos 
bienes, ha generado una alta ocupación ilegal 

de los litorales, baldíos y del espacio público, 
que se traduce en factores desencadenantes 
de una alta contaminación ambiental y erosión 
costera, con consecuencias altamente visibles 
en el limitado acceso de la población a los bie-
nes de uso público.

A pesar de la amplia normatividad constitucio-
nal, legal y reglamentaria vigente, así como la 
jurisprudencia reiterada emanada de las Altas 
Cortes, encaminadas a la protección de los 
bienes públicos, se observa con gran preocu-
pación, que las entidades estatales que tienen 
a su cargo la vigilancia de este tipo de bienes, 
no logran brindarles una verdadera protección.

Los bienes de uso público en zonas costeras 
y de litoral, en general, exceptuando las de 
bajamar y ciénagas que están en su mayoría 
invadidas por construcciones palafíticas (apro-
ximadamente el 86% de la ocupación es ilegal), 
vienen siendo ocupados por edificacios, hoteles, 
restaurantes, áreas de camping, quioscos y al-
macenes, entre otros (los cuales corresponden 
aproximadamente a un 14 - 20% de la ocupación 
ilegal) (Procuraduría General de la Nación, 2011).

Estos bienes pertenecen a todos los colombia-
nos y, por ende, gozan de especial protección 
constitucional (artículos 63, 82, 88, 102 y 315 
numerales 1 y 2) por ser “inalienables, impres-
criptibles e inembargables”. Para el caso en 
concreto, las playas, los terrenos de bajamar 
y las aguas marinas, son intransferibles a 
cualquier título a los particulares quienes sólo 
podrán obtener concesiones, permisos o licen-
cias para su uso y goce.

Bienes de uso público 
en zona de litoral
Acciones para evitar la ocupación ilegal 
de los bienes de uso público
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Obligaciones de municipios
	 Ejercer una efectiva protección de los bienes de uso público, al incluir 

herramientas y acciones de política en los instrumentos de planeación del 
desarrollo y el ordenamiento del territorio.

	 Determinar las zonas en las que no es posible iniciar procesos de urbani-
zación como son las playas, al poseer características paisajísticas y estar 
vinculadas directamente con el desarrollo y la sostenibilidad ambiental. 

	 Clasificar las playas y zonas de bajamar como suelo de protección.

	 Hacer de las playas y zonas de bajamar una parte constitutiva del espacio 
público y diseñar un plan para su aprovechamiento respectivo.

	 Garantizar una delimitación oficial de estas zonas para que hagan parte de la 
cartografía oficial del plan.

	 Establecer mecanismos de protección y recuperación. 

	 Hacer efectiva la restitución de oficio de las playas, los terrenos de bajamar 
y las aguas marinas. 

Obligaciones de departamentos
	 Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los decretos del Goberna-

dor y las ordenanzas de las asambleas departamentales.

	 Dirigir y coordinar la acción administrativa del Departamento y actuar en 
su nombre como gestor y promotor del desarrollo integral de su territorio, 
conforme a la Constitución y la Ley.   

	 Para efectos del ejercicio de acciones de restitución del espacio público, es 
la primera autoridad de policía del Departamento y le corresponde garanti-
zar la convivencia y seguridad en su territorio.

	 Competencia especial: por razones de orden público, para que proteja o 
restituya la posesión o tenencia del bien inmueble, para el caso de actos 
de ocupación o perturbación por vías de hecho a la posesión o tenencia 
de bienes de uso público, entre otros, en que a las autoridades distritales o 
municipales o locales se les dificulte. 
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

El no cumplimiento de estas obligaciones 
indudablemente afecta de manera directa el 
patrimonio ecológico de la Nación y aumen-
ta el riesgo de desastres. La ocupación de 
playas marítimas y la excesiva construcción 
sobre terrenos colindantes con las playas, 
afecta la estructura natural de estas áreas, 
elimina accesos al mar y vulnera derechos 
fundamentales por tratarse de bienes de uso 
público. También se alteran las dinámicas so-
ciales (en muchos casos causando exclusión 
e inequidad) y se favorece la injerencia de ac-
tores y economías ilegales. En muchos casos 
la ocupación ilegal de estas áreas incrementa 
la contaminación y el no cumplimiento de nor-
mas ambientales básicas. 

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
14:  Vida submarina: Conservar y utilizar 
de forma sostenible los océanos, mares 

y recursos marinos para lograr el desarrollo sos-
tenible. Propone entre sus metas al 2020: 

Gestionar y proteger sosteniblemente los eco-
sistemas marinos y costeros para evitar efectos 
adversos importantes, incluso fortaleciendo su 
resiliencia, y adoptar medidas para restaurarlos 
a fin de restablecer la salud y la productividad 
de los océanos (14.2).

Conservar al menos el 10% de las zonas cos-
teras y marinas, de conformidad con las leyes 
nacionales y el derecho internacional y sobre 
la base de la mejor información científica dis-
ponible (14.5).

CONCEPTOS IMPORTANTES

Bienes de uso público
Son objeto de protección legal frente a 
eventos en los cuales los particulares 
pretendan apropiarse de ellos. Es por ello 
que para evitar estas situaciones, la mis-
ma Carta Política señala en su artículo 63, 
que todos los bienes de uso público del 
Estado “son inalienables, inembargables 
e imprescriptibles”, en razón a que es-
tán destinados a cumplir fines de utilidad 
pública en distintos niveles: los bienes de 
uso público tienen como finalidad  estar a 
disposición de los habitantes del país de 
modo general y los bienes fiscales cons-
tituyen los instrumentos materiales para 
la operación de los servicios estatales. De 
este modo, al impedir que los particula-
res se apropien de los bienes fiscales, “se 
asegura o garantiza la capacidad fiscal 
para atender las necesidades de la comu-
nidad” (Corte Constitucional, Sentencia 
T-314 del 2012).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
15:  Vida de ecosistemas terrestres: 
Gestionar sosteniblemente los bos-

ques, luchar contra la desertificación detener e 
invertir la degradación de las tierras y detener 
la pérdida de biodiversidad. Especialmente en 
lo relacionado con la meta de adoptar medidas 
urgentes y significativas para reducir la degra-
dación de los hábitats naturales, detener la 
pérdida de la diversidad biológica y, para 2020, 
proteger las especies amenazadas y evitar su 
extinción (15.5).
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Mitigación del cambio climático
Estrategias de mitigación del cambio climático: 
disminución de emisiones y gestión local 

proyectadas a 2030, conocida como la 
estrategia 2030.

De acuerdo con el Panel Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC), 
órgano internacional que agrupa a científicos 
de todo el mundo que trabajan sobre el tema, la 
mitigación del cambio climático corresponde a 
todas las intervenciones humanas para reducir las 
fuentes o potenciar los sumideros de GEI. La miti-
gación implica transformar actividades humanas 
y sectores productivos principalmente asociados 
a la quema de combustibles fósiles, en particular 
actividades industriales, el transporte, la ganadería 
y la agricultura, y la construcción, entre otros. 

Lo anterior implica que las acciones de miti-
gación del cambio climático deben de estar 
encaminadas en dos sentidos. El primero, a 
disminuir las emisiones de GEI generadas por 
los sectores productivos, y el segundo, a la 
protección, conservación y restauración de los 
ecosistemas responsables de capturar el carbo-
no de la atmósfera o al diseño de mecanismos 
artificiales para absorberlo.

Cabe anotar que los GEI que más contribuyen 
con este fenómeno y que deberían ser dismi-
nuidos son: 

1.	 El dióxido de carbono, que proviene principal-
mente de la quema de combustibles fósiles.

2.	 El metano, que proviene en su mayoría de la 
descomposición de residuos sólidos y líqui-
dos, así como de las actividades ganaderas. 

3.	El óxido nitroso que se genera mediante pro-
cesos de fertilización y la descomposición de 
residuos orgánicos.

El calentamiento global y sus impactos en los 
sistemas planetarios son uno de los mayores 
retos que enfrenta la humanidad actualmente. 
Eventos climáticos extremos como tormentas, 
inundaciones o sequías, en lugares y épocas in-
usuales, son una de las consecuencias directas 
del cambio climático. Estos cambios, además de 
afectar las economías, los sectores producti-
vos, la salud y la seguridad de las personas (de 
hecho, ya se están dando conflictos, desplaza-
mientos y migraciones por razones climáticas), 
pueden impactar ecosistemas enteros, trans-
formando hábitats naturales y aumentando la 
pérdida de biodiversidad. 

La importancia de este tema ha sido mundialmen-
te reconocida desde 1992, cuando se estableció 
la Convención Marco de Naciones Unidas sobre 
Cambio Climático (CMNUCC). Más recientemen-
te, y en el marco del Acuerdo de París (2015), 
los países miembros del CMNUCC acordaron 
aunar esfuerzos para mantener el aumento de 
la temperatura media mundial muy por debajo de 
2 °C con respecto a los niveles preindustriales, y 
proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento 
de la temperatura a 1,5 °C. También acordaron 
promover la resiliencia al clima y un desarrollo 
con bajas emisiones de gases de efecto inverna-
dero. El acuerdo incluye un modelo de reducción 
de emisiones determinadas de forma voluntaria 
por los países (las llamadas NDC o contribucio-
nes nacionalmente determinadas). Dentro de 
este contexto internacional,

Colombia se comprometió a alcanzar 
una reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero (GEI) en un 20% 
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1.	 Ciudad y cambio climático han sido el eje del concepto de ciudades sostenibles, muestra de esto es el trabajo que se viene realizando en la 
esfera internacional, donde sobresalen iniciativas y en general innumerables instrumentos de soft law, dentro de los cuales destacamos: el 
Acuerdo de Protección Climática de Alcaldes y Gobiernos Locales, el Plan de Acción Climática de los Gobiernos Locales, El catálogo de Co-
penhague de Compromisos de las Ciudades del Mundo para combatir el Cambio Climático, La Declaración de Bonn del Foro de Alcaldes sobre 
Adaptación, El Pacto Climático Global de Ciudades «Pacto de la Ciudad de México», entre otros.  Y los mandatarios locales de las ciudades 
han ejercido un protagonismo importante, destacándose algunas alianzas muy connotadas en el marco de las negociaciones de instrumentos 
internacionales y movilización de recursos, dentro de los cuales destacamos: Gobiernos Locales por la Sustentabilidad; Grupo de Liderazgo 
de Grandes Ciudades (c40); Iniciativa Clinton por el Clima; Consejo Mundial de Alcaldes por el Cambio Climático; Ciudades y Gobiernos Lo-
cales Unidos; Alianza del Clima; Red de Resistencia al Cambio Climático en las Ciudades de Asia; Pacto de Alcaldes sobre Cambio Climático.

Es fundamental resaltar que la lucha contra el 
cambio climático no es únicamente un asunto de 
competencia de los gobiernos nacionales de los 
países. Cada vez es más frecuente el reconoci-
miento del papel de las ciudades y las regiones 
en esta problemática. De acuerdo con ONU-Há-
bitat, “las ciudades son uno de los factores que 
más contribuyen al cambio climático: consumen 
el 78% de la energía mundial y producen más 
del 60% de las emisiones de gases de efecto 
invernadero, sin embargo, abarcan menos del 
2% de la superficie de la Tierra” (https://www.
un.org/es/climatechange/cities-pollution.shtml). 

Esto ha sido destacado en el Acuerdo de París, 
que reconoce que los actores subnacionales y 
los no estatales (como las ciudades, el sector pri-
vado y organizaciones no gubernamentales de la 
sociedad civil), son cruciales para el éxito de las 
metas propuestas, en particular para sumar con-
tribuciones que permitan alcanzar el objetivo de 
mantener el aumento de la temperatura global 
por debajo de 2 °C (https://unfccc.int/es/news/
actores-subnacionales-no-estatales-son-cru-
ciales-para-el-exito-del-acuerdo-de-paris). 

Así, muchas ciudades de todo el mundo ya han 
empezado a tomar medidas para reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero y 
están adoptando políticas para fomentar el uso 
de fuentes de energías alternativas, bajo una 
visión de ciudades sostenibles1. Sin embargo, 
será necesario incrementar los esfuerzos lle-
vados a cabo por las personas encargadas de la 
adopción de políticas y los administradores, por 
abordar el cambio climático para poder seguir el 
vertiginoso ritmo de crecimiento de la población 
y del cambio climático. 

Teniendo en cuenta lo anterior, 
es necesario reducir la emisión 
de estos gases mediante 
la racionalización de estas 
actividades, la implementación 
de tecnologías que contribuyan 
a su disminución y la 
promoción de estrategias de 
desarrollo sostenible en las 
regiones. 

Entre las actividades que se 
deben promover, se destacan:

•	 Uso de biocombustibles.
•	 Reducción de fertilizantes 

nitrogenados y 
emisiones de metano.

•	 Disminución de 
consumo de energía. 

•	 Aumento de sumideros 
de carbono mediante 
actividades de forestación, 
reforestación y restauración 
de bosques.

•	 Reducción de la 
deforestación, etc.
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La Ley 1931 de 2018 establece las directrices para la gestión del cambio climático 
en las decisiones de las personas públicas y privadas, y la concurrencia de la nación, 
departamentos, municipios, distritos, áreas metropolitanas y autoridades ambientales en 
las acciones de mitigación de gases de efecto invernadero.

En este sentido, los mandatarios departamentales y municipales tienen las siguientes 
obligaciones:

Obligaciones de municipios
	 Incorporar dentro de sus planes de desarrollo y de ordenamiento territorial, la 

gestión del cambio climático teniendo como referencia los Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Territorial (PIGCCT) de su departamento y los planes 
integrales de gestión del cambio climático sectoriales. 

	 Implementar medidas de mitigación de GEI en materia de transporte e 
infraestructura, desarrollo agropecuario, energía, vivienda y saneamiento, así como 
en comercio, industria y turismo, todo ello de acuerdo con sus competencias y 
según los lineamientos definidos por los respectivos PIGCCT.

Obligaciones de departamentos
	 Incorporar la gestión del cambio climático dentro de los planes de desarrollo. 

	 Incluir la gestión de cambio climático en otros instrumentos de planeación con los 
que cuente el Departamento. 

	 Formular los PIGCCT (conjuntamente con las autoridades ambientales regionales), 
de acuerdo con las características de su jurisdicción y así mismo, realizar 
seguimiento a la implementación, de acuerdo con los lineamientos que establezca 
el Sistema Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA).

	 Reportar al SISCLIMA el estado de avance de los planes, proyectos e inversiones 
en el marco de la gestión del cambio climático. 

	 Brindar orientación a los municipios de la respectiva jurisdicción departamental 
para que, en los procesos de planeación, gestión y ejecución de la inversión, se 
incluya la gestión del cambio climático. 

	 Implementar medidas de mitigación de GEI en materia de transporte e 
infraestructura, desarrollo agropecuario, energía, vivienda y saneamiento, así como 
en comercio, industria y turismo, todo ello de acuerdo con sus competencias y según 
los lineamientos de los planes integrales de gestión del cambio climático sectorial 
(PIGCCS) definidos por los respectivos ministerios.
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Un primer problema que enfrentan los muni-
cipios y departamentos es no tener sistemas 
de monitoreo de sus emisiones de gases de 
efecto invernadero (GEI), lo cual impide com-
prender los impactos de estas emisiones (por 
ejemplo, sobre la salud), dificultando el diseño, 
priorización y puesta en marcha de planes de-
partamentales o municipales de mitigación al 
cambio climático. La falta de esta información 
retrasa la transición hacia economías bajas 
en carbono, y limita el acceso a los múltiples 
mecanismos nacionales e internacionales que 
apoyan proyectos de mitigación en diferentes 
sectores, especialmente en torno a las Accio-

CONCEPTOS IMPORTANTES

Cambio climático
Variación del estado del clima, identificable, por 
ejemplo, mediante pruebas estadísticas, en las 
variaciones del valor medio o en la variabilidad 
de sus propiedades, que persiste durante largos 
períodos de tiempo, generalmente decenios o 
periodos más largos. El cambio climático puede 
deberse a procesos internos naturales o a forza-
mientos externos tales como modulaciones de los 
ciclos solares, erupciones volcánicas o cambios 
antropogénicos persistentes de la composición 
de la atmósfera por el incremento de las concen-
traciones de gases de efecto invernadero o del uso 
del suelo. El cambio climático podría modificar 
características de los fenómenos meteorológi-
cos e hidroclimáticos extremos en su frecuencia 
promedio e intensidad, lo cual se expresará pau-
latinamente en el comportamiento espacial y 
ciclo anual de estos (Artículo 3 Ley 1931 de 2018).

Mitigación de Gases de Efecto 
Invernadero
Es la gestión que busca reducir los niveles de 
emisiones de gases de efecto invernadero en la 

atmósfera a través de la limitación o disminución 
de las fuentes de emisiones de gases de efecto 
invernadero y el aumento o mejora de los sumi-
deros y reservas de gases de efecto invernadero. 
La mitigación del cambio climático, para efec-
tos de la Ley 1931 de 2018, incluye las políticas, 
programas, proyectos, incentivos o desincenti-
vos y actividades relacionadas con la Estrategia 
Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono y la 
Estrategia Nacional de REDD+ (ENREDD+) (Ar-
tículo 2 Ley 1931 del 2018). 

Planes Integrales de Gestión Del Cambio 
Climático Territoriales
Los Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Territoriales (PIGCCT) son los ins-
trumentos a través de los cuales las entidades 
territoriales y autoridades ambientales regionales 
identifican, evalúan, priorizan, y definen medi-
das y acciones de adaptación y de mitigación de 
emisiones de gases efecto invernadero, para ser 
implementados en el territorio para el cual han 
sido formulados (Artículo 3 Ley 1931 del 2018).

nes de Mitigación Nacionalmente Apropiadas 
(también conocidas como NAMA por sus siglas 
en inglés). Actualmente Colombia avanza en 
la formulación e implementación de cerca de 
20 NAMAs, en sectores como el agropecua-
rio, industrial, transporte, energía, residuos, 
vivienda y forestal. El principal impacto de la no 
adopción de medidas de mitigación por parte 
de los departamentos y municipios es sobre 
la salud de las poblaciones, en particular las 
más vulnerables. Adicionalmente, las entidades 
territoriales se vuelven menos competitivas 
frente a otras que adoptan modelos de desa-
rrollo bajo en carbono y con mayor eficiencia 
energética. En pocas décadas los territorios 
que no mitigan sus emisiones estarán más 
retrasados, enfrentarán mayores brechas al 
desarrollo y tendrán que hacer mayores inver-
siones para ser competitivos.
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 
Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el Clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos. Incluye las 
siguientes metas:

Incorporar medidas relativas al cambio cli-
mático en las políticas, estrategias y planes 
nacionales (13.2); mejorar la educación, la sensi-
bilización y la capacidad humana e institucional 
respecto de la mitigación del cambio climático, 
la adaptación a él, la reducción de sus efectos 
y la alerta temprana (13.3).

 Objetivo de Desarrollo Soste-
nible No. 2: Hambre Cero. Poner 
fin al hambre, lograr la seguridad 

alimentaria y la mejora de la nutrición y pro-
mover la agricultura sostenible y su meta de 
asegurar la sostenibilidad de los ecosiste-
mas de producción de alimentos (2.4).

 Objetivo de Desarrollo Sosteni-
ble No. 7: Energía Asequible y no 
contaminante. Garantizar el acceso 

a una energía asequible, segura, sostenible 
y moderna para todos, que entre sus metas 
para 2030 incluye, garantizar el acceso uni-
versal a servicios energéticos asequibles, 
fiables y modernos (7.1), así como aumentar 
considerablemente la proporción de ener-
gía renovable (7.2) y duplicar para 2030 la 
mejora de eficiencia energética (7.3).

 Objetivo de Desarrollo Soste-
nible No. 9: Industria, Innovación 
e infraestructura: Construir in-

fraestructuras resilientes, promover la 
industrialización inclusiva y sostenible y 
fomentar la innovación. Como meta para 
2030 propone modernizar la infraestruc-
tura y reconvertir las industrias para que 
sean sostenibles, utilizando los recursos 
con mayor eficacia y promoviendo la adop-

ción de tecnologías y procesos industriales 
limpios y ambientalmente racionales (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades 
sostenibles: Lograr que las ciu-

dades y los asentamientos humanos sean 
inclusivos, seguros, resilientes y soste-
nibles. Propone para 2030 proporcionar 
acceso a sistemas de transporte seguros, 
asequibles, accesibles y sostenibles para 
todos y mejorar la seguridad vial, en parti-
cular mediante la ampliación del transporte 
público, prestando especial atención a las 
necesidades de las personas en situación 
de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las 
personas con discapacidad y las personas 
de edad (11.2) y aumentar la urbanización 
sostenible (11.3).

 Objetivo de Desarrollo Sosteni-
ble No. 15: Vida de ecosistemas 
terrestres: Proteger, restablecer y 

promover el uso sostenible de los ecosis-
temas terrestres, efectuar una ordenación 
sostenible de los bosques, luchar contra 
la desertificación, detener y revertir la de-
gradación de las tierras y poner freno a la 
pérdida de diversidad biológica. Llama a ve-
lar por la conservación, el restablecimiento 
y el uso sostenible de los ecosistemas 
terrestres y los ecosistemas interiores de 
agua dulce y los servicios que proporcionan, 
en particular los bosques, los humedales, 
las montañas y las zonas áridas, en conso-
nancia con las obligaciones contraídas en 
virtud de acuerdos internacionales (15.1). 
Igualmente, propone para 2020, promover 
la gestión sostenible de todos los tipos 
de bosques, poner fin a la deforestación, 
recuperar los bosques degradados e incre-
mentar la forestación y la reforestación a 
nivel mundial (15.2).
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emisiones y remociones de GEI (Compilado en 
el Decreto 1625 de 2016, en materia tributaria).

•	 Resolución 1447 de 2018. “Por la cual se re-
glamenta el sistema de monitoreo, reporte y 
verificación de las acciones de mitigación a ni-
vel nacional de que trata el artículo 175 de la Ley 
1753 de 2015, y se dictan otras disposiciones”.

•	 Resolución 2733 de 2019, del Ministerio de Ambien-
te y Desarrollo Sostenible. Adopta los requisitos y 
evidencias de contribución al desarrollo soste-
nible del país, establece el procedimiento para la 
aprobación nacional de programas de actividades 
(PoA- por sus siglas en inglés) bajo el Mecanismo 
de Desarrollo Limpio (MDL) y reglamenta la auto-
rización de las entidades coordinadoras.

•	 Resoluciones 1962 y 2210 de 2017 del Ministe-
rio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, por 
las cuales se expide el límite del indicador de 
cociente del inventario de emisiones de ga-
ses de efecto invernadero del Etanol Anhidro 
Combustible Desnaturalizado y se adoptan 
otras disposiciones y se modifica el artículo 
el artículo 11 de la Resolución 1962.

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Ley 1931 de 2018. “Por la cual se establecen di-
rectrices para la gestión del Cambio Climático”, 
artículos 8 y 9.

•	 Ley 1972 de 2019, establece medidas tendientes 
a la reducción de emisiones contaminantes al 
aire provenientes de fuentes móviles que circu-
len por el territorio nacional, haciendo énfasis en 
el material particulado, con el fin de resguardar 
la vida, la salud y el goce de un ambiente sano.

•	 Decreto 298 del 2016. “Por el cual se establece 
la organización y funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Cambio Climático y se dictan 
otras disposiciones”. 

•	 Decreto 926 de 2017, a través del cual se regla-
menta el procedimiento para hacer efectiva la 
no causación del impuesto nacional al carbono. 
Asimismo, incorpora definiciones, organismos 
y formas de verificación de reducciones de 

REFERENCIAS

•	 CONPES 3242 de 2003. Estrategia institucional 
para la venta de servicios ambientales de miti-
gación del cambio climático.

•	 CONPES 3700 de 2011. Estrategia institucional 
para la articulación de políticas y acciones en 
materia de cambio climático en Colombia.

•	 MADS (2012). Estrategia colombiana de desa-
rrollo bajo en carbono (ECDBC). Disponible 
en la página web https://www.minambiente.
gov.co/index.php/component/content/arti-
cle/469-plantilla-cambio-climatico-25.

•	 MADS (2013). Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (PNACC). Disponible 
en la página web http://www.minambiente.

gov.co/index.php/component/content/arti-
cle/476-plantilla-cambio-climatico-%2032.

•	 MADS (2013). Estrategia Nacional para la 
Reducción de las Emisiones debidas a la 
Deforestación y la Degradación Forestal (EN-
REDD+). Disponible en la página web https://
redd.unfccc.int/files/eicdgb_bosques_territo-
rios_de_vida_web.pdf.

•	 MADS (2018). Consideraciones del cam-
bio climático en el ordenamiento territorial. 
Disponible en la página web  http://www.mi-
nambiente.gov.co/images/cambioclimatico/
pdf/desarrollo_y_planificacion/Considera-
ciones_de_Cambio_Climatico_para_el_Orde-
namiento_Territorial_VF.pdf Recuperado el 13 
de diciembre del 2018.
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El cambio climático se ha convertido en uno de 
los temas más relevantes de la política pública a 
escala mundial y nacional y, si bien es un tema de 
responsabilidades globales, sus implicaciones e 
impactos en muchos casos se dan a escala de los 
territorios. Puede afirmarse que, aún en los esce-
narios más optimistas y de mayor compromiso de 
todas las naciones, se prevé un aumento mínimo 
de la temperatura del planeta en 1,5 y 2,5ºC para 
finales de este siglo. Dicho aumento implicará 
cambios importantes en el sistema planetario, lo 
cual hace indispensable tomar, desde ya, medidas 
contundentes para adaptarse a estos cambios. 
De hecho, Colombia es altamente vulnerable a sus 
efectos: de acuerdo con el IDEAM (2017), el 100% 
de los municipios de Colombia tiene algún grado 
de riesgo por cambio climático, especialmente 
las poblaciones que se encuentran ubicadas en 
zonas inundables de las costas y del interior y en 
áreas con suelos inestables de las partes altas 
de las cordilleras. 

Adaptación al cambio climático
Implementación de acciones de adaptación a los efectos del 
cambio climático: monitoreo, seguimiento y evaluación de las 
acciones que se incorporen en los procesos de planificación

De acuerdo con el Panel Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climático  (IPCC), 
la adaptación es el proceso de ajuste al clima 
real o proyectado, así como a sus efectos. En 
los sistemas humanos, la adaptación trata de 
moderar o evitar los daños o aprovechar las 
oportunidades beneficiosas. 

En este contexto es muy importante que tanto 
las entidades territoriales como las comunidades 
cuenten con la información necesaria para saber 
qué tan vulnerables son al cambio climático en 
lo social, económico y ambiental, y también, para 
identificar las oportunidades de adaptación. 
Esto requiere el fortalecimiento de las entidades 
territoriales, especialmente en su capacidad 
para formular, monitorear y evaluar acciones de 
adaptación que se incorporen en los procesos 
de planificación. La conservación y gestión ade-
cuada de los sistemas naturales en los territorios, 
así como la aplicación de soluciones basadas en 
la naturaleza, son herramientas clave que deben 
ser consideradas en el marco de estas acciones 
para la construcción de territorios resilientes. 

En vista del carácter local de la mayoría de estas 
acciones, el rol de los alcaldes y gobernadores 
en la adaptación al cambio climático es de mucha 
importancia. Algunas de las acciones a conside-
rar son: la conservación de las micro-cuencas y 
reforestación de las mismas, la adquisición de 
predios y zonas de reserva natural, la restaura-
ción de áreas ambientalmente degradadas (en 
particular en zonas de alto riesgo climático) y el 
control de la erosión. Desde el punto de vista am-
biental, es claro que los territorios que protegen 
y usan sosteniblemente sus ecosistemas y su 
biodiversidad, estarán mucho mejor preparados 
para enfrentar los cambios que vendrán como 
consecuencia del cambio global.

De ahí que en la Tercera 
Comunicación Nacional del 
IDEAM a la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre 
Cambio Climático (CMNUCC) 
(2017), se tiene que para el 
2040, el 59% de los municipios 
colombianos estarán en riesgo 
medio alto y 25% en riesgo alto 
por cambio climático.
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La Ley 1931 de 2018 establece las directrices para la gestión del cambio climático 
en las decisiones de las personas públicas y privadas, la concurrencia de la Nación, 
departamentos, municipios, distritos, áreas metropolitanas y autoridades ambientales 
principalmente, en las acciones de adaptación al cambio climático.

Asimismo, la Ley 1523 de 2012, que adoptó la Política Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres, incluyó obligaciones en cabeza de las autoridades del orden nacional, 
departamental y municipal, que son relevantes para la adopción al cambio climático, 
especialmente en zonas con riesgos originados por condiciones hidro-climáticas.

En este sentido encontramos las siguientes obligaciones, a saber:

Obligaciones de municipios
	 Incorporar dentro de sus planes de desarrollo y de ordenamiento territorial, la 

gestión del cambio climático teniendo como referencia los planes integrales de 
gestión del cambio climático territoriales (PIGCCT) y los planes integrales de 
gestión del cambio climático sectoriales (PIGCCS) de su departamento. 

	 Formular e implementar planes de gestión del riesgo para priorizar, programar y 
ejecutar acciones, en el marco de los procesos de conocimiento del riesgo, de 
reducción del riesgo y de manejo del desastre.

	 Implementar acciones asociadas a la protección de ecosistemas costeros. 

	 Implementar acciones de conservación y protección de ecosistemas en general.

Obligaciones de departamentos
	 Los municipios y distritos con territorio costero deberán adoptar e implementar, en 

el marco de sus competencias y bajo los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad, programas, proyectos y acciones frente a la erosión costera.

	 Incorporar la gestión del cambio climático dentro de los planes de desarrollo. 

	 Incorporar la gestión de cambio climático en otros instrumentos de planeación con 
los que cuente el departamento. 

	 Formular los PIGCCT (conjuntamente con las autoridades ambientales regionales), 
de acuerdo con las características de su jurisdicción, y así mismo realizar segui-
miento a la implementación de acuerdo con los lineamientos que establezca el 
Sistema Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA). 
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	 Reportar al SISCLIMA el estado de avance de los planes, proyectos e inversiones 
en el marco de la gestión del cambio climático. 

	 Brindar orientación a los municipios de la respectiva jurisdicción departamental 
para que en los procesos de planeación, gestión y ejecución de la inversión se 
incluya la gestión del cambio climático. 

	 Responder por la implementación de los procesos de conocimiento y reducción del 
riesgo y de manejo de desastres en el ámbito de su competencia territorial.

	 Poner en marcha y mantener la continuidad de los procesos de gestión del riesgo 
de desastres en su territorio, así como integrar en la planificación del desarrollo 
departamental, acciones estratégicas y prioritarias en materia de gestión del 
riesgo, especialmente a través del Plan de Desarrollo Departamental y demás 
instrumentos de planificación bajo su responsabilidad.

	 Si son departamentos con territorio costero, incluir en sus PIGCCT, la formulación, 
adopción e implementación de acciones de adaptación al cambio climático incluidas, 
entre otras, las relacionadas con protección frente a la erosión costera y demás accio-
nes asociadas a la protección de ecosistemas costeros.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Adaptación al Cambio Climático
Es el proceso de ajuste a los efectos presentes 
y esperados del cambio climático. En ámbitos 
sociales de decisión, corresponde al proceso de 
ajuste que busca atenuar los efectos perjudiciales 
y/o aprovechar las oportunidades beneficiosas 
presentes o esperadas del clima y sus efectos. En 
los socioecosistemas, el proceso de ajuste de la 
biodiversidad al clima actual y sus efectos puede 
ser intervenido por la sociedad con el propósito 
de facilitar el ajuste al clima esperado (Artículo 
3 Ley 1931 de 2018).

Vulnerabilidad
Susceptibilidad o fragilidad física, económica, so-
cial, ambiental o institucional de sufrir efectos 
adversos en caso de que un evento físico asociado 
a un fenómeno hidro-climatológico se presente. 
Corresponde a la predisposición a sufrir pérdi-
das o daños de los seres humanos y sus medios 
de subsistencia, así como al deterioro de los 
ecosistemas, la biodiversidad, los servicios eco-
sistémicos, el recurso hídrico, los sistemas físicos, 
sociales, económicos y de apoyo que pueden ser 
afectados (Artículo 2 Ley 1931 del 2018).
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Las entidades territoriales enfrentan retos para 
incorporar la adaptación al cambio climático en 
la planeación de las áreas bajo su jurisdicción. 
De un lado, deben contar con un análisis de vul-
nerabilidad del territorio, de las comunidades y 
de las actividades económicas. Y de otro, deben 
conocer las proyecciones o escenarios climáti-
cos futuros. Los municipios deben crear planes 
de adaptación siguiendo aquellos formulados 
por la gobernación y la autoridad ambiental res-
pectiva, por lo que es necesario un alto grado de 
coordinación interinstitucional. Con base en los 
riesgos identificados, se deben establecer es-
trategias para enfrentar las nuevas condiciones 
derivadas del cambio climático. La no superación 
de estas barreras significa que, ante los cam-
bios esperados en temperatura, precipitación 
y aumento en la frecuencia de ocurrencia de 
eventos climáticos extremos, sin estrategias 
de adaptación, las comunidades pueden ver 

afectados sus medios de vida, se incrementen 
las tasas de morbilidad y mortalidad, se afecte 
la infraestructura básica y se pierdan oportuni-
dades ante nuevos escenarios climáticos.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos. Incluye las 
siguientes metas: Fortalecer la resilencia y ca-
pacidad de adaptación a los riesgos climáticos 
y desastres naturales (13.1); Incorporar medidas 
relativas al cambio climático en las políticas, es-
trategias y planes nacionales (13.2); Mejorar la 
educación, sensibilización y capacidad humana 
e institucional respecto de la adaptación al 
cambio climático y la reducción de sus efectos 
y alerta temprana (13.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 1: Fin de la pobreza: Poner fin a 
la pobreza en todas sus formas en 

todo el mundo. Para 2030 propone como meta 
fomentar la resilencia de los pobres y las per-
sonas vulnerables a los fenómenos climáticos 
extremos (1.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible  
No. 2: Hambre cero: Poner fin al 
hambre, lograr la seguridad alimen-

taria y la mejora de la nutrición y promover la 
agricultura sostenible y su meta de aplicar 
prácticas agrícolas resilientes que fortalezcan 
la adaptación (2.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9: Industria, innovación e in-
fraestructura: Construir estructuras 

resilientes, promover la industrialización inclusi-
va y sostenible y fomentar la innovación. Plantea 
el desarrollo de infraestructuras resilientes (9.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades 
sostenibles: Lograr que las ciudades 

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de Colombia.
•	 Ley 1523 de 2012 “Por la cual se adopta la 

política nacional de gestión del riesgo de 
desastres y se establece el Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres y se dic-
tan otras disposiciones”, artículos 12, 13 y 14.

•	 Ley 1931 de 2018 “Por la cual se establecen 
directrices para la gestión del cambio cli-
mático”, artículos 8 y 9.

•	 Decreto 298 del 2016 “Por el cual se esta-
blece la organización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Cambio Climático y se 
dictan otras disposiciones”.
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y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. Propone 
para 2030, aumentar la urbanización soste-
nible (11.3) e incrementar considerablemente, 
el número de ciudades y asentamientos hu-
manos que adoptan e implementan políticas y 
planes integrados para promover la inclusión, 
el uso eficiente de los recursos, la mitigación 
del cambio climático y la adaptación a él y la 
resiliencia ante los desastres, y desarrollar 
y poner en práctica, en consonancia con 
el Marco de Sendai para la Reducción del 
Riesgo de Desastres 2015-2030, la gestión 
integral de los riesgos de desastre a todos 
los niveles (11B).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terres-
tres: Proteger, restablecer y promover 

el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, 
efectuar una ordenación sostenible de los 
bosques, luchar contra la desertificación, de-
tener y revertir la degradación de las tierras y 
poner freno a la pérdida de diversidad biológica. 
Como metas para 2030 plantea luchar contra 
la desertificación, rehabilitar tierras y suelos 
degradados (15.3) y para 2020, promover la 
gestión sostenible de todos los tipos de bos-
ques, poner fin a la deforestación, recuperar los 
bosques degradados e incrementar la foresta-
ción y la reforestación a nivel mundial (15.2).

•	 MADS (2013). Estrategia Nacional para la 
Reducción de las Emisiones debidas a la 
Deforestación y la Degradación Forestal 
(ENREDD+). Disponible en la página web 
https://redd.unfccc.int/files/eicdgb_bos-
ques_territorios_de_vida_web.pdf

•	 Procuraduría General de la Nación (2014). 
Memorando No.0017 de junio de 2014 
“Reflexiones en materia de adaptación al 
cambio climático”.

•	 Procuraduría General de la Nación (2015). 
Capacidad de adaptación de los municipios 
de Colombia al cambio climático: Informe 
Preventivo.

•	 Procuraduría General de la Nación (2016).
Oficio No. 379 de Abril de 2016 “Insumo 
en materia de Cambio Climático para la 
construcción del nuevo Plan de Desarro-
llo Municipal”.

•	 Procuraduría General de la Nación (2017).
Oficio No. 905 de junio de 2017 “Insumos 
relacionados con POT y Cambio Climático”.

•	 Procuraduría General de la Nación (2018).
Directiva No. 002 de marzo de 2018 “Li-
neamientos con relación al cumplimiento 
de la Política Nacional de Cambio Cli-
mático y el Sistema Nacional de Cambio 
Climático SISCLIMA”.
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De acuerdo con el Informe de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible “la infraestructura, la indus-
trialización y la innovación son los tres impulsores 
del crecimiento económico. Cuando la inclusión, 
la resiliencia y la sostenibilidad son factores en 
la implementación de estas fuerzas impulsoras, 
el crecimiento económico puede apoyar el desa-
rrollo sostenible” (Naciones Unidas, 2017).

A nivel global, se estima que la construcción em-
plea alrededor del 7% de la población en edad 
de trabajar y es uno de los sectores económicos 
más importantes del mundo, con gastos anuales 
de hasta US$ 10 billones en bienes y servicios 
(McKinsey & Company, 2017). El sector de la 
construcción y edificaciones representó en 2018 
el 36% del uso final de la energía y el 39% de las 
emisiones de dióxido de carbono (CO2) relacio-
nadas con energía. De este último, 11% proviene 
de la fabricación materiales y productos para la 
construcción como acero, cemento y vidrio (Alian-
za Global para Edificios y Construcción, 2019).

Es por ello que, jefes de Estado y de Gobierno, 
ministros y representantes de alto nivel, acogie-
ron en la Conferencia Habitat III de Naciones 
Unidas la “Nueva Agenda Urbana”, documento 
considerado una hoja de ruta para el desarrollo 
sostenible de las ciudades. Se mencionan en 
relación con las construcciones sostenibles los 
siguientes compromisos:  

•	 Alentar a los gobiernos nacionales, sub-
nacionales y locales, según el caso, a 
que desarrollen modos de construcción y 
edificios eficientes desde el punto de vista 
energético, y fuentes de energía sostenibles, 
renovables y asequibles; y a que promuevan 

Construcciones 
sostenibles
Importancia de diseñar construcciones sostenibles

la conservación de la energía y la eficiencia 
en su utilización, fundamentales para hacer 
posible la reducción de las emisiones de 
gases de efecto invernadero y las emisiones 
de carbono negro. 

•	 Hacer un uso sostenible de los recursos na-
turales y centrar la atención en la eficiencia 
de los recursos de materias primas y mate-
riales de construcción, como el cemento, los 
metales, la madera, los minerales y la tierra. 
Establecer unas instalaciones seguras de reci-
claje y recuperación de materiales, fomentar la 
creación de edificios sostenibles y resilientes 
y dar prioridad a la utilización de materiales 
locales, no tóxicos y reciclados y pinturas y 
revestimientos libres de aditivos de plomo.

Algunas de las acciones que se pueden conside-
rar para agilizar la transición hacia construcciones 
sostenibles se mencionan a continuación: 

•	 Reducir el uso de energías 
no renovables

•	 Incrementar el nivel 
de aprovechamiento 
de aguas lluvias.

•	 Aumentar el uso de materiales 
que cumplan estándares 
ambientales nacionales 
establecidos con el Sello 
Ambiental Colombiano.
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•	 Incrementar el nivel de 
aprovechamiento de residuos 
sólidos reciclables.

•	 Reducir emisiones en el 
ciclo de vida del proyecto 
constructivo y después, 
durante su funcionamiento.

•	 Limitar las edificaciones en 
zonas con nivel de riesgo.

•	 Incorporar criterios de 
sostenibilidad en los códigos 
de construcción que 
promuevan el uso eficiente 
de los recursos (energía, 
recurso hídrico, entre otros).

•	 Promover el uso sostenible 
del suelo destinado para 
la construcción mediante 
los instrumentos de 
planificación del territorio. 

es uno de los mayores consumidores y 
generadores de pérdidas de energía final, re-
presentando el 22% de la demanda nacional.

•	 En materia de consumo de agua, de acuerdo 
con cifras del Sistema Único de Información 
de Servicios Públicos (2014), en las principa-
les ciudades de Colombia, las edificaciones 
residenciales concentran el 79% de dicho 
consumo (CONPES 3919 de 2018). 

•	 Frente al impacto en materiales de construc-
ción, el Consejo Internacional de Investigación 
e Innovación en Edificaciones y Construcción 
(CIB, por sus siglas en inglés), el Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
y el Centro de Tecnología Medioambiental 
(UNEP-IETC, por sus siglas en inglés) (2002), 
estiman que la producción de materiales 
férreos, cemento, vidrio, ladrillos y cal son 
responsables de la producción anual del 20% 
de las emisiones de dioxinas y furanos a la 
atmósfera (CONPES 3919 de 2018). 

Recientemente se determinó que las emisio-
nes derivadas de la producción de materiales, 
como porcentaje de los GEI globales, au-
mentaron del 15% en 1995 al 23% en 2015 
(Naciones Unidas, 2019). Esto equivale al 
porcentaje de las emisiones de GEI derivadas 
de la agricultura, la silvicultura y el cambio en 
el uso de la tierra combinados.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Construcción sostenible
Se entiende por construcción sostenible el 
conjunto de medidas pasivas y activas, en 
diseño y construcción de edificaciones, que 
permiten alcanzar los porcentajes mínimos 
de ahorro de agua y energía señalados en el 
artículo quinto de la Resolución 0549 de 2015, 
encaminadas al mejoramiento de la calidad de 
vida de sus habitantes y al ejercicio de actua-
ciones con responsabilidad ambiental y social 
(Artículo 2 Resolución 0549 de 2015).

Cabe anotar que, de acuerdo con el Documento 
Conpes 3919 de 2018 “Política Nacional de Edi-
ficaciones Sostenibles”, el consumo de energía, 
agua y el impacto de los materiales de construc-
ción, son utilizados en los siguientes porcentajes 
y contribuyen con las emisiones de gases efecto 
invernadero en las siguientes proporciones: 

•	 En materia de consumo de energía, según el 
plan indicativo de eficiencia energética ela-
borado por el Ministerio de Minas y Energía 
y la Unidad de Planeación Minero Energética 
(UPME, 2016), el sector de las edificaciones 
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El Artículo 2.2.7.1.4 del Decreto 1285 de 2015 estableció que el Gobierno Nacional 
por conducto del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, promoverá que los 
municipios y distritos establezcan incentivos para la implementación de las medidas 
de construcción sostenible.

Por su parte, el artículo 2.2.7.1.5 de este mismo Decreto hace la siguiente referencia: “Rigor 
Subsidiario. Los municipios y distritos en ejercicio de sus competencias podrán definir 
medidas de construcción sostenible más estrictas a las establecidas por el Gobierno 
Nacional, siempre que el establecimiento de las mismas se soporte en estudios técnicos, 
se establezcan incentivos para su cumplimiento y se mantenga el régimen de transición, 
gradualidad y guías de referencia previstos en la mencionada resolución”. 

Obligaciones de municipios
	 Establecer medidas, planes, políticas y programas para promover la construcción 

sostenible en su territorio. 

	 Crear incentivos a la construcción sostenible para edificaciones existentes o 
nuevas. Esto puede ser una estrategia para densificar zonas de interés o vacíos 
urbanos. Por ejemplo, que por la incorporación de medidas/criterios de eficiencia 
energética se aumenten los metros cuadrados aprobados para construcción.

	 Promover la producción y comercialización de insumos para la construcción, 
resultantes de procesos de producción limpia, e incentivar las buenas prácticas 
constructivas (BPC) en las diferentes fases de la actividad.

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Ley 1523 de 2012. “Por la cual se adopta la 
política nacional de gestión del riesgo de de-
sastres y se establece el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan 
otras disposiciones”.

•	 Decreto 1285 de 2015. “Por el cual se modi-
fica el Decreto 1077 de 2015, Decreto Único 

Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad 
y Territorio, en lo relacionado con los linea-
mientos de construcción sostenible para 
edificaciones”.

•	 Resolución 0549 de 2015. “Por la cual se regla-
menta el Capítulo 1 del Título 7 de la parte 2, 
del Libro 2 del Decreto 1077 de 2015, en cuanto 
a los parámetros y lineamientos de construc-
ción sostenible y se adopta la Guía para el 
ahorro de agua y energía en edificaciones”. 

•	 Norma Técnica Colombiana (NTC) 6112 de 2016, 
bajo el Sello Ambiental Colombiano (SAC).
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

La mayoría de departamentos y municipios 
carecen de criterios de sostenibilidad para 
todos los usos y dentro de la totalidad del 
ciclo de vida de las edificaciones. Igualmente 
se observa una débil implementación y segui-
miento de la reglamentación existente, y una 
baja coordinación y colaboración interinstitu-
cional para la efectiva implementación de las 
iniciativas en construcción sostenible.

En general existen barreras en la divulgación, 
implementación y control de las normas rela-
tivas en la materia, por parte de las entidades 
territoriales y falta de liderazgo de la cabeza 
del sector ambiental y vivienda para articular 
la regulación salvo las asociaciones de cons-
tructores como es la Cámara Colombiana de 
la Construcción (CAMACOL).

También se observa falta de capacitación a 
los curadores urbanos para que promuevan 
en el marco de sus funciones la construcción 
sostenible.

Todos estos problemas traen consecuencias 
como el consumo excesivo (o innecesario) de 
materiales, energía y agua; el incremento en 
la emisión de gases efecto invernadero (GEI), 
asociados a la extracción de materiales, y al 
funcionamiento y ocupación de las edifica-
ciones; afectaciones de salud a la población 
por el uso de materiales contaminantes; y 
por último, pérdida de oportunidades para 
la construcción de ciudades sostenibles e 
inteligentes en el marco de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030.

OBJETIVOS DE DESARROLLO  
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
9: Fomentar la innovación y crear infraes-
tructura resiliente al cambio climático y 

con el que se propone como meta desarrollar in-
fraestructuras fiables, sostenibles, resilientes y de 
calidad para apoyar el desarrollo económico y el 
bienestar humano, haciendo hincapié en el acceso 
asequible y equitativo para todos (9.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
11: Apoyar el desarrollo de ciudades y 
comunidades eficientes sostenibles, que 

incluye como meta reducir para el impacto am-
biental negativo de las ciudades (11.6) y aumentar 
considerablemente el número de ciudades y asen-
tamientos humanos que adoptan e implementan 
políticas y planes integrados para promover el uso 
eficiente de los recursos, la mitigación del cambio 
climático y la adaptación a él y la resiliencia ante 
los desastres (11b).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 7: 
Promover el uso de energías renovables, 
que para el año 2030 propone como 

meta aumentar considerablemente la proporción 
de energía renovable en el conjunto de fuentes 
energéticas (7.2) y duplicar la tasa mundial de 
mejora de la eficiencia energética (7.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
13: Consistente en adoptar medidas ur-
gentes para combatir el cambio climático 

y sus efectos. Propone fortalecer la resiliencia y 
la capacidad de adaptación a los riesgos relacio-
nados con el clima y los desastres naturales en 
todos los países (13.1).
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Colombia es un país altamente vulnerable y 
expuesto a los desastres, sean estos de origen 
natural o antrópico. De hecho, el país se ha 
enfrentado con alguna frecuencia a fenómenos 
como sismos, terremotos, inundaciones de gran 
escala e incendios forestales, que en muchos 
casos son de difícil predicción. De otro lado, 
desastres provenientes del colapso de obras 
de infraestructuras como puentes, carreteras o 
grandes centrales hidroeléctricas han afectado 
múltiples territorios y poblaciones. 

Ante este escenario, la Constitución Política de 
1991, dispone que las autoridades de la Nación 
están instituidas para proteger a todas las per-
sonas residentes en Colombia, en su vida, honra 
y bienes. De ahí que las normas relativas en la 
materia establecieran que la gestión del riesgo 
es responsabilidad de las autoridades públicas 
y de los habitantes del territorio, incluyendo, 
en su respectiva jurisdicción, a los alcaldes y 
gobernadores como instancias de dirección 
del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo de 
Desastres (SNGRD). 

Por otro lado, de acuerdo con información repor-
tada por la Procuraduría General de la Nación 
(2015), se tiene que solo 15 de los 32 departa-
mentos cuentan con planes departamentales de 
gestión del riesgo de desastres, y solo 404 de 
1.102 municipios, cuentan con planes municipales 
de gestión del riesgo de desastres. 

De ahí la importancia de la gestión del riesgo, 
la cual tiene el propósito  explícito de contri-
buir y garantizar  la seguridad, el bienestar, la 
calidad de vida de las personas y al desarrollo 
sostenible, y en general el goce pacífico de 
los derechos fundamentales y colectivos de 
los ciudadanos.

Instrumentos para  
la gestión del riesgo  
de desastres
Acciones para garantizar la seguridad, 
el bienestar y la calidad de vida de las 
personas frente a los desastres naturales

Con respecto a los incendios, 
rescates y la atención de incidentes 
con materiales peligrosos (los 

cuales son cubiertos por cuerpos 
de bomberos oficiales, voluntarios 
y aeronáuticos), es importante 
anotar que, de acuerdo con cifras 
emitidas por la Dirección Nacional de 
Bomberos de Colombia (2017), solo 
existen 788 cuerpos de bomberos 
para atender las emergencias de los 
1.102 municipios del país, aun cuando 
la ley exige la existencia de un cuerpo 
en cada municipio.
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Los alcaldes son los responsables directos de la implementación de los procesos de 
gestión de riesgos en el área de su jurisdicción. Los gobernadores son responsables 
de poner en marcha y mantener la continuidad de los procesos de gestión del riesgo 
de desastres en su territorio, por lo que se señalan sus principales obligaciones en la 
materia, las que deben desarrollarse de manera articulada: 

Obligaciones de municipios
	 Incluir en el Plan de Desarrollo Municipal el componente de prevención de desastres.

	 Incluir las partidas presupuestales que sean necesarias para la realización de las 
tareas que le competen en materia de conocimiento y reducción de riesgos y de 
manejo de desastres. 

	 Formular, concertar, adoptar y actualizar el Plan de Gestión del Riesgo de Desastres, 
los planes de contingencia y la estrategia para la respuesta a emergencias.

	 Crear el Fondo de Gestión del Riesgo como cuenta especial con autonomía técnica 
y financiera para la adopción de medidas de conocimiento y reducción del riesgo, 
preparación, respuesta, rehabilitación y reconstrucción de desastres, que guarden 
coherencia con los niveles de riesgo de su jurisdicción.

	 Presentar proyecto de acuerdo municipal para establecer sobretasas o recargos a los 
impuestos de industria y comercio, impuesto sobre vehículo automotor, demarcación 
urbana, predial, de acuerdo con la Ley y para financiar la actividad de los bomberos.

	 Celebrar contratos y/o convenios con los cuerpos de bomberos voluntarios.

	 Conformar y dirigir el Consejo municipal o distrital de Gestión del Riesgo de Desastres.

Obligaciones de departamentos
	 Incluir en el Plan de Desarrollo Departamental el componente de prevención de 

desastres, así como las apropiaciones que sean indispensables para el efecto en los 
presupuestos anuales.

	 Formular, concertar, adoptar y actualizar el plan de gestión del riesgo de desastres, los 
planes de contingencia y la estrategia para la respuesta a emergencias.

	 Crear el Fondo de Gestión del Riesgo como cuenta especial con autonomía técnica 
y financiera para la adopción de medidas de conocimiento y reducción del riesgo, 
preparación, respuesta, rehabilitación y reconstrucción de desastres, que guarden 
coherencia con los niveles de riesgo de su jurisdicción.

	 Presentar proyecto de ordenanza para establecer estampillas, tasas o sobretasas 
a contratos, obras públicas, interventorías, concesiones o demás que sean de 
competencia del orden departamental y/o donaciones y contribuciones para 
financiar la actividad bomberil.
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	 Presentar proyecto de ordenanza para la creación del Fondo Departamental 
de Bomberos, como una cuenta especial del departamento, con independencia 
patrimonial, administrativa contable y estadística con fines de interés público y 
asistencia social y destinada a la financiación de la actividad de la delegación 
departamental de bomberos y al fortalecimiento de las instituciones bomberiles de 
la respectiva jurisdicción.

	 Conformar y dirigir el Consejo departamental de Gestión del Riesgo de Desastres.

	 Integrar las Juntas Departamentales de Bomberos.

	 En aplicación del principio de subsidiariedad, suministrar apoyo técnico y la 
financiación del fondo departamental y/o nacional de bomberos para asegurar la 
prestación de este servicio bomberil a los municipios de menos de 20.000 habitantes.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Gestión del riesgo
Es el proceso social de planeación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de políticas y acciones 
permanentes para el conocimiento del riesgo y 
promoción de una mayor conciencia de este, impe-
dir o evitar que se genere, reducirlo o controlarlo 
cuando ya existe y para prepararse y manejar las 
situaciones de desastre, así como para la poste-
rior recuperación entiéndase: rehabilitación y 
reconstrucción. Estas acciones tienen el propósito 
explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar 

y calidad de vida de las personas y al desarrollo 
sostenible (artículo 4 de la Ley 1523 de 2012). 

Riesgo de desastres
Corresponde a los daños o pérdidas potenciales 
que pueden presentarse debido a los eventos físi-
cos peligrosos de origen natural, socio-natural o 
tecnológico, biosanitario o humano no intencional, 
en un período de tiempo específico y que son de-
terminados por la vulnerabilidad de los elementos 
expuestos; por consiguiente, el riesgo de desastres 
se deriva de la combinación de la amenaza y la 
vulnerabilidad (artículo 4 de la Ley 1523 de 2012). 

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Según la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres (UNGRD), el principal pro-
blema que enfrentan las entidades territoriales 
para aplicar procesos de la gestión del riesgo 
está en la baja capacidad en la implementación 
de los componentes del SNGRD. Esta falta de 
capacidad se traduce, entre otros, en desco-
nocimiento de las condiciones de riesgo de 

los territorios, limitando las posibilidades de 
formular e implementar planes robustos para la 
gestión del riesgo. 

Otro problema que enfrentan las entidades 
territoriales consiste en el deficiente control, 
seguimiento y monitoreo de la implementación 
de los planes de gestión del riesgo de desas-
tres, lo que ocasiona la desactualización de los 
planes, así como la posible intensificación de 
las amenazas por falta de acciones preventivas.
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. Entre sus metas 
propone a 2030, asegurar el acceso de todas 
las personas a viviendas y servicios básicos 
adecuados, seguros y asequibles y mejorar los 
barrios marginales (11.1), así como aumentar la ur-
banización inclusiva y sostenible y la capacidad 
para la planificación y la gestión participativas, 
integradas y sostenibles de los asentamientos 
humanos en todos los países (11.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
13: Acción por el clima: Adoptar medidas 
urgentes para combatir el cambio climáti-

co y sus efectos. Entre las metas se encuentra: De 
aquí a 2030, reducir significativamente el número 
de muertes causadas por los desastres, incluidos 
los relacionados con el agua, y de personas afec-
tadas por ellos, y reducir considerablemente las 
pérdidas económicas directas provocadas por 
los desastres en comparación con el producto 
interno bruto mundial, haciendo especial hincapié 
en la protección de los pobres y las personas en 
situaciones de vulnerabilidad (11.5).

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política de 1991.
•	 Ley 1523 de 2012 “Por la cual se adopta la 

política nacional de gestión del riesgo de de-
sastres y se establece el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan 
otras disposiciones”, artículos 2, 5, 9, 12, 13, 
14, 32, 37, 38, 40, 42, 53 y 54.

•	 Ley 1575 de 2012 “Por medio de la cual se 
establece la Ley General de Bomberos de 
Colombia”, artículos 3, 12, 14 y 37.

•	 Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia”, 
artículo 48.
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GRD2012/Guia_PMGRD_2012_v1.pdf.

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terres-
tres: Proteger, restablecer y promover 

el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, 
efectuar una ordenación sostenible de los bos-
ques, luchar contra la desertificación, detener 
y revertir la degradación de las tierras y poner 
freno a la perdida de diversidad biológica. En-
tre las metas se propone Para 2030, luchar 
contra la desertificación, rehabilitar las tierras 
y los suelos degradados, incluidas las tierras 
afectadas por la desertificación, la sequía y las 
inundaciones, y procurar lograr un mundo con 
una degradación neutra del suelo (15.3). 
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La planificación territorial es una forma de 
actuación administrativa que resulta de gran 
importancia para la garantía de los derechos 
y es una forma de diseñar herramientas para 
favorecer el desarrollo económico y social de 
un país y una región, es evidente la estrecha 
relación que existe entre las poblaciones, el te-
rritorio que habitan y el uso que se da al mismo. 

El municipio, como entidad fundamental de la 
organización política - administrativa del Estado, 
desde su autonomía constitucional, debe integrar 
de manera armónica la gestión del riesgo con la 
planificación del territorio y reglamentar los usos 
del suelo a nivel urbano y rural, para asegurar de 
esta manera, el bienestar general y el mejora-
miento de la calidad de vida de la población.  De 
hecho, la Ley 388 de 1997, determina que uno de 
los objetivos del ordenamiento territorial a nivel 
municipal es la gestión del riesgo de desastres. 

inundaciones, movimientos en 
masa y avenidas torrenciales (DNP, 
2018); además, existen cerca de 16 
millones de personas en zonas de 
amenaza sísmica alta, concentradas 
principalmente en las capitales del 
país (DNP, 2018).

Integración de  
la gestión del riesgo en  
la planificación territorial
Prevención de amenazas, desastres  
y riesgos naturales en el territorio

1. 	 https://www.minambiente.gov.co/index.php/gestion-del-riesgo-de-desastres/la-incorporacion-de-riesgo-en-el-ordenamiento-territorial.

De conformidad con estadísticas 
recientes, en Colombia existen 
alrededor de 6,7 millones de 
personas socialmente vulnerables 
y expuestas a amenazas por 

Por esta razón, una de las principales causas del 
riesgo de desastre deviene de la manera como 
se utilice, ocupe o transforme el territorio. Es 
decir, la relación humana con el entorno natural. 
De ahí que el ordenamiento del territorio, en-
tendido como un instrumento para el desarrollo 
económico y social, basado en el espacio te-
rritorial referente a la clasificación de usos del 
suelo y organización física del territorio, resulte 
fundamental a efecto de la gestión del riesgo de 
desastres. Para la incorporación del riesgo en el 
ordenamiento territorial se requiere la elabora-
ción de estudios de amenaza, vulnerabilidad y 
riesgo1. Estos estudios permiten identificar los 
escenarios de riesgo en el territorio, para así 
determinar medidas estructurales y no estructu-
rales para la reducción del riesgo en el territorio.
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De acuerdo con la Constitución Política, el Estado es responsable de la vida, honra, 
bienes de los residentes en el país. Por su parte, la Ley 388 de 1997 en su artículo 1° 
numeral 2° prescribe que el municipio debe velar por la prevención de desastres en 
asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes, 
además de establecer como determinantes de los planes de ordenamiento territorial, 
es decir, normas de superior jerarquía, las políticas, directrices y regulaciones sobre 
prevención de riesgos naturales.

Así las cosas, se determinan una serie de obligaciones para los municipios, distritos 
y departamentos de incorporación de la gestión del riesgo en la ordenación del 
territorio, a través de los Planes de Ordenamiento Territorial (POT), Planes Básicos de 
Ordenamiento Territorial (PBOT) y Esquemas de Ordenamiento Territorial (EOT), así:

Obligaciones de municipios
	 Elaborar los estudios técnicos para la incorporación de la gestión del riesgo en la 

planificación territorial.

	 Integrar en los nuevos o en las revisiones de los POT, PBOT y EOT, las políticas, 
directrices y regulaciones sobre prevención y amenazas de riesgos naturales. 

	 Delimitar y zonificar las áreas con condición de amenaza, las áreas con condición 
de riesgo y determinar las medidas de intervención.

	 Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de 
desastres, así como las áreas con fines de conservación y recuperación paisajística.

Obligaciones de departamentos
	 A través de los Planes de Ordenamiento Departamental del Territorio (PODT) 

deberá establecer directrices para promover la planificación y gestión del riesgo 
natural y antrópico, y apoyar las acciones que contribuyan a la gestión de riesgo en 
el territorio desde la escala departamental y regional.

	 Definir directrices y orientaciones con el fin de determinar los escenarios de uso y 
ocupación del espacio, especialmente en áreas de conurbación en relación con la 
gestión del riesgo de desastres.

	 Establecer políticas de asentamientos poblacionales y centros urbanos, de manera 
que se facilite el desarrollo del territorio, en particular en relación con la gestión del 
riesgo de desastres.

	 Establecer directrices para promover la planificación y gestión del riesgo natural 
y antrópico, y apoyar las acciones que contribuyan a la gestión de riesgo en el 
territorio desde la escala departamental y regional.
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Debido a la heterogeneidad en las capacidades 
institucionales de las entidades territoriales, es 

CONCEPTOS IMPORTANTES

Escenarios de riesgo:
Son fragmentos o campos delimitados de las 
condiciones de riesgo del territorio presentes 
o futuras, que facilitan tanto la compren-
sión y priorización de los problemas como 
la formulación y ejecución de las acciones 
de intervención requeridas. Un escenario de 
riesgo se representa por medio de la caracte-
rización y/o análisis de los factores de riesgo, 
sus causas, la relación entre las causas, los ac-
tores causales, el tipo y nivel de daños que se 
pueden presentar, la identificación de los prin-
cipales factores que requieren intervención, 
así como las medidas posibles a aplicar y los 
actores públicos y privados que deben interve-
nir en la planeación, ejecución y control de las 
líneas de acción (Comunidad Andina, 2018).

Medidas estructurales
Aquellas que comprenden toda construcción 
material que tiene por objeto reducir o evitar 
el posible impacto de las amenazas, o la apli-
cación de técnicas de ingeniería o tecnología 
para lograr la resistencia y resiliencia a las 
amenazas en estructuras o sistemas.

Medidas no estructurales
Son las que no entrañan construcciones mate-
riales y se sirven de conocimientos, prácticas 
o disposiciones para reducir los riesgos de de-
sastres y sus efectos, en particular mediante 
políticas y leyes, la concienciación pública, la 
capacitación y la educación.

frecuente en Colombia que la gestión de riesgos 
se haga más de forma reactiva (es decir, cuando 
ha ocurrido un evento) y no preventiva. En mu-
chos casos los entes territoriales no cuentan con 
análisis actualizados de los riesgos, los cuales 
son la base para el adecuado diseño de planes 
de gestión de riesgo o la actualización o ajuste 
de los planes existentes. Esta falta de análisis 
dificulta la integración efectiva del riesgo de 
desastres en los instrumentos de planificación 
territorial a nivel municipal y departamental. Sin 
la adecuada información sobre las amenazas y 
vulnerabilidad a una escala adecuada, los entes 
territoriales no pueden construir escenarios de 
riesgo y por lo tanto no están preparados para 
la ocurrencia de un desastre. 

Los impactos de la no incorporación de la gestión 
del riesgo en los instrumentos de planificación, 
pueden ser devastadores para municipios y de-
partamentos ante la ocurrencia de un desastre, 
en términos de pérdida de vidas humanas, costos 
por afectación de infraestructura, productividad 
de los sectores, con el consecuente retraso en el 
crecimiento económico. Según datos del Sistema 
de Información Ambiental de Colombia (SIAC), 
se prevé una pérdida anual promedio de 0,49% 
del PIB entre 2011 – 2100, por la ocurrencia de 
desastres de origen climático. En general, los 
impactos por la ocurrencia de desastres contri-
buyen a la profundización de los problemas de 
pobreza y desigualdad ya que la población más 
pobre es la más vulnerable.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELEVANTES

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos. Incluye las 
siguientes metas: Fortalecer la resilencia y ca-
pacidad de adaptación a los riesgos climáticos 
y desastres naturales (13.1); Incorporar medidas 
relativas al cambio climático en las políticas, 
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estrategias y planes nacionales (13.2); Mejorar 
la educación, sensibilización y capacidad huma-
na e institucional respecto de la adaptación al 
cambio climático y la reducción de sus efectos y 
alerta temprana (13.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 1: Fin de la pobreza: Poner fin a 
la pobreza en todas sus formas en 

todo el mundo. Para 2030 propone como meta 
fomentar la resilencia de los pobres y las per-
sonas vulnerables a los fenómenos climáticos 
extremos (1.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 2: Hambre cero: Poner fin al 
hambre, lograr la seguridad alimen-

taria y la mejora de la nutrición y promover la 
agricultura sostenible y su meta de aplicar 
prácticas agrícolas resilientes que fortalez-
can la adaptación (2.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9: Industria, innovación e infraes-
tructura: Construir infraestructuras 

resilientes, promover la industrialización in-
clusiva y sostenible y fomentar la innovación. 
Plantea el desarrollo de infraestructuras resi-
lientes (9.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades 
sostenibles: Lograr que las ciudades 

y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. Propone, 
para 2030 aumentar la urbanización sostenible 
(11.3), así como reducir significativamente el 
número de muertes causadas por los desas-
tres, incluidos los relacionados con el agua, 
y de personas afectadas por ellos, y reducir 
considerablemente las pérdidas económicas 
directas provocadas por los desastres en com-
paración con el producto interno bruto mundial, 
haciendo especial hincapié en la protección de 
los pobres y las personas en situaciones de 
vulnerabilidad (11.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terres-
tres: Proteger, restablecer y promover 

el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, 
efectuar una ordenación sostenible de los bos-
ques, luchar contra la desertificación, detener y 
revertir la degradación dea las tierras y poner 
freno a la pérdida de diversidad biológica. Para 
2020, propone promover la gestión sostenible 
de todos los tipos de bosques, poner fin a la de-
forestación, recuperar los bosques degradados 
e incrementar la forestación y la reforestación 
a nivel mundial (15.2). Como meta para 2030 
plantea luchar contra la desertificación, rehabi-
litar tierras y suelos degradados (15.3). 

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de 1991, artículos 298 
y 300.

•	 Ley 388 de 1997 “Por la cual se modifica la 
Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dic-
tan otras disposiciones”, artículos 1, 8 y 10.

•	 Ley 1523 de 2012 “Por la cual se adopta la 
política nacional de gestión del riesgo de 
desastres y se establece el Sistema Nacio-
nal de Gestión del Riesgo de Desastres y 
se dictan otras disposiciones”, artículos 
39,40 y 41.

•	 Decreto 1807 de 2014 “Por el cual se regla-
menta el artículo 189 del Decreto Ley 019 
de 2012 en lo relativo a la incorporación 
de la gestión del riesgo en los planes de 
ordenamiento territorial y se dictan otras 
disposiciones”.

•	 Decreto 1077 de 2015 “Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, 
artículos 2.2.2.1.3.1.1.3 y 2.2.1.3.3.1.
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Dentro de la búsqueda del bienestar general 
y del mejoramiento de la calidad de vida de la 
población, el Estado debe enfocarse en la so-
lución de necesidades básicas insatisfechas de 
los administrados, con una adecuada prestación 
de servicios públicos, dentro de los cuales el 
saneamiento básico y el suministro de agua 
potable, con estándares mínimos de calidad, 
son prioritarios.

Refuerza este deber, el hecho de que el agua 
potable fue reconocida como derecho huma-
no, mediante Resolución de la ONU, de julio de 
2010, de donde se derivan obligaciones especí-
ficas para los Estados que hacen parte de esta 
organización, quienes desde sus diferentes 
niveles de administración deben, en el caso del 
servicio de agua potable, garantizar no solo su 
disponibilidad y accesibilidad, sino la calidad del 
servicio y del recurso.

Teniendo en cuenta lo que significa en términos 
de salud y bienestar el servicio de agua pota-
ble, su regulación, vigilancia y control, están en 
cabeza del Estado y de manera particular en 
los municipios, aún en el caso de que éste sea 
prestado por un particular. 

En este sentido, la Ley de Servicios Públicos 
Domiciliarios determina cuáles son los deberes 
de intervención del Estado en la prestación de 
estos, en materia de calidad, eficiencia, conti-
nuidad y, en últimas, en términos de mejora de 
la calidad de vida de los usuarios. Las entidades 
territoriales cuentan para esta finalidad, con 
instrumentos para la obtención de recursos, la 
regulación del servicio, los sistemas de informa-
ción, entre otros, teniendo siempre presentes 
los derechos de los usuarios, así como normas 
que regulan la prestación de los servicios pú-

blicos domiciliarios y todo un sistema creado 
para proteger y controlar la calidad del agua 
para consumo humano.

Si bien ha habido esfuerzos para aumentar la 
calidad del agua para consumo humano, estos 
no han sido suficientes. Hasta el momento, se ha 
alcanzado un pico porcentual máximo de 63,6% 
de suministro de agua sin riesgo para el consu-
mo humano, según informe de la Subdirección 
de Salud Ambiental del Ministerio de Salud y 
Protección Social (2019).

Acueducto
Responsabilidades relacionadas con la calidad 
del agua potable para el consumo humano

Esta cifra significa que el 36,4% del 
agua suministrada presenta algún 
nivel de riesgo para el consumo 
humano. El 1,5% representa 
riesgo bajo, mientras que el 9,6% 
representa riesgo medio y el 16,0% 
representa riesgo alto.

El 9.3% del agua suministrada, presenta 
inviabilidad sanitaria. Adicionalmente, mientras 
más pequeño y rural sea el municipio, su 
calidad de agua disminuye, con respecto a los 
grandes y medianos centros urbanos. 

Tienen entonces los municipios y los departa-
mentos del país el gran reto de conservar no solo 
las fuentes de agua, frente a la contaminación y 
sobreexplotación de la que son objeto, sino el 
de alcanzar una cobertura del 100% del servicio 
público de agua potable, de manera continua e 
ininterrumpida para todos los habitantes, con 
óptimas condiciones de calidad.
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Servicios públicos domiciliarios

Obligaciones de municipios
	 Como prestadores del servicio, los municipios deben en primer lugar asegurar 

que la prestación sea eficiente, ya sea que esta se haga por parte de la empresa 
pública o de la privada.

	 Asegurar que los usuarios participen tanto en la gestión como en la fiscalización 
de quien está prestando el servicio.

	 Estratificar los inmuebles e individualizarlos con una nomenclatura alfanumérica, 
para efectos de hacer más eficiente la prestación del servicio.

	 Otorgar subsidios a los usuarios de menos recursos.

	 Prestar el servicio de acueducto de manera directa, cuando ninguna empresa 
haya aceptado la invitación pública para hacerlo, cuando habiendo hecho 
invitación no haya obtenido respuesta o cuando resulte más favorable 
económicamente para el municipio, si este lo asume.

	 Llevar contabilidad separada de la prestación del servicio público de la del municipio, 
con aplicación de las mismas regulaciones de las comisiones, los controles de la 
Superintendencia de Servicios Públicos y en general bajo las mismas reglas que se 
aplicarían a otras entidades prestadoras de servicios públicos.

	 Dedicar un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos corrientes para la 
adquisición y mantenimiento de las áreas que surten de agua los acueductos 
municipales o para financiar esquemas de pago por servicios ambientales en 
esas áreas.

	 Incluir en los planes ambientales municipales un programa para el uso eficiente y 
ahorro del agua, entendido como el conjunto de proyectos y acciones que deben 
elaborar y adoptar las entidades encargadas de la prestación de los servicios de 
acueducto.

	 A través de las normas urbanísticas, localizar y señalar las características de 
la infraestructura de los servicios públicos domiciliarios y velar para que el 
perímetro urbano no sea mayor al perímetro de estos servicios.

Si bien en la implementación y el desarrollo de las actividades de control y calidad 
del agua para consumo humano se comparten responsabilidades con los Ministerios 
de la Protección Social, de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el Instituto 
Nacional de Salud,  como parte integral del Sistema para la Protección y Control de la 
Calidad del Agua para Consumo Humano, las direcciones departamentales, distritales 
y municipales de salud deben:
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	 Llevar, en el sistema de registro para la vigilancia de la calidad del agua para 
consumo humano, los resultados de los análisis de las muestras de agua hechas 
para este fin y correlacionarlos con la información de morbilidad y mortalidad 
asociada al mismo, para determinar el posible origen de los brotes o casos 
reportados en las direcciones territoriales de salud.

	 Supervisar los sistemas de autocontrol de las personas prestadoras del servicio, 
según los protocolos establecidos.

	 Realizar de manera periódica visitas de inspección sanitaria a los sistemas de 
suministro de agua para consumo humano y certificar o no, el cumplimiento de las 
buenas prácticas sanitarias.

	 Vigilar las características físicas, químicas y microbiológicas del agua, en la red de 
distribución y en otros medios de suministro de esta.

	 En coordinación con las autoridades ambientales y las personas prestadoras 
que suministran o distribuyen el agua, velar por el cumplimiento de la franja de 
seguridad para la aplicación de plaguicidas en las cuencas que abastecen los 
acueductos municipales.

	 Calcular el Índice de Riesgo de Calidad de Agua para Consumo Humano (IRCA) 
y reportar los datos del Índice de Riesgo Municipal por Abastecimiento de Agua 
para Consumo Humano – (IRABAm), al Subsistema de Calidad de Agua Potable - 
SIVICAP de su jurisdicción.

	 Certificar la calidad del agua para consumo humano en su jurisdicción, cuando sea 
solicitada, de acuerdo con los aspectos establecidos en la norma.

	 Coordinar con las autoridades sanitarias departamentales de su jurisdicción las 
acciones de vigilancia del agua para consumo humano y consolidar y registrar los 
resultados de la calidad del agua y de su riesgo.

	 Inspeccionar, vigilar y controlar a los laboratorios que realizan los análisis físicos, 
químicos y microbiológicos al agua para consumo humano.

	 Elaborar, revisar y actualizar cada año, el mapa de riesgos de calidad de agua 
para consumo humano e identificar factores de riesgo y las características de las 
fuentes de agua que puedan afectar la salud humana, en coordinación con los 
Comités de Vigilancia Epidemiológica (COVES).

	 Realizar por intermedio de sus autoridades sanitarias un número mínimo de 
muestras de calidad física y química del agua, para contribuir a la metodología 
nacional para el seguimiento de la calidad del agua, que conforma el informe 
nacional INCA.
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Obligaciones de departamentos
	 Apoyar y coordinar la prestación de los servicios públicos, de acuerdo con la ley y 

los reglamentos que expida la Asamblea Departamental. 

	 Apoyar financiera, técnica y administrativamente a las empresas de servicios 
públicos que operen en el Departamento, a los municipios que presten el servicio 
de manera directa y a las empresas con participación de la Nación o de los 
departamentos.

	 Organizar sistemas de coordinación de las entidades prestadoras de servicios 
públicos.

	 Promover la organización de asociaciones de municipios para la prestación de 
servicios públicos, así como la celebración de convenios interadministrativos para 
la prestación de servicios públicos.

	 Promover y coordinar el sistema de participación, para favorecer la participación 
ciudadana.

	 Contar, en términos de cobertura, con al menos un laboratorio autorizado 
para realizar cualquiera de los tipos de análisis autorizados (físicos, químicos, 
microbiológicos).

	 Para el seguimiento y control de la calidad del agua potable, contar con 
información de vigilancia actualizada, que permita evaluar el comportamiento y el 
resultado y eficacia de las estrategias de seguimiento realizadas por las diferentes 
entidades de control.

	 Dedicar un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos corrientes para la adquisición 
y mantenimiento de las áreas que surten de agua los acueductos regionales o para 
financiar esquemas de pago por servicios ambientales en esas áreas.

	 Incluir en los planes ambientales regionales, un programa para el uso eficiente y 
ahorro del agua, entendido como el conjunto de proyectos y acciones que deben 
elaborar y adoptar las entidades encargadas de la prestación de los servicios de 
acueducto.
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CONCEPTOS IMPORTANTES

Servicio Público de Acueducto
Llamado también servicio público domi-
ciliario de agua potable. Es la distribución 
municipal de agua apta para el consumo 
humano, incluida su conexión y medición. 
Se incluyen las actividades complemen-
tarias tales como captación de agua y su 
procesamiento, tratamiento, almacena-
miento, conducción y transporte (Artículo 
14.23 Ley 142 de 1994).

nores de cinco años. Los impactos en la salud 
tienen, además, consecuencias en cuanto a los 
costos asociados a la atención médica de las 
personas afectadas. De otro lado, la falta de 
conciencia en cuanto al uso eficiente del agua 
puede tener impactos en la sobre explotación 
de fuentes abastecedoras y, en suma, contribuir 
a la escasez del líquido, en especial en épocas 
de verano, con las consecuencias al bienestar 
y a la calidad de vida de las personas. 

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
6: Agua Limpia y Saneamiento: Garanti-
zar la disponibilidad de agua y su gestión 

sostenible y el saneamiento para todos. En este 
objetivo y como parte de las responsabilidades 
derivadas de la prestación del servicio, revisten 
especial importancia las metas dirigidas a lograr 
en el año 2030 el acceso universal y equitativo 
al agua potable a un precio asequible para todos 
(6.1), aumentar considerablemente el uso eficien-
te de los recursos hídricos en todos los sectores 
y asegurar la sostenibilidad de la extracción y el 
abastecimiento de agua dulce para hacer frente a 
la escasez de agua y reducir considerablemente 
el número de personas que sufren falta de agua 
(6.4) y la gestión integrada (6.5) de los recursos 
hídricos, así como la protección y restablecimien-
to de los ecosistemas relacionados con el agua, 
incluidos bosques, montañas, humedales, ríos, 
acuíferos y lagos (6.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 1. Fin de la pobreza: Poner fin a la 
pobreza en todas sus formas en todo 

el mundo, que como meta para 2030, propone 
garantizar que todos los hombres y mujeres, en 
particular los pobres y los vulnerables, tengan 
acceso a los servicios básicos (1.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3. Salud y bienestar: Garantizar una 
vida sana y promover el bienestar para 

todos en todas las edades y su meta de poner 

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Las administraciones municipales y depar-
tamentales enfrentan diferentes retos en el 
suministro de agua. Uno de los más comunes 
es el relacionado con la calidad del agua. Se-
gún datos del Viceministerio de Agua Potable 
y Saneamiento Básico, en 2017, 3,8 millones 
de personas recibieron agua con algún nivel 
de riesgo de consumo. Igualmente, asegurar 
la cobertura universal en el suministro de 
agua potable es un reto, especialmente en 
áreas rurales. Muchos municipios enfrentan el 
problema de no contar con las capacidades 
para implementar campañas de ahorro y uso 
eficiente del agua. 

Los impactos de una deficiente calidad del agua 
se relacionan directamente con la afectación 
a la salud y la calidad de vida. Según la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS), existen 
por lo menos 25 enfermedades que pueden 
ser provocadas por la contaminación del agua. 
Entre ellas, la hepatitis A, la fiebre tifoidea/para-
tifoidea y la enfermedad diarreica aguda, están 
entre las más comunes. Los impactos de acce-
der a fuentes de agua no aptas para consumo 
humano, además de causar las enfermedades 
mencionadas, afectan en particular a niños me-
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de 1991. 
Preámbulo, artículos 1, 2, 4, 6, 11, 13, 
49, 78, 79, 90, 93, 122, 286, 287, 300, 
311, 334, 365, 366, 367, 369, 370 y 
demás pertinentes y concordantes.

•	 Ley 9 de 1979. “Por el cual se 
dictan medidas sanitarias”.

•	 Ley 142 de 1994. “Por la cual 
se establece el régimen de los 
servicios públicos domiciliarios y 
se dictan otras disposiciones”. 

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el 
Ministerio del Medio Ambiente, se 
reordena el Sector Público encargado 
de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA, y se dictan 
otras disposiciones”, artículo 111.

•	 Ley 373 de 1997. “Por la cual se 
establece el programa para el uso 
eficiente y ahorro del agua.”

•	 Ley 388 de 1997. “Por la cual se modifica 
la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se 
dictan otras disposiciones”, artículo 8 
numerales 2 y 9, artículo 14 numeral 6.

•	 Decreto 2811 de 1974. Código Nacional 
de Recursos Naturales Renovables.

•	 Decreto 3518 de 2006. “Por el cual se crea y 
reglamenta el Sistema de Vigilancia en Salud 
Pública y se dictan otras disposiciones.”

•	 Decreto 1575 de 2007. “Por el cual 
se establece el Sistema para la 
Protección y Control de la Calidad 
del Agua para Consumo Humano”.  

•	 Resolución 2115 de 2007. “Por medio 
de la cual se señalan características, 
instrumentos básicos y frecuencias del 
sistema de control y vigilancia para la 
calidad del agua para consumo humano”. 

•	 Resolución 0330 de 2017 “Por la cual 
se adopta el Reglamento Técnico 
para el Sector de Agua Potable y 
Saneamiento Básico (RAS) y se derogan 
las resoluciones 1096 de 2000, 0424 
de 2001, 0660 de 2003, 1459 de 2006, 
1447 de 2005 y 2320 de 2009”.

Jurisprudencia

•	 Sentencia T-318 de 2018, M.P. 
Alejandro Linares Cantillo.

•	 Sentencia T-475 de 2017, M.P. Iván 
Humberto Escrucería Mayolo.

•	 Sentencia T-641 de 2015, 
M.P. Alberto Rojas Ríos.

fin para el 2030 a las enfermedades transmiti-
das por el agua (3.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11. Ciudades y comunidades 
sostenibles: Lograr que las ciudades 

y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. En particular, 
en lo relacionado con la meta de contar para 

el año 2030 con servicios básicos adecuados, 
seguros y asequibles (11.1).

 Objetivo No. 12. Producción y Con-
sumo Responsables: Garantizar 
modalidades de consumo y produc-

ción sostenibles. De aquí a 2013, lograr la 
gestión sostenible y el uso eficiente de los 
recursos naturales (12.2). 
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Alcantarillado
Acciones para proporcionar el servicio 
de alcantarillado de manera eficiente

Constitucionalmente, el servicio de alcantarilla-
do, como parte del saneamiento ambiental, es 
un servicio público a cargo del Estado al cual 
deben tener acceso todas las personas y el cual 
debe ser prestado conforme a los principios 
de eficiencia, universalidad y solidaridad. Para 
el cumplimiento de esta finalidad-obligación 
estatal, tanto en los planes y presupuestos de 
la Nación como en los de las entidades territo-
riales, el gasto público social tendrá prioridad 
sobre cualquier otra asignación. 

El servicio de alcantarillado tiene diferentes 
implicaciones. De un lado, busca lograr fines 
como el bienestar general y mejoramiento 
de la calidad de vida de la población. De otro 
lado, también tiene alcance constitucional con 
respecto a la protección del medio ambiente, 
evitando la contaminación de recursos como 
agua, suelo, aire, entre otros.

el año 2017 la cobertura del servicio público de 
alcantarillado fue del 92,4% en suelo urbano, 
70,1% en suelo rural, y total nacional de 88,2%.  

Asimismo, el “Estudio Sectorial de los servicios 
públicos domiciliarios de Acueducto y Alcanta-
rillado 2014-2017” de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios (2017), incor-
poró algunos datos a destacar: 

1.	 El alcantarillado es uno de los servicios pú-
blicos que presenta mayores deficiencias en 
el conocimiento de la infraestructura, registro 
de datos operativos, comerciales y técnicos.

2.	 Muchos municipios aún carecen de servicio de 
alcantarillado como tal y consecuentemente no 
disponen de registro de información.

3.	Para el año 2017, los suscriptores del servicio 
público de alcantarillado se concentraron en 
la región Andina (66,1%), seguida de las re-
giones del Pacífico (14,6%), y Caribe (14,4%) 
y por último las regiones de Orinoquía y 
Amazonia (4,8%).

4.	En cuanto al número de municipios que 
carecen de infraestructura de redes de 
alcantarillado, por departamento se tiene: 
(2) en Antioquia, (4) en Atlántico, (29) en 
Bolívar, (6) en Córdoba, (4) en Chocó, (6) en 
Magdalena, (3) en Nariño, (2) en Sucre y (2) 
en Vichada. De acuerdo con los anteriores 
datos, corresponde a la región Caribe con 
47 municipios en 5 departamentos, la mayor 
falencia en esta infraestructura.

De ahí la necesidad de que el Estado, a tra-
vés de las entidades territoriales, garantice 
la prestación eficiente del servicio público de 
alcantarillado, el cual finaliza necesariamente 
con el correspondiente sistema de tratamiento, 
ya sea de forma directa o indirecta. 

El servicio público de alcantarillado 
(junto con el de acueducto), es 
tal vez, el que más implicaciones 
ambientales tiene, no solo por la 
utilización del recurso hídrico como 
elemento esencial, sino por la 
inescindible relación entre la salud 
y la calidad de vida de la población 
(Amaya, A., Amaya N., 2017).

No obstante su carácter de servicio público 
esencial, según cifras reportadas por el Ministe-
rio de Vivienda, Ciudad y Territorio (2018), para 
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Se han establecido una serie de deberes que radican en cabeza de los municipios, 
los cuales tienen la clara obligación de proporcionar a sus habitantes el servicio de 
alcantarillado de manera eficiente. Por su parte, los gobernadores deben coordinar y 
complementar la acción municipal, así como intermediar con la Nación para lograr la 
finalidad propuesta por la Constitución y la Ley. 

En este sentido las autoridades del orden municipal y departamental deben:

Obligaciones de municipios
	 Prestar el servicio público de alcantarillado a los habitantes del municipio, 

de manera directa o indirecta a través de empresas de servicios públicos 
de carácter oficial, privado o mixto. Se incluye el tratamiento de las aguas 
residuales a través del sistema que sea óptimo y adecuado.

	 Gestionar y obtener los recursos para la prestación del servicio público 
de alcantarillado y diseñar esquemas de financiación de inversiones en 
alcantarillado, utilizando el sistema de valorización de predios de acuerdo con lo 
dispuesto por la Ley.

	 Asegurar la participación de los usuarios en la gestión y fiscalización de 
quienes presten el servicio público de alcantarillado.

	 Disponer del otorgamiento de subsidios a los usuarios de menores ingresos. 

	 Estratificar los inmuebles residenciales y establecer nomenclatura 
alfanumérica precisa, que permita individualizar cada predio.

	 Apoyar con inversiones y demás instrumentos a las empresas de servicios 
públicos promovidas por los departamentos y la Nación; asimismo, deben 
promocionar y apoyar a las personas que presten el servicio público. 

	 Determinar por medio del instrumento de planificación territorial 
correspondiente, la ubicación posible de la infraestructura de alcantarillado, 
así como dirigir y/o realizar la ejecución de obras de infraestructura para la 
prestación del servicio público. 

	 Determinar, en el caso de las zonas rurales, los sistemas de aprovisionamiento 
de los servicios de saneamiento básico, a corto y mediano plazo. 

	 Proteger los recursos naturales, a través de las funciones de control y vigilancia.

	 Aplicar a prevención la autoridad en materia sancionatoria ambiental.
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	 Identificar, dentro de sus herramientas de planeación sectorial, los proyectos 
de infraestructura cuyo desarrollo es prioritario en su jurisdicción, relacionados 
con el sector de acueducto y alcantarillado, con el propósito de satisfacer 
necesidades racionalizando los recursos e inversiones, de forma que se garantice 
la sostenibilidad del proyecto. 

Cuando el Municipio es prestador directo del servicio público de alcantarillado:

	 Obtener los correspondientes permisos de vertimientos y/o de ocupación de 
cauce para los sistemas de conducción y tratamiento de aguas residuales. En caso 
de que se requiera, obtener la licencia ambiental. 

	 Presentar ante la autoridad ambiental competente el Plan de Saneamiento y 
Manejo de Vertimientos (PSMV), para su aprobación.

	 Cumplir con los parámetros de vertimientos.

	 Pagar la tasa retributiva.

Obligaciones de departamentos
	 Apoyar financiera, técnica y administrativamente a las empresas de servicios 

públicos que operen en el Departamento o a los municipios que hayan asumido la 
prestación directa, así como a las empresas organizadas con participación de la 
Nación o de los departamentos para desarrollar las funciones de su competencia 
en materia de servicios públicos.

	 Conceder subsidios, en su respectivo presupuesto, para que las personas de 
menores ingresos puedan pagar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios y 
así cubrir sus necesidades básicas.

	 Organizar sistemas de coordinación de las entidades prestadoras del servicio público y 
promover, cuando por razones técnicas y económicas lo aconsejen, la organización de 
asociaciones de municipios para la prestación de servicios públicos, o la celebración de 
convenios interadministrativos para el mismo efecto.

	 Coordinar y dirigir con la asesoría de las corporaciones autónomas regionales, las 
actividades de control y vigilancia ambientales intermunicipales que se realicen en 
el territorio del departamento con el apoyo de la fuerza pública, en relación con 
la movilización, procesamiento, uso, aprovechamiento y comercialización de los 
recursos naturales renovables.
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EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Entre los principales problemas que enfrentan 
los municipios se encuentran la deficiente co-
bertura del servicio de alcantarillado y la falta 
o insuficiencia de sistemas de tratamiento de 
aguas servidas. De ello se deriva la descarga 
directa de éstas a fuentes hídricas o en algunos 
casos a cielo abierto o en pozos sépticos sin 
diseños ni construcción apropiadas. La cober-
tura nacional en alcantarillado en 2017 fue del 
88,2%. Sin embargo, la cobertura rural fue tan 
sólo del 70,1%. Las principales causas son las 
deficiencias en presupuesto y la falta de capaci-
dades técnicas para el diseño e implementación 
de este tipo de proyectos, entre otras.   

Los impactos directos se relacionan con la 
salud de la población, la cual puede sufrir 
enfermedades como parasitosis, diarrea o 
fiebre tifoidea, entre otras asociadas a un 
saneamiento e higiene deficientes. De la mis-
ma forma, la generación de olores molestos 
puede causar fatiga olfativa y hasta problemas 
neurológicos en las poblaciones expuestas 
a ellos de manera constante. El vertimiento 
de aguas servidas sin tratamiento en fuen-
tes hídricas puede superar la capacidad de 
autodepuración de las corrientes, agotando 
el oxígeno disuelto en el agua, imposibilitan-
do la ocurrencia de vida en estos sistemas. 
De la misma forma, la contaminación de las 
fuentes hídricas afecta el acceso al agua en 
comunidades aguas abajo en las cuencas e 
imposibilitando su uso para el consumo hu-
mano y el uso para actividades agropecuarias.   

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Cambiar Objetivo No. 6: Agua Limpia 
y Saneamiento: Garantizar la disponibi-
lidad de agua y su gestión sostenible y 

el saneamiento para todos. En especial respecto 

CONCEPTOS IMPORTANTES

Servicio público de alcantarillado
Es la recolección municipal de residuos, 
principalmente líquidos, por medio de tu-
berías y conductos. Incluye las actividades 
complementarias de transporte, tratamiento 
y disposición final de tales residuos (Artículo 
14.23 Ley 142 de 1994).

de las metas para el 2030 de lograr acceso al 
saneamiento e higiene adecuados y equitativos 
para todos (6.2) y reducir la contaminación, eli-
minando el vertimiento y reduciendo a la mitad 
las aguas residuales sin tratar (6.3).

 Cambiar Objetivo No. 1: Fin de la po-
breza: Poner fin a la pobreza en todas 
sus formas en todo el mundo, que 

como meta para 2030, propone garantizar 
que todos los hombres y mujeres, en particu-
lar los pobres y los vulnerables, tengan acceso 
a los servicios básicos (1.4).

 Cambiar Objetivo No. 3: Salud y 
bienestar: Garantizar una vida sana y 
promover el bienestar para todos en 

todas las edades y su meta de poner fin para 
el 2030 a las enfermedades transmitidas por 
el agua (3.3).

 Cambiar Objetivo No. 11: Ciudades y 
comunidades sostenibles: Ciudades 
y comunidades sostenibles. Lograr 

que las ciudades y los asentamientos humanos 
sean inclusivos, seguros, resilientes y sosteni-
bles, particularmente en relación con la meta de 
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merales 2 y 9, artículo 14 numeral 6.

•	 Decreto Ley 2811 de 1974. “Por el cual 
se dicta el Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente”, artículos 18, 69, 135 li-
terales d, e, g, h; 137, 138, 139, 142, 143, 145, 
188 numeral 2.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble”, artículo 2.2.3.3.1.1 y siguientes (antes 
Decreto 3930 de 2010).

•	 Decreto 1898 de 2016. El cual reglamenta 
parcialmente el artículo 18 de la Ley 1753 
de 2015, en lo referente a esquemas dife-
renciales para la prestación de los servicios 
de acueducto, alcantarillado y aseo en zo-
nas rurales.

•	 Resolución 1433 de 2004. “Por la cual se re-
glamenta el artículo 12 del Decreto 3100 de 
2003, sobre Planes de Saneamiento y Ma-
nejo de Vertimientos, PSMV, y se adoptan 
otras determinaciones”, artículo 4.

•	 Resolución 0330 de 2017. “Por la cual se 
adopta el Reglamento Técnico para el 
Sector de Agua Potable y Saneamiento 
Básico (RAS) y se derogan las resolucio-
nes 1096 de 2000, 0424 de 2001, 0660 de 
2003, 1459 de 2006, 1447 de 2005 y 2320 
de 2009”.
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Residuos sólidos
Acciones para la gestión de los residuos sólidos: enfoque integral entre 
lo ambiental y los aspectos relacionados con el servicio público de aseo

recuperado por recicladores para su reincor-
poración al ciclo productivo. 

Sobre el particular, se calcula que, de los 
residuos sólidos totales generados, el 61,5% 
corresponde a residuos orgánicos, y el 30% 
está compuesto por materiales aprovechables, 
como plástico, papel, metales, etc. No obstante, 
como se indicó anteriormente, la mayoría de los 
residuos sólidos generados en el país terminan 
su ciclo de vida en los rellenos sanitarios.

Este aumento en la generación de residuos sólidos 
tiene grandes implicaciones, una de ellas relacio-
nada con la demanda de suelo para ubicar sitios 
de disposición final (rellenos sanitarios), que a su 
vez producen impactos ambientales, asociados, 
por ejemplo, a la producción de gases de efecto 
invernadero. Dichos impactos se agudizan ante el 
déficit de coberturas en la prestación del servicio 
público de aseo, ya que, según la Encuesta de Ca-
lidad Vida de 2013, este servicio cubre el 97,8% en 
áreas urbanas, pero solo un 21,9% en áreas rurales. 

Sobre el particular, los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) y la política pública de residuos 
sólidos establecida en el CONPES 3874 de 2016, 
contemplan que debe superarse el enfoque de 
economía lineal en esta materia, y pasar a un en-
foque de economía circular1 , donde se promueve 
que los residuos y el uso de los recursos se re-
duzcan al mínimo y que se conserven (reutilicen) 
dentro de la economía el mayor tiempo posible. 

Igualmente, dicha política pública establece que 
la gestión de los residuos sólidos debe hacerse 
desde un enfoque integral entre lo ambiental 

1.	 Recientemente el MADS lanzó la Estrategia Nacional de Economía Circular 2018-2022, con la cual se  incentiva a productores, proveedores, 
consumidores y demás actores de los sistemas productivos y de consumo para que desarrollen e implementen nuevos modelos de negocio que 
incorporen la gestión de los residuos, el manejo eficiente de los materiales y el cambio en los estilos de vida de los ciudadanos.

De acuerdo con el informe del Banco Mundial 
denominado “Los desechos 2.0: Un panorama 
mundial de la gestión de desechos sólidos hasta 
2050”, en el mundo se generan anualmente 2010 
millones de toneladas de desechos sólidos.

Entretanto, según la 
Superintendencia de Servicios 
Públicos (2015),  en Colombia 
para el año 2014, se generaron 
13,8 millones de toneladas 
de residuos sólidos, lo que 
corresponde a un aproximado de 
283 kilogramos per cápita, cifra 
que a 2030 podría ascender a 
321 kilos por persona, si no se 
toman medidas adecuadas.

La problemática asociada a los rellenos 
sanitarios empezó siendo una cuestión eminen-
temente sanitaria, luego pasó a ser ambiental y 
hoy es un asunto transversal para los municipios 
como entes territoriales responsables de garan-
tizar la prestación del servicio público de aseo.

Por su parte, sobre la disposición y aprovecha-
miento de los residuos sólidos domiciliarios, el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP) 
y el Banco Mundial (2015), afirman que, en el 
país, el 83% de los residuos que se generan 
van a los rellenos sanitarios y solo el 17% es 
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y los aspectos relacionados netamente con 
el servicio público de aseo. Es por ello que, si 
esta política se lleva de manera adecuada en 
cada municipio, se tendrá un entorno limpio, con 
calles y fuentes de agua libres de basura; con 
condiciones adecuadas de salubridad; con prác-
ticas de consumo que disminuyan la demanda 
sobre los recursos necesarios tales como ma-
terias primas; con menos presión sobre rellenos 
sanitarios, evitando el desbordamiento de su 
capacidad; con adecuada separación de los 
residuos sólidos, logrando su aprovechamiento, 
con participación e inclusión de la población 
recicladora en el esquema de prestación del 
servicio de aseo.

En este sentido, los alcaldes son los responsa-
bles de planificar y gestionar de manera integral 

los residuos sólidos, para lo cual deben liderar 
la formulación, adopción e implementación del 
Plan para la Gestión Integral de Residuos Sóli-
dos (PGIRS) del municipio. 

Podrán formularse PGIRS regionales, adopta-
dos por dos o más municipios, distritos o por 
alguno de los esquemas asociativos territoriales 
contemplados en la Ley 1454 de 2011. En la im-
plementación de la política de residuos sólidos, 
los departamentos deben prestar el apoyo ne-
cesario, desde su papel complementario, al igual 
que la Nación. Hoy es necesario diseñar PGIRS 
que respondan a las problemáticas ambientales, 
sociales, económicas y técnicas de los munici-
pios. Este instrumento, se convierte en la guía 
de las actuaciones administrativas propias de la 
prestación del servicio público de aseo.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Plan para la Gestión Integral de Residuos 
Sólidos (PGIRS)
Es el instrumento de planeación municipal o 
regional que contiene un conjunto ordenado de 
objetivos, metas, programas, proyectos, activi-
dades y recursos definidos por uno o más entes 
territoriales para el manejo de los residuos sóli-
dos, basado en la política de gestión integral de 
los mismos, el cual se ejecutará durante un pe-
ríodo determinado, basándose en un diagnóstico 
inicial, en su proyección hacia el futuro y en un 
plan financiero viable que permita garantizar el 
mejoramiento continuo del manejo de residuos 
y la prestación del servicio de aseo a nivel muni-
cipal o regional, evaluado a través de la medición 
de resultados (Artículo 2 Decreto 2981 del 2013).

Residuo sólido
Es cualquier objeto, material, sustancia o ele-
mento principalmente sólido, resultante del 
consumo o uso de un bien en actividades domés-

ticas, industriales, comerciales, institucionales o 
de servicios, que el generador presenta para su 
recolección por parte de la persona prestadora 
del servicio público de aseo. Igualmente, se con-
sidera como residuo sólido, aquel proveniente del 
barrido y limpieza de áreas y vías públicas, corte 
de césped y poda de árboles. Los residuos sóli-
dos que no tienen características de peligrosidad 
se dividen en aprovechables y no aprovechables 
(Artículo 2 Decreto 2981 del 2013).

Servicio Público de Aseo
Es el servicio de recolección municipal de re-
siduos, principalmente sólidos. También se 
aplicará esta ley a las actividades complementa-
rias de transporte, tratamiento, aprovechamiento 
y disposición final de tales residuos. Igualmente 
incluye, entre otras, las actividades complemen-
tarias de corte de césped y poda de árboles 
ubicados en las vías y áreas públicas; de lavado 
de estas áreas, transferencia, tratamiento y apro-
vechamiento (Artículo 14 Ley 142 de 1994).
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La obligación de la prestación del servicio público de aseo corresponde a 
los municipios por mandato constitucional, que desarrolla la obligación en 
cabeza del ente territorial. En la implementación de la política de residuos 
sólidos, los departamentos deben prestar el apoyo necesario, desde su papel 
complementario, al igual que la Nación. 

En este sentido los municipios y departamentos deben:

Obligaciones de municipios
	 Elaborar, implementar y mantener actualizado el plan de manejo de residuos 

sólidos (PGIRS) según la metodología y componentes establecidos, observando 
el criterio de gradualidad, considerando la disponibilidad de los recursos 
y articulándolos con los planes de desarrollo municipales y los planes de 
ordenamiento territorial.

	 Determinar la viabilidad de formular los PGIRS regionales, adoptados por dos o 
más municipios, distritos o por alguno de los esquemas asociativos territoriales 
contemplados en la Ley.  

	 Observar los lineamientos creados para la construcción de los PGIRS los cuales 
deben contener: una línea de base; los objetivos y metas; programas y proyectos para 
su implementación; el cronograma; el plan financiero; las etapas de implementación, 
evaluación y seguimiento; y finalmente la revisión y actualización del PGIRS cuando 
esta sea necesaria y justificada técnicamente.

	 Adoptar para el PGIRS los siguientes programas:

	 Recolección, transporte y transferencia de residuos sólidos.

	 Barrido y limpieza de vías y áreas públicas.

	 Limpieza de playas costeras y ribereñas.

	 Corte de césped y poda de árboles en vías y áreas públicas.

	 Lavado de áreas públicas. 

	 Aprovechamiento de residuos e inclusión de población recicladora en el 
esquema de prestación del servicio de aseo. 

	 Disposición final de los residuos. 

	 Gestión de residuos sólidos especiales.

	 Gestión de residuos de construcción y demolición. 

	 Gestión de residuos sólidos en el área rural. 

	 Gestión del riesgo.
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	 Conformar un grupo técnico interdisciplinario de profesionales con 
experiencia en servicios públicos, para la elaboración del PGIRS.

	 Convocar y presidir el grupo coordinador, conformado por la autoridad 
ambiental, el esquema asociativo territorial, la comisión regional de 
competitividad, personas prestadoras del servicio público de aseo, 
agremiaciones del sector productivo, ONG, sector educativo, recicladores 
organizados y el director del grupo técnico.

	 Garantizar la ejecución del PGIRS presentando al Concejo Municipal en 
el proyecto de presupuesto, la propuesta de recursos necesarios para la 
vigencia siguiente (cada año); incorporando los programas y proyectos 
del PGIRS en los planes de desarrollo; coordinando las acciones y los 
compromisos con los responsables de la ejecución del PGIRS; y cumpliendo 
los tiempos establecidos en el cronograma. 

Hacer el seguimiento al respectivo PGIRS. Para tal fin deberá:

	 Presentar al Concejo Municipal un informe sobre el estado de avance en el 
cumplimiento de las metas previstas en el PGIRS.

	 Realizar una rendición anual de cuentas a la ciudadanía.

	 Reportar anualmente los informes de seguimiento al Sistema Único de 
Información (SUI) administrado por la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD) y a la autoridad ambiental competente. 

	 Publicar los informes de seguimiento en la página web del municipio, distrito 
o del esquema asociativo territorial, según el caso, dentro del mes siguiente a 
su elaboración.

	 Revisar y actualizar el PGIRS al inicio del período constitucional, y hacer los 
ajustes que técnicamente estén justificados. En caso de modificación, deberá 
expedir el correspondiente acto administrativo.

	 Determinar en el Plan de Ordenamiento Territorial (POT), las áreas potenciales 
para la ubicación de infraestructuras destinadas a la gestión integral de 
residuos sólidos.

	 Incorporar en el PGIRS el manejo de los residuos de construcción y demolición.

	 Velar por la aplicación del Código de Policía en materia de residuos sólidos, por 
comportamientos contrarios a la habitabilidad, limpieza y recolección de residuos 
y escombros e imponer las medidas correctivas a quien incurra en aquellos.
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	 Tramitar las licencias y otras autorizaciones ambientales que pueden hacerse 
exigibles para las actividades de gestión y disposición final de residuos.

	 Promover la utilización de pilas y/o acumuladores que contengan materiales 
menos contaminantes.

	 Informar a los consumidores sobre la obligación de separar los residuos de 
pilas y/o acumuladores de los residuos sólidos domésticos para su entrega en 
puntos de recolección o mecanismos equivalentes. 

	 Apoyar el desarrollo de programas de divulgación y educación dirigidos a la 
comunidad y campañas de información establecidas por los productores, 
con el fin de orientar a los consumidores sobre la obligación de depositar los 
residuos de pilas y/o acumuladores, llantas usadas, residuos de bombillas, 
según los sistemas de recolección selectiva y gestión ambiental.

	 Implementar acciones orientadas a evitar el arrojo clandestino de llantas 
usadas en el espacio público. 

	 Fomentar el aprovechamiento de llantas usadas. 

	 Impulsar políticas dirigidas a promover estrategias de reencauche en su paque 
automotor y el de las empresas de servicios públicos, cuando sea viable. 

	 Informar a los consumidores sobre la obligación de separar los residuos de 
bombillas de los residuos sólidos domésticos para su entrega en puntos de 
recolección o mecanismos equivalentes.

	 Informar a los consumidores sobre la obligación de separar los residuos o 
desechos posconsumo de plaguicidas de los demás residuos, para su entrega 
a los mecanismos establecidos por el fabricante o importador.

	 Promover campañas de educación, cultura y sensibilización sobre el buen manejo 
de los aceites de cocina usados por parte de los generadores de estos. 

	 Facilitar alianzas con los gestores de aceites de cocina usados para mejorar 
la recolección y el manejo de los mismos. 

	 Apoyar la articulación entre las actividades de aprovechamiento establecidas 
por el municipio con los planes de gestión ambiental de residuos de envases y 
empaques a cargo de los productores. 

	 Fomentar el aprovechamiento de residuos de envases y empaques.

	 Apoyar los programas de sensibilización, cultura ciudadana y mecanismos de 
comunicación en la gestión ambiental de residuos de envases y empaques. 
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Obligaciones de departamentos
	 Son responsables en materia de prestación del servicio de aseo, en el marco de los 

principios subsidiariedad, concurrencia y coordinación establecidos en el artículo 
288 de la Constitución Política de:

	 Promover los esquemas asociativos territoriales para la formulación de los PGIRS, 
con el fin de hacer más eficiente el manejo de los residuos sólidos.

	 Promover estrategias de regionalización para la prestación supramunicipal del servicio 
público de aseo o de algunos de sus componentes (disposición final, recolección y 
transporte, etc.) con base en criterios económicos y técnicos.

	 Revisar la viabilidad de destinar los recursos del Sistema General de 
Participaciones (SGP) correspondientes a la participación para agua potable y 
saneamiento básico, a proyectos de tratamiento, aprovechamiento y disposición 
final de residuos sólidos con impacto regional.

	 Definir en los planes de desarrollo y para el caso del servicio público de aseo en 
los planes municipales o distritales para la gestión integral de residuos sólidos, las 
inversiones en infraestructura física que realicen los departamentos. 

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Uno de los principales problemas que enfrentan 
los entes territoriales en el momento de formu-
lar el PGIRS, bien sea directo prestador del 
servicio o no, es no contar con la información 
apropiada para la formulación de la línea base, 
por ejemplo, en cuanto a la generación de resi-
duos. Es necesario contar con la información 
referente a la producción per cápita de residuos, 
la caracterización de residuos en la fuente 
por sector geográfico, así como en el sitio de 
disposición final, entre otros. La construcción 
de la línea base con información incompleta o 
imprecisa impide que el PGIRS, sus programas 
y proyectos puedan diseñarse adecuadamente.

La ineficiente reducción de residuos y la 
insuficiente promoción de su aprovechamiento, 
es otra dificultad común que enfrentan los muni-
cipios, ante la baja capacidad, tanto de equipos 

técnicos de los entes territoriales, como de 
contratistas. La planeación en la gestión de 
residuos debe estar orientada a la reducción 
en la generación de residuos y en promover el 
aprovechamiento de los mismos.

Entre los impactos asociados a la construc-
ción inapropiada o inexacta de la línea de base 
del PGIRS, se pueden mencionar deficiencias 
en el ruteo y recolección de residuos por mal 
dimensionamiento de volúmenes de residuos 
actuales y proyectados; desconocimiento de la 
composición de residuos por deficiente carac-
terización y así, aumento de las posibilidades 
de un inadecuado transporte y disposición final. 
Entre los impactos del inadecuado o inexistente 
aprovechamiento de residuos se encuentran 
que, al no disminuir los residuos a disponer, se 
disminuye la vida útil de los rellenos sanitarios 
y se desaprovechan oportunidades de generar 
beneficios económicos y ambientales. Si se des-
borda la capacidad de los rellenos sanitarios, la 
inadecuada disposición de residuos puede tener 
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impactos en la salud de los ecosistemas, así 
como afectar la salud de comunidades humanas. 

La gestión integral de residuos es, en últimas, 
uno de los componentes más importantes para 
que municipios y departamentos implementen 
modelos de economía circular, que a su vez son 
fundamentales para acelerar las transiciones 
hacia la sostenibilidad. 

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
6: Agua y Saneamiento: Garantizar la 
disponibilidad de agua y su gestión 

sostenible y el saneamiento para todos. En 
especial respecto de la meta para el 2030 de 
lograr acceso al saneamiento e higiene adecua-
dos y equitativos para todos (6.2) y aumentar 
considerablemente el reciclado y la reutilización 
sin riesgos a nivel mundial (6.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 1: Fin de la pobreza: Poner fin a la 
pobreza en todas sus formas en todo 

el mundo, que como meta para 2030 propone 
garantizar que todas las personas tengan acce-
so a los servicios básicos (1.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienes-

tar para todos en todas las edades, que como 
una de sus metas propone, a 2030, reducir 
considerablemente el número de muertes y en-
fermedades causadas por productos químicos 
peligrosos y por la polución y contaminación 
del aire, el agua y el suelo.

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades 
sostenibles: Lograr que las ciudades 

y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles, particular-
mente en relación con la meta de contar para 
el año 2030 con servicios básicos adecuados, 
seguros y asequibles (11.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
12: Producción y consumo responsables: 
Garantizar modalidades de consumo y 

producción sostenibles y la meta de reducir sig-
nificativamente para 2020, la liberación al agua y 
al suelo de productos químicos y desechos (12.4) 
y reducir considerablemente la generación de 
desechos mediante actividades de prevención, 
reducción, reciclado y reutilización (12.5).

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política, artículo 311, entre otros. 
•	 Ley 142 de 1994. “Por la cual se establece el 

régimen de los servicios públicos domicilia-
rios y se dictan otras disposiciones”. 

•	 Ley 1454 de 2011. “Por la cual se dictan nor-
mas orientadas a fortalecer los mecanismos 
de prevención, investigación y sanción de 
actos de corrupción y la efectividad del con-
trol de la gestión pública”.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia”. 

•	 Ley 1252 de 2008. “Por la cual se dictan 
normas prohibitivas en materia ambiental, 
referentes a los residuos y desechos peligro-
sos y se dictan otras disposiciones.”

•	 Ley 1672 de 2013. Sobre gestión Integral de 
residuos de aparatos eléctricos y electrónicos.

•	 Decreto 1077 de 2015. “Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, 
el cual compiló los siguientes decretos de 
importancia en la materia: 

•	 Decreto 838 de 2005. “Por el cual se mo-
difica el Decreto 1713 de 2002. “Sobre la 
disposición final de residuos sólidos y se 
dictan otras disposiciones”.
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•	 Decreto 2981 de 2013. “Por el cual se reglamen-
ta la prestación del servicio público de aseo”.

•	 Decreto 780 de 206, reglamentario del sec-
tor de salud, que compila el Decreto 351 de 
2014. “Por el cual se reglamenta la gestión 
integral de los residuos generados en la 
atención en salud y otras actividades”.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”.

•	 Resolución 754 de 2014. “Por la cual se 
adopta la metodología para la formulación, 
implementación, evaluación, seguimiento, 
control y actualización de los Planes de Ges-
tión Integral de Residuos Sólidos”. 

•	 Resolución 0472 del 2017 del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible. “Por 
la cual se reglamenta la gestión integral de 
los residuos generados en las actividades de 
construcción y demolición (RCD) y se dictan 
otras disposiciones”.

•	 Resolución 1326 de 2017, del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, que es-
tablece sistemas de recolección selectiva y 
gestión ambiental de llantas usadas.

•	 Resoluciones 1297 de 2010 y 2246 de 2017, 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, que establecen sistemas de re-
colección selectiva y gestión ambiental de 
residuos de pilas y acumuladores.

•	 Resoluciones 372 de 2009 y 361 de 2011 del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, sobre planes de devolución posconsumo 
de baterías usadas plomo ácido. 

•	 Resolución 1511 de 2010 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, por la cual 
se establecen los Sistemas de Recolección Se-
lectiva y Gestión Ambiental de Residuos de 
Bombillas y se adoptan otras disposiciones.

•	 Resolución 371 de 2009 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, por la 
cual se establecen los Planes de Devolución 
de Fármacos y Medicamentos Vencidos.

•	 Resolución 1675 de 2013 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, sobre 

gestión de Devolución de Productos Pos-
consumo de Plaguicidas.

•	 Resolución 1407 de 2018, por la cual el Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
reglamenta la gestión de residuos de envases 
y empaques en Colombia.

•	 Resolución 316 de 2018 del Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible, por la cual se 
establecen disposiciones relacionadas con la 
gestión de los aceites de cocina usados.

•	 Resoluciones 668 de 2016 y 1397 de 208 que 
regulan el uso de bolsas plásticas en Colombia.

•	 Resolución 1407 de 2018, por la cual el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible reglamenta la gestión ambiental de los 
residuos de envases y empaques de papel, 
cartón, plástico, vidrio y metal.

Jurisprudencia

•	 Sentencia T- 724 de 2003, M.P. 
Jaime Araujo Rentería. 
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En los últimos años, el equilibrio propio de la at-
mósfera se ha alterado de manera significativa, 
por cuenta de la contaminación causada prin-
cipalmente por actividades de origen antrópico. 
Los efectos sobre la salud de los habitantes del 
planeta, en un buen porcentaje, tienen que ver 
con esta circunstancia.

De hecho, de manera reciente ha sido nece-
sario por parte de las autoridades municipales 
tomar medidas, como la suspensión de tráfico 
vehicular para contrarrestar la contaminación 
en ciudades como Bogotá y Medellín. Sin em-
bargo, para mejorar esta situación de manera 
más contundente, deben adoptarse mejores 
tecnologías en torno al transporte con utiliza-
ción de combustibles limpios y buenas prácticas 
en la industria.

El disfrute de un ambiente sano genera para el 
Estado la obligación de preservarlo, por ello se 
deben reglamentar, controlar y monitorear, las 
actividades generadoras de emisiones contami-
nantes, con el propósito de reducirlas a niveles 
compatibles con la salud y la conservación del 
medio ambiente.

Contaminación 
atmosférica
Acciones para garantizar una 
adecuada calidad del aire

Hoy en día de manera inequívoca, 
el deterioro de la calidad del aire 
se relaciona directamente con el 
aumento en la incidencia de un 
gran número de enfermedades 
como cardiopatías y accidentes 
cerebro vasculares (58%), 
enfermedades pulmonares e 
infecciones respiratorias (18%) y 
cáncer de pulmón (6%), e inclusive 
de muertes. Así lo ha reportado la 
Organización Mundial de la Salud 
(OMS), según la cual, el 91% de los 
4,2 millones de muertes en el 2016, 
se asociaron con la contaminación 
del aire, especialmente en países de 
menores ingresos.

Dentro de las fuentes causantes, 
las fuentes móviles como 
vehículos- aportan el 80% de las 
partículas contaminantes. El resto 
corresponden a las fuentes fijas 
(IDEAM, 2018). 
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

Obligaciones de municipios
	 A las alcaldías les corresponde dirigir la acción administrativa del municipio, 

asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios 
a su cargo y, por tanto, adelantar las obras públicas indispensables en el 
municipio y velar por la conservación del medio ambiente en el área de su 
jurisdicción.

	 Ejercer dentro del perímetro urbano, las mismas funciones atribuidas a 
las corporaciones autónomas regionales cuando los municipios, distritos 
o áreas metropolitanas tengan una población urbana igual o superior a 
un millón de habitantes, o cuando las normas así lo determinen. Es decir, 
cuando el municipio pueda constituir un gran centro urbano o autoridad 
ambiental urbana.

	 Establecer la situación de salud en el municipio y propender por el 
mejoramiento de las condiciones determinantes de dicha situación. 

	 Vigilar las condiciones ambientales que afectan la salud y el bienestar de la 
población.

	 Dictar medidas restrictivas de emisión de contaminantes a la atmósfera.

	 Establecer, las reglas y criterios sobre protección del aire y dispersión de 
contaminantes que deban tenerse en cuenta en el ordenamiento ambiental 
del territorio del municipio o distrito, en la zonificación del uso del suelo 
urbano, rural y en los planes de desarrollo.

	 Adelantar programas de arborización y reforestación.

	 Ejercer funciones de control y vigilancia municipal o distrital de los 
fenómenos de contaminación atmosférica e imponer las medidas 
correctivas que en cada caso correspondan.

	 Supervisar que los establecimientos comerciales que produzcan emisiones 
al aire cuenten con ductos o dispositivos que aseguren la adecuada 
dispersión de gases, vapores y partículas.

	 Tomar medidas restrictivas a la circulación de automotores que por 
razón de su antigüedad, obsolescencia u otras razones, incidan en la 
contaminación del aire.
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CONCEPTOS IMPORTANTES

Contaminación 
“Se entiende por contaminación, la alteración 
del ambiente con sustancias o formas de energía 
puestas en él, por actividad humana o de la natu-
raleza, en cantidades, concentraciones o niveles 
capaces de interferir el bienestar y la salud de 
las personas, atentar contra la flora y la fauna, 
degradar la calidad del ambiente de los recursos 
de la nación o de los particulares. Se entiende por 
contaminante cualquier elemento, combinación 
de elementos, o forma de energía que actual o 
potencialmente pueda producir alteración am-
biental de las precedentemente descritas. La 
contaminación puede ser física, química o bio-
lógica” (artículo 8 Decreto-Ley 2811 de 1974).

Aire
“Es el fluido que forma la atmósfera de la Tierra, 
constituido por una mezcla gaseosa cuya com-
posición es, cuando menos, de veinte por ciento 
(20%) de oxígeno, setenta y siete por ciento (77%) 
de nitrógeno y proporciones variables de gases 
inertes y vapor de agua, en relación volumétrica”.

Tipos de contaminantes del aire
Son contaminantes de primer grado, aquellos que 
afectan la calidad del aíre o el nivel de inmisión, 
tales como el ozono troposférico o smog fotoquí-
mico y sus precursores, el monóxido de carbono, 
el material particulado, el dióxido de nitrógeno, 
el dióxido de azufre y el plomo.

Son contaminantes tóxicos de primer grado 
aquellos que emitidos, bien sea en forma rutina-
ria o de manera accidental, pueden causar cáncer, 
enfermedades agudas o defectos de nacimiento 
y mutaciones genéticas.

 Son contaminantes de segundo grado, los que, 
sin afectar el nivel de inmisión, generan daño a la 
atmósfera, tales como los compuestos químicos 
capaces de contribuir a la disminución o destruc-
ción de la capa estratosférica de ozono que rodea 
la Tierra, o las emisiones de contaminantes que, 
aun afectando el nivel de inmisión, contribuyen 
especialmente al agravamiento del “efecto inver-
nadero”, o cambio climático global.

 Se entiende por contaminación primaria, la 
generada por contaminantes de primer grado; 
y por contaminación secundaria, la producida 
por contaminantes del segundo grado (artículo 
2.2.5.1.2.1 del Decreto 1076 del 2015).

Obligaciones de departamentos
	 Ejecutar las acciones de inspección, vigilancia y control de los factores de riesgo 

del ambiente que afectan la salud humana.

	 Prestar apoyo presupuestal, técnico, financiero y administrativo a las autoridades 
ambientales y a los municipios, para la ejecución de programas de prevención y 
control de la contaminación atmosférica.

	 Cooperar con los municipios y distritos, en el ejercicio de funciones de control y 
vigilancia de los fenómenos de contaminación atmosférica. 

	 Ejercer funciones de control y vigilancia departamental de la contaminación 
atmosférica ocasionada.
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Claramente el principal problema de la falta de 
acciones para evitar o disminuir la contamina-
ción atmosférica es el impacto sobre la salud 
de las personas. De acuerdo con el Instituto 
Nacional de Salud, cerca del 14% de las muer-
tes por infartos (que es la primera causa de 
muerte en Colombia), están relacionados con 
exposición a material particulado, el cual es 
producido por motores de combustión y por las 
emisiones de industrias y fábricas.  Dichas par-
tículas también son responsables del 17,6% de 
todas las muertes que se presentan en el país 
por enfermedad pulmonar obstructiva crónica. 
Al material particulado se le atribuyen unas 11 
mil muertes al año, convirtiéndose en una de 
las principales causas de pérdida de años de 
vida saludable en Colombia. Todo esto afecta 
la productividad y causa pérdidas económicas 
que para Colombia se estiman en unos 585,000 
millones de pesos cada año. Es importante 
mencionar que las poblaciones más vulnerables 
son por lo general las más expuestas a altos 
niveles de contaminación atmosférica.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienestar 

para todos en todas las edades. Como una de 
sus metas para 2030, incluye reducir sustancial-
mente el número de muertes y enfermedades 
producidas por productos químicos peligrosos 
y la contaminación del aire (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua limpia y saneamiento: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su 

gestión sostenible y el saneamiento para todos. 
Prevé para 2030 minimizar la emisión de pro-
ductos químicos (6.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
7: Energía asequible y no contaminante: 
Garantizar el acceso a una energía ase-

quible, segura, sostenible y moderna para todos. 
Propone de aquí a 2030, duplicar la tasa mundial 
de mejora de la eficiencia energética (7.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9: Industria, innovación e infraes-
tructura: Construir infraestructuras 

resilientes, promover la industrialización inclu-
siva y sostenible y fomentar la innovación. Se 
propone como meta promover una industriali-
zación sostenible (9.2) y al 2030 modernizar la 
infraestructura y reconvertir las industrias (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades sos-
tenible: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. De aquí a 2030, 
propone reducir el impacto ambiental negativo 
per cápita de las ciudades, prestando especial 
atención a la calidad del aire (11.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades de 

consumo y producción sostenibles. A 2020, pro-
pone lograr la gestión ecológicamente racional 
de los productos químicos y de todos los dese-
chos y reducir significativamente su liberación 
a la atmósfera (12.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
13: Acción por el clima: Adoptar medi-
das urgentes para combatir el cambio 

climático y sus efectos. Propone Incorporar 
medidas relativas al cambio climático en las 
políticas, estrategias y planes nacionales (13.2). 
También propone mejorar la educación, la sensi-
bilización y la capacidad humana e institucional 
respecto de la mitigación del cambio climático, 
la adaptación a él, la reducción de sus efectos 
y la alerta temprana (13.3).
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA  
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de Colombia, artículos 
1, 2, 49,79, 80, 305,311, 315 y 366.  

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministe-
rio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA y se dictan otras disposicio-
nes”, artículos 65 y 66, entre otros.

•	 Ley 105 de 1993. “Por la cual se dictan dis-
posiciones básicas sobre el transporte, se 
redistribuyen competencias y recursos entre 
la Nación y las Entidades Territoriales, se re-
glamenta la planeación en el sector transporte 
y se dictan otras disposiciones”, artículo 2.

•	 Ley 688 de 2001. “Por medio de la cual se 
crea el Fondo Nacional para la Reposición 
del Parque Automotor del Servicio Público 
de Transporte Terrestre y se dictan otras dis-
posiciones”, artículo 13.

•	 Ley 715 de 2001. “Por la cual se dictan nor-
mas orgánicas en materia de recursos y 
competencias de conformidad con los artí-
culos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 
01 de 2001) de la Constitución Política y se 
dictan otras disposiciones para organizar la 
prestación de los servicios de educación y 
salud, entre otros”, artículos 43 y 44. 

•	 Decreto-Ley 2811 de 1974. “Por el cual se 
dicta el Código Nacional de Recursos Natu-
rales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente”, artículos 1, 2,8, 30, 75 y 191.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, 
artículos 2.2.5.1.6.3., 2.2.5.1.6.4., 2.2.5.1.3.7., 
2.2.5.1.4.4. y 2.2.5.1.6.6., entre otros. 

•	 Decreto 1079 del 2015. “Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario 

del Sector Transporte”, artículos 2.2.1.1.2.1. 
y 2.2.1.1.2.2.

•	 Resolución del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 2254 de 2017. “Por la 
cual se adopta la norma de calidad del aire 
ambiente y se dictan otras disposiciones”.

•	 Resolución 909 de 2008 que establece nor-
mas y estándares de emisión admisibles de 
contaminantes a la atmósfera por fuentes 
fijas. Modificada por la Resolución del Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
2267 de 2018.

Jurisprudencia

Corte Constitucional
•	 Sentencia T-154 de 2013, M.P. Nilson Pinilla 

Pinilla.
•	 Sentencia T-080 de 2015, M.P. Jorge Iván 

Palacio Palacio.
•	 Sentencia C-449 de 2015, M.P. Jorge Iván 

Palacio Palacio.

Consejo de Estado
•	 Sala de lo Contencioso Administrativo Sec-

ción Primera Consejera ponente: Maria 
Elizabeth García González. 05 de febrero 
2015. Radicación número: 25000-23-24-000-
2011-00654-01(AP).Sentencia T-749 de 2014, 
M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.

•	 Sentencia T-223 de 2015, M.P. Gloria Stella 
Ortiz Delgado.

•	 Sentencia T-042 de 2015, M.P. Jorge Iván 
Palacio Palacio.

•	 Sentencia T-198 de 2016, M.P. Jorge Iván Pa-
lacio Palacio.

•	 Sentencia T-140 de 2017, M.P. María Victoria 
Calle Correa.

•	 Sentencia T-406 de 2018, M.P. Diana Fajardo 
Rivera.
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

Según el documento denominado “Lineamien-
to para la vigilancia sanitaria y ambiental del 
impacto de los olores ofensivos en la salud y 
calidad de vida de las comunidades expuestas 
en áreas urbanas” del Ministerio de Salud y la 
Protección Social (2012), un olor ofensivo es 
el olor generado por sustancias o actividades 
industriales, comerciales o de servicio, que 
produce fastidio, aunque no cause daño a la 
salud humana. En efecto, diferentes tipos de 
actividades industriales inciden de manera en 
la presencia de problemáticas asociadas a la 
emisión de olores que impactan directamente 
en el bienestar y calidad de vida de las pobla-
ciones asentadas en los diferentes municipios 
del territorio colombiano. 

Sobre el particular, se tiene que las principales 
quejas presentadas por los ciudadanos en cuan-
to a los denominados olores ofensivos están 
relacionadas con aguas residuales bien sea en 
las plantas de tratamientos como en los verti-
mientos directos, rellenos sanitarios, industrias, 
fuentes hídricas, sector agrícola especialmente 
en la cría y explotación de animales, actividades 
ganaderas, plantas de beneficio animal y activi-
dades de compostaje.  

Otro factor relevante en la materia es el relacio-
nado con los conflictos urbanísticos derivados 
de la indebida planificación del uso del suelo y la 
presión urbanística que sobrepasa la capacidad 
planificadora de los entes territoriales, generán-

dose la presencia de este tipo de olores por el 
desarrollo de actividades en zonas aledañas a 
inmuebles de uso residencial. Estos aspectos 
deben considerarse en los planes de ordena-
miento territorial, en particular las actividades 
productivas compatibles con los usos del suelo 
contemplados en las normas urbanísticas. Los 
olores ofensivos plantean enormes retos para 
los asentamientos humanos, pues por tratarse 
de un impacto ambiental invisible y de valoración 
subjetiva, se dificulta su manejo y control por 
parte de las autoridades. 

CONCEPTOS IMPORTANTES

Olor
Propiedad organoléptica perceptible 
por el órgano olfativo cuando inspira 
determinadas sustancias volátiles (Re-
solución 1541 de 2013).

Olor ofensivo
Es el olor generado por sustancias o 
actividades industriales, comerciales o 
de servicio, que produce fastidio, aun-
que no cause daño a la salud humana 
(Resolución 1541 de 2013).

Olores ofensivos
Acciones para evitar la presencia de olores 
ofensivos: control y vigilancia de actividades 
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En cumplimiento del mandato constitucional que declara el bienestar general y 
el mejoramiento de la calidad de vida de la población como finalidades sociales 
del Estado, corresponde a los alcaldes y gobernadores:

Obligaciones de municipios
	 A la alcaldía le corresponde dirigir la acción administrativa del municipio, 

asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios 
a su cargo, adelantar las obras públicas indispensables y velar por la 
conservación del medio ambiente en su jurisdicción.

	 En municipios cuya población supere o sea igual a un millón de habitantes 
deben ejercer las mismas funciones de las corporaciones autónomas 
regionales dentro del perímetro urbano, o en los casos en que las normas 
creen distritos. 

	 Vigilar las condiciones ambientales que afectan la salud y el bienestar de la 
población originada en el ruido, las basuras y los olores, entre otros. 

	 Vigilar y controlar los factores de riesgo para la salud, provenientes de 
establecimientos educativos, hospitales, cárceles, cuarteles, puertos, 
aeropuertos y terminales terrestres, transporte público, estadios, coliseos, 
bares, tabernas, supermercados y similares, plazas de mercado y de abasto 
público.

	 Dictar normas para la protección del aire dentro de su jurisdicción.

	 Dictar medidas restrictivas de emisión de contaminantes a la atmósfera.

	 Establecer las reglas y criterios sobre protección del aire y dispersión de 
contaminantes que deban tenerse en cuenta en el ordenamiento ambiental 
del territorio del municipio o distrito, en la zonificación del uso del suelo 
urbano, rural y en los planes de desarrollo.

	 Ejercer funciones de control y vigilancia municipal o distrital de los 
fenómenos de contaminación atmosférica e imponer las medidas 
correctivas que en cada caso correspondan. 

	 Vigilar que los establecimientos comerciales que produzcan emisiones al 
aire, tales como restaurantes, lavanderías, o pequeños negocios, cuenten 
con ductos o dispositivos que aseguren la adecuada dispersión de los 
gases, vapores, partículas u olores, que impidan causar con ellos molestia a 
los vecinos y transeúntes. 
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	 Determinar las reglas y condiciones de aplicación de las prohibiciones y 
restricciones al funcionamiento, en zonas habitadas y áreas urbanas, de 
instalaciones y establecimientos industriales y comerciales generadores de 
olores ofensivos, así como las que sean del caso respecto al desarrollo de otras 
actividades causantes de olores nauseabundos.

	 Elaborar los planes de ordenamiento territorial teniendo en cuenta actividades que 
puedan generar olores ofensivos. 

Obligaciones de departamentos
	 Prestar apoyo presupuestal, técnico, financiero y administrativo a las autoridades 

ambientales y a los municipios, para la ejecución de programas de prevención y 
control de la contaminación atmosférica.

	 Cooperar con las autoridades ambientales, los municipios y distritos, en el 
ejercicio de funciones de control y vigilancia de los fenómenos de contaminación 
atmosférica. 

	 Prestar apoyo administrativo al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a 
las autoridades ambientales y a los municipios y distritos, en el manejo de crisis 
ocasionadas por la declaratoria de niveles de prevención, alerta o emergencia.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Los olores ofensivos son típicamente causa 
de conflictos socio-ambientales tanto en los 
centros poblados como en las zonas periur-
banas y rurales. Este tipo de contaminación 
disminuye significativamente la calidad de vida 
y el bienestar de las comunidades o grupos de 

personas afectadas, y causa tensiones sociales 
entre los ciudadanos y los sectores productivos. 
En muchos casos, los olores ofensivos son un 
síntoma de otros problemas de gestión ambien-
tal que pueden causar afectaciones a la salud, 
a la economía o a la integridad ecológica de los 
ecosistemas circundantes. Atender los casos 
de olores ofensivos es fundamental para la 
convivencia pacífica de las comunidades. 
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienestar 

para todos en todas las edades. Como una de 
sus metas para 2030, incluye reducir sustancial-
mente el número de muertes y enfermedades 
producidas por productos químicos peligrosos 
y la contaminación del aire (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua limpia y saneamiento: 
Garantizar la disponibilidad de agua 

y su gestión sostenible y el saneamiento para 
todos. Prevé para 2030 minimizar la emisión de 
productos químicos (6.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
7: Energía asequible y no contaminante: 
Garantizar el acceso a una energía ase-

quible, segura, sostenible y moderna para todos. 
Propone de aquí a 2030, duplicar la tasa mundial 
de mejora de la eficiencia energética (7.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9:  Industria, innovación e infraes-
tructura: Construir infraestructuras 

resilientes, promover la industrialización inclu-
siva y sostenible y fomentar la innovación. Se 
propone como meta promover una industriali-
zación sostenible (9.2) y al 2030 modernizar la 
infraestructura y reconvertir las industrias para 
que sean sostenibles, utilizando los recursos 
con mayor eficacia y promoviendo la adopción 
de tecnologías y procesos industriales limpios 
y ambientalmente racionales (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11:  Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. De aquí a 2030, 
propone reducir el impacto ambiental negativo 
per cápita de las ciudades, prestando especial 
atención a la calidad del aire (11.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles. A 2020, 
propone lograr la gestión ecológicamente 
racional de los productos químicos y de todos 
los desechos y reducir significativamente su 
liberación a la atmósfera (12.4).
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de Colombia, artículos 
1, 2, 49, 79, 80, 305, 311, 315 y 366.  

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Mi-
nisterio del Medio Ambiente, se reordena el 
Sector Público encargado de la gestión y con-
servación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras 
disposiciones”, artículos 65 y 66.

•	 Ley 715 de 2001. “Por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competen-
cias de conformidad con los artículos 151, 288, 
356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la 
Constitución Política y se dictan otras dispo-
siciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros”, 
artículos 43 y 44. 

•	 Decreto-Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”, 
artículos 1, 2, 8, 30, 75 y 191.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual 
se expide el Decreto Reglamentario Único 
del Sector Ambiente”, artículos: 2.2.5.1.3.4, 
2.2.5.1.6.3., 2.2.5.1.6.4., 2.2.5.1.3.7., y 2.2.5.1.6.6. 

•	 Resolución MADS 1541 del 2013 “Por la cual se 
establecen los niveles permisibles de calidad 
del aire o de inmisión, el procedimiento para la 
evaluación de actividades que generan olores 
ofensivos y se dictan otras disposiciones”.

•	 Resolución MADS 2087 del 2014 “Por el cual 
se adopta el protocolo para el monitoreo con-
trol y vigilancia de los olores ofensivos”.

Jurisprudencia

Corte Constitucional. 
•	 Sentencia T-661 de 2012, M.P. Adriana M. 

Guillén Arango
•	 Sentencia T-197 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos
•	 Sentencia T-107 de 2015, M.P. Jorge Iván Pa-

lacio Palacio
•	 Sentencia T-179 de 2015, M.P. Jorge Iván Pa-

lacio Palacio.
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

El ruido es aquel sonido no deseado poco 
agradable e incluso dañino que modifica las 
condiciones que se consideran normales 
o tolerables en una cierta región. Cuando 
el ruido ambiental es excesivo, produce la 
llamada contaminación acústica, que por 
lo general tiene su origen en actividades 
antrópicas, derivadas de la vida propia de 
las grandes ciudades, como actividades 
industriales o comerciales, el tránsito de ve-
hículos a motor y la reproducción de música 
a un volumen elevado. 

la pérdida de audición relacionada con la 
edad, y que existe una fuerte evidencia que 
los niños y los adultos que viven en entornos 
ruidosos pueden padecer un mayor estrés 
psicológico, ansiedad, perturbación del 
sueño, merma en el rendimiento cognitivo, 
y pérdida de productividad.

La OMS estableció unos límites en los que 
especifica los rangos que pueden poner en 
riesgo la salud de las personas; para el caso 
de los ambientes industriales, por ejemplo, 
la exposición a 70 decibeles durante 24 
horas podría causar daño auditivo. Lo pro-
pio en el caso de ceremonias y eventos de 
entretenimiento en los que haya exposición 
a 100 decibeles durante 4 horas. 

Con el fin de prevenir, controlar y reducir la 
contaminación acústica, es necesario que 
los municipios reglamenten el ordenamien-
to urbanístico del territorio, clasificando las 
áreas acústicas en función del uso predo-
minante del suelo según sea: residencial, 
industrial, recreativo y de espectáculos, 
sanitario, académico, cultural, infraestruc-
turas de transporte u otros equipamientos 
públicos, espacios naturales, así como 
terciario y mixtos.

Contaminación  
por ruido
Prevención, control y reducción  
de la contaminación acústica

La Organización Mundial de la Salud 
(OMS) manifiesta que más de 43 
millones de personas de entre 12 
y 35 años padecen una pérdida 
auditiva incapacitante debido a 
diferentes causas.

Esta organización indica que el ruido excesi-
vo es un riesgo para la salud, que contribuye 
a la generación de enfermedades cardio-
vasculares, la presión arterial alta y la fatiga. 
Asimismo, la OMS explica que la exposición 
al ruido durante la juventud contribuye a 
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En la materia particular, los mandatarios municipales y departamentales tienen 
los siguientes deberes:

Obligaciones de municipios
	 A la alcaldía le corresponde dirigir la acción administrativa del municipio, 

asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su 
cargo y, por tanto, adelantar las obras públicas indispensables en el municipio y 
velar por la conservación del medio ambiente en el área de su jurisdicción.

	 Ejercer dentro del perímetro urbano, las mismas funciones atribuidas a 
las corporaciones autónomas regionales cuando los municipios, distritos 
o áreas metropolitanas tengan una población urbana igual o superior a un 
millón de habitantes; o cuando las normas creen distritos especiales. 

	 Establecer la situación de salud en el municipio y propender por el 
mejoramiento de las condiciones determinantes de dicha situación. 

	 Ejercer vigilancia y control sobre los factores de riesgo originados en los 
centros educativos, hospitales, cárceles, cuarteles, puertos, aeropuertos y 
terminales terrestres, transporte público, estadios, coliseos, bares, tabernas, 
supermercados y similares, plazas de mercado, de abasto público.

	 Elaborar e implementar los mapas estratégicos de ruido, que permitan 
monitorear la exposición a este.

	 Establecer, las reglas y criterios sobre protección del aire que deban tenerse en 
cuenta en el ordenamiento ambiental del territorio del municipio o distrito, en la 
zonificación del uso del suelo urbano, rural y en los planes de desarrollo.

	 Ejercer funciones de control y vigilancia municipal o distrital de los 
fenómenos de contaminación acústica e imponer las medidas correctivas 
que en cada caso correspondan.

	 Vigilar las condiciones ambientales que afectan la salud y el bienestar de la 
población generadas por ruido.

	 Regular y restringir el tránsito de transporte en los sectores de tranquilidad 
y silencio, conforme a las normas municipales o distritales de uso del suelo.

	 Adelantar programas de arborización y reforestación.
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

El ruido excesivo afecta la calidad de vida, el 
bienestar y la productividad de las personas, y 
puede causar múltiples afectaciones a la salud. 
El ruido también afecta a otros organismos, 
especialmente aquellos que dependen del so-
nido para comunicarse (como las aves) o para 
moverse (como es el caso de los murciélagos); 
muchas de estas especies cumplen funciones 
ecológicas importantes para actividades econó-
micas como la agricultura o el turismo, aspecto 
por lo general poco valorado como uno de los 
impactos indirectos de la contaminación audi-
tiva. En los centros urbanos la contaminación 
auditiva desvaloriza los predios y afecta las 
dinámicas sociales y económicas de las áreas 
expuestas. El ruido es otra causa de afectación 
a la convivencia pacífica de las comunidades.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienestar 

para todos en todas las edades. Como una de 

sus metas para 2030, incluye reducir sustancial-
mente el número de muertes y enfermedades 
producidas por productos químicos peligrosos 
y la contaminación del aire (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua limpia y saneamiento: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su 

gestión sostenible y el saneamiento para todos. 
Prevé para 2030 minimizar la emisión de pro-
ductos químicos (6.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 7: Energía asequible y no conta-
minante: Garantizar el acceso a una 

energía asequible, segura, sostenible y mo-
derna para todos. Propone de aquí a 2030, 
duplicar la tasa mundial de mejora de la efi-
ciencia energética (7.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9:  Industria, innovación e infraes-
tructura: Construir infraestructuras 

resilientes, promover la industrialización inclu-
siva y sostenible y fomentar la innovación. Se 
propone como meta promover una industriali-
zación sostenible (9.2) y al 2030 modernizar la 
infraestructura y reconvertir las industrias para 

bios repentinos durante su emisión (artículo 2 
del Decreto 8321 de 1983). 

Ruido impulsivo o de impacto
Es aquel cuyas variaciones en los niveles de 
presión sonora involucran calores máximos o 
intervalos mayores de uno por segundo. Cuando 
los intervalos son menores de un segundo, podrá 
considerarse el ruido como continuo (artículo 3 
del Decreto 8321 de 1983).

CONCEPTOS IMPORTANTES

Contaminación por ruido
Cualquier emisión de sonido que afecte adversa-
mente la salud o seguridad de los seres humanos, 
la propiedad o el disfrute de la misma (artículo 1 
del Decreto 8321 de 1983).

Ruido continuo 
Es aquel cuyo nivel de presión sonara permane-
ce constante o casi constante, con fluctuaciones 
hasta de un (1) segundo, y que no presenta cam-
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política de Colombia, artículos 1, 2, 
49, 79, 80, 305, 311, 315 y 366.  

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministe-
rio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA y se dictan otras disposicio-
nes”, artículos 65 y 66.

•	 Ley 715 de 2001. “Por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competen-
cias de conformidad con los artículos 151, 288, 
356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la 
Constitución Política y se dictan otras dispo-
siciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros”, 
artículos 43 y 44. 

•	 Decreto-Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”, 
artículos 1, 2, 8, 30, 75 y 191.

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Reglamentario Único del Sec-
tor Ambiente”, artículos: 2.2.5.1.3.4, 2.2.5.1.6.3., 
2.2.5.1.6.4., 2.2.5.1.3.7., y 2.2.5.1.6.6. 

•	 Resolución MADS 1541 del 2013 “Por la cual se 
establecen los niveles permisibles de calidad 
del aire o de inmisión, el procedimiento para la 
evaluación de actividades que generan olores 
ofensivos y se dictan otras disposiciones”.

•	 Resolución MADS 2087 del 2014 “Por el cual se 
adopta el protocolo para el monitoreo control y 
vigilancia de los olores ofensivos”.

Jurisprudencia

Corte Constitucional
•	 Sentencia T-661 de 2012, M.P. Adriana M. 

Guillén Arango
•	 Sentencia T-197 de 2014, M.P. Alberto Rojas 

Ríos
•	 Sentencia T-107 de 2015, M.P. Jorge Iván Pa-

lacio Palacio
•	 Sentencia T-179 de 2015, M.P. Jorge Iván Pa-

lacio Palacio.

que sean sostenibles, utilizando los recursos 
con mayor eficacia y promoviendo la adopción 
de tecnologías y procesos industriales limpios 
y ambientalmente racionales (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11:  Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. De aquí a 2030, 
propone reducir el impacto ambiental negativo 

per cápita de las ciudades, prestando especial 
atención a la calidad del aire (11.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades de 

consumo y producción sostenibles. A 2020, pro-
pone lograr la gestión ecológicamente racional 
de los productos químicos y de todos los dese-
chos y reducir significativamente su liberación 
a la atmósfera (12.4).
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

Si bien el suministro de agua apta para consumo 
humano debe ser una prioridad dentro de los fines 
esenciales del Estado, el adecuado tratamiento a 
que debe someterse el agua residual para su eli-
minación sin lesionar al medioambiente, ni afectar 
la salud pública, también lo es. Este tratamiento, 
realizado a través de las plantas de tratamiento 
de aguas residuales (PTAR), debe cumplir con 
normas que permitan que el recurso hídrico re-
ceptor de las mismas no se vea afectado en su 
composición físico, química y microbiológica.

Es una realidad que los cuerpos hídricos suelen 
ser receptores de las aguas residuales resul-
tantes de actividades tanto productivas como 
domiciliarias. De acuerdo con datos del IDEAM 
(2019), la carga contaminante de las actividades 
domésticas e industriales para el año 2016, medi-
da como DBO (Demanda Biológica de Oxígeno), 
fue de 1.952.814 t/año, de la cual fue removida en 
sistemas de tratamiento de aguas residuales en 
un 42%. En cuanto al caudal de aguas residuales 
generado por los centros urbanos, se están arro-
jando a los cuerpos de agua cerca de 67m3/s. En 
este aspecto, Bogotá representa más del 15.3%, 
Antioquia el 13%, Valle del Cauca el 9.87% y los 
demás departamentos están por debajo del 5%. 
(Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial (MVCT) y el Departamento Nacional 
de Planeación (DNP), 2004). 

Estos porcentajes evidencian el grado de im-
pacto sobre las corrientes hídricas y marcan 
una tendencia en regiones más industrializadas, 
lo que indica que la mayoría de las aguas uti-
lizadas son vertidas a las fuentes hídricas sin 
tratamiento adecuado. De otra parte, sólo 541 
municipios de los 1.122 registrados por el DANE, 
cuentan con algún tipo de Planta de Tratamiento 
de Aguas Residuales (PTAR). 

La importancia para el medio natural radica 
en que el agua integra todos los ecosistemas 
y es fundamental para el sostenimiento y re-
producción de la vida, siendo el componente 
más abundante en los seres vivos. Desde el 
preámbulo de la Constitución Política, se con-
sagra la protección a la vida, que por extensión 
implica garantizar la preservación de las fuentes 
hídricas, siendo esta una prioridad para los go-
bernantes en todo el territorio colombiano.

Vertimientos
Acciones de protección del recurso 
hídrico y la calidad del agua

De acuerdo con el Índice de 
Desempeño Ambiental (EPI) del 
2018, a pesar de que Colombia es 
un país privilegiado con respecto 
a la disponibilidad de recursos 
naturales de su territorio, el 
manejo que se le está dando por 
parte de las comunidades y de las 
autoridades, es inadecuado. 

Al incluirse dentro de esta medición la de verti-
mientos de aguas residuales, Colombia obtuvo 
resultados negativos, ubicándose en el puesto 
85 entre 178 países estudiados, superado por 
Chile, Ecuador, Brasil y Uruguay. Esto significa 
un descenso importante ya que en informes 
previos, Colombia figuraba como el país con 
mejor desempeño ambiental de Suramérica y 
había ocupado el puesto número 10, dentro de 
los países mejor calificados en el mundo.
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Vertimiento no puntual
Aquel en el cual no se puede precisar el punto 
exacto de descarga al cuerpo de agua o al suelo, 
tal es el caso de vertimientos provenientes de esco-
rrentía, aplicación agroquímicos u otros similares 
(artículo 2.2.3.3.1.3 del Decreto 1076 del 2015).

Carga contaminante
Es el producto de la concentración másica de una 
sustancia por el caudal volumétrico del líquido 
que la contiene determinado en el mismo sitio. 
Se expresa en unidades de masa sobre tiempo 
(MinAgricultura, 2018).

CONCEPTOS IMPORTANTES

Vertimiento
Descarga final a un cuerpo de agua, a un al-
cantarillado o suelo, de elementos, sustancias 
o compuestos contenidos en un medio líquido 
(artículo 2.2.3.3.1.3 del Decreto 1076 del 2015). 

Vertimiento puntual
El que se realiza a partir de un medio de conduc-
ción, del cual se puede precisar el punto exacto de 
descarga al cuerpo de agua, al alcantarillado o al 
suelo (artículo 2.2.3.3.1.3 del Decreto 1076 del 2015).

Obligaciones de municipios
	 Tramitar y mantener vigentes las concesiones y/o permisos para uso del recurso 

hídrico u ocupación de cauces o lechos para acueductos municipales y obras de 
infraestructura que adelanten. 

	 Obtener el permiso de vertimientos o el Plan de Saneamiento y Manejo de 
Vertimientos (PSMV), ante la autoridad ambiental competente.

	 Incluir en los planes de ordenamiento territorial, la definición de usos del suelo de 
áreas aptas para la construcción de colectores-conductores y plantas para tratar 
las aguas residuales. 

	 Realizar los ajustes a los PSMV, de acuerdo con los requerimientos que hagan 
las autoridades ambientales competentes, como resultado de las evaluaciones 
semestrales y anuales a estos.

Obligaciones de departamentos
	 Apoyar presupuestal y técnicamente a los municipios para la adopción de sus PSMV.

	 Cofinanciar o ejecutar obras y proyectos para el tratamiento de aguas residuales 
de los municipios de su comprensión territorial.
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 1: Fin a la pobreza: Poner fin a la 
pobreza en todas sus formas en todo 

el mundo, que como meta para 2030 propone 
garantizar que todas las personas tengan ac-
ceso a los servicios básicos (1.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienestar 

para todos en todas las edades y su meta para 
el 2030 de poner fin a las enfermedades trans-
mitidas por el agua (3.3).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11:  Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles, particularmente 
en relación con la meta de contar para el año 
2030 con servicios básicos adecuados, segu-
ros y asequibles (11.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
12: Producción y consumo responsables: 
Garantizar modalidades de consumo y 

producción sostenibles y la meta de reducir sig-
nificativamente para 2020 la liberación al agua y 
al suelo de productos químicos y desechos (12.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 13: Acción por el Clima: Adoptar 
medidas urgentes para combatir el 

cambio climático y sus efectos y la meta de In-
corporar medidas relativas al cambio climático 
en las políticas, estrategias y planes nacionales 
dada la relación entre los residuos líquidos y el 
calentamiento global (13.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 14: Vida submarina: Conservar y 
utilizar en forma sostenible los océa-

nos, los mares y los recursos marinos para el 
desarrollo sostenible que propone para 2025 
prevenir y reducir significativamente la conta-
minación marina.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

Más de la mitad de los municipios de Colom-
bia no cuentan con ningún tipo de Planta de 
Tratamiento de Aguas Residuales PTAR, lo 
cual significa que los vertimientos se hacen 
directamente sobre los cuerpos de agua que 
a su vez son abastecedores de este recurso 
para otros municipios. 

También es frecuente que los municipios pe-
queños, que son la mayoría en Colombia, no 
cuentan o tienen vencidas las concesiones de 
aguas para uso doméstico, que terminan en 
vertimientos luego de ser usadas. 

La mala calidad de agua en Colombia tiene im-
pactos directos sobre la salud de las personas, 
especialmente sobre comunidades rurales o 
poblaciones vulnerables que no tienen acceso a 
agua potable o que están directamente expuestas 
a cuerpos de agua contaminados. Esta situación 
es muy grave en áreas con vertimientos de meta-
les pesados, especialmente mercurio. En muchos 
lugares el manejo inadecuado de vertimientos es 
fuente de conflictos socio-ambientales que afec-
tan la convivencia pacífica de las comunidades 
y la prosperidad económica. La contaminación 
hídrica también tiene graves impactos sobre los 
ecosistemas acuáticos siendo una de las causas 
directas de pérdida de biodiversidad. 

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
6: Agua limpia y saneamiento: Garantizar 
la disponibilidad de agua y su gestión 

sostenible y el saneamiento para todos. En espe-
cial respecto de las metas para el 2030 de lograr 
acceso al saneamiento e higiene adecuados y 
equitativos para todos (6.2) y reducir la contami-
nación, eliminando el vertimiento y reduciendo a 
la mitad las aguas residuales sin tratar (6.3).
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política: Preámbulo, Art. 8. 
•	 Decreto-Ley 2811 de 1974 (Código Nacional 

de los Recursos Naturales Renovables): artí-
culos 3, 32, 50, 51 y, 132 a 145.

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministe-
rio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA y se dictan otras disposicio-
nes” artículos 1 (Num 4), 3 y, 63 y ss

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, artí-
culos 2.2.3.3.1.1 y siguientes (recoge el Decreto 
Reglamentario 3930 de 2010 en su integridad).

•	 Resolución 1433 de 2004. “Por la cual se re-
glamenta el artículo 12 del Decreto 3100 de 
2003, sobre Planes de Saneamiento y Manejo 
de Vertimientos, PSMV, y se adoptan otras de-
terminaciones”. 

•	 Resolución 631 de 2015. “Por la cual se esta-
blecen los parámetros y los valores límites 
máximos permisibles en los vertimientos 
puntuales a cuerpos de aguas superficiales 
y a los sistemas de alcantarillado público y 
se dictan otras disposiciones.”

•	 Resolución 1207 de 2014 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, “por la 
cual se adoptan disposiciones relacionadas 
con el uso de aguas residuales tratadas”.

Jurisprudencia

Corte Constitucional  
•	 Corte Constitucional Sentencia: Sentencia 

T-596 de 2017 MP: Alejandro Linares Cantillo.

Consejo de Estado 
•	 Consejo de Estado, Sentencia sobre la descon-

taminación del río Bogotá del 28 de marzo del 
2014, aclarada mediante auto de fecha 17 de ju-
lio de 2014 CP: Marco Antonio Velilla Moreno.

REFERENCIAS

•	 Conpes 3177 de 2002. “Acciones prioritarias 
y lineamientos para la formulación del Plan 
Nacional de Manejo de Aguas Residuales”.

•	 MADS (2010). Política Nacional para la 
Gestión Integral del Recurso Hídrico 
(PNGIRH). Disponible en la página web 
https://www.minambiente.gov.co/index.
php/gestion-integral-del-recurso-hidrico/
direccion-integral-de-recurso-hidrico/poli-
tica-nacional-para-la-gestion-integral-del-re-
curso-hidrico. 

•	 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial (MVCT) y el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) (2004). Plan 
Nacional de Manejo de Aguas Residuales 
Municipales en Colombia. Disponible en 
la página web http://www.minvivienda.
gov.co/Documents/ViceministerioAgua/
plan_nacional_de_manejo_de_aguas_residua-
les_municipales_en_colombia.pdf.

•	 Ministerio de Desarrollo Económico (2000). 
Política Pública para el sector de Agua Potable 
y Saneamiento Básico. 

•	 Universidad de Yale, Universidad de Columbia 
y Foro Económico Mundial (2018). Índice de 
desempeño ambiental. Disponible en la página 
web https://epi.envirocenter.yale.edu/. 

•	 Superintendencia de Servicios Públicos Do-
miciliarios (Superservicios) (2017). Estudio 
Sectorial de los Servicios Públicos Domicilia-
rios de Acueducto y Alcantarillado.
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Se considera que hay contaminación visual 
cuando cualquier elemento o circunstancia, 
percibido por la vista, genera un impacto nega-
tivo en la estética y en la armonía del paisaje, 
rural o urbano, así como una afectación en sus 
diferentes componentes, ya sea sobre el color, 
la morfología o la distribución espacial de las 
estructuras naturales o antrópicas, afectando 
de manera nociva al ser humano.

La expansión de las urbes contemporáneas, 
al igual que la presión ejercida por la creciente 
demanda proveniente de la industria, la vivien-
da, la recreación, el comercio, entre otros, son 
causa directa de la aparición de elementos que 
perturban la visual paisajística. 

La contaminación visual puede venir de diversas 
fuentes: los avisos publicitarios; las intervencio-
nes del suelo a cielo abierto, como los rellenos 
sanitarios, las excavaciones para construccio-
nes, canteras, y minas; los tendidos de cables, 
de cualquier naturaleza; los postes, las antenas, 
los grafitis, los inmuebles abandonados y des-
vencijados, y muchísimos más que ocasionan 
una afectación perjudicial, que interrumpe y 
distorsiona el paisaje. 

Cuando esto ocurre, la capacidad del cerebro 
humano para procesar las imágenes se excede 
frente a la necesidad de filtrar una gran cantidad 
de estímulos visuales que desbordan los límites 
de la salud. Esto se refleja en alteraciones del 
sistema nervioso, trastornos de atención, estrés, 
frustración, dolor de cabeza, mal humor, ansie-
dad, excitación, irritación, con consecuencias 

especialmente nocivas sobre las personas con 
alguna discapacidad y sobre los niños y los 
ancianos; además puede generar peligrosas 
distracciones en los conductores. Esta afecta-
ción también alcanza a especímenes de fauna 
doméstica y silvestre. El exceso de anuncios y 
el colorido exagerado, en el caso de la fauna 
silvestre hacen que estos huyan o se aíslen 
alterando así su equilibrio vital.

No obstante todo lo anterior, la contaminación 
visual es uno de los tipos de contaminación que 
menos llama la atención, puesto que aún no es 
percibida por gran parte de las personas como 
un problema ambiental.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Publicidad exterior visual
se refiere al medio masivo de co-
municación destinado a informar o 
llamar la atención del público a través de 
elementos visuales como leyendas, ins-
cripciones, dibujos, fotografías, signos o 
similares, visibles desde las vías de uso o 
dominio público, bien sean peatonales o 
vehiculares, terrestres, fluviales, maríti-
mas o aéreas (Artículo 1 Ley 140 de 1994).

Contaminación visual
Acciones para evitar la contaminación visual
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

Obligaciones de municipios
	 Regular lo relacionado con la publicidad exterior visual. 

	 Establecer la situación de salud en el municipio y propender por el mejoramiento 
de las condiciones ambientales determinantes de dicha situación, relacionadas con 
la contaminación visual.

	 Efectuar revisiones periódicas a toda Publicidad Exterior Visual ubicada en el 
territorio de su jurisdicción, de tal forma que no presente condiciones de suciedad, 
inseguridad o deterioro.

	 Iniciar acciones administrativas de oficio, para determinar si la Publicidad Exterior 
Visual se ajusta a la Ley y en caso contrario, promover la acción popular ante los jueces 
competentes para solicitar la remoción o modificación de esta.

	 Sancionar a la persona natural o jurídica que utilice la Publicidad Exterior Visual 
en lugares prohibidos; aplicar la multa al anunciante en primer lugar, o incluso a 
los dueños, arrendatarios o usuarios del inmueble que permitan la colocación de 
dicha publicidad, cuando no se pueda determinar al propietario de la Publicidad 
Exterior Visual.

	 Ordenar el retiro de la Publicidad Exterior Visual en propiedad privada, sin el 
consentimiento del propietario o poseedor, en el término de 24 horas después de 
recibida la notificación.

Obligaciones de departamentos
	 Ejercer vigilancia y control, sobre los factores de riesgo para la salud, en 

establecimientos educativos, hospitales, cárceles, cuarteles, puertos, aeropuertos 
y terminales terrestres, así como transporte público, estadios, coliseos, bares, 
tabernas, supermercados y plazas de mercado.

	 Zonificar el uso del suelo urbano, rural y en los planes de desarrollo. 

	 Ejecutar las acciones de inspección, vigilancia y control de los factores de riesgo 
del ambiente que afectan la salud humana.

	 Ejercer poder de policía extraordinario para la prevención del riesgo o ante 
situaciones de emergencia, seguridad y calamidad.
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar 
una vida sana y promover el bienes-

tar para todos en todas las edades. De aquí a 
2030, reducir considerablemente el número de 
muertes y enfermedades causadas por pro-
ductos químicos peligrosos y por la polución y 
contaminación del aire, el agua y el suelo (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
9: Industria, innovación e infraestruc-
tura: Construir infraestructuras fiables, 

sostenibles, resilientes y de calidad, promover la 
industrialización inclusiva y sostenible y fomentar 
la innovación. Se propone como meta al 2030 
modernizar la infraestructura y reconvertir las in-
dustrias para que sean sostenibles, utilizando los 
recursos con mayor eficacia y promoviendo la 
adopción de tecnologías y procesos industriales 
limpios y ambientalmente racionales (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11:  Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. De aquí a 2030, 
propone aumentar la urbanización inclusiva y 
sostenible y la capacidad para la planificación 
y la gestión participativas, integradas y soste-
nibles de los asentamientos humanos en todos 
los países (11.3) y reducir el impacto ambiental 
negativo per cápita de las ciudades, prestando 
especial atención a la calidad del aire (11.6).

EJEMPLOS DE PROBLEMAS  
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO  
DE LAS OBLIGACIONES

La falta de un marco normativo sistemático en 
materia de contaminación visual limita las posibi-
lidades de atención integral a este problema, ya 
que la Ley 140 de 1994 se limita a la publicidad 
exterior visual y no considera otros aspectos 
que son relevantes y que pueden afectar el 
bienestar de las personas e impactar a otros 
organismos. Esto hace que en general las au-
toridades responsables no realicen un control 
suficiente a esta problemática, que en muchos 
casos se normaliza a pesar de los impactos 
que genera.  Es claro también que los planes 
de desarrollo de muchos municipios no incluyen 
el tema de la contaminación visual, ni tienen en 
cuenta este aspecto con respecto a la realidad 
o particularidades culturales, sociales, económi-
cas y ecológicas de cada territorio. Es frecuente 
que se da prioridad a intereses particulares por 
encima del bien común. Es fundamental resaltar 
que la contaminación visual, a pesar de no ser 
muy reconocida, causa trastornos en el sentido 
de la ubicación y la percepción de los aspectos 
arquitectónicos, estéticos y culturales de la 
ciudad, además de desorden arquitectónico 
y pérdida de la armonía constructiva. Es una 
causa de pérdida y disminución del disfrute, 
uso y goce del espacio público, causando tam-
bién perturbación y distracción de peatones y 
conductores. La contaminación visual deteriora 
la calidad de vida y del bienestar de los ciuda-
danos, y es fuente de conflictos y tensiones 
sociales, entre los ciudadanos, los sectores 
productivos y las autoridades. 
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Factores de deterioro y contaminación ambiental

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política: Artículos: 1, 2, 49, 79, 
80, 305, 311, 315 y 366.   

•	 Decreto-Ley 2811 de 1974 (Código Nacional 
de los Recursos Naturales Renovables): artí-
culos 1, 2, 3,8, 28,30, 188, 302,303,304, y 328.

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Mi-
nisterio del Medio Ambiente, se reordena el 
Sector Público encargado de la gestión y con-
servación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras 
disposiciones” artículos. 1, 65 y 66.

•	 Ley 140 de 1994. “Por la cual se reglamenta la 
publicidad exterior visual”.

•	 Ley 472 de 1998. “Ejercicio de las acciones 
populares y de grupo”.

•	 Ley 175 de 2001.” (…) recursos y competen-
cias (..)para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros”. 
artículos: 43 y 44. 

•	 Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, 
artículos 2.2.2.3.1.3, 2.2.1.7.1.1.   2.2.10.1.1.2., 

2.2.3.3.2.10, 2.2.5.1.6.3., 2.2.5.1.6.4., 2.2.5.1.3.7., 
2.2.5.1.4.4. y 2.2.5.1.6.6.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se expide el Códi-
go Nacional de Policía y Convivencia”, artículos 
12,13,14, 115, 135, 139 y 140.

Jurisprudencia

Corte Constitucional 
•	 Sentencia C-535 de 1996. M.P. Alejandro 

Martínez Caballero.
•	 Sentencia T-317 de 1994. M.P.  Vladimiro Na-

ranjo Mesa.
•	 Sentencia C-064 de 1998. M.P. Vladimiro Na-

ranjo Mesa.

Consejo De Estado
•	 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección 

Primera. Consejera ponente: Rafael E. Ostau De 
Lafont Pianeta 26 de abril 2007. Radicación nú-
mero 25000-23-24-000-2005-00504-01(AP).

•	 Consejo De Estado. Sala Plena De Lo 
Contencioso Administrativo. Consejera po-
nente: Stella Conto Díaz Del Castillo. 4 de 
septiembre 2018. Radicación número: 05001-
33-31-004-2007-00191-01(AP).
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(2013). Informe macro a la evaluación a la 
contaminación visual exterior por ubicación 
de vallas publicitarias y otro. Disponible en 
la página web http://archivos.contraloriacali.
gov.co/colecciones/download/%5B%26quo-
t%3BInforme.contaminacion.visual.
pdf%26quot%3B%2C%26quot%3BInformecon-

taminacionvisual%26quot%3B%2C%26quo-
t%3Bpdf%26quot%3B%2C%26quo-
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•	 Méndez Velandia, C. (2013). La conta-
minación visual de los espacios públicos. 
Disponible en la página web https://revis-
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view/27882.
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Otros asuntos de relevancia para la agenda ambiental  urbana y regional

De acuerdo con lo establecido en el Código 
de Minas, los minerales de cualquier clase y 
ubicación, yacentes en el suelo o el subsuelo, 
en cualquier estado físico natural, son de la 
exclusiva propiedad del Estado, sin considera-
ción a que la propiedad, posesión o tenencia 
de los correspondientes terrenos, sean de otras 
entidades públicas, de particulares o de comu-
nidades o grupos.

Entretanto, las actividades mineras están cla-
sificadas en minería de subsistencia, pequeña, 
mediana y grande, tal como lo explica el docu-
mento denominado “Normatividad general para 
el control a la explotación ilícita de minerales” 
del Ministerio de Minas y Energía (2017):

•	 Las actividades mineras estarán clasifica-
das en minería de subsistencia, pequeña, 
mediana y grande. El Gobierno Nacional las 
definirá y establecerá los requisitos tenien-
do en cuenta el número de hectáreas y/o la 
producción de las unidades mineras según el 
tipo de mineral. Para la exploración, solo se 
tendrán en cuenta las hectáreas. 

•	 Se puede ejercer la actividad minera sin contar 
con título minero únicamente mediante la figura 
del barequeo y/o extracción ocasional de mine-
rales industriales, siempre y cuando se cumpla 
con los requisitos establecidos en la Ley.

No obstante, en los escenarios contemplados 
en el marco normativo, la extracción ilícita de 
minerales se ha acrecentado de manera ex-
ponencial, trayendo consigo un sinnúmero de 

problemas de orden social, económico y am-
biental, debido a la continuidad y permanencia 
de actividades extractivas sin la observancia de 
la normatividad existente.

Vale la pena resaltar, que de acuerdo con las 
cifras emitidas por la Contraloría General de la 
República en su Informe del Estado de los Re-
cursos Naturales y del Ambiente 2016-2017, que 
también incluye cifras emitidas por el Ministerio 
de Defensa Nacional, las explotaciones mineras 
ilícitas representan cerca del 63% del número 
total de las actividades mineras y ocurren en 25 
departamentos del territorio nacional. Asimismo, 
los minerales que concentran la mayor parte de 
la explotación ilícita de minerales son: carbón 
(40%), materiales de construcción (60%) y 
metales preciosos (85%).

Por su parte, según datos de la Defensoría 
del Pueblo (2015), la explotación ilícita de mi-
nerales genera ganancias por 7.1 billones de 
pesos al año, evidenciándose que los negocios 
derivados de la explotación ilegal superan en 
3.9 veces al narcotráfico. 

Dicha incidencia se ve reflejada en la alta 
degradación de los ecosistemas debido al gran 
impacto ambiental que producen las activida-
des ilegales, relacionadas principalmente con: 
modificación del paisaje; remoción de capas de 
cobertura vegetal y material orgánico; contami-
nación del recurso hídrico y suelos; pérdida de 
biodiversidad; contaminación atmosférica; etc. , 
generándose a su vez una rotura de la interrela-
ción ecosistémica de la cual también hace parte 
la especie humana. 

Exploración y explotación  
ilícita de minerales
Estrategias que conducen al control  
de la explotación ilícita de minerales
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El régimen legal colombiano, estipula obligaciones precisas en la materia, dirigida a 
los entes territoriales, las cuales se encuentran incorporadas, entre otras normas, 
en la Ley 685 de 2001 o Código de Minas; Ley 1801 de 2016 o Código Nacional de 
Policía, etc., a saber:

Obligaciones de municipios
	 Incluir el componente minero en los planes de ordenamiento territorial 

(POT), planes básicos de ordenamiento territorial (PBOT) o esquemas de 
ordenamiento territorial (EOT).

	 Suspender, en cualquier tiempo, de oficio o por aviso o queja de cualquier 
persona, la explotación de minerales sin título inscrito en el Registro Minero 
Nacional. 

	 Efectuar el decomiso provisional de los minerales que se transporten o 
comercien y que no se hallen amparados por factura o constancia de las 
minas de donde provengan.

	 Realizar decomiso provisional de los minerales cuando su procedencia sea 
ilícita, dando aviso a las demás autoridades con competencias en la materia. 

	 Suspender la ocupación, despojo de terceros o perturbación que se realice 
en áreas objeto de un título minero legalmente conferido, haciendo uso de la 
figura denominada amparo administrativo. 

	 Realizar el cierre de las plantas de beneficio de oro que se encuentren en 
zonas prohibidas o que no cumplan con la normativa ambiental vigente.

	 Ejercer la facultad a prevención en materia sancionatoria ambiental.

	 Conocer de las labores de prospección que se adelantan en su municipio.

	 Fijar caución cuando se haga prospección de minerales en su municipio.

	 Realizar el registro de barequeros. 

	 Ejercer funciones como primera autoridad de policía.  

	 Conocer las solicitudes de medidas de amparo administrativo para su 
respectiva ejecución.
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Otros asuntos de relevancia para la agenda ambiental  urbana y regional

CONCEPTOS IMPORTANTES

Exploración y explotación 
ilícita de minerales 
Actividad exploratoria o de extracción de 
minerales, bien sean de propiedad de la Na-

Obligaciones de departamentos
	 Ejercer autoridad de policía en materia minera. 

	 Conocer en segunda instancia, los recursos que se interpongan contra las 
decisiones del alcalde frente a la orden de desalojo y de suspensión de las labores 
mineras del perturbador.

	 Ejercer las funciones de tramitación y celebración de contratos de concesión, 
así como la vigilancia y control de su ejecución, previa delegación por parte de la 
autoridad minera. 

	 Ejercer la facultad a prevención en materia sancionatoria ambiental.

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Ley 599 de 2000. “Por la cual se expide el Có-

digo Penal”.
•	 Ley 685 de 2001. “Por la cual se expide el 

Código de Minas y se dictan otras disposicio-
nes”, artículos 34, 35, 38, 41, 48, 156, 161, 164 
306, 307, 313.

•	 Ley 1333 de 2009. “Por la cual se establece el 
procedimiento sancionatorio ambiental y se 
dictan otras disposiciones”, artículo 2.

•	 Ley 1658 de 2013. “Por medio de la cual se esta-
blecen disposiciones para la comercialización 
y el uso de mercurio en las diferentes activi-
dades industriales del país, se fijan requisitos 

e incentivos para su reducción y eliminación y 
se dictan otras disposiciones”, artículo 9.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia”, 
artículos 105, 106, 108, 198, 203, 204.

•	 Decisión número 774 del 30 de julio de 2012 
de la Comunidad Andina de Naciones, artí-
culo 6° y el artículo 106 de la Ley 1450 de 201 
en relación con el uso de maquinaria pesada y 
sus partes en actividades mineras sin las auto-
rizaciones y su desarrollo a través del Decreto 
2235 de 2012, compilado en el 1070 de 2015.

Jurisprudencia
•	 Sentencia T-622 de 2016, M.P. Jorge Iván Pa-

lacio Palacio.
•	 Sentencia SU-133 de 2017, M.P. Luis Ernesto 

Vargas Silva.

ción o de particulares, que se desarrolla sin 
el correspondiente título minero vigente o 
sin la autorización del titular de la propie-
dad privada donde se ubique el proyecto 
(Artículo 159, Ley 685 de 2001).
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trias para que sean sostenibles, utilizando los 
recursos con mayor eficacia y promoviendo la 
adopción de tecnologías y procesos industriales 
limpios y ambientalmente racionales (9.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles, que 
fija como meta para el 2020 lograr la gestión 
ecológicamente racional de los productos 
químicos y de todos los desechos a lo largo 
de su ciclo de vida, de conformidad con los 
marcos internacionales convenidos, y reducir 
significativamente su liberación a la atmós-
fera (12.4). Para el 2030 se propone lograr la 
gestión sostenible y el uso eficiente de los re-
cursos naturales (12.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terrestres: 
Gestionar sosteniblemente los bos-

ques, luchar contra la desertificación detener e 
invertir la degradación de las tierras y detener 
la pérdida de biodiversidad, principalmente en 
cuanto se relaciona con las siguientes metas: 
Para 2020 velar por la conservación, el restable-
cimiento y el uso sostenible de los ecosistemas 
terrestres y los ecosistemas interiores de agua 
dulce y los servicios que proporcionan, en parti-
cular los bosques, los humedales, las montañas 
y las zonas áridas, en consonancia con las 
obligaciones contraídas en virtud de acuerdos 
internacionales (15.1); Para 2030, velar por la 
conservación de los ecosistemas montañosos, 
incluida su diversidad biológica, a fin de mejo-
rar su capacidad de proporcionar beneficios 
esenciales para el desarrollo sostenible (15.4); 
Adoptar medidas urgentes y significativas para 
reducir la degradación de los hábitats naturales, 
detener la pérdida de la diversidad biológica y, 
para 2020, proteger las especies amenazadas y 
evitar su extinción (15.5).

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

La extracción ilícita de minerales es una de las 
principales causas de destrucción ambiental, 
contaminación, pérdida de biodiversidad y 
afectación de las dinámicas sociales y cultu-
rales en Colombia. Se trata de una actividad 
que destruye por completo los ecosistemas, 
afectando el subsuelo, suelo, sistemas hídri-
cos, geomorfología y por supuesto toda la 
biota asociada. Los pasivos ambientales de 
la extracción ilícita de minerales son enormes 
y requieren ingentes esfuerzos e inversiones 
para su recuperación. Adicionalmente, se trata 
de actividades que, por cuenta de la contami-
nación de fuentes hídricas con mercurio y otros 
metales pesados, puede afectar a muchas 
comunidades en áreas incluso lejanas a los 
sitios intervenidos. El mercurio, en particular, 
queda en suelos y sedimentos y se acumula en 
la cadena trófica, por lo cual afecta también los 
medios de vida de poblaciones locales.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 8: Trabajo decente y crecimiento 
económico: Promover el crecimiento 

económico sostenido, inclusivo y sostenible, el 
empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todos. Allí se establece como meta para el 
2030, mejorar progresivamente la producción y 
el consumo eficientes de los recursos mundiales 
y procurar desvincular el crecimiento económico 
de la degradación del ambiente (8.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 9: Industria, Innovación e Infraes-
tructura: Construir infraestructuras 

resilientes, promover la industrialización inclusiva 
y sostenible y fomentar la innovación y su meta 
para 2030 en el sentido de reconvertir las indus-
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No existe en Colombia un marco regulatorio 
expresamente referido a los pasivos ambien-
tales y la gestión que, sobre los mismos, debe 
darse por parte de las entidades del Estado 
y los particulares. Esta ausencia de un marco 
regulatorio puede acarrear un primer problema: 
la falta de unidad de criterio en cuanto a cuándo 
un impacto negativo causado sobre el ambiente 
y los recursos naturales debe ser considerado 
como un pasivo ambiental.

No por ello podría entenderse que el asunto no 
amerita una atención especial y urgente, en la 
que necesariamente deben entenderse involu-
cradas las entidades territoriales.

Una consultoría contratada por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible en el año 2015 
partió de información secundaria para realizar 
un inventario inicial de áreas en sospecha, en 
las que potencialmente podrían configurarse 
pasivos ambientales, identificando un total de 
1.843 puntos, de los cuales solo 673 reportan 
geo-referenciación (36.5% de la información 
total). Esta escasa información sobre la ubica-
ción de posibles pasivos ambientales, dificulta 
las labores de planificación a nivel nacional de 
una estrategia de priorización y distribución 
de recursos económicos para enfrentar la 
problemática. Entre las principales causas de 

pasivos ambientales, se pudieron identificar la 
extracción minera, derrames de hidrocarburos 
por transporte y derrames de hidrocarburos por 
actos terroristas.

Para hacer frente a los problemas asociados a 
esta problemática, un primer paso consiste en 
ampliar la información relacionada con la exis-
tencia de pasivos en el territorio y siempre que 
sea posible, la determinación de los posibles 
responsables para efectos de hacer exigible su 
intervención adecuada. Por su parte, y siempre 
que no se logre determinar los responsables, 
es necesario prever los recursos necesarios 
para formular y ejecutar planes de intervención 
que aseguren la recuperación ambiental de las 
áreas afectadas.

Pero además de la gestión que debe realizarse 
sobre los pasivos ya generados, es necesario 
establecer mecanismos para evitar que se ge-
neren futuros pasivos ambientales. Lo anterior 
será posible en la medida en que, en el desa-
rrollo de proyectos productivos de cualquier 
naturaleza, se hagan exigibles las previsiones 
técnicas y presupuestales que resulten nece-
sarias para asegurar una gestión ambiental 
apropiada y oportuna para la restauración del 
territorio y de los recursos naturales, que pue-
den verse afectados con la intervención.

Pasivos 
ambientales
Prevenir y remediar la existencia 
de pasivos en el territorio
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Obligaciones de municipios
	 Prever las medidas técnicas y presupuestales necesarias para evitar la generación 

de pasivos ambientales al interior del municipio y en los que la responsabilidad 
pueda ser atribuible a las autoridades municipales.

	 En coordinación con las autoridades ambientales, ejercer labores de seguimiento 
y control necesarias para evitar que se generen nuevos pasivos ambientales en su 
jurisdicción.

	 Adelantar, a través del alcalde municipal, las actividades que son necesarias para 
identificar la existencia de pasivos ambientales en su jurisdicción y sus posibles 
responsables.

	 En coordinación con las autoridades ambientales y sectoriales, participar en la 
formulación y ejecución de los planes de intervención de pasivos ambientales 
previamente identificados, sobre los que no sea posible determinar un 
responsable. 

	 Asignar recursos provenientes del Sistema Nacional de Regalías, para la gestión e 
intervención de pasivos ambientales, como parte de la ejecución de proyectos de 
inversión para el desarrollo ambiental del municipio.

Obligaciones de departamentos
	 Brindar apoyo técnico, administrativo, presupuestal y financiero a los municipios, 

para la ejecución de estudios y procedimientos relacionados con la identificación 
de la existencia de pasivos ambientales dentro del departamento. 

	 Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con las autoridades 
ambientales y las entidades territoriales, proyectos de intervención de pasivos 
ambientales. 

	 Asignar recursos provenientes del Sistema Nacional de Regalías, para la gestión 
e intervención de pasivos ambientales, en coordinación con las autoridades 
ambientales, como parte de la ejecución de proyectos de inversión para el 
desarrollo ambiental del Departamento.
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CONCEPTOS IMPORTANTES

Como se explica en el texto introductorio, 
no existe una definición legal del con-
cepto de pasivo ambiental. El Proyecto 
de Ley que se tramita en relación con 
este tema y los que en el mismo sentido 
se han elaborado a través del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
proveen las siguientes definiciones (Con-
greso de la República, 2018): 

Pasivo Ambiental
Se entiende por pasivo ambiental la afec-
tación ambiental ubicada y delimitada 
geográficamente, que no fue oportuna o 
adecuadamente mitigada, compensada, 
corregida o reparada, causada por activi-
dades antrópicas y que puede generar un 
riesgo a la salud humana o al ambiente. 

Pasivo Ambiental Configurado
Es aquel de cuya existencia se tiene certeza 
en virtud de una decisión administrativa o 
judicial.

Pasivo Ambiental Contingente 
Es aquel que no ha sido configurado pero 
que, debido al conocimiento histórico que 
se tiene sobre la actividad que se realiza, es 
posible determinar cuáles serán los efectos 
de dicha actividad y los pasivos ambienta-
les que se puedan llegar a configurar en el 
futuro.

Pasivo Ambiental Huérfano 
Es Pasivo Ambiental Huérfano aquel res-
pecto del cual no es posible determinar 
quién es el responsable de haberlo causa-
do o, habiéndose determinado quien es el 
responsable, se ha demostrado que éste, de 
buena fe, no tiene la capacidad económica 
para asumir los costos de intervención.

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política, artículos 80 y 88. 
•	 Ley 99 de 1993, artículos 64 y 65.
•	 Ley 1333 de 2009. “Por la cual se establece el 

procedimiento sancionatorio ambiental y se 
dictan otras disposiciones”. 

•	 Ley 472 de 1998. “Por la cual se desarrolla 
el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las 
acciones populares y de grupo y se dictan 
otras disposiciones.”

•	 Decreto Ley 2811 de 1974. “Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables y de Protección al Medio Ambiente”. 
Artículos 34 y siguientes.

•	 Ley 9 de 1979. “Por la cual se dictan Medidas 
Sanitarias”.  Artículos 22 y siguientes.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se expide el Có-
digo Nacional de Policía y Convivencia”. 

•	 Decreto 1076 de 2015, reglamentario único del 
sector ambiente. En especial en los apartes que 
compilan el Decreto 2041 de 2014, sobre licen-
ciamiento ambiental. Aplicable en el cierre y 
abandono de proyectos sometidos a licencia.

•	 Ley 685 de 2001. “por la cual se expide el Código 
de Minas y se dictan otras disposiciones”.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Los pasivos ambientales tienen un efecto acumula-
tivo y su no intervención oportuna puede ocasionar 
graves efectos sobre el ambiente, los recursos 
naturales renovables y la salud de las personas, 
siendo además un factor de riesgo de desastres.

La intervención de los pasivos generalmente 
demanda esfuerzos significativos de carácter 
económico y soporte técnico. En la medida en 
que no se intervenga oportunamente un pasivo 
ambiental y no se logre determinar los respon-
sables, la responsabilidad sobre su intervención 
puede recaer en las entidades estatales.
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 
3: Salud y bienestar:  Garantizar una vida 
sana y promover el bienestar para todos 

en todas las edades. Como meta para el 2030 se 
establece reducir sustancialmente el número de 
muertes y enfermedades producidas por produc-
tos químicos peligrosos y la contaminación del 
aire, el agua y el suelo (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua y Saneamiento: Garantizar 
la disponibilidad de agua y su gestión 

sostenible y el saneamiento para todos. En espe-
cial respecto de la meta para el 2030 de lograr 
acceso al saneamiento e higiene adecuados y 
equitativos para todos (6.2). 

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 8: Trabajo decente y crecimiento 
económico: Promover el crecimiento 

económico sostenido, inclusivo y sostenible, el 
empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todos. En especial en lo relacionado con la 
meta de mejorar de aquí a 2030, la producción y 
el consumo eficientes de los recursos mundiales 
y procurar desvincular el crecimiento económico 
de la degradación del medio ambiente, conforme 
al Marco Decenal de Programas sobre modalida-
des de Consumo y Producción Sostenibles (8.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, 
resilientes y sostenibles, particularmente en re-
lación con la meta de reducir significativamente 
al 2030, el número de muertes causadas por los 
desastres, incluidos los relacionados con el agua, 
y de personas afectadas por ellos, y reducir con-
siderablemente las pérdidas económicas directas 
provocadas por los desastres (11.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades de 

consumo y producción sostenibles y la meta de 
reducir significativamente para 2020 la libera-
ción al agua y al suelo de productos químicos y 
desechos (12.4) y reducir considerablemente la 
generación de desechos mediante actividades 
de prevención, reducción, reciclado y reutiliza-
ción (12.5).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible No.  
13: Acción por el clima: Adoptar medi-
das urgentes para combatir el cambio 

climático y sus efectos, dada la relación entre los 
residuos líquidos y el calentamiento global y la 
meta consistente en fortalecer la resiliencia y la 
capacidad de adaptación a los riesgos relacio-
nados con el clima y los desastres naturales en 
todos los países (13.1).
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gestión de pasivos ambientales en 
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siguiente enlace: http://www.andi.com.
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La responsabilidad a cargo del Estado sobre la 
recolección, transporte, tratamiento, aprovecha-
miento y disposición final de residuos encuentra 
una excepción tratándose de todos aquellos 
residuos que, por características fisicoquímicas 
o por su volumen, demandan un manejo espe-
cial. En este sentido y desde la expedición del 
Código de los Recursos Naturales Renovables 
y de Protección al Ambiente, con el Decreto 
Ley 2811 de 1974 y la Ley 9 de 1979, se previó 
de manera general la posibilidad de que para 
ciertos residuos estas responsabilidades se 
mantuvieran cargo de quien los produce.

En estas corrientes de residuos de manejo 
diferenciado, merecen especial atención los 
residuos peligrosos (RESPEL), por ser aquellos 
residuos que tienen mayor potencialidad de 
producir efectos adversos para el ambiente y 
la salud de las personas. 

Este tema no es un asunto menor. De acuerdo 
con el Informe Nacional de Residuos y Dese-
chos Peligrosos elaborado por el IDEAM en 
2017, para ese año la generación de residuos o 
desechos peligrosos fue de 489.058 toneladas; 
sin embargo, como el mismo estudio describe, 
“desde este año se tiene en cuenta en la fórmula 
de estimación de la generación, la cantidad de 
residuos tratados por el generador, que para 
el 2017 fueron 99.535 toneladas. No obstante, 
teniendo en cuenta los mismos criterios de cál-
culo de la fórmula de generación en el año 2016 
y 2017, (para hacer las cifras comparables), el 
incremento en la generación de RESPEL del 
país fue del 28%”.

Por la misma peligrosidad de los RESPEL, en 
ningún caso puede ser admisible su disposición 

final sin haber sido sometidos al tratamiento 
previo que en cada caso corresponda. Como ya 
se ha advertido, este tratamiento y demás activi-
dades ligadas a la gestión integral adecuada de 
este tipo de residuos, son una responsabilidad 
que en primera medida debe recaer en quien 
los produce, entendiendo como tal, no solo al 
generador directo del respectivo residuo, sino 
también, bajo el concepto de responsabilidad 
extendida del productor, al fabricante o impor-
tador del producto o sustancia a partir del cual 
el residuo se genera.

Ahora bien, que la responsabilidad sobre la ges-
tión integral del residuo se traslade al generador 
y al productor, no necesariamente equivale 
a afirmar que se trate de un tema ajeno a las 
responsabilidades del Estado y, para el caso 
concreto, de las entidades territoriales. 

Por una parte, los departamentos y municipios 
pueden con frecuencia estar llamados a cons-
tituirse en generadores de sus propios residuos 
peligrosos, tales como los que se generan de 
la prestación de servicios de salud. Por otra 
parte, las normas que regulan la materia im-
ponen a las entidades del Estado una serie de 
responsabilidades para asegurar la gestión de 
estos residuos, no solo en los aspectos rela-
cionados con su tratamiento y disposición final 
adecuados, sino también en lo relacionado con 
la prevención, el aprovechamiento y desarrollo 
de las actividades de seguimiento y control.

En esta medida, el tema de los residuos de 
manejo diferenciado no puede ser ajeno a los 
planes para la gestión integral de residuos sóli-
dos (PGIRS) que corresponde formular, adoptar 
e implementar a los municipios.

Residuos peligrosos
Reducir la generación y asegurar  
la gestión integral de los RESPEL
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Obligaciones de municipios
	 A través de los PGIRS y otros instrumentos de planificación, promover acciones 

para reducir la generación de RESPEL en su jurisdicción e incentivar el 
aprovechamiento adecuado de los que se generen.  

	 Identificar y localizar áreas potenciales para la ubicación de infraestructura para 
el manejo de residuos o desechos peligrosos en los planes de ordenamiento 
territorial (POT), planes básicos de ordenamiento territorial (PBOT) y esquemas de 
ordenamiento territorial (EOT) según sea el caso.

	 Apoyar programas de gestión integral de residuos o desechos peligrosos que 
establezcan los generadores de residuos o desechos peligrosos, así como las 
autoridades ambientales.

	 Apoyar la realización de campañas de sensibilización, divulgación, educación e 
investigación con el fin de promover la gestión integral de los residuos o desechos 
peligrosos.

	 Informar a los consumidores sobre la obligación de separar los residuos peligrosos 
y entregarlos a los sistemas de devolución posconsumo, cuando estos se 
encuentren implementados.

	 Apoyar en el ejercicio de las labores de vigilancia y control sobre la generación y 
gestión de los residuos peligrosos, velando entre otras cosas para que los RESPEL no 
sean transportados y dispuestos con los residuos ordinarios.

	 Asegurar la gestión integral, hasta aprovechamiento o disposición final adecuada 
a través de un gestor autorizado, sobre los residuos peligrosos que el respectivo 
municipio genere en el cumplimiento de sus funciones.

	 Hacer la inscripción en el registro de generadores de RESPEL, siempre que 
corresponda.

Obligaciones de departamentos
	 Promover los esquemas asociativos territoriales para la formulación de los PGIRS, 

con el fin de hacer más eficiente el manejo de los residuos sólidos.
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	 Apoyar programas de gestión integral de residuos o desechos peligrosos que 
establezcan los generadores de residuos o desechos peligrosos, así como las 
autoridades ambientales.

	 Apoyar la realización de campañas de sensibilización, divulgación, educación 
e investigación con el fin de promover la gestión integral de los residuos o 
desechos peligrosos.

	 Asegurar la gestión integral, hasta aprovechamiento o disposición final 
adecuada a través de un gestor autorizado, sobre los residuos peligrosos que 
el respectivo municipio genere en el cumplimiento de sus funciones.

	 Hacer la inscripción en el registro de generadores de RESPEL, siempre 
que corresponda.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Residuo Peligroso 
Es aquel residuo o desecho que, por sus ca-
racterísticas corrosivas, reactivas, explosivas, 
tóxicas, inflamables, infecciosas o radiactivas, 
puede causar riesgos, daños o efectos no desea-
dos, directos e indirectos, a la salud humana y 
el ambiente. Así mismo, se considerará residuo 
peligroso los empaques, envases y embalajes que 
estuvieron en contacto con ellos (Artículo 3º de 
la Ley 1252 de 2998 y Artículo 2.2.6.1.1.3 del De-
creto 1076 de 2015).

Plan de gestión de devolución  
de productos posconsumo
Instrumento de gestión que contiene el conjun-
to de reglas, acciones, procedimientos y medios 

dispuestos para facilitar la devolución y acopio 
de productos posconsumo que al desecharse se 
convierten en residuos peligrosos, con el fin de 
que sean enviados a instalaciones en las que se 
sujetarán a procesos que permitirán su apro-
vechamiento y/o valorización, tratamiento y/o 
disposición final controlada (Artículos 2.2.6.1.4.1 
y siguientes del Decreto 1076 de 2015).

Responsabilidad extendida  
del productor
Las obligaciones que se imponen al productor 
(fabricante o importador) de un producto de-
terminado, se extienden a todo lo largo de las 
diferentes etapas de su ciclo de vida (Artículo 
9 de la Ley 1252 de 2008). 
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 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 3: Salud y bienestar: Garantizar una 
vida sana y promover el bienestar para 

todos en todas las edades. Como meta para el 
2030 se establece reducir sustancialmente el 
número de muertes y enfermedades producidas 
por productos químicos peligrosos y la contami-
nación del aire, el agua y el suelo (3.9).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y comunidades sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles, particularmente 
en relación con la meta de contar para el año 
2030 con servicios básicos adecuados, segu-
ros y asequibles (11.1).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles y la 
meta de reducir significativamente para 2020 
la liberación al agua y al suelo de productos 
químicos y desechos (12.4) y reducir consi-
derablemente la generación de desechos 
mediante actividades de prevención, reduc-
ción, reciclado y reutilización (12.5).

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Un número significativo de los residuos peligro-
sos que se generan en el país sigue sin recibir 
el tratamiento que les corresponde y son dis-
puestos como residuos ordinarios en rellenos 
sanitarios o en áreas no autorizadas. El anterior 
problema puede ser consecuencia de la falta 
de información o de conciencia de los consumi-
dores, que no realizan separación en la fuente 
de estos residuos, imposibilitando la gestión 
adecuada y generando riesgo de contaminación 
a otros residuos que entran en contacto.

Aunque los RESPEL sean separados, con fre-
cuencia no se encuentran a mano los medios 
para su gestión adecuada, incrementando los 
costos que deben ser asumidos por el generador. 
Igualmente, faltan incentivos y otros instrumentos 
que promuevan la reducción y el aprovechamien-
to de estos residuos, en el plano de las iniciativas 
en materia de economía circular.

Todas estas circunstancias conllevan una inade-
cuada gestión y disposición final de los residuos 
peligrosos que puede afectar de manera grave 
el ambiente y la salud humana.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua y Saneamiento: Garantizar 
la disponibilidad de agua y su gestión 

sostenible y el saneamiento para todos. En espe-
cial respecto de la meta para el 2030 de lograr 
acceso al saneamiento e higiene adecuados y 
equitativos para todos (6.2) y aumentar consi-
derablemente el reciclado y la reutilización sin 
riesgos a nivel mundial (6.3). 

REFERENCIAS

•	 Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-
tenible (2015). Política ambiental para la 
gestión integral de Residuos Peligrosos. 
Disponible en página web: http://qui-
micos.minambiente.gov.co/index.php/
politica-ambiental-para-la-gestion-inte-
gral-de-residuos-peligrosos.
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NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política, artículo 81.
•	 Ley 1252 de 2008, “Por la cual se dictan 

normas prohibitivas en materia ambiental, 
referentes a los residuos y desechos peligro-
sos y se dictan otras disposiciones.” 

•	 Decreto Ley 2811 de 1974, “Por el cual se expide 
el Código Nacional de Recursos Naturales Re-
novables”. Artículos 34 y siguientes.

•	 Ley 9 de 1979. “Por la cual se dictan Medidas 
Sanitarias”. Artículos 22 y siguientes.

•	 Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el Có-
digo Nacional de Policía y Convivencia”. 

•	 Ley 1672 de 2013. “Por la cual se establecen 
los lineamientos para la adopción de una po-
lítica pública de gestión integral de residuos 
de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE), 
y se dictan otras disposiciones”. 

•	 Ley 253 de 1996 “Por medio de la cual se 
aprueba el Convenio de Basilea sobre el con-
trol de los movimientos transfronterizos de 
los desechos peligrosos y su eliminación, he-
cho en Basilea el 22 de marzo de 1989”.

•	 Leyes 1892 de 2018. “Por medio de la cual se 
aprueba el Convenio de Minamata sobre el 
mercurio, hecho en Kumamoto (Japón) el 10 
de octubre de 2013”. 

•	 Ley 1658 de 2013. “Por medio de la cual se 
establecen disposiciones para la comerciali-
zación y el uso de mercurio en las diferentes 
actividades industriales del país, se fijan 
requisitos e incentivos para su reducción y 
eliminación y se dictan otras disposiciones”. 

•	 Decreto 780 de 206. Decreto Único Reglamenta-
rio del Sector Salud y Protección Social (compila 
el Decreto 351 de 2014 “Por el cual se reglamenta 
la gestión integral de los residuos generados en la 
atención en salud y otras actividades”).

•	 Decreto 1076 de 2015. Decreto Único Regla-
mentario del Sector Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (en especial en los apartes que 

compilan el Decreto 4741 de 2005, sobre re-
siduos peligrosos y la exigibilidad de licencia 
ambiental para la gestión de RESPEL).

•	 Decreto 1713 de 2002 “Por el cual se reglamen-
ta la Ley 142 de 1994, la Ley 632 de 2000 y la 
Ley 689 de 2001, en relación con la prestación 
del servicio público de aseo, y el Decreto Ley 
2811 de 1974 y la Ley 99 de 1993 en relación con 
la Gestión Integral de Residuos Sólidos”.

•	 Resolución 754 de 2014 “Por la cual se adopta 
la metodología para la formulación, imple-
mentación, evaluación, seguimiento, control 
y actualización de los Planes de Gestión Inte-
gral de Residuos Sólidos”. 

•	 Resoluciones 1297 de 2010 y 2246 de 2017, del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible, que establecen sistemas de recolección 
selectiva y gestión ambiental de residuos de 
pilas y acumuladores.

•	 Resoluciones 372 de 2009 y 361 de 2011 del Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
sobre planes de devolución posconsumo de 
baterías usadas plomo ácido. 

•	 Resolución 1511 de 2010 del Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible, por la cual se 
establecen los Sistemas de Recolección Selectiva 
y Gestión Ambiental de Residuos de Bombillas y 
se adoptan otras disposiciones.

•	 Resolución 371 de 2009 del Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible, por la cual se 
establecen los Planes de Devolución de Fár-
macos y Medicamentos Vencidos.

•	 Resolución 1675 de 2013 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, sobre ges-
tión de Devolución de Productos Posconsumo 
de Plaguicidas.

•	 Resolución 1362 de 2007. “Por la cual se esta-
blecen los requisitos y el procedimiento para el 
Registro de Generadores de RESPEL”.

Jurisprudencia

•	 Corte Constitucional. Sentencia T 227 de 
2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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El origen de varias de las problemáticas am-
bientales presentes en la actualidad puede 
encontrarse en la insuficiente educación am-
biental y la poca o inexistente conciencia en 
las personas, acerca de la interrelación entre 
las actividades humanas y el impacto sobre el 
medioambiente.

La educación ambiental se destaca como 
un principio rector para la protección de los 
recursos naturales de nuestro planeta. Estos 
principios fueron consolidados por primera vez, 
a nivel mundial, en la Conferencia de las Nacio-
nes Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo 
1972) y posteriormente en el Programa 21 de 
las Nacionales Unidas, donde se estipuló que, 
la educación ambiental, tiene como objetivo 
“aumentar la capacidad de las poblaciones para 
abordar cuestiones ambientales”.

En este sentido, como mandato constitucional, 
Colombia ha incorporado la educación ambiental 
de manera gradual en diferentes disposiciones 
del ordenamiento jurídico, como herramienta 
útil al conocimiento y a la protección ambiental, 
destacando algunas estrategias de la Política 
Nacional de Educación Ambiental. Un ejemplo 
lo constituyen los Comités Técnicos Interins-
titucionales de Educación Ambiental (CIDEA), 
los Proyectos Ambientales Escolares (PRAES) 
y los Proyectos Ciudadanos de Educación  
Ambiental (PROCEDA).

Desde el año 2012 se cuenta con la Ley 1549 
de 2012, orientada a fortalecer la educación 

ambiental y a incorporarla en el desarrollo 
territorial. Sin embargo, según Informe de la 
Procuraduría General de la Nación (2016), el 
50% de las autoridades ambientales no habían 
fomentado ni acompañado ningún PROCEDA 
en los municipios de su jurisdicción, por  
falta de recursos o por falta de continuidad en 
las actividades.

Las entidades territoriales y las autoridades 
ambientales deben, por lo tanto, articular los 
proyectos de educación ambiental con base 
en las características propias de cada región 
e incorporarlos en los planes de ordenamiento 
territorial, de desarrollo y demás instrumentos de 
planificación municipal y departamental. Resulta 
imprescindible contar con la participación de los 
gobernadores y de los alcaldes para construir 
una cultura ambiental para el desarrollo soste-
nible, la protección a los recursos hídricos, la 
biodiversidad y la adaptación al cambio climático.

Educación ambiental
Estrategias de implementación de la política nacional de 
educación ambiental: concientización de la importancia 
de garantizar y gozar de un ambiente sano

La inclusión de la dimensión 
ambiental en la educación 
desde temprana edad incidirá 
directamente sobre el futuro del 
medio ambiente, de los recursos 
naturales y del planeta en general.
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La educación ambiental se fundamenta en los artículos 67, 70, 79 y 95 de la 
Constitución Política de 1991, que establece que es un derecho de todo ciudadano 
formarse en la protección del ambiente, para aportar en la garantía del derecho a gozar 
de un ambiente sano.

Obligaciones de municipios
	 Incluir en el Plan de Desarrollo y en el presupuesto anual, las partidas necesarias 

para la ejecución de planes, programas, proyectos y acciones, encaminados al 
fortalecimiento de la institucionalización de la Política Nacional de Educación 
Ambiental.

	 Como entidad territorial, desarrollar instrumentos técnico-políticos, que 
contextualicen la política de educación ambiental y la adecúen a las necesidades 
de construcción de una cultura ambiental para el desarrollo sostenible y participar 
técnica y financieramente en el acompañamiento e implementación de los PRAE, 
PROCEDA y CIDEA.

	 Generar y apoyar mecanismos para el cumplimiento, seguimiento y control de las 
acciones que se implementen en el marco de la Política de Educación Ambiental.

	 Garantizar que, en todos los establecimientos oficiales o privados, la enseñanza de 
la protección del ambiente, la ecología y la preservación de los recursos naturales, 
sea de obligatorio cumplimiento. 

	 Desarrollar y coordinar las políticas, planes, programas y acciones en educación 
ambiental, que propongan las entidades gubernamentales de su jurisdicción, a 
través de las secretarías de educación. 

	 Apoyar la coordinación y control de ejecución de los PRAE en los establecimientos 
educativos de cada jurisdicción; asesorar el diseño, la ejecución de planes 
y programas de formación continuada de docentes, así como la difusión de 
las mejores experiencias e investigaciones sobre educación ambiental y sus 
resultados, a cargo de las Secretarías de Educación.

	 Así mismo, las Secretarías de Educación departamentales, distritales y municipales, 
como parte de los Consejos Ambientales deberán crear un CIDEA para coordinar las 
acciones intersectoriales e interinstitucionales, a nivel territorial y como parte de los 
sistemas de información ambiental.
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	 Informar acerca de los avances en materia ambiental y de educación ambiental, de 
las entidades territoriales de las respectivas jurisdicciones. 

	 Los Consejos Ambientales de las entidades territoriales deben verificar el desarrollo 
de las políticas nacionales, regionales o locales en materia de educación ambiental, 
manteniendo comunicación con las juntas Departamentales de Educación, las 
Juntas Distritales de Educación y las Juntas Municipales de Educación.

	 Promover la realización de jornadas ambientales y campañas de educación 
con participación de la comunidad y motivar su participación con sugerencias e 
iniciativas relacionadas con el medio ambiente.

CONCEPTOS IMPORTANTES

Comités Técnicos Interinstitucionales 
de Educación Ambiental (CIDEA)
Son espacios intersectoriales para aunar es-
fuerzos técnicos, financieros y de proyección, 
en pro de una cultura ética en el manejo sos-
tenible del ambiente. Su principal objetivo es 
la definición y gestión de planes de educación 
ambiental, para contextualizar la Política Na-
cional de Educación Ambiental y adecuarla 
a las necesidades de mejoramiento de los 
perfiles ambientales, regionales y locales (Mi-
nisterio de Educación Nacional, 2005).

Proyectos Ambientales  
Escolares (PRAE)
Son proyectos pedagógicos que promueven 
el análisis y la comprensión de los problemas 

y las potencialidades ambientales locales, re-
gionales y nacionales, y generan espacios de 
participación para implementar soluciones 
acordes con las dinámicas naturales y socio-
culturales (Ministerio de Educación Nacional, 
2005).

Proyecto Ciudadano de Educación 
Ambiental (PROCEDA)
Busca gestionar y realizar acciones que con-
tribuyan a la resolución de problemas y al 
fortalecimiento de potencialidades ambienta-
les, enmarcado en las estrategias de la Política 
Nacional de Educación Ambiental (Ministerio 
de Educación Nacional, 2005).
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 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles. Como 
metas incluye asegurar para 2030 que las per-
sonas de todo el mundo tengan la información 
y los conocimientos pertinentes para el desa-
rrollo sostenible y los estilos de vida en armonía 
con la naturaleza (12.8). 

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

En general se observa poco fomento o acom-
pañamiento a los PROCEDA. En ocasiones se 
puede presentar poca coordinación entre las 
entidades que conforman el SINA y los grupos u 
organizaciones que representan a la comunidad, 
que se refleja en la escasa implementación de 
proyectos de educación ambiental a nivel local.

La falta o deficiente educación ambiental en los 
municipios conduce a que las problemáticas 
ambientales se afronten de manera reactiva, 
cuando ya se han presentado daños o im-
pactos sobre los recursos naturales y/o las 
comunidades. También incrementa los conflic-
tos socio-ambientales, acentúa los problemas 
ambientales y retrasa la implementación de 
soluciones integrales y participativas. Además 
de la inevitable degradación ambiental (con 
sus consecuencias sociales, económicas, 
culturales y ecológicas), la falta de educación 
ambiental se convierte en un impedimento para 
el disfrute pleno del derecho constitucional a 
un ambiente sano.

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sosteni-
ble No. 4: Educación de calidad: 
Garantizar una educación inclusiva, 

equitativa y de calidad y promover oportunida-
des de aprendizaje durante toda la vida para 
todos, que incorpora como meta para 2030 
asegurar que todos los alumnos adquieran los 
conocimientos teóricos y prácticos necesarios 
para promover el desarrollo sostenible, en-
tre otras cosas mediante la educación para el 
desarrollo sostenible y los estilos de vida sos-
tenibles, los derechos humanos, la igualdad de 
género, la promoción de una cultura de paz y 
no violencia, la ciudadanía mundial y la valora-
ción de la diversidad cultural y la contribución 
de la cultura al desarrollo sostenible (4.7).

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Constitución Política, Artículo 67. 
•	 Decreto-Ley 2811 de 1974. “Código Na-

cional de Recursos Naturales Renovables 
y de Protección al Medio Ambiente”. Ar-
tículos 14, 15, 16 y 17.

•	 Decreto-Ley 1337 de 1978. “Por el cual se 
reglamentan los artículos 14 y 17 del Decre-
to – Ley 2811 de 1974”.

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Mi-
nisterio del Medio Ambiente, se reordena 
el Sector Público encargado de la gestión 
y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza 
el Sistema Nacional Ambiental, SINA y se 
dictan otras disposiciones”. Artículos 5 y 31. 

•	 Ley 115 de 1994. “Por la cual se expide la 
Ley General de Educación”. Artículos 5, 
14, 21, 22, 23 y 32.

•	 Decreto 1743 de 1994. “Por el cual se institu-
ye el Proyecto de Educación Ambiental para 
todos los niveles de educación formal, se 
fijan criterios para la promoción de la edu-
cación ambiental no formal e informal y se 
establecen los mecanismos de coordinación 
entre el Ministerio de Educación Nacional y 
el Ministerio del Medio Ambiente”.

•	 Ley 1549 de 2012. “Por medio de la cual se 
fortalece la institucionalización de la política 
nacional de educación ambiental y su incor-
poración efectiva en el desarrollo territorial”.
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Si bien el concepto de “animales”, comprende los 
silvestres, bravíos o salvajes y los domésticos o 
domesticados, cualquiera que sea el medio físico 
en que se encuentren o vivan, en libertad o en 
cautividad, los marcos e instrumentos para su 
protección varían, generando en algunos casos 
vacíos e incertidumbres jurídicas o administrati-
vas. Tal puede ser el caso de la fauna doméstica, 
que requiere de marcos regulatorios específicos 
diferentes a los que aplican para otros tipos de 
fauna, especialmente la fauna silvestre.

Es por ello que, de acuerdo con la tendencia 
mundial de respeto y consideración hacia el medio 
ambiente y por lo tanto a todos los seres vivos, los 
medios de amparo han venido fortaleciéndose a 
la luz de principios universalmente reconocidos. 
Estos principios establecen la satisfacción de las 
necesidades mínimas de bienestar de los anima-
les relacionadas con el hambre, la sed, el dolor, la 
enfermedad, el miedo y el comportamiento natural.

De ahí que, en 1972, el país dispuso la obliga-
ción de conformar juntas para la defensa de 
los animales en todos los municipios, como un 
primer paso, hacia la protección y bienestar 
animal. Posteriormente, en el año 2016, se pro-
firió una nueva normatividad que versa sobre 
la protección y bienestar animal, en cabeza, 
tanto del Estado, como de los particulares, 
reconociendo a los animales su calidad de se-

res sintientes, incorporando los principios que 
deben fundamentar la relación hombre/animal, 
tipificando el maltrato animal como delito y 
fijando competencias en la materia. 

Fauna doméstica
Acciones y estrategias para garantizar 
y promover la protección, defensa 
y respeto hacia los animales

Sobre el particular, cabe resaltar 
que de acuerdo con cifras citadas 
por el Departamento Nacional de 
Planeación (2017), a nivel mundial 
3/4 de los perros del mundo 
no tienen un hogar (750.000 
millones); 60.000 millones de 
animales son criados para sacrificio 
en condiciones de cautiverio y 
sufrimiento y 3.000 animales 
mueren cada segundo por prácticas 
crueles; entretanto, para el año 2016, 
en Colombia, cerca de dos millones 
de animales deambulaban por las 
calles de las ciudades de Bogotá, 
Cartagena, Medellín y Cali. 
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En la materia existen una serie de obligaciones en cabeza de los mandatarios 
municipales y departamentales, a saber: 

Obligaciones de municipios
	 Crear Juntas Defensoras de Animales, destinando el espacio y el presupuesto 

necesario para su funcionamiento.

	 Realizar campañas de educación orientadas a la protección y cuidado de la fauna 
doméstica.

	 Promover y orientar la participación ciudadana desde las juntas de protección 
animal hacia actividades que estimulen la protección, la defensa y el respeto hacia 
los animales.

	 Conocer de las contravenciones, entendidas como los actos dañinos y de crueldad 
contra los animales que menoscaben su salud o integridad física.

	 Trasladar a la Fiscalía, el conocimiento de los casos en los cuales se haya causado 
la muerte o lesiones graves sobre el animal. 

	 Aprehender preventivamente al animal que esté siendo objeto de maltrato.

	 Atender cualquier denuncia en las 24 horas siguientes a su presentación.

	 Disponer de un coso municipal, hogar de paso público o privado o centro de 
bienestar animal.

	 Promover la adopción de animales en estado de abandono.

	 Contar con un mecanismo de información acerca de los animales encontrados 
deambulando.

	 Contar con un censo de caninos potencialmente peligrosos y exigir su registro.

	 Reglamentar el transporte público de mascotas.

	 Promover campañas de vacunación y esterilización masiva para animales. 

	 Adoptar políticas públicas de protección y bienestar animal.

	 Elaborar y adoptar planes, programas y proyectos ambientales que incluyan el 
control la preservación y defensa del patrimonio ecológico.

Obligaciones de departamentos
	 Otorgar personería jurídica a las Juntas Defensoras de Animales, así como llevar el 

registro de sus miembros y de su representante legal.
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Juntas Defensoras de Animales
Juntas conformadas en cada municipio, con 
el objetivo de promover campañas educativas 
y culturales tendientes a despertar el espíritu 
de amor hacia los animales útiles al hombre, y 
evitar actos de crueldad, los maltratamientos 
y el abandono injustificado de tales animales 
(Ley 5 de 1972).

Coso municipal 
Son establecimientos destinados al albergue 
o tenencia transitoria de animales callejeros, 
y su esencia es facilitar el cumplimiento de 
la función policiva de competencia de los 
municipios para la vigilancia sobre uso de 
las vías y del espacio público (Ministerio de 
Salud, 2014). 

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas

•	 Ley 5 de 1972. “Por la cual se provee 
a la fundación y funcionamiento de 
Juntas Defensoras de animales.” 

•	 Decreto 497 de 1973. “Por el cual se 
reglamenta la ley 5 de 1972”.

•	 Ley 9 de 1979. “Por la cual se dictan 
Medidas Sanitarias”.

•	 Ley 84 de 1989. “Por la cual se adop-
ta el Estatuto Nacional de Protección 
de los Animales y se crean unas con-
travenciones y se regula lo referente 
a su procedimiento y competencia”.

•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea 
el Ministerio del Medio Ambiente, se 
reordena el Sector Público encargado 
de la gestión y conservación del me-
dio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA y se dic-
tan otras disposiciones”, artículo 65.

•	 Ley 1774 de 2016. “Por medio de la 
cual se modifican el Código Civil, la 
Ley 84 de 1989, el Código Penal, el 
Código de Procedimiento Penal y se 
dictan otras disposiciones”.

•	 Ley 1801 de 2016. “Por la cual se ex-
pide el Código Nacional de Policía y 
Convivencia”, artículos 116 a 134.

Jurisprudencia.

•	 Sentencia C-666 de 2010, M.P. Hum-
berto Antonio Sierra Porto.

•	 Sentencia C- 889 de 2012, M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva.

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

En general existe un desconocimiento de las 
leyes de protección y bienestar animal, y una 
falta de previsión de recursos para la realización 
de campañas de vacunación, esterilización, 
adopción. Usualmente no existen cosos muni-
cipales o albergues para animales en condición 
de abandono, lo cual, entre otros aspectos, 
aumenta el riesgo de presencia y propagación 
de enfermedades zoonóticas. 

En muchos municipios y centros poblados se 
observa un aumento de la población de fauna 
callejera, así como de poblaciones que con el 
tiempo se convierten en ferales, presentando 
riesgos directos para las personas y para la 
fauna local.
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La potestad sancionatoria de la administración 
es una atribución propia que consiste en la via-
bilidad jurídica para la imposición de sanciones 
a los particulares y a funcionarios que infrinjan 
sus disposiciones. Establece una serie de con-
diciones concurrentes, a través de las cuales 
promueve para los asociados la tranquilidad, 
seguridad, prosperidad en un marco jurídico 
legal y constitucional. Es decir, busca asegurar 
los fines del estado en lo que la Corte Constitu-
cional ha definido como “principio fundante de la 
organización estatal” (Sentencia C-818 de 2005). 

El derecho ambiental tiene la necesidad de 
apoyarse en mecanismos punitivos, aunque sus 
objetivos son fundamentalmente preventivos. Es 
justamente a partir de la amenaza de sanción, 
que se procura evitar que se produzcan los 
supuestos que dan lugar al castigo. Es por esto 
que, la represión lleva implícita siempre una 
vocación de prevención.

En el caso de Colombia, el proceso sancio-
natorio ambiental está regulado a través de la 
Ley 1333 de 2009. La mencionada Ley dispone 
dos vías para iniciar el proceso sancionatorio 
ambiental. Por un lado, infracción normativa y 
por otro, el daño ambiental o las dos, pueden 
ser concomitantes. A manera de ilustración, la 
potestad sancionatoria ha sido asignada a las 
autoridades ambientales de carácter nacional 
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
- MADS, Autoridad Nacional de Licencias Am-
bientales - ANLA, Parques Nacionales Naturales 
- PNN), regional (corporaciones autónomas 
regionales - CAR y corporaciones de desarrollo 
sostenible - CDS) y local (grandes centros ur-
banos y establecimientos públicos ambientales). 
El régimen sancionatorio ambiental y su relación 
con las entidades territoriales se da en tres 
temas concretos. 

En primer lugar, cuando el municipio, por su 
categoría, pueda crear autoridades ambientales 

urbanas, ésta será la competencia para impartir 
el régimen sancionatorio ambiental en lo urbano. 
Actualmente existen los siguientes: Secretaría 
Distrital de Ambiente de Bogotá D.C, Depar-
tamento Administrativo de Gestión del Medio 
Ambiente (DAGMA) de Cali, Área Metropolitana 
del Valle de Aburrá, Barranquilla Verde, Estable-
cimiento Público Ambiental de Cartagena (EPA), 
Departamento Administrativo Distrital para la 
Sostenibilidad Ambiental de Santa Marta y el 
Área Metropolitana de Bucaramanga.

En segundo lugar, los municipios y departamen-
tos han sido investidos por la Ley 1333 del 2009, 
de unas facultades a prevención para la impo-
sición de medidas preventivas cuando se tenga 
conocimiento de comportamientos contrarios a la 
preservación ambiental, entre ellos los relaciona-
dos con el agua, la flora, la fauna, el aire, las áreas 
de especial protección ambiental (artículo 2 Ley 
1333 del 2009). Estas facultades tienen como 
pretensión inicial dotar de herramientas eficaces 
para el ejercicio de la potestad sancionatoria. 
Dichas medidas preventivas son taxativas y están 
enlistadas en la Ley así: “amonestación escrita; 
decomiso preventivo de productos, elementos, 
medios o implementos utilizados para cometer la 
infracción; aprehensión preventiva de especíme-
nes, productos y subproductos de fauna y flora 
silvestre; suspensión de obra o actividad cuando 
pueda derivarse daño o peligro para el medio am-
biente, los recursos naturales, el paisaje o la salud 
humana o cuando el proyecto, obra o actividad se 
haya iniciado sin permiso, concesión, autorización 
o licencia ambiental o ejecutado incumpliendo los 
términos de los mismos” (artículo 36). Y finalmente, 
los municipios son objeto de control sancionatorio 
ambiental. Es decir, también son objeto de investi-
gaciones sancionatorias ambientales por parte de 
las autoridades que tienen potestad sancionatoria, 
en concreto, de las corporaciones autónomas re-
gionales competentes en razón al factor territorial. 

Régimen sancionatorio ambiental
Las entidades territoriales y el régimen sancionatorio ambientales
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El artículo 80 de la Constitución Política dispuso que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible.

Obligaciones de municipios
	 Los municipios y distritos quedan investidos a prevención de la respectiva 

autoridad en materia sancionatoria ambiental. 

	 Imponer y ejecutar las medidas preventivas consagradas en esta ley y que sean 
aplicables, según el caso, sin perjuicio de las competencias legales de otras 
autoridades. 

	 Las autoridades de policía (los inspectores de policía y los corregidores, las 
autoridades de policía especiales para medio ambiente, los comandantes 
de estación y centros de atención inmediata de policía), podrán imponer y 
ejecutar las medidas preventivas consagradas en la Ley 1333 de 2009 por los 
comportamientos señalados en el Código Nacional de Policía y Convivencia. 

	 Una vez se haya impuesto la medida preventiva deberán dar traslado de las 
actuaciones a la autoridad ambiental competente dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a la imposición de la misma, tal como lo ordena el artículo 2 de la 
Ley 1333 de 2009.

	 Dictar, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias superiores, las 
normas necesarias para el control, la preservación y la defensa del patrimonio 
ecológico del municipio. 

	 Dar traslado de las actuaciones a la autoridad ambiental competente, dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a la imposición de la misma. 

	 Prohibir en sus respectivos municipios y gobernaciones, la tenencia de fauna 
silvestre en cautiverio.  

	 Garantizar que las acciones de control y vigilancia sobre el tráfico y tenencia de fauna 
silvestre estén incluidas en los planes de acción de la policía municipal.

Obligaciones de departamentos
	 Los departamentos quedan investidos a prevención de la respectiva potestad 

en materia sancionatoria ambiental. En consecuencia, estas autoridades están 
habilitadas para imponer y ejecutar las medidas preventivas consagradas en esta 
Ley y que sean aplicables, según el caso, sin perjuicio de las competencias legales 
de otras autoridades.
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CONCEPTOS IMPORTANTES

Infracción ambiental
Se considera infracción en materia ambiental 
toda acción u omisión que constituya viola-
ción de las normas contenidas en el Código 
de Recursos Naturales, Renovables Decre-
to-ley 2811 de 1974, en la Ley 99 de 1993, en la 
Ley 165 de 1994, y en las demás disposiciones 
ambientales vigentes, en que las sustituyan 
o modifiquen y en los actos administrativos 
emanados de la autoridad ambiental compe-
tente (artículo 5 Ley 1333 del 2009).

Daño ambiental
Es el que afecte el normal funcionamiento 
de los ecosistemas o la renovabilidad de sus 
recursos y componentes” (artículo 42 Ley 99 
de 1993).

OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE RELACIONADOS

 Objetivo de Desarrollo Sosteni-
ble No. 4: Educación de calidad: 
Garantizar una educación inclusiva, 

equitativa y de calidad y promover oportunida-
des de aprendizaje durante toda la vida para 
todos. Entre sus metas para 2030 incluye ase-
gurar la adquisición de conocimientos teóricos 
y prácticos para promover el desarrollo soste-
nible, entre otras cosas mediante la educación 
y los estilos de vida sostenibles (4.7).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 6: Agua limpia y saneamiento: 
Garantizar la disponibilidad de agua 

y su gestión sostenible y el saneamiento para 

Muchos municipios y departamentos tienen 
que iniciar los procesos de mejoramiento 
de la red terciaria vial y para ello, acuden a 
la compra de material triturado, extraído de 
canteras, muchos de ellos aprovechado de 
forma artesanal, desconociendo las exigencias 
legales previstas en el ordenamiento jurídico, 
que para el caso en concreto se requiere la 
obtención de licencia ambiental y el título mi-
nero respectivo. En general, son muchas otras 
las circunstancias en las que las entidades 
territoriales pueden ser objeto de investiga-
ción ambiental, caso de manejo de residuos 
y vertimientos y del desarrollo de otras obras 
civiles, deforestación, entre otras. 

EJEMPLOS DE PROBLEMAS 
DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

Muchos municipios y departamentos desco-
nocen su competencia en cuanto a prevención 
ambiental y la relevancia y magnitud de la mis-
ma, entendiéndose que todos los municipios 
son autoridades ambientales y tienen potestad 
sancionatoria. Es frecuente que no exista una 
adecuada articulación de la autoridad am-
biental con los municipios de su jurisdicción, 
lo cual hace que se desconozcan los impactos 
administrativos del precario manejo de los re-
cursos naturales. El no cumplimiento de estas 
obligaciones relacionadas con el régimen san-
cionatorio indudablemente crea condiciones 
favorables para la degradación ambiental y 
todos los impactos asociados. Es fundamental 
que los departamentos y municipios valoren 
los beneficios económicos, sociales y ambien-
tales de la adopción de medidas preventivas 
adecuadas y a tiempo, en vez de la aplicación 
de sanciones cuando los daños ya se han 
hecho, especialmente cuando dichos daños 
son difíciles o imposibles de reparar.
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todos. Especialmente las metas de asegurar 
la sostenibilidad de la extracción y el abas-
tecimiento de agua dulce (6.4) y proteger y 
restablecer los ecosistemas relacionados con 
este recurso (6.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 8: Trabajo decente y crecimiento 
económico: Promover el crecimiento 

económico sostenido, inclusivo y sostenible, el 
empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todos y su meta para 2030 de procurar 
desvincular el crecimiento económico de la de-
gradación del ambiente (8.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 11: Ciudades y Comunidades Sos-
tenibles: Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles. Como meta para 
2030, propone reducir el impacto ambiental 
negativo per cápita de las ciudades, prestando 
especial atención a la calidad del aire y la ges-
tión de los desechos (11.6).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 12: Producción y consumo res-
ponsables: Garantizar modalidades 

de consumo y producción sostenibles. Como 
una de sus metas prevé lograr para el 2030 la 

gestión sostenible y el uso eficiente de los re-
cursos naturales (12.2).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 14: Vida submarina: Conservar y 
utilizar en forma sostenible los océa-

nos, los mares y los recursos marinos para el 
desarrollo sostenible. De aquí a 2020, regla-
mentar eficazmente la explotación pesquera y 
poner fin a la pesca excesiva, la pesca ilegal, 
no declarada y no reglamentada y las prácti-
cas pesqueras destructivas, y aplicar planes de 
gestión con fundamento científico a fin de res-
tablecer las poblaciones de peces en el plazo 
más breve posible, al menos alcanzando nive-
les que puedan producir el máximo rendimiento 
sostenible de acuerdo con sus características 
biológicas (14.4).

 Objetivo de Desarrollo Sostenible 
No. 15: Vida de ecosistemas terres-
tres: Gestionar sosteniblemente los 

bosques, luchar contra la desertificación de-
tener e invertir la degradación de las tierras y 
detener la pérdida de biodiversidad. Para 2020, 
promover la gestión sostenible de todos los ti-
pos de bosques, poner fin a la deforestación, 
recuperar los bosques degradados e incre-
mentar la forestación y la reforestación a nivel 
mundial (15.2).

NORMAS Y JURISPRUDENCIA 
RELEVANTE

Normas
•	 Constitución Política, artículos 80.
•	 Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Mi-

nisterio del Medio Ambiente, se reordena 
el Sector Público encargado de la gestión 
y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza 
el Sistema Nacional Ambiental, SINA y se 
dictan otras disposiciones”., artículo 65.

•	 Ley 1333 de 2009. “Por la cual se establece 
el procedimiento sancionatorio ambiental 
y se dictan otras disposiciones”.

•	 Ley 1801 de 2016. “por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia”, 
artículo 97.

Jurisprudencia
•	 Sentencia C-035 de 1999. MP Antonio Ba-

rrera Carbonell.
•	 Sentencia C-818 de 2005. MP Rodrigo 

Escobar Gil.
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